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ADVERTENCIA DEL EDITOR 



LA fama de que merecidamente goza el gran 
jurisconsulto americano Story, hace inne- 
cesaria cualquiera recomendación de la obra que 
publicamos. Sus Comentarios de la Consti- 
tución DE LOS Estados-Unidos son un mo- 
delo; y por su profundidad y sabiduría pueden 
compararse, según el juicio de un célebre escritor 
contemporáneo, á los escritos de los antiguos ju- 
risconsultos romanos. 

Story, además de su obra lata, escribió un 
Comentario Abreviado para hacer conocer al 
pueblo americano el verdadero sentido de la 
Constitución; exponiendo sus doctrinas en un 
compendio, que por su claridad estuviera al alcan- 
ce del mayor número, sin que por esto se omitie- 
se parte alguna sustancial de sus explicaciones. 

México pretende imitar las instituciones ame- 
ricanas: bueno es entonces que conozca su sen- 
tido, haciendo que se generalice el conocimiento 
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de las doctrinas de uno de sus más eminentes co- 
mentadores. 

Tal es el objeto de esta edición mexicana. Pa- 
ra hacerla menos costosa, y de más fácil adqui- 
sición, se ha suprimido la Historia de las Colo- 
nias y de la Revolución de los Estados-Unidos, 
limitándose el libro á la parte meramente doc- 
trinal, al verdadero Comentario de la Constitu- 
ción. 



CARTA DEL DR. STORY AL DR. MARSHALL 



Al Honorable Jl\oiv MaT$l:\aU, Dr. er^ liOyes, Jtte de la Justicia 

de los Kstados-Unidos de América. 



Señor : 

Pido el favor de dedicaros esta obra. No conozco á 
quién podría con más propiedad ser dedicada, si no es á 
aquel cuya juventud estuvo empeñada en las arduas em- 
presas de la Revolución, cuya virilidad se ocupó en auxi- 
liar el planteamiento y sosten de la Constitución nacio- 
nal, y cuya madura edad ha sido consagrada á la tarea de 
desenvolver sus poderes é ilustrar sus principios. Cuando 
miro hacia atrás sobre vuestros trabajos jurídicos, duran- 
te un período de treinta y dos años, es difícil suprimir mi 
asombro por su extensión y variedad, por la instrucción 
precisa, el razonamiento profundo, y los sólidos principios 
que ellos uniformemente desplegan. Otros jueces han al- 
canzado una elevada reputación por trabajos semejantes 
en un solo ramo de jurisprudencia. Pero, en un ramo, 
(no necesita decirse que aludo á la ley Constitucional) la 
convicción unánime de vuestros compatriotas, ha estable- 
cido que no tenéis rival. 

La posteridad seguramente confirmará por su delibe- 
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rado juicio, lo que la edad presente Iijl aprobado como un 
acto de justicia indispensable. Vuestras exposiciones de 
la ley constitucional, gozan de una rara 5^ extraordina- 
ria autoridad. Ellas constituyen un monumento de fama, 
muy superior á los ordinarios títulos de la gloria militar 
y política. Ellas están destinadas á ilustrar, á instruir y 
á convencer á las generaciones futuras; y solamente pue- 
den desaparecer con la memoria de la Constitución mis- 
ma. Ellas son la victoria de una inteligencia acostum- 
brada á luchar con dificultades, capaz de desarrollar las 
más complexas verdades con varonil sencillez y severa 
lógica, y pronta para disipar las ilusiones de la duda inge- 
niosa, del argumento sutil y de la elocuencia apasionada. 
Ellas nos recuerdan a1í:2funos caudalosos ríos de nuestro 
propio país, que, reuniendo en su curso el contingente de 
muchos arroyos tributarios, lanzan al fin su propia cor- 
riente en el 0<:éano, profunda, clara é irresistible! 

Peí o confieso que admiro aún con más placer una vida 
adornada por la consecuencia en los principios, y por el 
desempeño de virtuosos deberes; en la que nada hay que 
deplorar, nada que ocultar, ninguna amistad rota, ninguna 
confianza traicionada, ninguna tímida concesión al clamor 
popular, ningunos astutos esfuerzos para alcanzar el favor 
popular. ¿Quién, no oye con legítimo orgullo la verdad, 
de qge el discípulo, el amigo, el biógrafo de Washington, 
todavía vive decidido abogado de sus principios? 

Comprendo bien que, para algunos, no parecerá llega- 
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do aún el tiempo en que un lenguaje semejante, por ve- 
rídico que sea, se dirija al público. Ojalá diste mucho to- 
davía el momento en que el elogio hablará con toda la 
plenitud de inflexión que pertenece á la santidad del se- 
pulcro. 

Pero yo ignoro si la Providencia me acordaria en ade- 
lante el privilegio de declarar en la forma conveniente, 
mí profundo convencimiento de los servicios que la juris- 
prudencia de mi país debe á vuestros trabajos, de que he 
sido testigo veintiún años, y en alguna humilde propor- 
ción compañero. Y si debo presentar alguna excusa por 
mi libertad ahora ¿no podré decir que á vuestra edad, to- 
da reserva puede ahorrarse, desde que todos vuestros tra- 
bajos deben pronto pertenecer exclusivamente á la his- 
toria? 

Permitidme agregar que tenga el deseo (¿será conside- 
rado como demasiado presuntuoso?) de fijar en estas pá- 
ginas la memoria de una amistad que ha sido por muchos 
años para mí un manantial de satisfacciones, y que, abri- 
go la esperanza, continuará en acompañarme y animarme 
hasta el fin de mi vida. 

Soy con el más alto respeto, 

Vuestro afectísimo servidor, 

JosErii Storv. 
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Ofrezco ahora al público una parte de los trabajos que 
he desempeñado, al llenar mi profesorado en leyes en 
la Universidad de Harvard. La importancia del asunto 
no se pondrá en duda por los que estén habituados á 
la reflexión profunda sobre la naturaleza y el valor de la 
Constitución de los Estados-Unidos. Solo deploro que 
no haya caido en manos más hábiles, con más tiempo pa- 
ra preparar, y más copia de conocimientos que traer á es- 
ta tarea. 

No obstante, imperfectos como pueden parecer estos 
comentarios á los que están acostumbrados á pedir aca- 
bada perfección en obras elementales, ellos han sido he- 
chos con tanto trabajo y tan menuda investigación, que 
apenas podrá el lector ordinario formar de ello una idea 
adecuada. Muchos de Ibs materiales, sueltos y esparcidos, 
se han recogido de entre folletos y discusiones de cir- 
cunstancias; de entre documentos oscuros, ya privados, ya 
públicos, y de colecciones que requieren perseverancia ac- 
tiva para dominar su contenido 6 para elegir de entre da- 



XII PREFACIO DEL DR. STORY 

tos sin importancia algunos pocos hechos ó algún ar- 
gumento. En verdad se requería no pequeño trabajo, aun 
después de exploradas estas fuentes, para reunir sus frag- 
mentos irregulares y darles forma, en grupos que pudie- 
ran ilustrarse y sostenerse unos á otros. 

La maiyor parte de mis más valiosos materiales loS he 
tomado de dos grandes fuentes : El Federalistay incompa- 
rable comentario de tres de los más grandes estadistas de 
su época, y los extraordinarios "Juicios de Mr.vMarshall 
sobre la ley constitucional.'* El primero, discutió la es- 
tructura y organización del Gobierno nacional en todos 
sus departamentos, con admirable plenitud y fuerza. El 
últinio ha dilucidado los límites y la aplicación de sus 
poderes y funciones, con una profundidad y -una felici- 
dad sin rival. ; 

. * 

El Federalista comento y explicó los objetos y alcapce 
ordinario de estos poderes y funciones. 

El razonamiento, maestro de Mr. Marshajl; los ha se- 
guido h^st^ sus últimos resultados y. consecuencias, con 
una prepisipn y claridad, que se ac;er,ca pn aianto e^ po- 
sible á una, .demostración matemática. ., 

El Fcdendisia,. escrito para combatir las objjecione^po- 
j)ulare3 niás . válidas, al tiempp do adoptarse la Constitu- 
ción,, no h^.ifi tentado, seguir un orden muy exg^gto ea ,sus 
rajciocinio^^, ^jno jque ha tomado los asuntos del modo más 
faYorahle.,?a,í^gJ^e|,t^n)po,..para4^Jxuir las preopupaciot^ 
neg que. ,coíplx^tía. ^ Por e?p, tópicos que tenían entre sí 
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analogías naturales» están á veces separados, y la ilustra- 
ción de varios puntos importantes, es presehtada en diá- 

* 

cusiones incidentales- He trascrito en estas páginas todo 
lo que parece ser de importancia permanente en aquella 
grande obra, esforzándome en hacer sus méritos más ge- 
neralmente conocidos. 

El lector no debe esperar en estas páginas ninguna 
idea nueva, ningima inteligencia nueva de la Constitu- 
cion. Yo no tengo la ambición de ser el autor de un 
nuevo plan para interpretar lá teoría de la Constitución, " 
ó para aumentar ó disminuir sus poderes por* medio de 
ingeniosas sutilezas y científicas dudas. Mi objeto se ha- 
brá conseguido, si logro exponer artte el lector el ver- 
dadero punto de Vista de sus jioderes, mantenido por 
sus fundadores y amigos, y confirmado é ilustrado por la . 
actual práctica de gobierno. La exposición que sé eñcóri-' 
trará en la obra; 'debe 'm'irdi^e más que como mis pfó- 
pias opinionesy cóíno láé de laís grandes intelíg'enfcias qué 
redactaren la Gohstítocfon, ó que de tiempo en tiempo 
han sido llahiádos para administrar por ella. Sobre asun- 
tos de gobierno ísiempre me han parecido fuefa de lugíar 
los refinamientos metafísicos. Una Constitución de go- 
bierno es dirigida al sentido común del pueblo, y nunca 
fué designada para pruebas de lógica, habilidad ó visio- 
narias especulaciones. 

El lector á veces encontrará la misma serie de razones 
en diferentes partes de estos comentarios. Era indispen- 
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sable hacerlo así, á menos de dejar la discusión imperfec- 
ta ó de hacer retroceder al lector muchas páginas, para 
reunir y combinar porciones desprendidas de un mismo 
raciocinio. En los casos que han sido objeto de una inves- 
tigación judicial, ó que pertenecen á este poder, me he 
sentido yo mismo restringuido más que en el resto de la 
obra, y frecuentemente me he contentado con una simple 
trascripción de la sentencia del tribunal. Fácilmente se 
comprenderá que este proceder ha sido adoptado por el 
« deseo de no ir incidentalmente más allá del limite marca- 
do por las autoridades. 

Al publicar mi obra, solicito la indulgencia del público 
por su deficiencia y omisiones. 

Con materiales más copiosos, podria haber sido hecha 
con más exactitud y más satis&ctoríamente. Con más 
tiempo y más instrucción, podria haber sido mejor escri- 
ta en el espíritu de la filosofía política. Tal cual es, puede 
no ser del todo inútil, como un medio para estimular in- 
teUgencias más capaces á hacer una revista más cabal de 
todo el asunto, é imprimir en los americanos un afecto re- 
verente á la Constitución, como que ella es Ápaladium 
de la libertad americana. 



CONSTITUCIÓN 

DÉLOS 

ESTADOS-UNIDOS DE AMEBICA 



Nosotros, el pueblo de los Estados-Unidos, con el obje- 
to de formar una unión más perfecta, establecer la justicia, 
asegurar la paz interior, proveer á la defensa común, pro- 
mgver el bienestar general, y alcanzar los beneficios de la 
liberad, para nosotros y para nuestra posteridad, ordena* 
mos y establecemos esta Constitución para los Estados- 
Unidos de América. 

ARTICULO I. 

Sección i. 

I.— Todos los poderes legislativos concedidos por esta 
Constitución, residirán en un Congreso de los Estados- 
Unidos, compuesto de un Senado y de una Cámara de 

representantes. 

« 

Sección ii. 

I. — La Cámara de representantes se compondrá de 
miembros elegidos cada dos años por el pueblo de los di- 
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versos Estados, y los electores de cada Estado, tendrán las 
' condiciones requeridas para ser electores de la rama más 
numerosa de la Legislatura del Estado. 

2. — No podrá ser representante quien no haya cum- 
plido veinticinco años de ecjad, sido siete años ciudadano 
de los Estados-Unidos y que sea al tiempo de su elección, 
habitante del Estado en el cual haya sido elegido. 

3. — Los representantes y las contribuciones directas, se 
repartirán entre los diversos Estados ^que puedan entrar 
en esta unión, según su población respectiva, la que se de- 
terminará agregando al número total de personas libres, 
inclusas las que estén obligadas á servidumbre por un nú- 
mero de años, y excluidos los indios que* no pagan con- 
tribuciones, las tres quintas partes de todas las demás clases. 
El censo actuátt será hecho en los treá años después de la 
primera reutiíon del Congreso de los Estádos-Unidos,*'y 
dentro de cada término subsiguiente dé diez años, def mo- 
do que ordenará una ley especial. El número de' repre- 
sentantes no excederá de uno por cada treinta mil habitan- 
tes; pero cada Estadp tendrá á lo menos un represen- 
tante ; y, hasta que se haga dicho censo, el Estado de 
New-Hampshire podrá elegir tres, Massachussetts ocho, 
Rhode-Island y las plantaciones de Providencia uno, Con- 
necticut cinco, New- York seis, New-Jersey cuatro, Pen- 
silvania ocho, Delaware uno, Maryland seis, Virginia diez, 
Carolina del Norte cirjco, Carolina del Sud cinco, y Geor- 
gia tres. 

4. — Cuando ocurran vacantes en la representación por 
algún Estado, la autoridad Ejecutiva de éste, dará orden 
• pcira hacer la elección que ha dé llenar esas vacantes. ' 

5.-^La Cámara de representantes elegirá su Presiden- 
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te y denlas empleados, y tendrá el derecho exclusivo de 
acusación. 

Sección iii. 

I. — ^El Senado de los Estados^^Unidos se conipoAdr& 
de dos Senadores por cada Estado, ek^dos por la Legis- 
latura de éste, y por seis años ; cada Senadoi* tendrá un 
voto. 

2. — Inmediatamente después de reunidos, á consecuen- 
cia de la priótera elección,, se dividirán con la igualdad que 
sea posible en tres clases* £1 asiento de los Senadores ^ 
priaieca dase quedará vacante á la espiración del segundo 
afo; la de segfunda clase ial terminar el ctiarto afio; y. la 
de tercera dase al fin ddi sexta aik>; de mcklo que^ una 
tercera parte sea elegida cada dos años ; y si hubiere va- 
cantes por renuncia ú otras causas durante el receso de la 
Legislatura de alg^n Estado, ^1 Ejecutivo de éste puede 
hacer nombramientos provisionales hasta la próxima reu- 
nión 'de la Legislatura, la que áhtónces llenará esas va- 
cai^tes. 

3* — No podrá ser Senador quien no haya cumplido la 
okd de treinta años; sido nueve aRos ciudadano de los 
Estados-Unidos, y sea, al tiempo de su elección, jiafeitailté 
del Estado por el cual es elegido. 

4, — El Vicepresidente de los Estfidos-UnidoS será 
Presidente del Senado, pero no tendlrá voto sino en el 
caso de empate. 

5. — El Senado elegirá sus otros empleados y también 
un Presidente/r^ tetnppr^ en ausencia d^ V¡ce|)residénte, 
6 cuando éste se halle ejerciendo \is funciones de Presi- 
dente de los Estadosr-Unidos. - . 

COSST.— 3. 
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' ó.^^EÍ Senado táadráíetrctór^cho exfcHwivoxte juigaí 
sobfe todas las acusaciones de los funcionarios páblsco^ 
Cuando se reúnan para este objetq los Senadores, presta- 
rán juramento ó afirmación. Cuando se juzgue al Presi- 
áétíttd^ los Estados^Uiiidos, presidirá el ( Odef ynstke ) 
Jídfe dfel'pod^r judicial, y nadie podrá ser cond^^do, úvio 
Concurriehdo las dos terceras partes de votos délos míeAu^ 
bros presentes. 

7. — La sentencia en casos^ de acusación á funGÍonaríos 
pálleos, no excederá dé ki! piivación del c»q)lep ¿ uiha- 
tííiitacion para obtener y gozati nmgub otro ncargó h^iKHÍ* 
fico de res^ionsábiltidiad, ¿ productívó erí losf E^aldo&^Uhí^ 
db$; pero k' parte convicta quedará, sin' embargó,» süjetafiá 
d^r acii&iada^ juzgada, sen tehciacSa y castigada segtim Xzks^i 
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I. — :EI tiempo, lugar y modo de hacer la elección d^ 
Senadpres y representaíjjtes, serán determinados en- ca^a 
' Estado por su propia Legislatura ; pero el Congreso puqde 
ettj cualquier tiempo, por ley, hacer ó alterar esos aireaos, 
epQcej)tb ept lo relativo al tugar en que deban^ elegirse los 
Spnadprps.^ . : . 

2. — El Congreso se reunirá por lo menos una vez cada 
añOi y esta reunión ^ verificará el primer lunes del mes 
de Diciemtire, á meaos que por una ley se señale otro dia. 

Sección v. 
I .-^-Cadá Cáipara será juez de las eleiíciones, cscrutí- 

T • 

nies y icalificaciones de sus respectivos miembrosí y la ma- 
yoría de cada una de ellas cdnstituk^ qu&tum pcua dell^ 



/ 



b^&i^ péronn fnenot número puede aplazar día por dia, 
y csttf autor Í2ada para compeler á lo$ miembros ausentw 
á asistir, tkd modo y bajo las penas quie cada Cámara de- 
termine. 

2. — Cada Cámara puede fijar las reglas desús procedí** 
mientos, castigar á sus miembros por mala conducta, y con 
el asentimiento de las dos terceras partes de votos, expul- 
sarlos. 

5>^— Cada Cámara llevará «n diario de siis actos, y dé 
tiempo en tiempo lo publicará, excepto lo que á su picio 
requiera reserva, y los votos afirnmtívos <! negativos so- 
bre cualquier oue^stion, saexpresarán en d diario, siempre 
ifie fcr deseé urna 4uint&i parte délos presentes. 

4\.4-^NHiguiia Cámara, durante las. sesiones del Con- 
greso, podrá».* sin el consentimiento de la otra, suspeilder 
por más de. tres días sod sesiones, ni caihbiar el lugar en 
donde h» celebren. ^ 

Sección vi. 

I. — Los Sanadores y representantes recibirán una 
compensación' por sus servicios, que será determinada 
por ley y pagada por el Tesoro de los Estados-Unidos, 
Bá todos los cascrs^ excepto los de traición, felonía y aten- 
tíúi& contra la pas^ gozarán deL privilegio de no ser arres- 
tados durante so, asistencia á las sesiones de sus re^>ec- 
tivas Cám^s, y yendo ó regresando de edlas; y no po- 
drán ser foera de alli interrogados por ninguno de sus 
discursos y debates en las Cámaras. 

fl»^--Niftgun Senador ó representante, durante el tiem- 
po 4e su encaigo, podrá ser nombrado para ntngon em« 
pfeo dvft baio la autoridad de los Estados-Unidos^ que 
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haya sido creado en ese tiempo, ó cuyos emolumentos 
se hayan autnentado; y ninguna persona que esté ocu- 
pando un empleo de los Estados-Unidos, podrá ser miem- 
bro de ninguna de las dos Cámaras, mientras permanezca 
én su empleo. 

Sección vii. 

I . — ^Todo proyecto de ley sobre cpntribuciones deberá 
imciarse en la Cámara de representantes; pero el Sena- 
do podrá proponer ó conciurír. con enmiendas, como en 
otros proyectos de ley. 

2.' — ^Todo pix)>'ecto de ley aprobado por la Cámara de 
representante y el Senado, antes de íser. fey será pre^ 
sentado al Presidente de los Estados-Uftidos: si 16 aprue- 
ba lo firmará; pero si no lo aprueba^ lo devolvierá'con sus 
lobjeciones á la Cámara donde tuvo orfgen, la que hará 
sentar por extenso en su diario sus objeciones, y proce- 
derá á tomarlo de nuevo en consideración. Si después 
dos terceras partes de aquella .Cámara aprobasen el pro- 
yecto de ley, se enviará éste con las objeciones á la otra 
Cámara, por la cual será también considerado, y si fue- 
ra aprobado por las dos terceras partea de ella, tendrá 
fuer2a; de ley. En todos estos caisos los votos de ambas 
Cámaras serán determinados por si y por nó^ y los nom- 
bres de. las personas que voten por ó contra del proyecto 
de ley, se harán constar en el diario de cada Cámara res- 
pectivamente. Si algún proyecto de ley no fuese devuel- 
to por el Presidente dentro de diez días (éxteptuando IcJs 
domingos), deépues de haberle sido presentado, dií:ho 
proyecto seráiey, de la misma mdnera qiiejsi lo hubiese 
firmado; á mé«<)3 que el Congreso haya impedido su de- 
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volacion, por la suspenda de sus sesiones, en cuyo caso 
no será ley. 

3. — ^Toda orden y resolución ó vot» para el cual sea ne- 
cesaria la concurrencia del Senado y la Cámara de re- 
presentantes (excepto en una cuestión de aplazamiento), 
se presentará al Presidente de los Estadbsh-Unidos y no 
tendrá efecto ^ntes de ser aprobada por él| <5 siendo des* 
aprobada deberá pasar de nuevo por dos terceras partes 
M Senado y Cámara de representantes, según las re- 
glas y limitaciones prescritas para el caso de un proyecto 
de ley, . 

Sección viil 

Ei Congreso tendrá facultad: 

i.^--Para crear y cobrar impuestos, derechos; contrtbu-^ 
ciones y sisas; pagar las deudas y proveer á la defensa 
común y bienestar general de los Eátados- Unidos; pero 
todos los derechos, impuestos y sisas, serán enteramente 
uniformes en todos los Estados-Unidos. 

2. — Para hacer empréstitos sobre el crédito de los Es- 
tados-Unidos, 

3.-— Para reglamentar el comercio con las naciones ex- 
tranjeras, y entre los diversos Estados, y con las tribus 
indias, 

4. — Para establecer una regla uniforme de naturaliza- 
ción, y leyes uniformes con respecto á bancarota en to- 
dos los E^dos-Unidos. 

5. — ^Para acuñar* moneda, fijar el valor de ésta y el de 
los cuños extranjeros, y establecer él padrón de los pesos 
y urdidas. , 

6. — Parg. proveer al castigo de los fialsifiGadores de bi- 
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Uetej? de Banco y iróneda conñaxte Je los lEstados^Uni- 
dos. 

7.r— Para estaMeoer oficinas dé correos y caminos, de 
pos^ " 

S. — Para promover el adelanto de las cieocías y artes 
útíles, aa^urando pot untíclmpo limitadoá los autoras é 
inyentores el der«áw> exdusivo á si© escritos y desfeiftdri- 
mieistos r«ípectÍYOs. 

9rfr— Para constítaair tribunales inferiores á la Corte. Su- 
prema^''^ 

I o. — Para clasificar y castigar los actos de piraterfa y 
felonía cometidos en los altos mares, y las ofensas contra 
el derecho de gentes. 

• 1 1 .: — Para declarar la guerra, conceder patentes de icor- 
so,. represaliací y c^lameatos con<:emtentes á Uts presas 
que se hagan en mar ó en tierra. •' 

I a.---Paira levantaí tropas y mantenerlas; pero no p©^ 
drá destinarse; dinero para este objeta por un térmútoqbe 
exceda de dos años. 

1 3.— Para jiroveer y manteiier una armada, 

14. — Para formar ordenanzas para el goTbieróo y arre- 
glo de las fuerzas marftimas y terrestres. 

1 S.t-^Para disponer ^1 llamamiento de la milicia, para 
hacer cumplir las leyes de la. Union, dominar las insur* 
reccíones y rechazar las invasiones. 

16.— Para proveer á la organización, armamento y, dis- 
ciplina de la milicia, y para gobernar la parte de ella que 
estuviese empleada en el servicio de los Estados-Unidos, 
reseryaodoá los: Estados respectivos el nombramiento dse 
los oficiales, y la autoridad de instruir y ejercitar lá imli- 
da» según láidisdpHna establed<^ por el Congneso* 



* 

i7.-r*Para ejercer fiícclus¡¥ame(lte el poder L^slati- 
vo sobre uo distrito» no e^ccedíendo de diez millas >cua^ 
dradas, jqoe por cesíoa de Esta4pa P^oulatoes y acep- 
tgidoo del Congreso, venga á ser. el asiento del Gobientt) 
de los £9tados*.Unidosi \f pam ejercer ^(iial.iaai|bpri^ 
bóre todos jbs» otros lugares comprados eoo dUtonsemi- 
míeiitojde.la ]LegisUtwa.deL Estado, á que peitenédexen, 
paia la^onstnifidoa de:íubrtós, almafi€aes».anienálfis aati- 
llieros y demás t>bf:ds. qiiCriUet^ 

í8.--rParahaQer jtodfas tes leyes neoesaiñas y convenfenr 
tesi para ü^üwr ó efe¿to las iacuHadbs precedentes y to^as 
las demás. tooncedidas por eqta: Constít|i<;m al JGobkrao 
de; los EétadQsrUnidos ó á ¡cualquiera de^ stta :d^partar. 
meotos ó^einpleadosé 

r 

Sección jx. 

u — La inmigración ó importación de las persof^a&qtte 
algunos de los Estados existentes ahora creyese conve- 
niente admitir, no será prohibida por el Congreso antes 
del afio mil ochopentos:ochfi>; |>ef o un impuiq^ xS dere- 
cbQwpuedejii^)onpr8e sobre^esaimpojftadQivnofiTioediea- 
do de diez pesos jsor persoBa. 

2.^^£1 pctytli^^io Sú acto de habeos cotpus no será.st^- 
peodido^ «xcépto eii los casos de rebelión ó invafitioo»: oa 
qtie la a^furídad p^hlka lo requiera. 

3. — Ningún iMToyecto de kgr para condenar sin forma 
dé juictorserá aprobado, ni aceptada ninguna Jey retroac- 
tiva* 

4.n— No^sein^ndrá la o^pstadon ni otra clase de cQn- 
^yniGÍoaJdire^tat ^ino eaiKOpordon al eenso óenumeiía- 
cbn xiae deberá tomairse. $e¿uo queda antes éstableddo. 



5.— Ninguna contribución ni derecho será impuesto 
sobpe artículos exportado» de algún Estado, ninguna pre- 
ferencia, se dará por pingun reglamento de cometx:io: 6 de 
renta álos piíertos de un Estado sóbrelos de otro; ni es* 
taran obligados los buques fletados de ó para un Estadoi 
á abrir ó<:errar registro, ni pagar derecho alguno en otro. 
' 6, — Ningún dinero se extraerá deltesoroi sino en con- 
secuencia de disposiciones hechas por ley, y de^íempo 
en tiempo se publicarán estados y cuentas regularizadas, 
de las entradas y salidas de todos los dineros púbHcos. 

7. — Ningún tftulp de nobleza será concedido por los 
Estados-Unidos; y ninguna persona que se hsdle ocupan- 
do un puesto productivo ó de confianza en su administrar 
cion, podrá aceptar, sin el consentimiento del Congreso, 
ningún presente, emolumento, empleo ó título de ningu- 
na especie que sea, de ningún rey, príncipe ni potencia 
«rtranjera. . 

Sección x. 

i^ — Ningún Estado podrá haeef tratado> aüanáa, isi 
confederación; dar patentes de corso y represalia; .acu- 
ñar moneda; emitir billetes de crédito; ofrecer sino oro 
ó plata en pago de sus deudas; apkJbar.pingun jproyectó 
de ley para condenar sin forma de juicio, ^ ninguna «iey 
retroactiva, ni leyes anulando lais obligaciones cfMitráidas 
por contrato, ni conceder ningún título de nobleza. 

2. — Ningún Estado podrá, sin el consentimiento del 
Congreso, • imponer contribuciones ni derechos sobre la 
importación ó la exportación^ excepto los que fueren ab- 
solutamente necesarios para ejecutar sus leyes de inspéo- 
cion, y el líquido producto de todos los impuestos y de- 
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redios caigados poc'los £$tados sobre la importactoo 
la exportaac^D, perteneoerá al Tesoro dc| los £stad€d 
Unidosi y txxbs esaá leyes estarán sujetas á* la- rbvisbii 
exátaan del Gongreao/ Ningún Estada podrá» smiel .coi 
seatínúento del Congreso, impoiter ningún derocho^x 



tonelaje, mantener tropaa 6 buques de gueiira en tÍMipo 
de pazy^ntiar en ningún conv«iiof <5 pacto coh otro H»^ 
lado» dcód una potencia extranjera» ó «mpéfiárscjeo giitofr 
TSLy á ménbs de ser actualmente invadido d haHarse e6 
tsui imniüen te peligro, que no. admita demora* 

ARTICULO II. 

Sección i. ' 

I* — El poder. Ejecutivo residirá en éi Presidente de los 
Estados-Ufiidos de Amériéa. Estará en posesión de sú 
empleo durante cuatro años: ei Vicepresidente sei^á vimi^ 
br^a por €^ shismo per&xlo» ylós dbsjel^dos al mismo 
tiempo» como s^fuei i «> . 

2w-^-Cada i^Estadoc nombrará d^ modo que.su Legialáf 
ttra determine; uñ número de electores 'igusá al núitacro 
total de Senadores y representantes que dicho lEs^do 
tenga derecho^á enviar al Góngr€!so{ pero niñ¿^ Sena- 
dor» ni represe¿tánte d persona en posesión <ks uni'em'* 
pieo de confianza 61 de provecho en kis^ Estadte^Uiu- 
dos, será nombrado elector. 

3. — Loselectores'sé.reuáiránenisus t*espectiyo& Esta* 
dos y votatín por cáduks, por dos personas; de^ jas.qoe 
una á lo menos. no será t^abítanise del mismo -E^feado qué 
eQos. Hacfih una lista-'^ todas las personas porrqtmaea 
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rotñn,y del número de votos por cada i]|ia;x:uyiiJista &«- 
nmiíúi^rúñcsurán^ y trasmitirán seUada, dii%ida al PresK 
<^t^ del Senadoi £1 Presidente del Senado, en faresen- 
cta^dé las^^ámaa^s de Senadores y xep^iesecÉtáhtes, abd- 
rátodos^ Io8 oertificadíDS'y $e cootanin entóiices ios votos. 
L^i picona 4|ue i^esulte t$ner laun^yúriá absidiitfa 4e vqk 
M¿i s$fi!á>Presidenl)^,*JBÍ ese número, fuese la;mayc»4i{dfil 
ntm<^ totalide etectores nombrados; y si. hubiese másr 
deuno^ué travkrajniayQiía relativa» entónces iafCáma^ 
de represenfómtes elegiráinmedkitanMrpfiepQi: cédalas uno 
de ellos para Presidente; y s¡ ninguno tuviese una ma- 
yoría, entonces de entre los cinco que tuvieran más vo- 
tos en la lista, dicha *C¿íi^ara élegít-á del mismo modo al 
Presidente. Pero al elegir, el Presidente, los votos serán 
tomados por Estados, teniendo un voto la representación 
de caída Estado; un^^iia;i^f^0Í)pam(e8tcrol^etQ4iQD^^ 
las dos terceras partes de los Estados, y la xhayoria de^to- 
dos los Estados será i^ecesatria ^ana una demoMau En . todí> 
coso, /después .de la acción de Prestjleiite» Ja fiersqnacpie 
tenga el mayor número de votos de los* electonss,.SQrá el 
Vieépresidente^ Pero si quedasen ^dos ^: más. con votos 
iguales, él Secado elegirá de entre ejlosiel Vicepoeddeft- 
té.>píaric&lulas. 

:t4.r^Ei ;C^>ngreso detei^inará el tiempo jeh que kitrde 
hacerse la elección délos electores, y el día ^en, que elfa» 
dd^an ddu:>Ais votos. Este dia s^ráiel misino :en todos los 
Estados-Unidos. . :- 

i i.-r-rNo^ei^filegible para Pres¡denter<sÍQfiiJuaxduda4a- 
no^de Jia¿kníenftoyqiie&ayaísid¿itíudadapojcbdos £^ar 
dof-UiBidds .idí^^íieníiDb de adoptarse testa £kmstitückiii; 
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oiooorafifis presidido catorce srfuos ^éfi kp EstadM^UaK 

dos. ' ' : 

é.^-r^£n caso de separaóion *<lel Presidente de sú em- 
pleo, ó da muerte, renuncia ó incapacidad pátt^desempeH; 
Sar los poderes y debeoes de dicho empleo^ moaerá éste 
eiiHBl Vicepresidente; y el Congreso puede por una ley 
provetr, para e) caso de separación,, muerte, remniciaKá 
mcapacidfld del Presidente y Vicepreskfente» dedarasdo 
qué fiincicmarío obrará, ettihínces como Presidehte, y ese 

ímpeSará el empleo hasta que cese la íci-^ 
[.del anteqor^ 6 qite se eli^ un Prefideiite. 
' 7*^rt^£l Preisídente reoibiri en épocas detemftióadas una 
oiaBpensacionr por sus servicios, que na será aumentada 
IB disneniáda ducante :el periodo poi" el cual hay|a sido 
ekacté^ y íio tcábirí en este perfodo ningún titro emcíti* 
mentó de los^ Estados-Unidos^ ó efe alguno de dbs. 

8. — Antes de entrar en ejercicio, pronunciará el siguient 
te juramento ó afinnacion: 

g.-^'* SókmMmntfofuro (ósfitmo) que de se m p eñ a rá am 
'^fideUdad el ev¿ple0 de Presidente de ios Estaáoe^ Unido.% ^ 
" lo mejor qtíe pueda, conservaré, protegeré y defenderé I0 
" Constitución de los Estados- Unidos. " 

Sección ii. 

i^^^^JBl Presidente momburá ea jefe el ejérdto y arma- 
da de los £stados-Unidos y la milicia de los diversos Es^ 
tados. ouatodo sea llamada al servicio activo de bs Esta- 
doB^Unidos; puede pedic la opinión escrita de los princi- 
pakst^mpk^idos encada uno dé los departaomeotos eje- 
^sioAvo^f sobre vdaalquier asunto fislatívo á lo^ deberes. db 
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sus empleos respectivos^ y tendrá poder para acordar lá 
suspensión del castigo y el perdón por ofensas, contra ios 
Estados-Unidos, excepto en el caso de acusación á fiín- 
cioi9ark>s públicos. 

2. — ^Tendrá facultad por y con el consejo y consentí 
miento del Senado, para hajcer tratados, eon tal de que 
concurran de presente, dos terceras partes de los Sena* 
dores ; y nombrará por y con el consejo y conocimiento 
del Senada, Embajadores y otros Ministros públicos y. 
cónsules, jueces de la Corte Suprema y todos los otros 
empleados de los Estados-Unidos, cuyos, nombramientos 
no estén determinados de otro modo en esta Constitución, 
y los que serán establecidos por ley; pero el Congreso 
podrá por ley conferir el nombramiento de los empleos 
inferiores, cuando lo tenga por conveniente al Presidente 
solo, á los tribunales légales 6 á los jefes de Departa^ 
mentó* 

3. — El Presidente tendrá facultad para llenar todas las 
vacantes que puedan ocurrir durante itl receso del Sena- 
do, acordando comüñbnes que terminarán al comenzar 
la próxima sesión, . 

Sección iii. 

I. — De tiempo en tiempo presentará al Congreso in- 
formes sobre el estado de la Union, y recomendará á su 
consideración las medidas que juzgue necesarias y conve- 
nientes; puede en^ocasiónes extracH'dinarias, <:onvocar am- 
bas Cámaras, ó cualquiera de ellas, y en casó de discor- 
dia entre ellas <^on respecto al tiempo dd aplazamiento; 
puede aplazadas para el dia que crea adveniente; recibi- 
rá los Embsqadores y otros Ministros públicos; cuidará 



<pie ba leyes sean fielmente ejecutadas, y otorgará sus 
despachos á todos los empleados de los Estados-Uo¡do& 

Sección iv* 

i . — El Presidente, Vicepresidente y todos los ^pica- 
dos civiles de los Estados-Unidos, serán separados de ¿us 
en^eo^, cuando sean acusados, y convencidos de traición» 
cdieioho ú otros graves crímenes y delitos. 

ARTICULO III. 

' ' ' ■ 

Sección i. 

1. — El poder judicial de los Estados-Unidos residirá cto 
uoa Corte Suprema y en tantos trilHuiales inferiora cuan- 
tos d Congreso en adelante ordena y establezca. Los jue- 
ces de la Corte Suprema y. de los tribunales inferiores^ 
permanecerán en cus empkios mientras dure su buena 
cofiducta, y recibirán en épocas señailadas una compett* 
sadon por sus servicios, i^ue no disminuirá mientras dureo 
en sus empleos. 

Sección il 

I. — El poder judicial se. extenderá á todos los casos en 
derecho y. equidad que emanen de esta Constitución, de 
bs leyes de Jos Estados-Unidos y de los tratados hedios 
y por hacerse bajo, su autoridad ; 'á todos k>8 casos relativos 
á los Embajadores, y otros Ministros públicos y á loí 
Cónsules; á todos los casos del almirantazgno y jurisdic- 
don marftiina; á las controveisias: en que los Estados- 
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Unidos sean una de las partes; á las coi^(»mmas'ientfe 
dos ó más Estados; enire un Estado y ciiidadanos 'de otib 
Estado; entre ciudadanos de diferentes Estados; entre el 
ciudadano del mismo Estado re(;lamando tierras por con- 
cesión de diferentes Estados, y, entre un Estado ó los 
ciudadanos de éste yEstadps extranjeros, ciudadan<í5 ó 
^bditos. 

' í .— rEn todos los casos relativos á Embajadores, otros 
Ministros públicos y Cóírtsulés, y aquellos en qué ün Es- 
tado sea una de las partes, la Corte Suprema tendrá juris- 
dicción originaria. En. todos los otros casos, antes men- 
ciong^dos, la jurisdicción de la Corte Suprema será de 
apelación, tanto respecto á la ley, como al hecho, con las 
excepciones y bajo los reglamentos* que el Congreso hí- 
Gtere;' ' ' " . - -■ ' 

' 3.— ¿¿El juicio de todos los crírtierieé, excepto eft cátttts 
déíiaeuáacSon contrae funcionarios públicos, se hafá por 
fwnA^vy los juicios tendrán lugar etí el É5ta<lo* dond^ 
j£<^' oikn^ú se hubiere cometido ; pém cuando no áe htt- 
btef^^Miiitklo en el territorio ttafcíonál, el juicio se ségüi- 
tó eií ^ lugar qué el Congreso haya designado ^<* ley. 

m 

Sección • ih. 

I. — La traición contra los Estadós^Uhídos, consistirá 
solamente mi tomar lasí armas contra ellos» ó en adherivste 
á sus enemigos dándoles auxilio y {^otectioa. Nadie será 
convicto de tcaicion sin él testimonio, á lo menos, de dos 
testigos, de haberse perpetrado públicamente el mismo 
acto, ó por confesión en sesión pública de una corte; 

1. — ^ElCongresotendrá facultad para designar dca^igo 
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de la traición ; pero las consecuencias de la pena no serán 
trascendentales á la faitiilia ji descendientes. 



ARTICULO IV. 

r. 
SáECCldN I. 






I. — Entera fé y crédito será acordado en cada Estado» 
á los actos públicos, registros y procedimientos judiciales 
dé todos los otros Estados. Y el Congreso puede por le- 
yes .¿eilecalesj determinar el modo en que tales actos^ 
r^;ístros y procedjmientos se probarán, y los efectos de 
ellos,. 



• r • 



I. • 
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i.^~Los ciudadanos de cada Estado, tendrán derecho 
á ios privilegios é inmunidades de ciudadanos en los de- 
más Estados. 

2, — Cualquiera pcr^pna acusad^ en un Estado, ide tiai- 
ci<^ £elo)){a.]$ otro -crimien, que r huya de la justicia y,se 
eiicui^abí^;^!^ otro Estado, se^ enti)9gada .ppr ^^i .^ 
que lo e^cy^ la .autoridad Ejecutiva del Est^a de} cual 
huyói p0^?i/^ eotregada á, aquel Estada que tonga juris*- 
dicción sobre el crimen. 

3. — Ninguna persona obligada á servicio ó trabajo en 
un -Estado, bajo las leyes del jnpsmp, podrá descargarse 
de tal servicio ó trabajo, fugándose á otro Estado, en con- 
setiieticia de ley alU vigente, sino que, será énitregtada 
á la f>etsona 'que la redame. ^ 
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Sección iiL 



!• — Nuevos Estados podrán ser admitidos por el Con- 
greso en esta Union; pero ningún Estado nuevo será 
formado ó erigido dentro déla jurisdicción de otro Estado» 
ni se formará ningún Estado poria reunión de dos ó más 
Estados ó fracciones de Estados, sin el consentimiento de 
las Legislaturas de los Estados interesados y del Con- 
greso. . . 

2. — El Congreso podrá disponer y hacer los reglamen- 
tos, y tomar las medidas necesarias respecto á los tenrito* 
nos ú otras propiedades pertenecientes á los Estados- 
Unidos, y nada en esta Constitución se dispondrá,' que 
perjudique las reclamaciones de los Estados-Unidos ó de 
cualquier Estado particular. 

Sección iv. 



- \r 



I . — ^Los Estados- Unidos garantizarán á cada unb de los 
Estados en oesta Union una forma republicana de gobier- 
no, y los protegerán contra toda invasión <?' violencia in- 
terior, ¡por requerimiento de la Legislatura' ó del Ejecu- 
tivo, cuando la Legislatura no pueda ser convocada. 



ARTICULO V. 



i.-tE1 Congrí^, siempre qu? las dos terceras partes 
de ambas Cáifiaras lo juzguen nebesMÍo, propondrá .en- 
miendas á esta Constitución ; ó á solicitud de las Legisla- 
turas de dos terceras partes de todos los Estados, convo- 
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cara una Convención para proponer enmiendas, las que, 
en cualquiera de los casos, serán válidas para todos los ob- 
jetos y propósitos, como parte de esta Constitución, cuan- 
do esté ratificada por las Legislaturas de tres cuartas 
partes de los diversos Estados, ó por convenciones en 
tres cuartas partes de los mismos, según el uno ó el otro 
método de ratificación pueda ser propuesto por el Con- 
greso, con tal que ninguna enmienda que pueda hacerse 
antes del año de 1808, afecte en manera alguna, la pri- 
mera y cuarta cláusula de la 9? Sección del primer Artí- 
culo, y que ningún Estado sin su consentimiento sea pri- 
vado de sufi-agio igual á los demás en el Senado. 

ARTICULO VI. 

I. — Todas las deudas y compromisos contraidos antes 
de adoptarse esta Constitución, serán tan válidos contra 
los Estados-Unidos bajo esta Constitución, como bajo la 
Confederación. 

2. — psta Constitución y las leyes de los Estados-Uni* 
dos, que en virtud de ella se hicieren, y todos los tratados 
hechos ó que se hagan bajo la autoridad de los Estados- 
Unidos, serán la suprema ley de la tierra ; y los jueces en 
cada Estado, estarán sujetos á ella, á pesar de lo qué en 
contrario disponga la Constitución ó leyes de cada Estado. 

3. — Los Senadores y representantes ya mencionados, 
y los miembros de las Legislaturas dé los diversos Esta- 
dos, y todos los empleados de los Poderes judicial y Eje- 
cutivo, ya de los Estados-Unidos, ya de los diversos Es- 
tados, se obligarán por juramento ó afirmación á defender 
esta Constitución ; pero ningún testimonio religioso podrá 

CüNST.— 3. 
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ser exigido como condición para empleo ó cargó público 
en los Estados-Unidos. ^ 

ARTICULO VIL 

I . — La ratificación de las Convenciones de nueve Es- 
tados, será suficiente para el establecimiento de esta Cons- 
titución entre los Estados que la hayan ratificado. 

Dado en la convención por consentimiento unánime de 
los Estados representados, el dia 17 de Setiembre del año 
de Nuestro Seño» de 1787, duodécimo de la independen- 
cia de los Estados- Unidos de América, y en confirmación 
de lo cual firmamos la presente 

Jorge Washington, 

Presidente y diputado de Virginia. 



Nüevo-Hampshire, 
Juan Langdon, 
Nicolás Gilman. 

MASaiCHÜSSETS, 

Nataniel Gorham. 
Rufo King, 

CoNNEcncüT, 
Guillermo Samuel Johnson. 
Rogerio Sherman, 

NüEVA-YOBK, 

Alejandro Ha^nilton, 



New-Jeesey. 
Guillermo Livingston. 
David Brearly, 
Guillermo Patterson, 
Jonatan Dayton, 

PeNSHíVANIA, 

Benjamín Franklin. 
Tomas Mifflin, 
Roberto Morris, 
Jorge Clymer, 
Tomas Fitssimons, 
Jared IngersolL 
Jaime Wilson, 
Gobernador Morris, 
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Demware, 
Jorge Re^. 
Gunning Bedford, • 
Juan Dickinson, 
Ricardo Bassett, 
Jacobo Broom, 

Maetland, 
Jaifne M^. Hcnry, 
Daniel de St. Toñitas Jenifcr. 
Daniel CarrolL 

Virginia, 
Juan Blair, 
Jaime Madison. 



Cabouna del Nobte, 

Cuillermo Blount, 
Ricardo Dpbbs Spaight. 
Hugo Wiliamson. 

Carolina del Sur, 

Juan Butledge. 

Carlos Cotesworih Pinckney, 

Carlos Pinckney. 

Pierce Rutler, 

Georgia. 
Guillermo Few. - 
Abraltam Baldivin. 



Certifico: 



Guillernio Jackson^ 

Secretario. 



ENMIENDAS A LA CONSTITUCIÓN 



ARTICULO I. 

I. — El Congreso no hará leyes respecto al estableci- 
miento de religión, ni prohibiendo el libre ejercicio de ésta, 
ni restringiendo la libertad de la palabra, ó de la prensa, 
ó el derecho del pueblo para reunirse pacíficamente y pre- 
sentar al Gobierno peticiones de justicia, 

ARTICULO II. 

I . — Siendo necesaria una milicia bien arreglada p^a la 
seguridad de un Estado libre, el derecho del pueblo para 
tener y llevar armas, no será coartado. 

ARTICULO III. 

I. — En tiempo de paz ningún soldado podrá ser alojado 
en ninguna casa contra la voluntad de su duefio ; ni tam- 
poco en tiempo de guerra, sino en la forma prescrita por 
la ley. 

ARTICULO IV. 

I. — El derecho del pueblo á la seguridad de sus per- 
sonas, domicilios, papeles y efectos, contra registros y 
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embargos arbitrarios, no será violavio ; y ninguna orden 
será expedida para ello, sino sobre causa probable, apo- 
yada por juramento ó afirmación, y describiendo especial- 
mente el lugar que debe ser registrado, y las personas ó 
cosas que deban ser embargadas. 

ARTICULO V. 

I . — Nadie estará obligado á responder por crimen ca- 
pital, ó de otro modo infamante, sino por denuncia ó acu- 
sación, ante un gran jurado ; excepto en los casos relati- 
vos á las fuerzas de mar ó tierra ó en la milicia, hallándose 
en servicio activo en tiempo de guerra, ó de peligro pú- 
blico ; ninguna persona estará sujeta por el mismo delito 
á correr dos veces el riesgo de perder la vida ó algún 
miembro, ni estará obligado en ninguna causa criminal, á 
ser testigo contra sí mismo, ni se le podrá quitar la vida, 
la Ubertad ó la propiedad, sin las debidas formas de la ley ; 
ninguna propiedad privada podrá tomarse para uso pú- 
blico sin justa compensación. 

ARTICULO VI. 

I . — En todas las causas criminales el acusado gozará 
del derecho á un juicio público y pronto, por uh jurado 
imparcial del Estado y distrito donde el crimen haya sido 
cometido ; coyo distrito haya sido fijado previamente por 
ley ; y á ser informado de la naturaleza y causa de la acu- 
sación ; y á ser careado con los testigos en contra de él, 
y á tener medios compulsorios para obtener testigos en 
su favor, y para tener auxilio de abogado para su defensa. 
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ARTICULO VIL 

I, — En las causas civiles en las cuales el valor en cues- 
tión exceda de 20 pesos, el derecho de ser juzgado por 
jurados, se conservará, y ningún hecho sentenciado por 
aquel, podrá ser examinado de nuevo en ningún tribu- 
nal de los Estados-Unidos, sino de acuerdo con las reglas 
de la ley común. 

ARTICULO VIH. 

!• — No se exigirán fianzas excesivas, ni se impondrán 
njultas desmedidas, ni se aplicarán penas crueles ó desu- 
sadas. 

ARTICULO IX. 

I.— La enumeración en esta Constitución de ciertos 
derechos, no podrá alegarse para negar <5 desvirtuar otros 
que corresponden al pueblo. 

ARTICULO X. 

I. — Los poderes nodelegados.á los Estados-Unidos 
por la Constitución, ni prohibidos por ésta á los Estados, 
están reservados para éstos, respectivamente, 6 para el 
pueblo. 

ARTICULO XI. 

I. — No se entenderá que el poder judicial de los Esta- 
dos-Unidos, pueda extenderse hasta las causas en ley ó 
equidad empezadas ó perseguidas contra uno de los Es- 
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tados-U nidos por ciudadanos de otro Estado, ó por ciu-. 
dadanos y subditos de algún Estado extranjero. 

ARTICULO XII. 

I. — Los electores se reunirán en sus respectivos Esta- 
dos, y votarán por boleta (cédula) para Presidente y Vice- 
presidente, uno de los cuales, á lo menos, no será habi- 
tante del mismo Estado que ellos ; deberán nombrar en 
las cédulas la persona por quien votan como Presidente, 
y en otra diferente la persona por quien votan como Vice- 
presidente, y los electores harán diferentes listas de todas 
las personas por quienes se ha votado para Presidente, y 
de todas las personas por quienes se ha votado para Vice- 
presidente, y del número de votos por cada una, cuya lista 
firmarán, certificarán y remitirán sellada al asiento del 
Gobierno de los Estados-Unidos, dirigida al Presidente 
del Senado. El Presidente dd Senado, en presencia del 
Senado y de la Cámara de representantes, abrirá todos 
los certificados, y los votos serán entonces contados : la 
persona que tenga el mayor número de votos para Presi- 
dente, será Presidente, si ese número fuese una mayoría 
del número total de los electores nombrados ; y si ninguno 
tuvíese»tal mayoría, entonces de «entre las personas que 
tuvieran los mayores números, no pasando de tres, en la 
lista de aquellos por quienes se hubiese votado para Pre- 
sidente, la Cámara de representantes elegirá inmediata- 
mente por cédula, el Presidente. Pero al elegir el Presi- 
dente, los votos serán tomados por Estados, teniendo solo 
un voto la representación de cada Estado; el quorum 
para este objeto, consistirá en un miembro ó miembros 
de las dos terceras partes de los Estados, y una mayoría 
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4e todos los Estados será necesaria para la elección. Y si 
la Cámara de representantes no eligiese un Presidente 
cuando recaiga en ella et derecho de elección, antes del 
dia 4 de Marzo próximo, entonces el Vicepresidente fun- 
cionará como Presidente, como en el caso de muerte ú 
otra incapacidad constitucional del Presidente. 

2. — La persona que tenga mayor número de votos como 
Vicepresidente, será Vicepresidente, si ese número es una 
mayoría del total de electores nombrados ; y si ninguno 
tiene mayoría, entonces, de los dos números más altos en 
la lista, el Senado elegirá el Vicepresidente : un qtiorum 
para este objeto, consistirá en las dos terceras partes del 
número total de Senadores, y una mayoría de ese total es 
necesario para la elección. 

3. — Ninguna persona constítucionalmente inelegible 
para el cargo de Presidente, será elegible para el de Vice- 
presidente de los Estados-Unidos. 

ARTICULO XIU. ' 

A los que las presentes vieren, salud. 
Sabed que el primero de Febrero pasado, el Congfreso 
de los Estados-Unidos votó la resolución siguiehte: 

" Resohuion somAiendo á las legislaturas de los diversos 
Estados la proposición de enmendar la Gmstitucion de 
los Estados^ Unidos. 

Resuelto por el Senado y la Cámara de representan- 
tes de los Estados-Unidos, rexmidos en Congreso, y con 

I Se publica este articulo con la promulgación del Ministro de Es- 
tado, para que se v^n los términos en que es reformada la Constitu- 
ción de los Estados-Unidos. 

CONST.— 6, 
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él voto de los dos tercios de cada Cámara, que el artícu- 
lo siguiente será propuesto á las legislaturas de los diver- 
sos Estados como enmienda á la Constitución de los Es- 
tados-Unidos; y que una vez ratificada por las tres cuar- 
tas partes de las dichas legislaturas, se considere firme y 
valedero como parte de la misma Constitución ; á saber : 

ARTICULO XIII. 

Sección i. 

En los Estados-Unidos, así como en todos los lugares 
sometidos á su jurisdicción, no habrá esclavitud ni servi- 
dumbre involuntaria, á no ser que esta servidumbre sea 
como el castigo de un crimen de que el responsable haya 
sido claramente convencido. 

* 

Sección ii. 

El Congreso tendrá facultades para expedir las leyes 
necesarias á fin de hacer ejecutar este artículo/' 

Considerando que de los documentos recibidos en el 
departamento de Estado, resulta que la enmienda á la 
Constitución de los Estados-Unidos de que antes se ha 
hablado ha sido ratificada por las legislaturas de los Es- 
tados de Illinois, Rhode Island, Michigan, Maryland, 
Nueva- York, Virginia del Oeste, Maine, Kansas, Mas- 
sachussets, Pensylvania, Virginia, Ohio, Missouri, Neva- 
da, Indiana, Luisiana, Minnesota, Wisconsin, Vermont, 
Tennesse, Arkansas, Conneticut, Nuevo-Hampshire, Ca- 
rolina del Sur, Alabams^, Carolina del Norte y Georgia; 
por todos, veintisiete Estados; 
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Considerando que el número de Estados que compo- 
nen los Estados-Unidos es de treinta y seis; 

Considerando que los Estados arriba enumerados, cu- 
yas legislaturas han ratificado la enmienda propuesta, 
constituyen las tres cuartas partes del número total de los 
Estados-Unidos; 

Sépase por todos, cómo yo, Williams H. Seward, Se- 
cretario de Estado de los Estados- Unidos, obrando en 

« 

virtud y en ejecución de la segunda sección de la acta del 
Congreso aprobada el 20 de Abril de 1818 é intitulada: 
" Ada pata proveer á la publicación de las leyes de los Es- 
tados-Unidosl' certifico: que la enmienda citada ha hé- 
chose legítima y debe considerarse parte de la Constitu- 
ción de los Estados-Unidos. 

En testimonio de lo cual he firmado aquí, y hecho po- 
ner el sello del departamento de Estado. 

Hecha en la ciudad de Washington, el dia diez y ocho 
de Diciembre del año del ^^ñor de mil ochocientos se- 
senta y cinco, nonagésimo de la independencia de los Es- 
tados-Unidos. 

W. H. Sewakd, 

Secretario de Estado. • 



CONSTITUCIÓN 

DE LOS ESTADOS TJZSriDOS 



CAPITULO I 

OBZG3EK DB UL OOMSnXÜCION 



SituaoloA de la Aix^érioa.^Prlix^eras t0X\tativ«ft de revisión )\e61\a8 
en el Estado de Virginia. —Reunió a ei\ Tiladelña para la revi- 
sión de la Ck>nfederaclox\.~I\t\ode Island i^o se htce represen- 
liir,»Fonx\acioto de Convenciones especiales en cada Sstado.— 
Nombraxniento de los miembros de las dos Cámaras. -elección 
de ^Washington*— La nueva Constitución se 'pone en vigor.— 
Adhesiones posteriores de la Carolina del Norte y de Rl\pde Is- 
land. 

Los negocios de la América estaban en mala situa- 
don, cuando á principios del año 1786, los legisladores 
de Virginia y de Mariland, nombraron comisario para 
reglamentar la navegación de los rios Potomac, Pocomo- 
ke y la bahía de Chesapeake. Estos comisarios reunidos 
en el mes de Marzo del mismo año, se detuvieron ante la 
falta de poderes suficientes para autorizarlos á organizar 
una fuerza naval local, y á fijar una tarifa de derechos so- 
bre las importaciones. Informaron de esto á la Legisla- 
tura de Virginia, quien inmediatamente tomó la resolu- 
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cion de someter la cuestión de la tarifa á todos los Esta- 
dos que componian la Union. Poco tiempo después, en 
Enero de 1786, la Legislatura adoptó otra resolución, 
nombrando comisarios, que debian entenderse con los 
que fuesen nombrados por los otros Estados de la Union 
en el tiempo y lugar convenido, para examinar el estado 
general del comercio de los Estados-Unidos, la situación 
particular del comercio de cada Estado é investigar hasta 
qué punto la uniformidad de la reglamentación para las 
relaciones copierciales era necesaria á sus intereses co- 
munes y á la conservación de la buena armonía entre 
ellos. Debian presentar un informe sobre estas materias 
á la Legislatura de cada Estado, y éstas, adoptándolo, de- 
bian poner en posición á los Estados reunidos en Congre- 
so, de proveer todas las necesidades á este respecto. 

Estas resoluciones fueron comunicadas á los Estados, 
y en el mes de Setiembre de 1786, hubo en AnnapoKs 
una reunión de comisarios de cinco Estados bolamente, á 
saber: New- York, New-Jersey, Pensylvania, Ddaware 
y Virginia. Después de algunas discusiones preliminares, 
pensaron que necesitaban poderes más amplios, y esta 
consideración, agregada á la circunstancia de que solo un 
pequeño número de Estados se encontraban representa- 
dos, los hizo suspender toda decisión, limitándose á la re- 
dacción de un informe destinado al Congreso y á cada 
Estado. En este informe recomendaban vivamente el 
nombramiento de comisarios, "que deberían reunirse el 
'** segundo lunes del mes de Mayo, en la ciudad de Fila- 
** delfia, para ocuparse de examinar la situación de los Es- 
" tados-Unidos, entenderse sobre las medidas necesarias 
*-para dar á la Constitución del Gobierno Federal, los 



'* medios de corresponder á las exigencias de la Union > 
'' y en fin, hacer sobre este objeto un informe, qae seria 
** presentado al Congreso, sometido á su ratificación, y á 
** la de cada Estado, llenando así el fin que se proponía." 

Así que se comunicó la resolución tomada por los co- 
misarios á la Legislatura de la Virginia, ésta decidió que 
se nombrarían delegados; que se reunirían en Fíladelfia 
á los que fuesen nombrados por los otros Estados. La re- 
solución se comunicó así al Congreso. Sin embargo, todo 
quedó en suspenso hasta la época en que la Legislatura 
de New- York envió á sus representantes al Congreso^ 
instrucciones para recordar la resolución que recomenda- 
ba á los Estados nombrar delegados, con el objeto de revi- 
sar en común el pacto federal, ó de proponer las enmien- 
das. En consecuencia, el 21 de Febrero de 1787, el Con^ . 
greso decidió que una asamblea se forms^ia en Filadelfis) 
el segundo lánes del mes de Mayo siguiente, " á fin de 
"revisar los artículos de la Confederación, y que las nv>^ 
" dificaciones ó disposiciones nuevas, serian {Hresenta^das 
**al Congreso y á las diferentes Legislaturas, para' ser 
" adoptadas por e! Congreso, y ratificadas por lo^ Esta- 
** dos, para poner la Constitución Federal en estado de 
" satisfacer la necesidad del Gobierno y del mantenimien- 
" to de la Union. " Es probable que los alarmantes distur- 
bios que habían surgido en Massachussets, contribuyeron 
á este resultado. El informe del Congreso sobre este asun- 
to, revela, ei) efecto, sus temores y la debilidad de su po- 
lítica. 

Los delegados de doce Estados se reunieron en el lu- 
gar y en la época convenidos; el Estado de Rhode Island 
fué el único que rehusó hacerse representar en aquella cir- 
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cunstancia importante. Después de lorgos deliberaciones» 
la asamblea acioptó en fin el 12 de Setiembre de 1787, el 
proyecto de la Constitución actual, y por una resolución 
tomada al mismo tiempo, ordenó que fuese presentado á 
los Estados reunidos en congreso. La asamblea manifes- 
tó la opinión, de que debería ser sometido á una conven- 
ción de delegados elegidos en cada Estado por el pueblo> 
bajo la vigilancia de su Legislatura, para obtener su asen- 
timiento y ratificación, y que cada convención que ratifi- 
case, debería dar aviso al Congreso; la asamblea, por otra 
resolución, propuso que tan pronto como nueve Estados 
hubieran ratificado la Constitución, el Congreso fijase un 
dia para el nombramiento de los electores por los Esta- 
dos, y otro dia para el nombramiento del Presidente por 
los electores, y para la fijación de la época en que la 
Constitución empezaría á estar vigente, y que después 
de esta publicación, se procedería al nombramiento de 
los electores, á la elección de los Senadores y de los 
representátntes. 

Desde que el Congreso hubo recibido el informe de la 
comisión, el 28 de Setiembre de 1787, decidió unánime- 
mente que este informe, con la resolución y las cartas que 
le acompañaron, serian enviados á las Legislaturas loca- 
les, para ser sometidos á una asamblea de delegados ele- 
gidos' en cada Estado por el pueblo, conforme á la opi- 
nión emitida por la Convención. 

Las Legislaturas locales convocaron, en consecuencia, 
asambleas ó convenciones especiales, en cada uno de los 
Estados que habían sido representados en la convención 
general, y la Constitución fué ratificada por once Esta- 
dos de doce. Inmediatamente el Congreso, por una reso- 
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ludon del 13 de Setiembre de 1788, fijó el primer vier- 
nes dd mes dé Enero siguiente, para el nombramiento 
de los electores que debian elegir al Presidente; el primer 
viernes del mes de Febrero siguiente, para la reunión da 
esos electores y la tíeccion» del Presidente; y el primer 
viernes del mes de Riarzo en el asiento del Congreso en 
aquella época (New-York) para fijar el tiempo y el llagar 
en qu^e la nueva Constitución se promulgaría. En conse- 
cuencia, después de la elección de los Senadorqs y repre- 
sentantes, el Congreso se formó bajo la nueva Constitu- 
ción el 4 de Marzo de 1789. Las dos Cámaras no estu- 
vieron, sin embargo, en número suficienteTsino el 6 de 
Abril siguiente. Entonces, después de haber hecho el es- 
crutinio de los votos, se vio que Jorge Washington habia 
sido nombrado unánimemente para Presidente y John 
Adams para Vicepresidente. El 30 de Abril, el Presiden- 
te Washington, después de haber prestado juramento, filé 
instalado en sus fiínciones y la Constitución se puso vi- 
gente. 

La Carolina del Norte no habia ratificado la Constitu- 
ción. La primera asamblea convocada por este Estado en 
1788, habia rehusado su ratificación si no se admitian al- 
gunas enmiendas que proponía y una declaración de de- 
rechos. Pero en una segunda asamblea reunida en No- 
viembre de 1789, aquel Estado adoptó la Constitución. 
Rhode Island habia rehusado también convocar una asam- 
blea; pero al fin la formó en el mes de Mayo de 1790, y 
se adhirió á la Constitución. . 

De esta manera, los trece Estados originarios formaron 
parte' del nuevo Gobierno. 

La causa de la libertad nacional triunfó así una segun- 
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da vez, con más gloria que en su lucha con la madre pa- 
tria. Por este nuevo triunfo podemos esperar que nues- 
tras instituciones republicanas crecerán, y adquirirán una 
madurez más fuerte y más vigorosa; que nuestra inde- 
pendencia estará garantida de las usurpaciones y agre- 
siones extranjeras; que el bienestaí^se esparcirá más en 
el interior, y será más generalmente sentido, y en fin, que 
nuestra unión como pueblo se perpetuará, para nuestra 
verdadera gloria, y para servir de prueba que un gobier- 
no sabio y bienhechor, tiene derecho, si no á la admira- 
ción, á lo menos al respeto del género humanó. 



CAPITULO II 

OBJECIONES CONTRA I«A CONSTITUCIÓN 



Objeciones de los partidarios de la soberai\ia de los Estados.— I\es-* 
puesta de los partidarios del Grobierr\o nacional.— I^ Constitu-^ 
cior\ es en parte federal y en parte nacional.- Omisiotv de uiva 
dedaraciorv de derechos.— Ei\n\lei\das á la Constitución. 

Es preciso no creer que la Constitución, aun cuando 
esté actualmente en muy grande favor, en el espíritu de 
los americanos haya carecido de obstáculos que vencer 
en su .origen. Al contrario, la historia de aquella época 
está llena de tristes enseñanzas á este respecto; ella con- 
tiene á la vez los recuerdos de los peligros pasados y las 
. amonestaciones de la extrema vigilancia necesaria para 
el porvenir. La Constitución fué adoptada unánimemente 
por la Georgia^ New Jersey y Delaware; fué apoyada por 
una mayoría muy fuerte en la Pensylvania, Connecticut, 
Maryland y Carolina del Sur: en los otros Estados fué 
aceptada por una muy pequeña, especialmente en Massa^ 
diussets, New- York y Virginia, en donde no obtuvo si- 
no algunos votos de mayoría. 

Entre los reproches hechos á la Constitución, los unos 
concíernen á los defectos 6 las omisiones; los otros se ref- 
ladonan á la naturaleza y á la extensión de los poderes 
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que confiere; y otros todavía se referían á la base funda- 
mental de su organización. — Se decia en primer lugar: 
que la base misma de gobierno era mala, porque no era 
una confederación de Estados, sino un gobierno sobre 
los individuos; agregaban que, se habria debido conser- 
var la forma federal, que presentaba la Union como una 
confederación de Estados soberanos, en vez de organi- 
zar un gobierno nacional que hacia de la Union una con- 
solidación de Estados en un solo cuerpo. Este reproche 
estaba lejos de ser universal. Muchos americanos admi- 
tían un gobierno sobre los individuos, hasta cierto límite, 
pero no^tan extenso como en el proyecto de Constitución. 

Es evidente que, esta última objeción llevada al extre- 
mo, no era otra cosa que la vieja cuestión de confedera- 
ción, una argumentación nueva sobre el punto de saber 
si se tendria ó no un gobierno central ó nacional bastante 
fuerte para mantener y defender la Union. En un sentí- 
do restringido, la objeéion consistía solamente en saber 
cuál seria la extensión del poder confiado al gobierno 
central. Esta objeción fué sostenida con grande energía: 
los opositores predecían que, un gobierno constituido de 
este modo, se haría muy pronto corrompido y tiránico: 
que absorberla los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judi- 
cial de los Estados, y haria surgir de su ruina un gobier- 
no único: el que por la naturaleza misma de las cosas se 
cambiaría en un despotismo de fierro. 

Los defensores de la Constitución rechazaban el repro- 
che, apoyándose sobre la necesidad absoluta de un gobier- 
no tal cual se proponía, demostrando la extrema debilidad 
de una confederación pura, destituida de poderes directos 
sobre los individuos. Hacían observar que, la Constitución 
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era qo parte federal y en parte nacional, en su^ carácter, y 
en la distribución de los poderes. Con respecto al Senado 
era federal ; con respecto á los representantes eia nacio(ial. 
£1 poder Ejecutivo tenia ua carácter mixto : nacional en 
el ejercicio de los poderes» era federal en cuanto á su aU 
canee. Obraba sobre los individuos y no solamente sobre 
los Estados ; pero su autoridad eta limitada, y una gran 
parte de la soberanía era acordada á los Estados. En 
cuanto al derecho de hacer las enmiendas, tenia también 
este doble carácter, porque la unanimidad de los Estados 
no era necesaria, pero debia reunir más que la mayoría. 
Concluían, pues, diciendo, " que rigorosamente hablando> 
*' la Constitución no era ni fedeml ni nacional, pero que 
" participaba de este doble carácter. " 

Si la forma misma del gobierno fué, como acaba de ver- 
se, una abundante fuente de oposiciones, la naturaleza y la 
extensión de sus poderes, hicieron nacer objeciones toda- 
vía más graves, y de una solución más difícil. Sobre esta 
cuestión, como sobre la pririiera, las discusiones fueron 
animadas, y en ellas la razón trató de demostrar los incon- 
venientes del sisteima adoptado, y la ims^nacion se dejó 
llevar á todas las exageraciones que el temor puede inspi- 
rar. Cuando se juzga hoy aquella época, con la calma que 
cxMíviene en el examen de los acontecimientos pertene- 
cientes ya al dominio de la historia, se nota k debilidad de 
algunas de las objeciones, lo. absurdo de otras, y en gene- 
ral la exageración de casi todos los ataques contm la Cons^ 
titucion. Sin embargo, no se puede negar que haya ha-^ 
bido algunos reales y fundados. La Constitución era un¿» 
phra humana, y el resultado de traosaccíocies, en que,, las 
co0secue0QÍa3.I<5gic» de la teoría, habian debido sacrifi^ 
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caise á los intereses y á las preocupaciones de algunos 
Estados. 

Las objeciones se hacian notar por su variedad, y casi 
por su contradicción. Algunas personas reprobaban sobre 
todo la cantidad de los poderes del gobierno central ; otros 
reprobaban la distribución de esos poderes; algunos, la 
igualdad de sufragio en el Senado ; otros, la desigualdad 
de representación en la Cámara baja. El derecho de fijar 
el tiempo y el lugar de las elecciones, parecia peligroso; 
para otros, lo era más el derecho de reglamentar el co- 
mercio por una simple mayoría. El derecho de impuesto 
directo era para algunos malísimo, y otros creian peor el 
derecho de impuesto indirecto por medio de los derechoá 
de importación. Habia quien encontraba injusto que sé 
quitase alas legislaturas de los Estados, la facultad de im- 
poner derechos sobre la exportación, y de hacer leyes ex 
postfacto, y otros se quejaban de que se hubiera confia- 
do el poder Ejecutivo á un solo magistrado. Se encontra- 
ba demasiado larga la duración de las funciones de Sena- 
dor y de representante, y se criticaba la duración de las 
funciones de Presidente y la reelección. Encontraban la 
mezcla de las funciones legislativas, ejecutivas y judicia- 
les, enteramente contraria á la idea de un poder regular, 
y veian un peligro alarmante en que la Cámara de repre- 
sentantes no tomara parte en esas funciones. La autori- 
dad acordada al Presidente, hacia temer á algunos por la 
libertad ; los* otros se espantaban de la participación del 
Senado. Las facultades judiciales parecian demasiado am- 
plias, y se censuraba la facultad de celebrar tratados con 
el consentimiento de las dos terceras partes de la Cámara 
de Senadores. La autorización pam maptener un ejército, 
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pai^cifi una segura tendencia al despotiamo ; otros veían 
esa tendencia en el poder sobre la milicia. En ñn, la au« 
torídad soberana acordada á la Constitución, á los trata- 
dos, á las leyes hechas por los Estados-Unidos, tenia pa- 
ra unos un carácter peligroso, y para otros, el pequeño 
número de Senadores y representantes aparecía como un 
síntoma amenazador y un principio de corrupción* 

Otra categoría de objeciones contra la Constitución, es- 
taba fundada sobre las omisiones. A este respecto, no se 
puede negar que algunas de ellas eran justas, y que hu- 
biese sido conveniente insertar en la Constitución de un 
gobierno libre, varias de las disposiciones que se pedían. 
Habia algunas que habrían debido dejarse á la discreción 
de la legislatura, y á la inñuencia de la opinión pública 
bajo un gobierno republicano ; pero, habia también ottas 
dudosas en sus. principios y en su oportunidad, que debían 
exduírse de un sistema de gobierno que buscase la per- 
manencia en sus bases y en sus garantías. 

Entre todos los reproches que acabamos de enumerar 
hechos á la Constitución, ninguno hay quizá .que haya 
llamado más la atención, que la omisión de una declara- 
ción de derechos, separada, estableciendo los principios 
del gobierno republicano, y los derechos de los america- 
nos á gozar de la vida, de la libertad y de la propiedad. ' 

I T. Jefíerson fué uno de los que insistieron con más fuerza sobre 
ia utilidad de una declaración de derechos, para asegurar la libertad 
religiosa, la libertad de la prensa, la libertad de las personas, bajo la 
protección no interrumpida del Habeos corpus, y el juicio por jurado, 
tanto en lo civil como en lo criminal, y en ñn, para poner al pueblo 
al abrigo de los abusos que los diferentes pfoderes podrían cometer 
enstt esfera de acción. Seipejante declaración le parecía tanto más 
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Se quejaban* también de no encontrar pifiguna /Aispa* 
sídon que reglamentase el ejercicio de ciertas fiínciones, 
de modo que impidiera que una persona pudiese gozar de 
ellas durante toda su vida ; se deploraba la ausencia de un 
consejo del Ejecutivo cerca del Presidente, y se quejaban 
de' no encontrar ninguna cláusula asegurando espedalmen* 
te al pueblo los goces del derecho común, de que no hu* 
bíese alguna disposición asegurando las elecciones de los 
funcionarios, prohibiendo á los miembros del Congreso 
tener empleos públicos, con)o los de jueces ú otros, y en 
fin, se quejaban de que no hubiese una distinción bien 
positiva y marcada entre los poderes del Congreso y los de 
los Estados. 

Varios de estos defectos fueron corregidos por las en^ 
miendas ratificadas por la mayor parte de las asambleas 
de los Estados. Para satisfacer á 1<» votos del pueblo> y 
para -qiritar á los opositores todo motivo razonable de queja 
contra la Constitución, el Congreso en su primera sesión 
tomó én consideración las enmiendas propuestas, y en una 
* ' • 

ventajosa cuanto que, no se habia insertacfó en el groyecto de Consti- 
tución la clátisulá de lá antigua confederación, que expresamentt ris- 
-servaba al pueblo^ fcDdtí poder que no hubiera sido expre^emen/é Sícaiáaí' 
do at gobierno general. Se argüía contra la utilidad de esta declaración : 
i^ que el modo como los poderes estaban acordados al gobierno ge- 
neral, explicaba la reserva de derecho que se quería. 2-, que era impo- 
sible obtener una declaración suficientemente amplia sobre ciertos de- 
rechos esenciales; 3-, que los poderes limitados del gobierno federal, 
y los celos de los gobiernos subordinados, daban una seguridad que 
no tenía aitigüna otra Constitución; y 4-, que la experiencia probaba 
la ineficacia de las declaraciones de deredhos. No obstante, y á pesar de 
estas razones, y conjo algunos Estados insistían sobre este punto, se 
flgrejgó á la Constitución un óülde derechos bajo forma de enmienda. 
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serie de artículos suplementarios, estableció una declara- 
ción de derechos, y confirmó varias de las disposiciones 
que habian sido pedidas. Estos artículos, en número de 
doce, fueron sometídos á la ratificación de los Estados ; 
diez fueron ratificados é incorporados á la Constitución. 
Es un hecho curioso que, las enmiendas solicitadas por los 
enemigos de la Constitución, y combatidas por sus parti- 
darios, no encontraron precisamente pposicioni sino en la 
l^slatura de los Estados que las habian pedido con insis- 
tencia. Los partidarios de la Constitución admitieron en» 
miendas por ra;zones aconsejadas por una política elevada 
para apaciguar los celos y desarmar los resentimientos. 



CONST.- 



CAPITULO III 

NATUBA^EZA D£ IiA CONSTITUCIÓN FEOEBAIi 



X^ Constituoioi\ es una transacción, una alianza ó ut\ tratado ?^- 
Tiez\e ui\ doble carácter ; Gobierno Federal en algunos casos ^ 
y ei\ otros, Gobierno sobre los iixdividuos. — Exáxx\6n de sus tér- 
minos. 

Después de haber trazado asi la historia general del 
origen y de la adopción de la Constitución de los Estados- 
Unidos, y recordado sumariamente las principales obje- 
ciones y las dificultades que encontró, podemos proceder 
al análisis de su forma, de su organización y de sus po- 
deres. 

Sin embargo, antes de entregarnos á este trabajo, es 
necesario fijar primero nuestra atención sobre varios pun- 
tos, que han sido el asunto de largas discusiones. 

Primeramente : ¿ cuál es la verdadera naturaleza y el 
objeto de este acto ? ¿ Es un tratado, una convención, una 
alianza, un contrato, 6 una transacción ? ¿ Cuáles son las 
partes contratantes ? ¿ Por quién está hecho ? ¿ Por quién 
está ratificado ? ¿ Cuáles son sus obligaciones ? ¿ Por quién 
y de qué manera puede disolverse ? ¿ Quién puede deter- 
minar su validez? Estas cuestiones han sido frecuente- 
mente discutidas, no solo como objeto de teoría, sino te 
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nkSiáo una importanotá práctica. Las respuestas dadas por 
Jos jurisconsultos y los hombre^de Estado, han sido fre- 
cuentemente contradictorias, inconciliables entre sí. Al- 
gunas tienen consecuencias que afectan los fundamentos 
del gobierno mismo, y le exponen, si no á una ruina com- 
pleta, á grandes peligros, que podrían comprometer su 
existencia^ y llevar la confusión al ejercicio de sus po- 
deres. 

I Bajo qué punto de vista debe, pues, considerarse la 
Constitución de los Estados-Unidos? ¿ Es una simple tran- 
sacción, es un tratado, es una confederación de Estados, 
componiendo la Union, ó son pueblos comprometidos 
reciprocamente los unos con los otros ? ¿ O bien es una 
forma del gobierno que, ratificada por la mayoría del pue- 
blo én los Estados, es obligatoría para todos, como regla 
de conducta del poder soberano en los límites de sus dis- 
posiciones? 

Examinemos, primero, si es una transacción. Por esta 
palabra nosotros no entendemos la manifestación del con- 
sentimiento del pueblo para una forma de gobierno (esta 
circunstancia debe siempre existir), sino, un contrato 
que impone obligaciones mutuas, y supone la existencia 
permanente de partes interesadas, teniendo el derecho de 
determinar, de examinar y de juzgar sus disposiciones. 
Si la Constitución es una transacción en este úkimo sen- 
tido, esto debe ser como resultado de convención expre • 
sa á este respecto, ó sea como consecuencia necesaría de 
la naturaleza y de los efectos del gobierno adoptado. 

No se encuentra en toda la Constitución ninguna cláu- 
sula que le dé el carácter de una transacción, ni nada quQ 
pueda hacei^la interpretar cómo tal Su. preámbulo la pre- 
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$enta, al contrarío, con cierto ^n&sis» c^mo una Jey &<)^l9m- 
ne para el establecimientft de un gobiprno. Se expr^a «H. 
estos términos : '» Nosotros, el pueblo de los Estadofr- 
" Unidos, ordenamos y estatilecemoB esta ConstiU^ÍQn¡ para 
'* los Estados-^UnidíC^ de América . . , . " Así Ajm^ or- 
dena ó establece, pero tos pueblo? no contratí^n, t(\ estípíi- 
lan recíprocamente. Elpfisblo de los Estados-Unidos, dice, 
y no se distingrue el pueblo de cada Estado particular, fi^ 
pueblo de los demás Estados. El pueblo ordena y establece 
una Constiliicion y -no una confederación. Se comprenda 
fácilmente la diferencia entre una Constitución y uq^ coa- 
federacion. Esta última, á lo n^énos una cQjnfederacMHi pu^ 
ra, no es sino un tratado, una alianza entre Estados jn4?- 
pendientes, y que no los liga sino por el tiempo c(ue á cíuia 
uno de ellos place; una confederación está fundada $iempir$ 
sobre prescripciones, de las que cada parte e? juez en última 
instancia, de sus derechos y de sus deberes. Una Constítu- 
cion al contrario, presenta una forma permanente de gobier- 
na, en }a que, los poderes, una vez acordadoSj son irrevoca- 
l^, y no pueden ser ni disminuidos, ni revocadps arbitra- 
riamejite. Una Constitución, ya sea establecida por un solo 
pueblo, ó por una agregación de pueljios, obípaadp en la 
amplitud de su capacidad política, se H^tce obligatoria des- 
pués de la ratificación, como una ley fundam^íaí, aunque» 
^la verdad, esté basada sobre el consentimiento. La Consti- 
tución de una república confederada, es decir, de una repú- 
blica nacional, compuesta de varios Estados, es ¡una fornjta 
de gobierno tan irreprochable, como la Constitución de 
un Estado hecha y ratificada por la reunión de las diversas 
parttó de ^e Estado* 
5ijhubte&e estando en la í&tencion de losjque redacta^ 
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ron el plan de h Constitución ó del pueblo que la rati- 
ficó, considerarla como una corifederacion pura, fundada 
solamente sobre las estipulaciones de un tratado, no po- 
dría explicarse cómo es que, en la Constitución, no se . 
encuentra expresión alguna que indique esa voluntad. 
Los contratos de esta natufaleza, no eran sin 'embargo, 
cosa extraña en los Estados-Unidos, porque habian esta- 
do en uso hasta cierto punto, antes de la revolución. Los 
artículos mismos de la confederación, aunque nacionales, 
bajo ciertos aspectos, tenian no obstante un carácter fede- 
rativo, y se les ha considerado siempre como estipulacio- 
nes hechas entre Estados que permanecían independien- 
tes y soberanos en un gran número de casos. A pesar de 
esto, como lo hemos hecho observar ya, se miraba como 
una herejía política, sostener que, bajo su imperio, cada 
Estado tuviese el derecho de separarse á su arbitrio y 
de resistir sus disposiciones, pretendiendo así que, una 
de las partes contratantes, podía revocar sola la transac- 
ción. 

Pero lo que debe acabar de convencer son los términos 
de lá Constitución misma, declarando que, es una ley 
fundamental, suprema, obligatoria para todos los órganos 
del poder Ejecutivo y judicial. " Esta Constitución, dice 
'• el art. 6*?, y las leyes de los Estados-Unidos que se ha- 
"gan en consecuencia, y todos los tratados hechos ó por 
" hacer, bajo la autoridad de dichos Estados-Unidos,» fbr- 
" marán &z ky suprema ddpais; los jueces de cada Estado, 
^* estarán obligados á conformarse, no obstante toda disp&si- 
" don ^ en las leyes ó la Constituéion dé un'Estado cual- 
" quieté^ estuviese en ioposidon con esta ley snpremay Si 
^vxidk ley superna, cónio podria el pueblo de cada Estado 
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aisladamente revocarlai abrogarla 6 suspenderla, fuese, en 
virtud de su propia Constitución, por las leyes, ó por otrbs 
medios ? 

Aun cuando el lenguaje de la Constitución hubiese si- 
do menos claro y menos positivo, el examen de la natu- 
raleza y del objeto de este acto, no podría conducir á con- 
clusiones diferentes. En efecto, su objeto era establecer 
una forma de gobierno, lo que implica la ¡dea de una 
obligación permanente, y sometida solamente á la vigi- 
lancia de las únicas autoridades investidas con el poder 
de modificarla ó de aboliría. Su objeto era asegurar al 
pueblo y á su posteridad, todas las ventajas de la libertad. 
Además, la intención confesada habia sido de reemplazar 
la antigua confederación, y sustituirla coii un gobierno nue- 
vo. Hemos visto cómo la insuficiencia de la antigua confe- 
deración habia obligado á los Estados á disolver su asocia- 
ción, para establecer una Constitución nacional La Con- 
vención que redactó el proyecto de Constitución, hizo así 
la declaracbn en su carta circular: " Es evidentemente 
" imposible, en el gobierno federal de estos Estados, ase- 
" gurar á cada uno de ellos todos los derechps de una 
'* soberanía independiente, y proveer, ademáft^ á los inte- 
^* reses y á la conservación de la comunidad. Los indivi- 
"duos qpe se reúnen en sociedad, deben ab^indonar /una 
^* parte de su libertad, para conservar el resto." — ►" En to- 
'* da3 nuestras discusiones hemos tenido siempre presente 
't el punto que pp^ ha parecido de interés más grave para 
" todo verdadero americano; es decir, la consdidacum de la 
** Union, en la. cual están vinculadas nuestra prosperidad, 
" nuestra dicha, nuestra seguridad y. tal v^ nuestra exis- 
'*tencia nacional." ¿Ppdria esperarse akan^r esteresul- 
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tado por una confederación que cada Estado hubiese po* 
dido disolver á su voluntad? 

Es además un hecho histórico que una de las obje- 
ciones hechas á la Constitución, consistía en decir que 
" no era una confederación de Estados, sino un gobier- 
" no sobre Jos individuos. '' Sin embargo, fué reconocida 
como Constitución, en el acto solemne de su ratifícacion, 
por el pueblo de todos los Estados. Verdad es que varias 
declaraciones de derechos, proposiciones de enmienda, 
protestas y reservas de poderes, acompañaron á las ratifi- 
caciones dadas por las diferentes convenciones y atesti- 
guaron la extrema desconfianza y los celos de estas cor- 
poraciones y del pueblo en general; pero es preciso ob- 
servar que no se encuentra ninguna alusión que tienda á 
hacer considerar el acto, como una confederación 6 una 
transacción entre Estados obrando en la plenitud de su 
capacidad soberana, no hay ninguna reserva de los Esta- 
dos para disolver este vínculo, retirar su consentimiento 
6 suspenderlo, en lo que concerniese á la práqfica de la 
Constitución. 

Resultan, pues, de los hechos históricos de aquella épo^ 
ca, de las actas de ratificación y aun de la comparación 
con los artículos de la precedente confederación, fuertes 
pruebas de que la Constitución no puede ser considerada 
como una transacción ó'como una confederación; En efec- 
to, sus ákimos artículos suponían una confederación pura; 
el articulo III se expresaba en estos términos: *' Con es- 
**te objeto, los Estados' arriba citados, forman entre sí 
una unión de amistad para su iJd^ensa común, y se obli- 
gan á auxiliarse mutuamente. '* La ratificación fué otor- 
gada por los delegados de las légblaturas de los Estadoá, 
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y ellos comprometieron y obligaron á sus comitente^ á 
conformarse con las disposiciones de la Union, y á some* 
terse á las decisiones de los Estados-Unidos, reunidos en 
G>ngreso, para pronunciar su £alk) sobre las cuestiones 
que le fueran preseatadas por .la dicha confederación. 

En fin, no carece de interés observar que en los debates 
de las diferentes convenciones formadas para examinar y 
ratificar la Constitución, la cuestión que nos ocupa no ha 
pasado sin discusión. Los opositores hicieron en varias 
circunstancias la objeción de que era un gobierno conso- 
lidado, é hicieron su paralelo con la Confederación, y sus 
defensores no pensaron jamás en negar la intención de 
establecer un gobierno nacional, completamente diferente 
de una unión ó de un tratado, aun cuando rechazasen la 
suposición de que fuese una consolidación de Estados. 

Se esforzaban en deducir de las expresiones de la Cons- 
titución, la doctrina de una transacción á fuerza de arti- 
ficio y sutileza (porque es preciso observar que la Cons- 
titución no hace ninguna alusión á ella), fundándose en 
que, en todas las partes de la Constitución, no habia ar- 
bitro supremo, sino que cada Estado, cada división mis- 
ma del gobierno de cada Estado, era juez soberano en lo 
que le concernia, de los poderes, de los derechos y de los 
deberes constitucionales. 

Aim admitiendo que la Constitución fiíese un contra- 
to, no se podría deducir de esta circunstancia sola, que la 
consecuencia natural y necesaria, era no tener arbitro su- 
premo. Para decidir esta duda, deberían examinarse 
siempre los términos nusmos de la Constitución y de la 
ddegacion de los poderes. El pui^bb de los Eistados-Uni- 
dos tenia ciertamente d derecho de confiar esa autoridad 
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superior al gobierno de los Estados-Unidos ó á una par- 
te de ese gobierno, como quisiera. La cuestión está, pues, 
en saber si así lo ha hecho, y si lo ha practicado así. .Esta 
disposición es obligatoria para todos los Estados. 

No es, pues, por sutiles razonamientos fundados sobre 
la teoría, sino por el examen atento de los términos de 
la Constitución, como podremos interpretar sus poderes y 
sus obligaciones. Debemos considerarla como se anuncia 
ella misma; es decir, como una constitución de gobierno, 
y rechazar todo otro nombre y definición, tal como el de 
transacción, porque no sirve sino para lanzamos en fal- 
sái5 interpretaciones y en errores, sin ilustrarnos sobre su 
verdadero obgeto. 
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CAPITULO IV 



^CUAX Bí| £1. JVEZ DEFINITIVO O Eli INTERPRETE DE EiAS CONTRO- 
VERSIAS SOBRE LA CONSTITUCIÓN? 



JL.6S funcionario de los Estados y déla Ui\loi\, •sozv jaeces de la ex- 
tensioA de sus derechos.— Reir\edios cor\tra ui\a falsa interpre- 
taciorv. — Si se trata de una dificultad judicial, la decisión per- 
teivece al poder judicial.— Bxámen de los téxteinos de la Cons- 
titución á este respecto.— La decisioi\ del poder judicial es obli*- 
gatoria para todos los Estados.— Kste modo de proceder está en 
uso en todos los Estados de la Unioiv. 

El examen de la cuestíon, de saber si la Constitución 
contiene disposiciones relativas á la autoridad suprema, 
encargada de determinar y de fijar sus poderes y sus obli- 
gaciones, encontraria su lugar naturalmente, en el análi- 
sis de sus cláusulas; pero como se refiere de un modo 
íntimo al asunto que nos ocupa, hemos creído preferible 
tratarla aquí. 

Es conveniente hacer algunas observaciones previas, 
para evitar dificultades ulteriores. La Constitución, te- 
niendo en vista la concesión de poderes determinados 
y su distribución entre los diferentes funcionarios, y es- 
tando investidos los gobiernos de los Estados y sus 
agentes, de poderes igualmente determinados y subor- 
dinados á aquellos que han sido acorda^dos al gobierno 
general, siempre que surge una dificultad con motivo 
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del ejercicio de un poder por algunos de los funcionarios 
de los Estados ó del gobierno federal, hace necesario 
que esos funcionarios decidan primero si tal ejercicio es 
conforme á la Constitución. Del mismo modo pueden 
suscitarse algunas dificultades, con motivo del ejercicio 
en las funciones de las garandes divisiones del gobierno, 
como por ejemplo, los poderes ejecutivo, legislativo y 
judicial. Los funcionarios de estos diferentes órdenes, 
están igualmente obligados por su juramento á man- 
tener la Constitución de los Estados- Un idos y á abste- 
nerse de todos los actos que estuviesen en desacuerdo 
con ella. Si sucede, pues, que estos funcionarios 'se vean 
en el caso de obrar en circunstancias que hasta entonces 
no hayan sido determinadas por la autoridad competen- 
te, deben primero, cada uno en lo que le concierne, deci- 
dir si puede consumarse el acto, de conformidad con la 
Constitución. Si por ejemplo, el Presidente es requerido 
para alguno He esos actos, no solamente está autorizado, 
sino que está obligado á decidir él mismo si los poderes 
constitucionales se lo permiten. Si una proposición es 
presentada á la deliberación del Congreso, cada miembro 
del cuerpo legislativo debe examinar y decidir por sí mis- 
mo, si el bilí ó la resolución entra en los límites de los po- 
deres legislativos confiados al Congreso. En muchos ca- 
sos, las decisiones de la autoridad ejecutiva ó legislativa, 
son definitivas y concluyentes, no siendo por su naturale- 
za y carácter susceptibles de revisión. Cuando se trata, 
pues, de una medida exclusivamente política, legislativa ó 
ejecutiva, es evidente que en este caso, el poder legislati- 
vo ó ejecutivo es juez de su propia capacidad, y que su re« 
solución no puede quedar sometida á ninguna revisión. 
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El Congreso, teniendo el derecho de declarar la guerra, 
de crear impuestos, de reglamentar el comqfcio con las 
naciones extranjeras, no puede someter al exán\en de 
ningún otro tribunal el modo de ejercer estos derechos. 
Así también, estando confiado al Presidente y al Se- 
nado el derecho de hacer los tratados, no es permitido á 
ningún otro tribunal discutir sus estipulaciones, cuando 
un tratado ha sido ratificado por él. Sin embargo, fá- 
cilmente se pueden suponer los casos en que una contri- 
bución haya sido impuesta ó un tratado concluido por 
motivos ó sobre bases coptrarias á las miras de la Q)ns- 
titucion. El único remedio en tales circuristancias, consis- 
te en la apelación al pueblo por la vía de las elecciones, 
6 en el saludable derecho previsto por la Constitución de 
proponer las enmiendas. 

Pero cuando la cuestión es de una naturaleza diferente, 
susceptible de examen y de decisión judicial, ella admite 
entonces otro procedimiento. La interpretación favorable 
6 no, á la legalidad del acto, dada por el Estado, la au- 
toridad nacional, la legislatura ó el poder Ejecutivo, pue- 
de en esta circunstancia, según su naturaleza, ser compa- 
rada con la Constitución misma, y sometida á una revi- 
sicMi judicial. Creemos que para tales casos es para los 
que la Constitución ha designado el arbitro común y de- 
finitivo, á cuyas decisiones todos los otros poderes están 
subordinados, y que este arbitro es la suprema autoridad 
judicial de los tribunales de la Union. 

Examinemos ahora los fundamentos de esta doctrina. 
La Constitución se expresa así (art 6?) "Esta Constitu- 
**cion y las leyes de los Estados-Unidos que sean hechas 
" conforme á sus disposiciones, y todos los tratados, etc., 
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" serán la ley suprema del país/' Ella dice, art. 3 ?, ** el jk)- 
" der judicial erftenderá en materia de leyes y de equidad 
** en todas las causas que se susciten bajo el imperio de 
"esta Constitución, de las leyes de Jos Estados-Unidos, 
" y de los tratados htchos ó que se hagan bajo su autori- 
"dad/* "El poder judicial de los Estados-Unidos, será 
" confiado á un tribunal supremo, y á los otros tribunales 
" inferiores que el Congreso pueda de tiempo en tiempo 
" formar y establecen" La Constitución contiene, pues, dis- 
posiciones relativas al asunto que nos ocupa. Nada es im- 
perfecto en ella ;.nada está dejado á lo arbitrario ; la Cons- 
titución es la ley suprema ; el poder judicial se extiende á 
todas las causas en materia de leyes y de e(juidad, que se 
susciten bajo su imperio ; los tribunales de los Estados- 
Unidos, y en último recurso el tribunal supremo de los 
Estados-Unidos, están investidos del poder judicial. Na- 
die puede dudar ni negar que, el poder de interpretar una 
Constitución es. uri poder judicial ; lo mismo sucede en 
la aplicación de un tratado, habiendo que fallar sobre al- 
guna dificultad suscitada entre individuos. El mismo prin- 
cipio es aplicable cuando el sentido de la Constitución se 
pone en duda, en una controversia judicial, porque inter- 
pretar las leyes es propiamente el derecho del poder judicial. 
Si pues con motivo de esta Constitución surge alguna 
dificultad susceptible de examen y decisión judicial, vemos 
que precisamente ha sido creado un tribunal para senten- 
ciar. 

El único punto dudoso ahora, es, saber si esa sen- 
tencia es definitiva y obligatoria para todos los Estados y 
para el pueblo de los Estados. Vamos á examinar las ra- 
zones que nos inclinan á optar por la afirmativa. 



26 COMENTARIO ABREVIADO 

Primeramente, extendiéndose el poder judicial de los 
Estados-Unidos, á todas las dificultades de esta natu- 
raleza, sus juicios se hacen ipsofacto definitivos entre las 
partes con respecto á los puntos decididos. El Con- 
greso tiene poderes muy amplios fiara reglamentar la 
apelación en que debe entender la Corte Suprema so- 
bre las decisiones de todos los tribunales inferiores, ya 
sean de los Estados, ya sean federales, en los casos que 
estén dentro del límite del poder judicial de los Esta- 
dos-Unidos; pero no hay tribunal superior creado pa- 
ra revisar las sentencias dictadas por la Corte Suprema. 
Nuestro Gobierno es por excelencia, gobierno por la ley 
y no por los hí)mbres ; las resoluciones judiciales del tri- 
bunal más alto, son consideradas según las reglas ordina- 
rias del derecho común, como la verdadera interpretación 
de las leyes, cuando por dificultades ó( dudas son llevadas 
ante él. No es solamente el caso particular el que queda 
resuelto, si no que los principios en que se funda la reso- 
lución, forman precedente y son obligatorios para los casos 
de la misma naturaleza. Esta es una práctica constante de 
nuestro sistema de jurisprudencia ; práctica que nuestros 
abuelos trajeron consigo, cuando emigraron á estos paí- 
ses, y que es, y siempre ha sido, considerada como la me- 
jor garantía de nuestros derechos, de nuestros bienes y 
de nuestra libertad. 

Este modo de proceder, este efecto definitivo de las de- 
cisiones judiciales, entraba ciertamente en las miras de los 
legisladores que redactaron el proyecto de la Constitución ; 
estas reglas fueron reconocidas y admitidas en todos los 
Estados de la Union, y toda separación de ellas, seria con 
razón considerada como un paso dado hacia la tiranía y la 
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arbitrariedad. Sí el pueblo hubiese intentado introducir 
nuevas reglas, en lo que concierne á las decisiones de la 
Corte Suprema, y limitar la naturaleza y los efectos de sus 
juicios de una manera enteramente extraña al derecho co- 
mún y á toda nuestra jurisprudencia, ¿ cómo suponer que 
no se encontrase en la Constitución vestigio alguno de 
aquella intención ? El artículo 4? declara que,- " plena con- 
fianza y crédito serán dados en cada Estado á los actos 
" públicos y tramitaciones judiciales de cualquier otro Esta- 
"do." Pero no se encuentra ninguna cláusula semejante con 
respecto á los juicios de los tribunales de los Estados-Uni- 
dos, porque se les considera como obligatorios para todos 
los listados, de una manera absoluta y soberana. Si los jui- 
cios de la Corte Suprema sobre las cuestiones constitucio- 
nales son conduyentes y obligatorios para todos los ciuda- 
danos en general, ¿ no deben serlo del mismo modo con 
respecto á los Estados i* Si los Estados están en litigio, 
¿no es el pueblo de esos Estados, la verdadera parte in- 
teresada? 

En segundo lugar, como el poder judicial se extiende á 
todos los casps resultantes de la Constitución, y como la 
Constitución está declarada ley suprema, se debe pensar 
que esta supremacía se aplica no solamente á todos los 
ciudadanos, sino auri á todos los Estados. Este^ punto, ni 
aun se ha dejado á la interpretación, porque la Constitu- 
ción contiene la declaración expresa de que es la ley su- 
prema del país, ** no obstante todas las disposiciones con- 
"trarías contenid^is en las Constituciones ó en las leyes 
"particulares de los Estados." Ningún pueblo de los Es- 
tados, puede, pues, modificando su Constitución, destruir 
ó debilitar esta supremacía. ¿ Cómo podrían entonces ha- 
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<;erlo de una manera indirecta? Admitido que es un atri- 
buto especial del poder judicial interpretar las leyes, y 
según los términos mismos d^ la Constitución, interpretar 
la ley suprema, su interpretación se hace entonces obliga- 
toria y definitiva para todos los ramos del Gobierno fed^ral^ 
y para el pueblo entero, en tbcjos lo^ dereclw;)^ y pbliga- 
ciones que derivan de la Constitución^ Si pues tochas las 
divisiones del Gobierno nacional ejercen legítimamente los 
poderes que la autoridad judicial por su interpretación ha 
declarado resultantes déla Constitucipn,.y si ellas.no pue- 
den ejercer aquellos que esta autoridad declara no estar 
acordados, ¿ no habria contradicción en sostener que, ^1 
ejercicio legal no constituye la l^y suprema del país, y que 
los poderes prohibidos seráa «considerados como acorda- 
dos ? Seria una cosa contraria á las. primeras nociones de la 
justicia, ver bajo el impprio de la mipma Constitución, po- 
deres, derechos y deberes diferentes coexistiendo, regla^^ 
diferentes rigiendo al mismo tiempo ^ntre los gaberas^dos, 
todo á consecuencia de esta pretensión é interpretar en 
varios, y aun contradictorios sentidos, expresiones que 
evidentemente han sido empleadas en uno solo. S] hay un^ 
caso en cjue la uniformidad de interpretación deba parecer 
una cosa necesaria, seguran^cnte es cuando se trata <íe 1^ 
Ipy fundamental de un gobierno ; de otra manera, sucede-, 
ría que, al mismo tiempo un individuo estuviese ligado á 
ciertas regla§ como magistrado, y á otras diferentes como . 
particular. 

Tal doctrina no seria ni prudente ni política, y abando- 
naría la Constitución á interminables dudas, resultantes de 
la movilidad de la opinión y del carácter de los hombres 
destinados á hacer su aplicación. Tal Constitución no po- 
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4i:¡a verdaderamente ser considerada como una ley, to- 
davía menos como una ley suprema y fundamental. No 
tendría los caracteres de fijeza y universalidad que soa 
los atributos de los principios soberanos, provocaría dis^ 
cusiones permanentes, tal vez convulsiones civiles, por los 
(ponflictos continuos que haria nacer sobre las cuestiones^ 
coastítucionales. Por otra parte, el efecto más nocivo que 
podría resultar de una mala decisión del poder judicial, 
seria hacer necesaria la intervención del Copgreso ó co- 
ij>o últinjo recurso, la intervención del poder acordado á 
Ips Estadps» de proponer un^ enmienda para reparar el 
mal. 

Se ve que el dei;echo de interpretar la Constitución es- 
tá expresamiente reservado al poder judicial, en cuanto á 
la vaUd^í de su decisión. ¿Quién tendría ent^ónces el de- 
techo de imponerle rjestricciones por inducciones genera- 
les, saldas, no de los términos de ella sino de una teo- 
ria incierta y por \ií>a invasión á su poder soberano? 
Se ve, además, que para obtener la uniformidad de in- 
^rpretacion, para manutenerla como vínculo de unión per- 
pét;ua9 un arbitro supremo para interpretarla, si nó in- 
dispensable, es á lo menos de una, giran utilidad prác- 
tica. ¿Quién podría entonces permitirse explicar la Cons- 
titución haciéndole perder toda su fuerza? 

Si se examina lo que se hace en cada Estado, se verá 
que es un uso reconocido, que el poder judicial de los 
Estados pronuncie el último fallo sobre todas las cues* 
tiones constitucionales en litigio. Este uso ha sido conside- 
rado siempre como el ejercicio de una autorídad legítima 
y concluyente para el Estado entero, ha sido siempre 
aprobado por el pueblo, y nunca éste, convocado para re- 

CONST.— lO. . 
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visar la Constitución, ha tratado de quitar esta autoridad 
á los tribunales de justicia por medio de enmiendas á la 
Constitución. En todos los Estados, el pueblo ha considera- 
do siempre esta última apelación al poder judicial, como la 
garantía de sus derechos y libertades, y como estando en 
perpetua armonía con toda lá jurisprudencia del derecho 
común. Después de esto, ¿ no es más natural presumir 
que los que redactaron la Constitución comprendían que 
estos mismos principios debian ser aplicados á la Constitu- 
ción de los Estados-Unidos? Y cuando se ve que el po- 
der judicial de los Estados-Unidos, está en efecto reves- 
tido de una autoridad semejante, ¿ no es una fuerte pre- 
sunción que tiene el mismo objeto y que sus decisiones 
deben ser concluyentes y definitivas para todos los Es- 
tados ? Bajo el imperio de la confederación misma que 
había ísido hecha con extremo recelo y con una grandísi- 
ma deferencia hacia los derechos de los Estados, la sen»- 
tencia del poder judicial encargada de pronunciarlos so- 
bre las contestaciones entre los Estados, era definitiva y 
concluyente, y el poder de apelación en todos los otros 
casos, era considerado como superior á las decisiones y á 
la legislación de los Estados. 

' Raciocinando según los términos de la Constitución 
y según los principios reconocidos de nuestra jurispru- 
dencia, veninios á deducir que el poder judicial de los 
Estados- Unidos es el intérprete definitivo y en último 
recurso de todas las dificultades que tengan un carácter ju- 
dicial. Queda por examinar ahora, cómo esta conclusión- 
se encuentra confirmada por la historia de la adopción de 
la Constitucipn y por la práctica actual. 

Es un punto incontestable que este pensamiento de la 
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Constitución fué así comprendido por los que redactaron 
el proyecto y por sus defensores. La misma doctrina fué 
constantemente proclamada en las asambleas formadas en 
los Estados para la adopción de la Constitupion, y aun fué 
para algunas personas la causa de objeciones capitales 
contra la Constitución, mientras que otros la considera- 
ron como esencial para su existencia y para su fuerza. 
Después de esto, no se puede dudar que la Constitución 
ha sido adoptada con perfecto conocimiento de la exten- 
sión del poder acordado á la autoridad judidal. 

A estas razones debe agfregarse que más de cuarenta 
años han corrido desde que esta Constitución está en ple- 
no vigor, y que durante todo ese periodo la Corte Su- 
prema ha ejercido constantemente el derechcj de interpre- 
tación definitiva, no solamente con respecto á la Constitu- 
don ó á las leyes de la Union, sino aun tratándose de los 
zdos de los Estados, de sus constituciones y de sus leyes, 
en todo cuanto afectaban á la Constitución, á las leyeá ó á los 
tratados de la Union. En estas graves cuestiones, sus de- 
cisiones nunca fueron censuradas ni revocadas por el Con- 
greso, y ningún Estado pretendió por medio de sus de- 
liberaciones, ni por la fuerza, resistir á sus juicios. Los 
tribunales más altos de los Estados, en muchas circuns- 
tancias, salvo apenas una sola excepción, los han recono- 
ddo y concurrido á su ejecución. Durante todo este pe- 
riodo de cuarenta años, once Estados nuevos han sido 
admitidos á formar parte de la Union, con la persuasión de 
que este derecho de interpretador! en último recurso, se- 
ria igualmente ejercido á su respecto. En este perío- 
do, algunos Estados, -excitados por las vivas instancias de 
muchos de entre ellos, que creian que esta doctrina heria 
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Ó podia herir sus intereses, han sido llamados varias ve- 
ces á investigar y examinar las bases sobre las cuales 
se apoyaba. Una gran mayoría de los Estados que ha- 
bían sido llamados á dar su parecer en su capacidad le- 
gislativa, confirmaron en términos inequívocos la legali- 
dad de esta doctrina, y sus benéficos efectos como víncu- 
lo de unión. Cada vez que se ha propuesto una enmienda 
paía cambiar el tribunal y sustituirle otro intérprete ó ar- 
bitro supremo, i^^amente ha obtenido la adhesión de más 
de dos 6 tres Estados, y siempre ha sido rechazado en 
gran mayoría, sea por el silencio, sea por una repulsa 
eixpresa. Algunas veces ha sucedido que en épocas dife- 
rentes, la' Legislatura del mismo Estado manifestó opinio- 
nes diferentes también, aprobando hoy lo que habia ne- 
gado 6 puesto en duda anteriormente^ Así es que se 
puede afirmar con confianza, que de cuarenta años, á esta 
fecha, las tres cuartas partes de los Estados que compo- 
nen la Union, han aprobado expresa ó tácitamente esta, 
intq-pretacion de la Constitución y se han opuesto con 
todos sys esfuerzos á toda restricción ó modificación. 

Esta opinión pública unánime entre todo un pueblo, en 
medio , de los cambios, de las alternativas de la pa? y de 
la,gue;rra y de los conflictos entre la política de la Union 
y los intereses particulares de los Estados, es quizá sin 
ejemplo en los otros gobiernos libres, y debe ser de un 
gran peso en la bala^nza. Esta circunstancia es el más 
fuerte testimonio que se puede invocar en favor de la 
bondad y de la legalidad del. sistema, y forma al mismo 
tiempo el mejor comentario de la Constitución. 



CAPITULO V 

PREÁMBULO D£ UL CONSTITUCIÓN 



Objeto general de la Constitución.— I. Formar una unioxv más per- 
fecta. — De la utilidad de esta unión.— De los peligros de uxv^ di- 
visión de los Estados.— II. Kstablecer la Justicia.— Be los vicios 
de la organización Judicial, bajo la coníéderaéion.— IXI. Asega-^ 
rar la tran<iuilldad interior. -^-IV. Proveer á la defensa común. 
— V. Aun\entar el bienestar general. 

Vamos á abordar ahora la parte de niíestro trabajo que 
comprende propiamente el comentario de las disposicio- 
nes de la Constitución actual de los Estados-Unidos: ana- 
lizaremos sucesivarnente cada una de las cláusulas Iseguñ 
su orden. ' 

Empezamos, pues, con el preámbulo: 
" Nosotros, el pueblo de los Estados-Unidos, á fin de 
" formar una unión más perfecta, de establecer la justicia, 
" de asegurar la tranquilidad interior, de proveer á la de- 
fensa común, de aumentar el bienestar general y de ha- 
cer duraderos para nosotros y para nuestra posteridad 
" los beneficios de la libertad, hacemos, decretamos y es- 
" tablecemos esta Constitución para los Estados-Unidos 
" de América. 

La importancia del examen del preámbulo para llegar 
á la verdadera interpretación de las cláúsufetó de la Cons^- 
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titucion, ha sido siempre comprendida y reconocida en 
todas las discusiones judiciales. Es una máxima admitida 
en el curso ordinario de la justicia, que el preámbulo de 
un estatuto revela la intención del legislador, hace cono- 
cer los males que ha querido remediar y el fin que quiere 
alcanzar; encontramos esta máxima recomendada y pues- 
ta en práctica por nuestras más antiguas autoridades en 
el derecho común. Los jurisconsultos dicen: Cessante leg'e 
proemio cessat et ipsa lex. 

I. Los términos del preámbulo de la Constitución, en 
gran parte sacados del tercer artículo de la Confederación, 
declaran que: los Estados forman entre si una liga de 
amistad para^ su defensa común, la garantía de sus liberta- 
des y su mutua ventaja en general. La asamblea que re- 
dactó el proyecto de Constitucictn, decidió en su primera 
resolución, que para llegar al objeto que se proponian los 
nnes de la Confederación, especifdmente " los de defensa 
" coírnun, garantía de libertad y bienestar general, debían 
" ser modificados y extendidos. *' 

Debemos aquí guardarnos de un error en que se ha 
caído demasiado frecuentemente. El preámbulo no puede 
jamás ser invocado para aumentar los poderes confiados 
al poder general, ó á alguna de sus divisiones; por sí mis- 
mo no puede conferir ningún poder; 4ii aun puede por 
inducción servir para dar más amplitud á aquellos que 
han sido acordados de una manera expresa. Su oficio 
verdadero y único es exponer la naturaleza, la extensión 
y la aplicación de los poderes acordados por la Constitu- 
ción, pero no crearlos; por ejemplo, el preámbulo anun- 
cia que uno de Iqs fines de la Constitución, es de " proveer 
á la defensa común, '' Nadie piensa que esta declaración 
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aumente los derechos del Congreso para tomar las medi- 
das que le parezcan útiles para esta defensa común. Su- 
pongamos ahora que los términos que expresan la con- 
cesión de un poder, sean susceptibles de dos sentidos, el 
uno más restrictivo y el otro más amplio; encontrándose 
cada uno de acuerdo con las palabras, debe fijarse su sen- 
tido por el objeto del poder. Si uno de estos dos sentidos 
&cilita la defensa común, y si el otro le pone trabas, ¿no 
debería adoptarse el primero de conformidad con las re- 
glas de interpretación? Según los principios de la razón y 
del buen sentido, ¿se podia adoptar una significación res« 
trictiva, que destruyese los objetos confesados por la 
G)nstitucion, cuando se puede adoptar otra igualmente 
m^yil y más apropiada á esos objetos? ¿No seria anular 
la Constitución, por una interpretación de palabras - que 
ella misma rechaza? • 

Funcionando ya la Constitución hace más de cuarenta 
años, y sienda generalmente aprobada, puede parecer 
inútil entregarse al examen de los medios que fueron 
imaginados para llegar al cumplimiento de los diferentes 
objetos indicados en el preámbulo, lo mismo que al exa- 
men de la importancia de estos objetos, no solamente con 
respecto al Gobierno general, sino con relación á los. 
Estados. Sin embargo, este trabajo no nos ha pare- 
cido inútil en presencia de las tentativas hechas en di-, 
versas épocas y en diferentes partes de la Union, para 
excitar el descontento contra la teoría y el ejercicio actual 
de los poderes del Gobierno nacional, hacer dudar de sus 
ventajas, exagerar los defectos inevitables á su ejercido, 
acostumbrar los espíritus á considerar el aislamiento de 
los Estados sin consecuencia alguna peligrosa, y condu- 
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cirnos así á uña Reparación, si no abiertamente, sí de una 
manera insensible, bajo el pretexto que no exigiría el sa- 
crificio de los principios y dé Tas ventajas más importantes. 

Es fácil de comprender cómo motivos diferentes, fre- 
cuentemente contradictorios, han podido hacer nacer y 
alimentar esas teorías en varias partes de la Union y eri 
épocas diversas. Las pasiones políticas, las preócupacio- 
ttes, las decepciones de la ambición personal, las luchas 
pbr %ístémaá y actos particulares, los intereses, los celos 
6 las rivalidades de los Estados, una administración pe- 
sando con dfeéigüaldad sobre Jas localidades, sea tempo- 
i^lniénte, sea de una mantera permanente; el celó, aun 
desinteresado, de los especuladores y dé los entüsiáistás 
éfi fnátória de gobierno, él temor de una conscflidálpDh 
absoluta dé los F-^tádos, los proyectos corruptores dé 
los demagogos absolutas; todos estos motivos y ótfos 
todavía más ó rilénos puros, más 6 ménós elevados, pue- 
den msmtener perfectamente la duda y la discordia en me- 
dio dé un pueblo dispuesto á la argumentación ardiente 
en las disensiones y atormentado por la necesidad de un 
mayor petfcccionahiiento social, llevando á los espíritus 
á investigar cuál fes el verdadero valor de la Union. 
• Nosotros indicarerhos, pues, en compendio, las princi- 
pales razones en que los espíritus reflexivos basaron la 
Constitución. Como son permanentes por su naturaleza, 
aseguran la duración de aquel acto y fortifican nuestras 
esperanzas políticas. 

La Constitución tiente por objeto principal, fundar una 
unión más perfecta. ¿ Por tjué era esto necesario ? En cier- 
to modo hemos respondido de ^ntemanó á esta pregunta, 
recordando los inconvenientes de la Confederación. Sin 
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embaído, en la época en que la Constitución kté sometida 
á la ratUicacion del pueblo, los opositores insinuaron fre- 
cuentemente que el país era demasiado extenso para un 
solo gobierno nacional, y que debia dividirse en varías 
confederaciones distintas y soberanas. Algunos llegaron 
hasta dudar si no valdría más que cada Estado tuviese una 
existencia política enteramente separada, independiente y 
soberana. Los que deseaban varias confederaciones esta- 
blecian en su teoría una desmembración en tres grandes 
confederaciones, del Norte, del Centro y del Sur. En aque- 
lla época, la mayor probabilidad estaba por una separación 
en dos confederaciones, la unia compuesta de los Estados 
del Norte y del Centro, la otra compuesta de los Estados 
del Sur. Los razonamientos de los federalistas en apoyo de 
este sistema, eran entonces de una grande fuerza ; pero 
desde aquel tiempo los progresos de la poblaciofi eo las 
regiones del Oeste, han cambiado comptetamente sus ba- 
ses. Actualmente, si una desnfembracion tuviese lugar, 
los intereses locales, la identidad de opiniones políticas, 
la seguridad pública, exigirían á lo menos tres y quizá 
cuatro confederaciones. Es también muy probable que la 
división seria trazada por los límites geográficos que se- 
paran los países donde la esclavitud ha sido mantenida, de 
aquellos en donde está abolida. ' Todas estas considera- 
ciones presentan tantas causas de irritación y de peligro, 

1 £n 1 786, cuando se proclamó la independencia de América, la 
esclavitud existia en todos los Estados. Durante la guerra, Pensjlva- 
nia adoptó un proyecto que debia hacerla desaparecer; consistia en 
abolir la esclavitud para todos los negros que nacieran en adelante, ¿ 
condición de permanecer ál servilcio de sus amos por un término de 
veinticinco á veintiocho años. En 1781 Massachussetts proclamóla 

CONST. — -1 I. 
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que ningún verdadero patriota puede pensar en ellas sin 
exprimentar un sentimiento penoso de temores para el 
porvenir. 

Pero una consideración que es preciso no perder de vis- 
ta, es que aun en tales circun3tancias, se tiene absoluta- 
mente necesidad de un gobierno nacional, armado de po- 



incompatibilidad de la esclavitud con la legislación existente. Los Es- 
tados de la Nueva Inglaterra y todos los del Norte del Potomac, excep- 
to Maryland y Delaware, no tardaron en seguir este ejemplo. Pero no 
sucedió lo mismo en el Sur, en que la población esclava era más consi- 
derable, y donde todos los trabajos eran hechos por los negros: la es- 
clavitud se conservó en los Estados del Sur. La política del Congreso 
hasta ahora, parece haber sido equilibrar lo máf posible el nüniero 
de los Estados de esclavos con aquellos en que la esclavitud está abo- 
lida: por este medio, el Senado se encuentra dividido entre los dos 
intereses; pero se puede dudar que este sistema de equilibrio sea mucho 
tiempo practicable; frecuentemente el ntSmero de los Estados con es- 
clavos, excede al de los Estados sin esclavos. En 1 789, sobre trece 
Estados, siete admitían la esclavitud. En 1791, el número de los Es- 
tados era de catorce, divididos por igual, entre los dos regímenes; en 
1802, hubo 17 Estados, délos que nueve tenian esclayos; en 1812, la 
Louiáiana hizo subir á diez sobre diez y ocho el número de los últimos. 
De i8i6á 181 9, fie admitieron cuatro Estados; Alabama, y Mississippí 
con esclayos, Indiana é Illinois ain esclavos, En 1820, fué admitido' 
el Máine en la Union, sin esclavos, pero fué seguido en 1 821, del Mis- 
souri con esclavos. En 1836, se ha recibido en el Norte el Michigan; 
en el Sur el Arkansas; éste se ha hecho reconocer el derecho de ser 
único juez para sí mismo en la cuestión de esclavitud. Al Norte los 
territorios de Wisconsin y de Jowa piden ser admitidos en la unión; y 
al Sur las Floridas, que formarán probablemente dos Estados; hasta la 
fecha se ha llegado á mantener así el equilibrio entre los dos sistemas: 
pero si el Texas viniese á ser incorporado á la Union, como ya se ha 
pedido, y que formase dos ó tres Estados, inclinaría enteramente k 
balanza del lado de la esclavitud, y él equilibrio seria difícilmente res- 
tablecido. 
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deres tan amplios como aquellos dados por la Constitución, 
á fin de mantener las confederaciones separadas. Y es 
también cierto que los poderes deberán ser necesariamente 
más fuertes, y los gastos más considerables. Ninguna na- 
den, én efecto, rodeada de vecinos poderosos y vigilantes, 
podría conservar por mucho tiempo sus libertades públicas, 
á menos de poseer un gobierno apoyado en poderes efica- 
ces, pronto á obrar, y capaz de rechazar toda invasión de 
sus derechos. Tampoco habría en estas circunstancias, ni 
la más ligera seguridad de que todas las confederaciones 
serían compuestas de hombres, de un mismo origen, de 
un mismo idioma, afectos á los mismos principios del go- 
bierno, y que tuvieran las mismas costumbres y los mismos 
usos. Si es verdad que estos vínculos no serían suficientes 
para mantenerlos en la paz y en la unión, cuando no for- 
man sino un solo gobierno obrando en nombre y por los 
intereses de todos, ¿cómo podria esperarse este resultado 
siendo los intereses diversos, y que la ambición, los inte- 
reses locales, la diferencia de qlimas, de productos y de 
instituciones, las rivalidades de comercio, etc., penetrasen 
ea los diferentes consejos llamados á arreglar sus negocios 
por wna legislación independiente ? La experiencia de to- 
das las edades enseña, que no hay ningún vínculo ^e paz 
entre naciones vecinas en circunstancias semejantes. 

El abate Mably expresa en pocas palabras el resultado 
de la experíencia humana sobre este punto. " Los Estados 
" vecinos, dice, son naturalmente enemigos uno de otro, 
" á menos que la debilidad común no los obligue á reunirse 
"en república federativa y que su constitución no prevenga 
" las disputas que la vecindad ocasiona^ y. no apague los 
"secretos celos que disponen á todos los Estados á en- 
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** grandecerse á expensas de sus vecinos/' Este pasaje, co- 
mo se ha hecho observar con razón, nos muestra al mismo 
tiempo los peligros y el remedio. 

Las misma^ razones se aplican con más fuerza al caso 
de una desmembración, en que cada Estado se constitu- 
yera en nación independiente. Las diferencias de exten- 
sión, de rentas, de población, de productos, de intereses, 
de administración y de legislación, serian ciertamente la 
causa de guerras sordas, de violaciones de territorio, de 
animosidades políticas y personales que tarde <5 temprano 
traerian el sometimiento del débil por el fuerte, y aquí nó 
hacemos ninguna distinción entre la división entre varias 
confederaciones y la separación completa de todos los Es- 
tados, porque, en un sentido general, las observaciones son 
aplicables á estos dos casos, si no de la misma manera, á 
lo menos con la misma fuerza. 

¿ Es cierto que la extensión de nuestro territorio sea un 
obstáculo ala formación de una unión más perfecta? Esta 
cuestión en lo relativo al territorio primitivo de los Esta- 
dps-Unídos, encerrado en los límites del tratado de paz 
de 1783, parece resuelta por la experiencia de los "últi- 
mos, cuarenta años. A este respecto ya no hay que dudar 
que el gobierno central, en la práctica, es aplicable á la to- 
talidad de ?ste territorio. Las distancias entre las fronte- 
ras más lejanas, la diversidad de los intereses, no se han 
opuesto bajo la administración bienhechora del gobierno 
central, á la perfección de las relaciones y al progreso gene- 
ral de todos. Tal vez ha sido dcmostrad9 en tanto cuanto 
nuestra limitada experiencia puede hacerlo, que las facili- 
dades de comunicación, la uniformidad de los reglamentos 
y de las leyes, la protección común, el sacrificio recípro- 
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co de los intereses locales, contrarios á los intereses ge- 
nerales, la estimación y la conñanza en un gobierno que 
representa todos los Estados, que les concede los mismos 
deredios y privilegios ; tal vez, decimos, ha sido demostra- 
do que por los efectos de la unión, la prosperidad de cada 
Estado ha. Hegado hasta donde no habria alcanzado aisla- 
damente, y con un ejercicio más completo de su inteligen- 
cia, desús recursos, de sus instituciones durante este mis- 
mo período de cuarenta años. El gran cambio que hemos 
oq^erímentado en nuestra condición interior y en nuestro 
poder territorial por la adquisición de la Louisiana y de la 
Florida, lia dado lugar á reflexionar seriamente, sin duda, 
si tal aumento de nuestro territorio no comprometeria 
nue^^o sistema de gobierno. Pero el tiempo puede resol- 
ver esta cuestión, y es al tiempo solo á quien la sabiduría 
y á patriotismo deben referirse. 

La unión de esos Estados *' la más perfecta unión " de- 
be ser, pues, apreciada bajo el doble aspecto de los inte- 
reses exteriores é interiores ; ella prevendrá algunas de las 
causas de guerra, este azote del género humano, no sola- 
mente poniendo al Gobierno general en posición de ne- 
gociar los tratados destinados á protegerlos derechos y 
ios intereses de todos, sino obligando á la obediencia de 
estos tratados, y al respeto por las obligaciones del dere- 
dio de gentes. Es notorio que, en la época de la Confede- 
ración, las obligaciones estipuladas en los tratados, fuerorw 
abiertamente violadas ó tácitamente despreciadas, y que 
la paz de la Confederación entera se encontró á la merced 
de la mayoría de un solo Estado. Si los Estados estuvie- 
sen divididos, querrían hacer y harían, con las diferentes 
naciones, tratados separados é independientes, apropiados 
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á SUS intereses particulares. Estos tratados producirían ce- 
los y rivalidades, dentro y fuera, y causarían conflictos en- 
tre las naciones que se esforzaran en obtener el monopolio 
del comercio de cada Estado. Se contraerían compromisos 
contrarios al sistema de Estados vecinos ó lejanos, y así se 
renovarían con mayor violencia las escenas de desorden 
que siguieron á la paz de 1783. El interés de las naciones 
extranjeras seria evidentemente mantener esas animosida- 
des, para traer á los Estados debilitados, hasta implorar la 
protección extranjera, á precio del sacrificio de sus pro- 
pios intereses, ó hacerlos caer fácilmente bajo sus armas. 

La división de los Estados los colocaría en un peligro 
inminente, en el caso de guerra ó de una invasión ex- 
tranjera, independientemente de las que puedan venir de 
las colonias vecinas ó de las dependencias de los gobier 
nos del continente. Su debilidad provocaría una agresión, 
y la ambición de los gobiernos europeos para dominar 
sobre las colonias, arrojaría á los Estados en negociacio- 
nes y conflictos insolubles, á pesar de sus deseos de con- 
servar la paz y de la legitimidad de sus planes y de sus 
proyectos. La América de nuestros dias se convertirla, co- 
mo en los tiempos antiguos, en el teatro de operacio- 
nes militares sin interés alguno para ella, y para proveer 
á su segurídad, los Estados se verían obligados á consen- 
tir en una sumisión general, ó á ponerse bajo la depen- 
'dencia absoluta de la potencia europea que se mostrara 
más favorable ó que se hubierr^ hecho más dueña de sus 
recursos. 

La división de los Estados importaría todavía el sacrificio 
de algunos intereses más, y seria un manantial de verda- 
deras calamidades. Por ejemplo, la Nueva Inglaterra sa- 
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ca actualmente muy grandes ventajas de las pescas marí- 
timas que divide con sus rivales la Francia y la Inglater- 
ra: ¿cómo podría resistir sola, si un dia pretendiesen la 
Francia ó la Inglaterra restringir ó abolir su derecho de 
pesca? ¿Qué seria de la Virginia y Maryland, si Chesa- 
peake estuviese sometjdo á una potencia extranjera, si no 
en la forma, en el hecho ? La libre navegación del Mis- 
sissi|^í, y aun puede decirse el derecho á su navegación 
exclusiva, es indispensable á la seguridad y á la prospe- 
ridad de los Estados del Oeste. ¿ Cómo podria esa liber- 
tad ser mantenida y defendida sino por medio de una 
unión general? 

Además, con respecto al comercio, tan importante para 
los Estados marítimos, tan productivo para los Estados 
agrícolas, se ve fácilmente qye ninguna protección equi- 
valdría á la que resulta de las operaciones regulares de 
un gobierno general. Cada Estado buscaría en sus regla- 
mentos su interés particular, en perjuicio de todos los de- 
más. La situación respectiva de tod(^ los Estados, el 
gran número de ríos que atraviesan sus territorios, ó de 
bahías que penetran en sus tierras, la afínidad de usos y 
de idioma, harian fádl un comercio ilícito y asegurarian la 
impunidad de las infracciones á los reglamentos comer- 
ciales. Todas las naciones extranjeras tendrian un interés 
común en oprimirnos, y los males de una servidumbre 
colonial ó de un monopolio comercial, serian su conse- 
cuencia. Aun cuando la experiencia del pasado nos per- 
mite aumentar este cuadro de los peligros y de la miseria 
que abrumarian á cad^ Estado, con más detalles y bajo 
colores bastante sombríos para asustar á los más incré- 
dulos y obligar su convicción, nos limitaremos á estas po- 
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cas palabras. Ya por ^1 examen de las ¡mpélrfirccíones de 
la confederación, hemos podido ver que cada uno de los 
Estados se encontró arruinado en sus rentas y arruinado 
en su comercio, por la ausencia de un gobi<^rno eficaz. 

No habría razón en pensar que los males y perjuicios 
del comercio dejaran de sentirse en Jas manufacturas y en 
la agricultura. Con respecto á las manufacturas, el per- 
juicio es tan evidentemente demostrado, que todo aiga- 
mentó es inútil, para ponerlo más en evidencia. En cuan- 
to á la agricultura, la opinión ha prevalecido de tíem* 
po en tiempo, y en algunas partes del país, de que sus 
intereses serian igualmente protegidos, aun cuando no 
hubiese un Gobierno nacional. 

Las razones siguientes demostrarán el error de esta 
suposición. Un mercado en, el interior, extenso y unifor- 
me para las producciones indígenas, tiende á impedir las 
alzas y las bajas repentinas en los precios, que son tan 
dañosas á los arrendatarios y á los agricultores. La posi- 
don exclusiva deteste mercado interior, fuera de toda 
concurrencia extranjera, asegura de una manera perma- 
nente la colocación de los capitales, cuyos productos son 
lentos, y favorece también el empleo de estos capitales y 
mejoras agrícolas.— Supongamos que fuese permitido in- 
troducir sin pagar ningún derecho el algodón, el tabaco 
y los cereales de los Estados extranjeros, ¿el efecto de 
esta introducción no seria disminuir la cultura de estos 
productos, á la cantidad solamente que se pueda esperar 
vender de pronto? ¿Las naciones extranjeras no envia- 
rían á América el excedente de su consumo, y el merca- 
do interior no seria deprimido por esta aglomeración? 

Además, los Estados vecinos entre sí, se entregarían á 



hs mismss culturas» y tendrían» sin embargo» medios muy 
dÉerentes, ya naturales, ya oficiales» de obtener productos 
á bajo precio. Esta desigualdad daria nacimiento á me- 
didas legislativas para asegurarse» si posible era, ventajas 
solx^ el Estado rival. Entonces vendrían las recrimina- 
tienes, las represalias, las leyes ofensivas y defensivas. El 
contrabando seria en todas partes abiertamente prot^i- 
éú por los habitantes. El interés vital de un Estado esta- 
ría en algunas circunstancias á merced de sus vecinos, 
quiénes de su parte comprenderían que sus propios inte- 
reses crecían con la ruina de sus rivales. En fin, los Esta- 
dos lejanos, viendo que se descuidaban sus necesidades. 
se Ik^an á otros para fomentar á su manera la agricul- 
tftra y el consumo. Tal es la naturaleza humana; tales son 
las debilidades que !a historia nos mue^a entre naciones 
vedn^ y rivales, las que se entregan á las operaciones 
marítimas y las que se consagran á la agricultura. 

Más todavía: las naciones extranjeras, en tal estado de 
Clisas, tendrían un interés común en llevar á los Estados 
agrícolas sus propios productos al m^ alto precio posible 
y en hacer bajar los productos indígenas. Tendrían in- 
terés en excitar una emulación ruinosa entre los Estados 
vednos ó en favorecer la causa de aquellos con quienes 
pudieran tratar en condiciones más favorables, ó sobre los 
cuáks hubieran adquirído una grande influencia, á fin de 
someter á la misma influencia á los Estados que trabajasen 
en adquirir una existencia independiente. Todas estas co- 
sas no son puras teorías, y podrían citarse numerosos 
gemplos de una 'política semejante, en el período corrido 
entre la paz de 1783 y la adopción de la Constitución. 

II. No insistiremos más tiempo sobre el importantepun- 

CONST. — 12. 
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to de establecer ufui unión más perfecta, y pasaremos al si- 
guiente que es de "establecer la justicia." La adfniais- 
tracion de justicia debe ser siempre el objeto principal 
de todo gobierno sabio. Aun en los gobiernos arbitra- 
rios, la justicia debe ser ejercida con una cierta ampl¡tii4» 
á lo menos con respecto á los particulares, porque ella 
es la única garantía contra las rebeliones, las venganzas 
individuales y. la crueldad popular. Pero en un gobierno 
libre, la justicia debe ser la base de todas sus instituciones. 
Sin una justicia libre, completa é imparcial, nuestras per- 
sonas, nuestros derechos, nuestros bienes, no estarían de- 
fendidos. Y si la una ó la otra de estas cosas no estuvie- 
se reglamentada por leyes ciertas, sometida á principios 
fijos, reparada por medios determinados en casos de vio- 
lación, la sociedadjperderia todo su interés y los hombres 
volverian al estado salvaje y de bárbaraindependencia. 
El establecimiento de la justicia, debe ser, pues, un ob- 
jeto muy principal del gobierno de un Estado. ¿ Por qué, 
pues, seria necesario hacer de tal establecimiento\ina con- 
dición expi^esa para el gobierno nacional ? 

Vamos á responder brevemente á esta' pregunta. La 
administración de justicia interesa á las naciones y á los 
individuos extranjeros, lo mismo que á los ciudadanos; 
solamente los primeros no tienen siempre los medios pa- 
ra obtener reparación tan fácilmente como los últimos; 
porque es de suponerse que las leyes de los Estados 
han organizado los tribunales, principalmente con el obje- 
to de reparar las injusticias ó de sostener los derechos 
de sus ciudadanos. Los ciudadanos de 'los Estados con- 
tiguos, y aun lejanos, tienen igualmente un grandísimo 
interés en la buena administración de justicia de cada Es 
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tado, aun cuando cada uno de ellos permanezca dueffo ab^ 
sdoto de hacer las leyes á su gusto, sobre sus deredios» 
sus preferencias, sus contratos, etc. — No es necesario ha- 
cer observar que estas leyes deberán concurrir con el sis- 
tema general de la adminbtracion. La tendencia natural 
de cada gobierno será la de fevorecer á sus propios ciuda- 
danos, y se pueden presumir preferencias injustas, no so- 
kmente en la administración de justicia, sino en el con- 
junto de la legislación. Las preocupaciones populares, las 
pasiones, los privilegios, exclusivos acordados á las em- 
presas particulares de un Estado, implicarán la adopción 
de medidas perjudiciales á los intereses de los otros Esta- 
dos, y la reacción se hará sentir en estos últimos, que usa- 
rán de la represalia, 

Los peligros que el raciocinio nos ha presentado como 
probables, la experiencia nos los muestra realizados en lo 
que concierne á nuestra confederación, en el corto perío- 
do de su existencia; y en circunstancias dadas, sin em- 
bargo, como para comprometer á cada Estado á sacrificar 
algunos de sus derechos particulares en aras del bien ge- 
neral. Y aun en la época en que todavía el país era colo- 
nia sometida á la autoridad de la madre patria, esas des* 
igualdades eran observadas en la legislacioa local de al- 
gunos Estados, y produjeron animosidades y desconten- 
tos que fueron dificilpiente apaciguados. 

Así, después de la formación de la confederación, y cuan- 
do los americanos se atribuyeron los derechos genera- 
les de la guerra, como nación soberana y beligerante, el 
poder de hacer presas y de vender los buques y sus car- 
gamentos, en virtud del derecho común de las naciones, los^ 
Estados retuvieron respectivamente el derecho de estable- 
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ceí tribunales de presas, para conocer de estas materias en 
primera instancia; se crearon trece jurisdicciones distintas, 
y obraron en completa independencia una de otra. Verdad 
es que los artículos de la Confederación habían dado di 
Gobierno general el poder de establecer los tribuñ^es 
para entender y juzgar en último recurso las apelaciones 
en las causas de presas, y en consecuencia, el Congreso 
habia instituido tribunales de apelaciones, á los que los 
tribunales de los Estados debian someterse. Pero es 
notorio que las decisiones de los tribunales de apela- 
ción, eran despreciadas y sin fuerza, porque el Congreso 
no tenia ningún poder para haoerias ejecutar. Estas deci- 
^nes no tenian, pues, sino una influencia moral, que se 
hizo muy pronto insignificante. Los individuos y las na- 
ciones neutrales no pudieron obtener reparación de inex- 
cusables injusticias, y la Confederación estuvo expuesta á 
inminentes peligros, sin encontrar ningún remedio eikaz 
hasta el establecimiento de la Constitución actual. El Con- 
greso habia hetího igualmente tratados con varias nacio- 
nes y principalmente el tratado de paz de 1 783, que reco- 
noció nuestra independencia con respecto á la Gran Bre- 
taña. Estos tratados eran, según la teork de la Confede- 
ración, rigorosamente obligatorios para todos los Estados; 
sin embargo, sus disposiciones fueron abiertamente vio- 
ladas por la legislación y por los trij;>unales de los Esta- 
dos, y varias veces la inobservancia de sus estipulaciones 
expuso al pafe á la guerra. 

Las disposiciones del tratado de 1783, relativas al pa- 
go de la deuda á favor dé la Inglaterra, eran eludidas 
^en varios Estados, si no lo eran en todos, y no fueron só- 
lidamente establecidas, sino cuando la Constitución les dkS 



una sanción posítíva, independiente de la legislación y 
de los tribunales de los Estados. 

Además de la. deuda extranjera, quedaba todavía la 
d^kla pública de los Estados-Unidos» la cual no se ha- 
bla arreglado por ninguna disposición. Los oñciales y los 
soldados de la revolución que habian conquistado nues- 
tra independencia, estaban en la miseria» sus justas de- 
mandas eran eludidas ú olvidadas con indiferencia : en 
ñn, hasta la adopción de la Constitución, no se tomó ai-^ 
gana resolución para pagar á los acreedores públicos. Ac- 
tualmente se puede calcular el momento en que la deu- 
da, será completamente extinguida, á pesar de su au- 
mento, ocasionado por las guerras de los tiempos mo- 
dernos. ^ 

. Todos estds males, á pesar de su intensidad, no ha- 
brían causado. una miseria tan universal, si no hubiera 
habido otros en el interior, subversivos hasta de las'pri- 
Aleras nociones de la justícia. Independientes de las in- 
explicables preferencias acordadas por cada Estado .á sos 
conciudadanos en perjuicio de los otros Estados de la 
Confederación, las medidas l^íslativas de la mayor parte 
de los Estados» destruyeron la confianza pública y el 
crédito particular. Frecuentemente se sancionaron leyes 
por las legislaturas de los Estados, violando más ó me- 
nos la santidad de los contratos; otras, obligando á los 
acreedores á i^cibir papel moneda despreciado, en pa- 
go de sus deudas. Las hubo que autorizaron á pagar 
á los acreedores por partes ó en épocas enteramente di- 
fbrentes de las convenidas en los contratos. Algunas sus- 
pendieron ó limitaron por un cierto tiempo los medios 
de cobranza, de las vías ordinarias de justicia. Otras per- 
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mitíeron dar en pago fundos de teirenos aun impro- 
ductivos y según la apreciación más arbitraria; en fio, 
hubo leyes que interrumfMeron el curso de la justicia 
durante un cierto tiempo y en ciertas circunstaiKÍas. 
En una palabra, por las operaciones de papel moneda, 
las leyes de espera, las leyes de suspensión, de apre- 
ciación y de bancarota, inventadas todas por el espíritu 
fértil de hombres llenos de deudas y popularizadas por 
la magnitud de los compromisos privados, los Estados 
se encontraron sumergidos en la pobreza más profun- 
da, en la debilidad y en la indiferencia por la justicia. 
Los tribunales locales se vieron obligados á obedecer la 
voluntad legislativa, y en un pequeño número de circuns- 
tancias en que los jueces se atrevieron á resistir, su inde- 
pendencia fué sacrificada á las exigencias de la ^K>ca. 
Nadie ignora que la rebelión Shays ert Massacfau^^ets tu- 
vo origen en esta situación del país. Su objeto era impc- 
dh- toda administración regular de justicia por un sistema 
de tefT9r, é impedir por este medio el cobro de las deu- 
das. 

Asi es cómo nuestra historia misma demuestra la im- 
portancia de una organización judicial más eficaz, coloca- 
da bajo los auspicios de un Gobierno nacional. 

III. El preámbulo agrega que " la Constitución deberá 
" asegurar la tranquilidad interior." Las observaciones pre- 
cedentes han explicado ya este objeto de la unión. Hemos 
hablado de las garantías que proporciona á los Estados con- 
tra las influencias extranjeras, las disensiones interiores, las 
rivalidades comerciales, las represalias legislativas, los pe- 
queños conflictos de una guerra de fronteras, por los pri- 
vilegios, las exclusiones y el contrabando. En las pequeñas 
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comunidades han de crearse facciones, y aun cuando su 
fin fuese honrado, pueden ocasionar las" medidas más per- 
niciosas ; pero si su objeto es culpable, engendrarán las 
insurrecciones, y conducirán á la ruina desgobierno. Los 
peligros de este estado de cosas, para un gobierno re- 
publicano, han sido demostrados tal vez con alguna exa- 
geración por los partidarios del gobierno arbitrario ; pero 
es preciso confesar también que, la historia de los gobier- 
nos libres, ha dado demasiados ejemplos para excusar, si 
no para justificar, los argumentos que se han empleado, 
combatiendo no solamente la forma del gobierno republi- 
canp, sino hasta la libertad civil. 

Explican la corta duración de las repúblicas, las fac- 
ciones que las desgarran, la división de los consejos que 
las arrojan en la miseria, su política adecuada á las pa- 
sk>nes de su tiempo, y en fin, la corrupción exagera- 
da, hasta el punto de excitar la inquietud de los partida- 
rios de una libertad razonable. En presencia de estos he- 
chos^los hombres mismos que se muestran máspartidaríos 
de la libertad, parecen inclinados á creer que la experiencia 
del mundo no presenta ninguna prueba concluyente en su 
favor. Debemos confesar también que, demasiado frecuen- 
temente, las facciones han sido el origen de la pérdida de 
las repúblicas, y por facción entendemos una reunión de 
ciudadanos, sea minoría, sea mayoría, que, unidos por un 
impulso, una pasión ó intereses comunes, combaten los 
derechos de los demás ciudadanos,- y se oponen á los in- 
tereses permanentes de la comunidad. 

Hay dos caminos que tomar para remediar los males 
causados por las facciones ; el uno consiste en alejar la cau- 
sa, pero es poco compatible con un gobierno libre ; el otro 
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consiste en vigilar sus actps. Si la facción se compone de 
la minoría, la mayoría puede emplear un correctivo n£U:u- 
ral, debilitando ó reprimiendo la violencia de esa minoría 
por el empleo legal de la legislación. En los pequeños Es 
tados, sin embargo, no es esto fácil de obtener, por la difi- 
cultad de conservar la influencia necesaria para lograrlo 
de una manera permanente. Una facción débil se servirá 
para llegar á su objeto, no solamente de las causas de des- 
contento en el interior, sino de los socorros extranjeros. 
En las operaciones múltiples de las facciones, tantas com- 
binaciones se forman y se disuelven, tantos resentimien- 
tos privados se traducen en medidas públicas, los éxitos y 
los triunfos siguen tan frecuentemente á las derrotas, que 
las fracciones de los diferentes partidos, aunque hostiles 
entre sí, tienen todavía interés en unirse para vencer á sus 
rivales. Pero si la mayoría forma la facción, y si no Qstá 
contenida ni por la conciencia de su deber, ni por el temor, 
entonces el peligro es inminente para aquellps cuyos prin- 
cipios, intereses ó carácter, so;i un obstáculo á su d^v^i- 
nación soberana. 

Estos inconvenientes se hacen también sentir en los 
grandes Estados; pero se ha hecho observar con razón que, 
en los pequeños, son más graves y más permanentes. . La 
reunión de diferentes Estados en república confederada, 
parece haber sido el medio más eficaz de corregir y pre- 
venir estos peligros ; raramente sucederá, si el Gobierno 
general está investido de una autoridad conveniente, que 
los límites del Estado no sean también una barrera natural 
Á las operaciones de la facción. La autoridad del Gobierno 
general bastará naturalmente para reprimir la violencia de 
la facción, disminuyendo sus probabilidades de ^ico» y el 



ejemplo de los Estados vecinos que oo participacán al mis- 
mo tiempo de las mismas .pasiones, y no tendrán los mis- 
mos motivos de excitación, mitigará la violencia de la fec- 
cion dominante, si no la desarma completamente. 

IV. El preámbulo dice también que, la Constitución 
provee A la defensa cami0u Varias de las consideraciones 
desarrolladas antes, se apUcan aquí con mayor fuerza aún. 
Uno dé los medios más seguros de conservar la paz, dicen, 
es el estar preparado para la guerra ; pero hay ui^ más 
seguro, y es teoer poder eficaz par^i rechazar las agresio- 
nes: esXít poder eñcaz no existirá sin una población numero- 
sa* 4 lo méoos sin una ext;ensjon bastante considerable de 
terrildrio« Un país, en efecto, cuyas^tmteras están lejanas, 
aim cuando no esté pobbde^ no es fácilmente conquistado. 
La, diversidad del territofior del clima, sus defensas na- 
Únales ó artifidaljQs, su pobreza misma y su falta de pro- 
viaíoses» son c^ras tantas dificultades p^ra oonquistarle, 
ó para coqservarie después de la conquista. Es más fádl 
invadb-lo que. su()3ragaFlo; es preciso dividir los ejéitíCos, 
establek^r puestos Iqanos unos' de otros, y mantener alma- 
cenes contínüamente provistos. Pero si el terrítórío es no 
solamente extenso, sino también muy poblado, no es de 
temer! nna txipqiQSta duradera^ á menos de tener veci- 
nos poderosois,.mteresddos en reumrse pora vencer á sus 
enemigos, y tal ¡no es nuestra situación. La porción es 
enteramente diferente cuando se trata de varios Estados 
rivales é indq)endientes, que no tieiien comunidad de 
gobierno áde intereses ; entóneos están ya medio venci- 
dos por sos resentimientos interiores, antes que ninguna 
lucha esté enopeñada* Fácilmente se les hace tomar parte 
en la destrucción de los unos por los otros, y se convier- 
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ten en una presa fácil, á cansa de la poca unioo y energía 
en sus operaciones. 

Además, los recursos de una confederación en la paz 
ó en la guerra, son mayores que los de los Estados aislados; 
tiene á su disposición mayor suma de rentas, fuerzas de 
tierra y de mar más considerables, una industria más pro- 
ductiva, es más independiente en sus actos, en sus influen- 
cias y en su fuorza de acción. En el estado actual del mun- 
do, un pequeño número de naciones se encuentran duefis^ 
dd comercio terrestre y macítirno; én caso de guerra^ pi- 
sotean los dérecíkos de los neutralesi cuando éistos son dé^ 
bües^ En lá paz* vigilan los proyectos de los demás pue- 
bbs^inípulsan SU: pnopio comercio en todas díreck2t0ófis> 
por la^ac^yidadáesüsempresaa, la importancia do fiítina^ 
riña y el estaÜo^floreoíeiQte de sua^mannfáctums. Estpis go-t 
biemos escuchan poeorhs quejáis de Jos qité se encuentran 
diVtdkioa «n > peqpefkís Estados» con* intereses diveisofi; 
perol se sirvdn decéllosccomo de ins^mehtosi oponiéndp^ 
los >1qsi unoa>á I&s otros pai^ parali2aI^8t| vj[)rog^resowiEstos 
Estados divídídosi^ no sonide temar ^t éa lapa^v ni^ickia 
guerra (> si )qitíerén asegurar sus xierpchos y úiántener .mi 
independeptoia, debq[i reunirse en cohfederadíMi, y hablar 
con la fueEm ^del número, al mismo tiemipp qoe can la.do* 
caencia' de. la vetdiad Las fuerzas de tierra , ó de mar <{ue 
cada Esfado pudierra raaobenor. no se hariah.temeopor ua 
gobierno de Enropa^de s^^ndo orden, y sitian para ese 
Estado una pesadísima carga púbUca» qiueagoítaxia> sns re- 
cursos Pero un ejéncito y una marina organizados para b 
defensa interior y para la protección sobre el Océano^ no 
son.superioiíes á los recursos de un Gobierno general. A 
medida que el poder de la Unionaumente sus ejércitos^és- 
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tos serán una garaotfá mayor para nosotrosr y un motivo 
* de temor para los extranjeros. Los medios, pues, de pro- 
veer á la defensa general, son numerosos ; pero por la di- 
visión de los Estados y la faka de unidad en las operacio- 
nes* pueden hacerse ineficaces é insuficientes. 

V. El preámbulo dice además que, el objeto de la Con- 
federación es, " favorecer el bienestar general. " Se puede 
preguntar : ¿cuál es la autoridad de esta declaración expre- 
sa desde que la organización de los hombres en sociedad 
(Sen nación, no tiene otro objeto que éll)ienestar general? 
Daremos dos respuestas: primera, los Estados separada- 
mente no tertdrian rñn^tt medio de lograrlo : en sfeguldá, 
aun adtttít¡endl6 qjué tuviesen los méldlós, no conseguirían 
ha<:efr ejécutar'iafe ihedídái necesarias para obt^het e! re- 
sultado. '' ■' "''• 

1? Con respetto á los meÓicte, es evBfcWé'qÜe'^riBi* 
Estados, por su pítóícióti loca! y ^jor su éíiféhábn, n6 Wh-' 
drán nundíi'sind'Véíítá^lfttlitadas, apenas sfaHéíéníes'' páVa 
la* necesidades íDttJmarító, y rigúrosámdnte habfendb, para 
te necesidades interiores. Con respeítb á al^ühos otros, 
más favorablemente situados bajá ef punto áé vista de la 
navegación y dé! ctomércio, el producto dl¿ los impuestos 
puede ser un fecotóo abundatite ; pero* su bofifianiá jirinéí- 
pal deberá colocarse en' los derechos sobre la importación. 
Es fácil de ver que la renta procedente de esta fuenfe, no 
podrá ser permanente si los Estados están separados. Las 
rivaKdades, los intereses divei'áós de los Estados vecinos, 
serán la causa de continuas toíibravenciónes á' laá leyes ; 
las facilidades ofrecidas por To^ ríos^que atravieáafi los ter- 
ritorios, y por sus numerosos puertos, el ihterek de los ex- 
tranjeros en favorecer el contrabando, la ausencia de uní- 
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forinídad en Jos ^^reohos impuestos por los Estados, todas 
estas causas y mucha^ otras más aún, hacen .que la admi- ' 
nistracion financiera sea muy débil y los ingresos peque- 
ños é insuficientes. ¿Qué podría hacer New-York con un 
solo puerto, rodeado por todas partes de vecinos rivales, 
poseedores de puertos numerosos? 

¿ Qué podrian hacer Massachussets ó Connecticut con 
el territorio intermedio de Rhode-Island, cuyas comuni- 
caciones fluviales penetrando hasta el corazón de esos Es- 
tados, se hallan tan bien dispuestas para un comercio iUci- 
to ? ¿ Qué podrian hacer los Estados de Virginia ó de 
Mari^nd con Chesapeake y todos sus puntos de desem- 
barco en medio de ellos? ¿G^mo podría un Estado solo 
sobre las^nárgenes del Mississipí, obtener; la segurí^de 
su comercio ? A cualquier parte que volvamos la v¡sta.so- 
brp este continente» las dificultades paira .establecer y man 
tener^un sistema de rentas duradero^; nos parecen insupe- 
rables, y los gastos de recaudación enormes. Después de 
algunos esfuerzos para fundar la uniformidad y la coope- 
ración, cQnla mira de xma.p^eccion recíproca, cada Es- 
tado caería en la' indiferencia y en la apatía : ¿ buscaría de 
nuevo las cpntrilíuctbnes directas,, par^ proveer á sus gas- 
tos ? La experíencia, de los afios que siguieron á la paz de 
1783, justifica plenamente las más temibles aprensiones á 
este respecta 

2? Al contrario, un Gobierno general investido de una 
autorídad conveniente sobre todos los Estados, podrá fá- 
cilmente guardar las costas del Atlántico, é interessu; al 
comercio á ayudarle en el cqbro regular y puntual de los 
derechos* Los buques que llegan á Ips diferentes puertos 
de la Union, rara vez- preferirian exponerse á los riesgos 
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de una confiscación, no solamente en un solo Estado, sino 
en todos aquellos en que las mercaderías prohibidas fue- 
ran suscesivamente importadas, más bien que pagar los de- 
rechos ; también los peligros en las costas serian gran- 
des por la vigilancia de los oficiales de la aduana, y de 
los buques guarda-costas. Los azares se aumentarían aún, 
por los gastos necesarios para ocultar las mercancías des- 
embarcadas en tierra. Los hechos, por lo demás, han 
respondido* á la teoría, porque desde el establecimiento 
del Gobierno nacional, el contrabando por las costas ha 
disminuido mucho proporcionalmente, y los productos de 
los derechos sobre las importaciones, se han aumentado 
con los otros recursos del país. 

El hecho solo de un comercio interior y limitado entre 
los Estados, sin derechos ni restricciones, fes en'sí mismo 
una ventaja inapreciable ; obliga á cada Estado á consi- 
derar los intereses de todos y á extender sus operacio- 
nes más allá de la esfera estrecha de su propio^ territorio. 
Sin entrar aquí en el examen de saber hasta qué punto el 
Gobierno nacional posee facultades para hacer <S para 
ayudar á hacer los caminos, los canales y demás mejoras, 
examen que vendrá más tarde ; cierto es que, si tío hu- 
biese un Gobierno general, cada Estado tendría un inte- 
rés mucho menor en hacer semejantestrabajos, en favo- 
recerlos por su propia legislación, porque no tendria nin- 
guna certidumbre sobre el valor y la duración de estas 
obras con respecto alas fronteras del Estado. 

La convicción de que la unión de los Estados será per- 
manente, que no será destruida ni por las rivalidades, 
ni por los conflictos politicos, ni por los caprichos ó los 
resentimientos, no desviará á los Estados de sus propros 
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deberes, como miembros de la Union, y dará á sus tra- 
bajos un carácter durable. Independientemente de la au- 
toridad del Gobierno general en estas nuiterias, se ha 
pensado con razón que los caminos podrían ser m^r 
conservados, que los medios de trasporte para los visye- 
ros seriají multiplicados y mejorados, y que los canales y 
las mejoras ea la navegación fluvial, abrirían vías nuevas 
y sin límites á las empresas y á las inmigraciones, al co- 
mercio y á la producción al través del interior del país, 
de^e laco^ ori^tal hasta las más lejanas frontera de 
la3 r^iones del Oeste. 

Además de estos medios de aumentar el biene^ar 
general, vemos cuan superíor es una nación, que á sus 
repursos naturales agarega la ventaja de un^ población 
nuinerqsa> á los Estados de poca extensión y divididos 
en sus intereses. Si tenemos que tratar por intereses co- 
merciales ú otros, la palabra de un Gobierno nacional tie- 
ne más autoridad é influencia que la de los Estados ais- 
lados. Tiene que ofrecer, en cambio, privilegios más ven- 
tajosos y puede hacer sentir mejor la utilidad de esos pri- 
vilegios por las prohibiciones ó las franquicias de su le- 
gislación comercial. ¿ Falta el dinero ? Los emprésitos se- 
rán hechos mucho más fácilmente y más baratos sobre la 
fé del Gobierno general, que sobre la de un Estado par- 
ticular, con una política móvil. ¿ La confianza es necesa- 
ria para el cumplimiento fiel de las estipulaciones de un 
tratado? La Unipn, apoyada en poderes conveniente- 
mente enérgicos, presentará garantías mucho mayores 
que todas las seguridades de un Estado aislado. ¿La 
circulación se detiene, necesita bases más sólidas ó re- 
quiere ser sostenida por fuertes sanciones para aumentar 
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el crédito público ó particular? Lá legislatura de la Union 
será mucho más decb^va que la dé un solo Estado. 

Vemos, pues, que el Go)>ierno iwicional conveniente- 
mente organizado, encuentra á su disposición, para au- 
mentar el bi^iestar general, los medios más enérgicos y 
\ma autoridad mayor que la de cada Estado de la con- 
federacíosL Y es igualmente cierto, que será dirigid i por 
una política más ilustrada, una justkta más liberal, una 
prudencia más inteligente en la aplicación de los medios 
y de los poderes, según su fin. Generalmente, el país se- 
rá mejor admínistmdo, porque tendrá talentos más aptos, 
una experiencia más amplia* un -conoctmiento más prácti- 
co y un conocimiento más exacto de las necesidades de 
la comunidad entera. Mientras- más se ensanche la esfera 
de acción, menos puede presumirse que las miras mez- 
quinas, las preocupaciones locales prevalezcan en los con- 
sejos. La gran diversidad de opiniones en las diferentes 
rq)resentacíones de los paises lejanos, tiende naturalmen- 
te á introducir, no solamente el espíritu de conciliación y 
de transacción, sino á elevar la pditida y á formar el jui- 
cio de lo6 hombres que deben dirigir la administración 
ptitdica.* 

La últíma cláusula del preámbulo es, '' aserramos á 
" nosotros y á misstros descendientes ^ los befieficios de lá li- 
'* hertad. '' Los homtnres más sabios en todos los siglos, 
no pueden ciertamente proponerse un objeto más digno 
de su ambición. Si alguna cosa puede á justo título ex- 
citar la admiración del género human o> es el patriotismo 
sublime que eleva sus miradas sobre el tiempo presen- 
te y los proyectos pasajeros; que aspira á asegurar la fe- 
licidad durable de la posteridad, estableciendo los cimien- 
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tos de un gobierno, sbbre los principios inmuebles de la 
justicia. Se concibe fácilmente que nuestras afecciones 
pasen los límites de nuestra corta vida y se fijen so- 
bre nuestra posteridad; pero hay un desinterés más no- 
ble en esta previsión, que desprecia los objetos pre- 
sentes por el beneficio futuro del género humano, y eái- 
fica teniendo por mira la felicidad de las generadones 
más lejanas. El que erige un hospital, un ccdegio ó sola- 
mente un establecimiento particular de caridad, es, con 
razón, mirado cómo un bienhechor de la humanidad; 
cuánto más.debemos honrar y estimar á aquellos qu^han 
consagrado su vida al establecimiento de instítxidones, 
que después de su muerte y después de la muerte de sxxs 
hijos, continuarán todavía manteniendo los principios y 
la práctica de la libertad con inalterable vigor!* 

El grande objeto de Ips gobiernos es llegar a este im- 
portante resultado. Pero la cuestión no es tanto saber si 
llegan á la conservación de los beneficios de la libertad, 
como si dan por sí: mismos una seguridad satisfactoria y 
compleja. Si las observaciones que hemos expuesto están 
fundadas en la razón y la experiencia, ellas prueban que 
los gobiernos de los Estados aislados, son por sf mismos 
incapaces de dar las garantías que un pueblo libre tiene 
el derecho de exigir para el mantenimiento de sus inte- 
reses vitales, y -sobre todo de' su libertad. Entonces se 
llega naturalmente á investigar si el establecimiento de 
un Gobierno nacional no presenta estas garantías de uña 
manera más eficaz y más segura. 

Hemos recordado ya la circunstancia de que en la épo- 
ca en que la Constitución fué presentada al pueblo para 
ser ratificada, los opositores objetaron que su tendencia 
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evidente á la consoiídacion efe los poderes del Gobierno» 
era subversiva á la soberanía de los Estados, y por con- 
siguiente pel^rosa para las libertades del puebb. Este 
reproche, fundado en una singular exageración, prtxii^o 
un:temor y una alarma general contra la Constitución. 
Pero las objeciones en que se apoyaba eran tah débiles, 
tan poco satisfactorias, y las razones que la combatían 
eran tan fuertes y tan justas, que es cfiflcil comprender 
cdmo en aquella época y en épocas más récientosi pues 
las mismas objeciones se han repetido; varías veces, Jia- 
yan poclido tener una influencia tan grande sobre la opi- 
nión pública. 

Hagamos aqui algunas'^observaciones para quitar todo 
mQtivo de temor á «te respecta Eji Gobierno de la Union 
no tiene sino poderes limitados ; todos los otros pode- 
res se reservaron á los gobiernos de los Estados ó al 
pueblo. La autoridad del Gpbierno geineral es^ limita- 
da á un pequeño número de casos precisos, concernien- 
tes al bienestar de todos los Estados. Los gobiernos dte 
Estados tienen un derecho de vigilancia y de revisión so- 
bre todos los intereses locales de sus Estados reacti- 
vos, \o que los identifica con los sentimientos, los afectos, 
las instituciones municipales, y la organización interior de 
la localidad. Tienen la administración de justicia en lo^ 
asuntos civiles y criminales que es refieren á la propiedad 
y á los derechos personales de sus propios conciudadaiwd. 
Deben, pues, naturalmente tener una gran parte de in- 
fluencia, y encontrándose independientes los uncís de los 
otros, tendrán frecuentes ocasiones de interponer su cen- 
sura, y de organizar una resistencia común contra el ejer- 
cicio de un poder ilegal por parte del Gobierno generad. 

CONST.— 14. 
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Además, los gobierno^ de Estados son, según la t3eona 
oanstitucional, partea esenciales del gobierna general. Pue- 
den existir sin este último, pero éste no pv^dc existir sin 
aquellos. El Presidente de los Estados-XJnidos no puede 
ser elegidosin la intervención de los Estados, yel Senado 
esliá exdusLYa y absolutamente sujeto á la elección de 
las legislatura ; los representantes son elegidos por el pue- 
blo de los Estados. Resulta, pues, de todo esto que, las 
dos ramas del Gobierno nacional, ejecutiva y legisktí- 
va, emanan y dependen de los Estados. La sobivania de 
los Estados está representada en todas partes, y la so- 
beranía nacional no está representada en esta caHdád. 
¿ Cómo e$ posible que en circunstancias semejantes d Go- 
bierno nacional sea peligroso y amenace las Bbertadcs 
del pud^ílo,- á menos que los Estados mismos, 6 el pnéio 
de esos Estados, no conspiren para su propia ruina? Si 
tal conspiración existiese/ ¿ no deberla considerarse co- 
mo \m acto de los Estados por el intermedio de sus agentes 
y por su propia voluntad, más bien que como una usurpa- 
ción del Gobierno nadonaP 

La organización de los gobiernos de los Estados en sus 
diversos departamentos, ejecutivo, legislativo y judicial; 
!Ai tendencia natural á interveaír en los casos de peligro 
por su libertad comuri ; su derecho de recurrir sieooipre y 
á coirtos intervalos á la libertad de las elecciones, pf«en- 
.taalas más fuertes barreras contra toda usurpación pre- 
meditada, que no podría realizarse sino con la cooperación 
activa del pueblo de los Estados. Cuando esta cooperación 
general exista, es. evidente que, ni el Gobierno general, 
ni el de los Estados, serán ya una garantía suficiente; 
será preciso someterse á ja voluntad pública, que Tía- 
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biendo d^do esu cooperación , será b únic^ capaz de des- 
truirla* 

Otra consideración igualmente importante es que los 
poderes del Gobierno general son y deben ser empleador 
prínopalnieiHe para Ips objetos exteriores, como la pw, 
la guerra, las negociaciones cpn las denlas nacione3 y el 
comeroio extranjero. En sus rel^ones interiores, fto 
toca sino á un pequeño número de objetos, como los re- 
glamentos para el comercio, las comunicaciones y las otras 
relaciones entre los Estados y las contribuciones para la 
utilidad común. Los poderes de los Estados al contrario, 
se extienden á todo lo que en el curso ordinario de las 
cosas concierne á la libertad, la vida y la propiedad de 
I05 ciudadanos, el orden interior, las mejoras y la prospe- 
ridad del Estado. La acción del Gobierno general es más 
importante, más extensa en tiempo de guerra y de peli- 
gro: la de los gobiernos de los Estados en tiempo de paz 
y de seguridad. • 

Hasta ahora, la experiencia nos ha demostrado la en- 
tera seguridad de los Estados bajo la acción bienhechora 
de la Constitución ; cada uno de ellos ha aumentado en 
poder, en vigor y en influencia, bajo el aspecto de la ri- 
queza, de la renta, de la población, del comercio y de la 
agricultura. Nadie se atreverá á afirmar que sus poderesí 
hayan disminuido, con respecto á la unión, aun cuando 
nuestra población desde la fecha de la Constitución, ha 
subido desde tres millones de hombres á más de doce 
millones. Nadie pretenderá que el poder de los Estados 
haya disminuido por actos del Gobierno general. Si es- 
te último ha adquirido más respeto, más. cariño y es- 
timación, es porque se ha comprendido que era el guar- 
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tlian más yigilante de nuestros derechos públicos y pri- 
vados, el aliado natural de los 'gobiernos de Estados en 
la administración de la justicia y en el progreso de la 
prosperidad pública. Se le ama, no por su poder, sino por 
sus beneficios; no porque manda, sino porque protege; 
no por(Jüe vigila sobre los intereses comunes, las liber- 
tades y los derechos del pueblo, sino porque los sostiene. 
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CAPITULO VI 

mSTRIBüCIO V DE JJ^ POI>ffW» 



La distribucioi\ de los poderes varia segui\ la forix\a de los gobier- 
nos. — Despotismo.— Aristocracia pura.— t>etx\ocf acia.— XTa go- 
bierno n^ixto.— Separaoioivf a los ítem p04ex^9 |egHil^tii»> cjeoí:^ 
ti vo Y Judicial. —Necesidad de esta separacioi\.-^Cómo ^ebe ser 
enteivdida. ..•'■.. i' 

t • • 

El iMreve estudio sobre la kióci^ de Ja Ci9iv$lttuomv. 
de los £stado&-Unido8, nos ha cooducido i^iüUiraibnen- 
te al examen de los principios ft|t\4anientale6, ^rniCfirme 
á los que ha sido organizada para ^alcaiiTar tos dífemntes 
objetos designados en el preámbulo^ To4o gobífei:aD de- 
be encerrar en sí mismo, á lo menos si quiere tefier e3W- 
gía y estabilidad» el ej^rtñcio de los tres gi^smdos poderes: 
legislativo, ejecutivo y judicial. El modo y la extensión 
de su ejercicio, y los diferentes funcionarios que son in- 
vestidos de esos poderes, constituyen las diferentes É5>r- 
mas de gobierno. En los gobiernos absolutos, estos tres 
poderes están confiados á un solo individuo; esta forma 
de gobierno es llamada 4espotismo, porque. Ja soberapía 
del Estado reside en unta sol^ persona. Si .estos poderes 
están exckisivamente confiados á pn pequefto. número <Je 
individuos, constituyendo un consejo soberano y penna- 
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nente, este gobierno es llamado con propiedad aristocra- 
cia absoluta. Si ellos son ejercidos por el pueblo en ge- 
neral en asambleas soberanas, entonces el gobierno es 
una democracia absoluta. Pero más generalmente se en- 
cuentran divididos estos poderes y ejercidos separada- 
mente por diversos funcionarios. Entonces, cada poder 
forma un departamento separado, y esta forma constitu- 
ye el gobierno mixto. Es una monarquía mixta, sí el 
poder ejecutivo pertenece hereditaríametite á una fami- 
lia ; es una aristocracia mixta, si es algún poder heredita- 
rio en varias familias ; y en fin, es una democracia mixta 
ó república,' .qi^íwj^ los poderes, xio son hereditarios 3Íno 
detegsides ^i^^las^elweciortes. En una mfonarqtria ó una 
aristocracia mixta, áígünas de las funciones legislaitívas 
ó judiciales, son ó pueden ser hereditarias; pero en una 
i*é^bHte ^í)reseritatívá; todos l<is poderes emanánf del 
püébtó; sétífíejercídoél por funcionarios elegidos; y lio pa- 
safl^ííüñtíi d^ 16¿ Ifidtvidüos dfertbs' á sus héréitefbé. Se 
fija' líA'^tértófticí (fesp^éá del 'cuál vuelven d^ nttfevó al 
pufebte;^ piáüa ser dte nuevo taníbíert confiados por él, en 
nitítffraá élecci&rtés; 

La Cdñvéi^ón que redactó el proyecto de la Constí- 
tucion, dec¡<lidert pwrimer liígar, "que era necesario esta- 
"blecér uíí Gobierno nacional, compuesto de los pode- 
** r^ legislativo, judicial y ejecutivo," y de esfa primera 
proposición emana toda la organización del gobierno de 
los Estados-Unidos. 

En el eáteWecimíentó de gobiernos libres, la división 
entre ftiiiciónárf&s dffer€rtte!¿ de los tres poderes de go- 
bierno, el ejecutivo, el legibfeítivo y el judicial, ha sido 
un 5f)rincípiú lundamental paríi los hombres de Estado, y 
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se haxx>fisiderado coiho un principio hnpoitantbimo, que 
estos podres sean distintos é independientes, así apare- 
ce con insistencia en las cartas de los diferentes Estedos. 

Las razones en que se apoya este principta, parecen 
muy satisfactorias ; pero lo que es todavía* más importan- 
te que los mejores razonamientos, es« que la experíenda 
ha demostrado que él reposa sobre una justa apreciación 
de Ja naturaleza del gobierno, de las garantías y de la li- 
bertad del pueblo. Y no es un pequeño elogio de la 
Constitución de los Estados-Unidos, el que en lugar de 
haber sido ésta adaptada á una teoría nueva, ella ha to- 
mado por base de su organización la verdad práctica. 
Ha colocado en manos diferentes los poderes legislati- 
vo, ejecutivo y judicial. Ha variado, como vamos á verlo, 
la duración de su ejercicio y su organización. 

Cuando hablamos de la separación de los tres grandes 
departamentos del Gobierno, y sostenemos que esa se- 
paración es indispensable á la libertad pública, entende- 
mos esta máxima en un sentido limitado, y no queremos 
afirmar al decirlo, que ellos deban estar enteramente se- 
parados, y ser distintos,, sin el menor vínculo de unión 6 
dependencia uno del otro. Nuestra verdadera opinión 
es, que la totalidad de los poderes de uno de estos de- 
partamentos, no debe ser confiada á las mismas manos 
que poseen la totalidad de los poderes de otro departa- 
mento. Esta confusión seria subversiva de los principios 
de una Constitución libre. 

Cuando examinemos en detalle los diferentes pode- 
res que pertenecen á cada uno de los departamentos, 
veremos de una manera más completa hasta qué pun- 
to la Constitución de los Estados-Unidos en la separa- 



68 



COSiSSH&KIO ABBIVIADa* 



dofi deestosr departamentos y en ia.ccmftísion acciden* 
tal (fet algunos de los poderes, ha llenado el ob^to de la 
impoitante laaáxima de que hemos hablado. Pero la ver 
dadera, la única prueba, debe ser la experiencia, que 
corrige los errores de la teoría, al mismo tiempo que 
fortiñca é ilustra loa juicios invariables de la naturaleza. 
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CAPITULO VII 

r 

l'ODER LCGIIKLATITO 



I-a Corvstitucioi\ consagra el prii\oipio da la óivisioiv ei\ dos Gánda- 
ras. —Kxániex\ de esfe p^oiplo, sus v9ziti^}a«.~FrU\cipal6sar-^ 
guxnentos ei\ su favor.— Utilidad de ur\a Cánv&ra superior ó 
Seivadc— ¿lia detiene 6l liivpulso de la Cateara XKypular. ^Arroja 
n^ás luz ez\ las discu^ones.— Mq^era la xx^oTilidad de la opinio«\ 
pública. -yDa al gobierno espíritu de tradicioi\<'— Obra coTr\o fre- 
no sobre los representantes y sobre el pueblo. 

U\ artículo i? de la Constitución, contiene la organi- 
zación y el :detalle de los poderes del Congreso de la 
Union. Cada sección de este articulo, como cada uno de 
los demás artículos, exigirá un análisis escrupuloso y un 
examen distinto y nos proponemos, pues, en este comen- 
tario examinarlas separadamente, explicar las razones en 
que se apoyan, las objeciones que se les han hecho, y la 
interpretación de sus términos, siempre quejpueda ser 
hecha de una manera satisfactoria. 

La primera sección del artículo primero, está concebida 
de la manera siguiente : el Congreso de los Estados- Uni- 
dos^ compuesto de uk Senado y de. una Cámara de repre- 
sentantes, será hwestido de todos los poderes legisUtivos. 

Esta sección establece como regla fundamental, el ¿]tx- 
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cicio del poder legislativo por dos cámaras, distintas é in- 
dependientes. En la Confederación, este poder estaba to- 
talmente confiado á una sola Cámara, y aun cuando fuese 
entonces limitadísimo, su concentración en un solo cuerpo 
habia parecido un vicio más de aquella forma de gobier- 
no. Si se habia podido creer hasta cierto punto conve- 
niente entregar á una sola as^^mblea los poderes limita- 
dos de la Confederación, era una cosa poco de acuerdo 
con los principios de buen gobierno, confiarle los poderes 
más amplios y más enérgicos, delegados por la Constitu- 
ción. 

LaiutUidad de la división del poder legislativo en dos 
Cámaras, eada una con un derecho de veto sobre la otra, 
es í^imitida ahora ppf todos los espíritus reflexivos; pe- 
ro esta división no haenccmtrado siempre la misma apro- 
bación ; todavía es á veces combatida por los espíritus 
especulativos y por los hombres de gabinete ; y no obs- 
tante, se ha hecho observar que, en la deuda política, 
no habia quizá máxima más importante^ ni que ejercie^f^ 
mayor infloenda sobre las operaciones del gobierna 

No carecerá, pues, de interés, arrojar una mirada sobre 
. los principales argumentos invocados en, favor de esta di- 
visión* £1 primero y principal es que, ella constituye el 
más fuerte dique contra una legisladon predpitada y opre- 
siva. Los cuerpos políticos son accidentalmíente arrastra- 
dos por la violencia de las pasiones ;. son impetuosos» im- 
padentes ¿ irritables. La costumbre de funcionar juntos, 
producé además la tendencia que á falta de otras palabras 
llamaremos con la expresión francesa! de esprit de corps : 
espíritu dé cuerpo. A%unós Jefes populares adquirieron 
firecuéntémente ' un ascendiente extraordinario sobre la 
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asamblea, por sus talentos, su elocuencíaj sus intrigas ó 
su astucia. Las medidas son tomadas con precipitación, 
discutidas sin atención y, examinadas sin prudencia. La 
impaciencia de la multitud hace imposible toda delibera- 
ción, cuando se trata de una medida [popular y de ven- 
taja* En tajes circunstancias, no es raro ver rechazar las 
objeciones nvis razonables, no solamente porque los par- 
tidarios de estas medidas manifiestan muy pocp deseó de 
someterias á examen, sino porque aun los opositores mis- 
mos se ven obligados frecuentemente á guardar un si- 
lencio demasiado confiado. 

Un cuerpo legislativo está poco dispuesto á desconfiar 
de su^ podet^s^ y muqho menos todavía á limitar su ejer- 
cicio, . Fijando él mismo 1^ reglas de sus deliberacioneSí 
las relfü^r fácilmente siempre que hay urgencia en deci- 
dir ;- y si no siente ningún freno á su voluntad, rara vez 
sp detiene en un más largo examen, para ver y analizar 
una proposición tfi * todas sus relaciones con la sociedad. 

Sia embargo, no es una legislación inconsiderada y pre- 
cipitada, el peligro contra el que se debe estar más en 
guardia en el curso ordinario de las cosas, sino contra la 
fuerte propensión de las corporaciones, á acumular pode- 
res en sus manos, á extender su influencia y á ensanchar el 
círculo de los medios y de los objetos sometidos á su inge- 
rencia. Si la totalidad de los poderes legislativos está con- 
fiada á una sola asamblea, no se podrá poner freno algu- 
no al ejercicio de este poder. 

EUa justiíic^á c;ada usurpación con el pretexto de la ne- 
cesidad 6 de la exigencia ,del bien público. Se ha repetido 
frecuentep¡iente,que, estos pf:etexto^ eran la éxi^usa ordi- 
naria de las tiranías ; pero es tafnbien cie^-tp qvie,6on igual- 
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mente invocados por los cuerpos políticos investidos de po- 
deres cuyo ejercicio no está limitado. M. Hume ha hecho 
observar con grande sagacidad que, en general los hom- 
bres tenían más probidad en sus asuntos privados, que en 
los negocios púbficos, y que iráti más lejos para servir un 
partido, que para servir su interés personal. El hoíior es 
un gran freno para el género humano ; pero cuando una 
reunión de hombres procede en común, ^ste frenó pierde 
una gran parte de su fuerza, porque cada individuo está 
seguro de la aprobación de los de su partido, para toda 
aquello que sirve al interés común, y también aprende muy 
pronto á despreciar los clartiores de sus adveísarióá. Es- 
ta opinión no. pertenece exclusivamente á' M. Muifte ; es 
la base dejos razonamientos políticos de los más eminen- 
tes estadistas, en todos los siglos, y es el resultado de un 
conocimiento profundo de las pasiones, de las debilidades, 
y en una palabra, de la historia de la humanidad. Cuando 
se quiere, pues, defender h^ derechqs y las libertades del 
pueblo, contra toda usurpación, y asegurarle al mismo 
tiempoios beneficios de una Constitucipn libre, es en ex- 
tremo importante poner algún freno al ejercicio ilegal del 
poder legislativo, que. en todo gobierno es el ppder pre- 
dominante, y el más irresistible. 

La utilidad de la división del congreso en dos Cáma- 
ras, de las que cada una posea un derecho de vefasóbrchi 
otra, está además justificado por las razones siguientes. — 
Primeramente, presenta garantías contra una legislación 
intempestiva, precipitada y peligrosa ; permite reparar los 
errores antes de que hayan podido producir algunas des- 
gracias públicas; deja necesariamente itrt espacio de tiem- 
po emtre la proposición y la adopción definitiva de una 



CONSTITIJCION FEDEBAL 73 

medida ; deja también algún tiempo á la reflexión y á las 
deliberaciones sucesivas de los diferentes cuerpos organi- 
zados por principios diferentes y movidos por motivos 
diversos. 

En segundo lugar, esta división es un obstáculo ^ los 
esfuerzos de los partidos» para obtener en su interés algu- 
nas disposiciones legislativas que no estuviesen en ;anpo- 
ná con el bi^n general. La existencia sola de otro qt^ppo, 
investido jác poderes iguales, celoso de sus propios j^rtrc- 
chos; siq)erior á la influencia de los cabecillas que favorez- 
can una medida particular, y llamado él mismo á pronun- 
ciar sobre el mérito de esta medida, es una circunstancia 
que toldera naturalmente á desalentar los esfuerzos de 
aquellos que buscan el éxito por la sQrpresa,ya corrupción 
ó la intriga. Es mucho más difícil engañar, corromper 6 
seducir dos cuerpos políticos que uno solo, sobre todo si 
los^elementos que Ips componen difieren esencialmente. 

En tercer lugar^ como la legislación rige sobre la co- 
munidad entera, abraza intereses difíciles y complicados, 
y pide ser ejercida con prudencia, es de mucha importan - 
da poder contjKr para el examen con espíritus indepen- 
dientes, movidos por sentimientos y opiniones diferentes, 
y algupas veces aun opuestos. Nadie ignora cuan imper- 
feda es la legislación de los hombres, á pesar del cuidado 
para asegurar una deliberación completa ; cuántos princi- 
pios dudosos contiene, y de una utilidad aun más dudosa, 
y en fin, cuan variables y defectuosas son sus disposiciones 
para proteger los derechos y reparar las injusticias. Lue- 
go, todo lo que despierta' naturalmente la duda, den^anda 
circunspección, estimula la vigilancia, y debe servir singu- 
larmente para ponernos en guardia contra la precipitación 
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en la confección de las leyes ó su modificación, lo mismo 
que contra la facilidad para ceder á las sugestiones de la 
indolencia, á los proyectos egoístas de la ambición, ó á los 
hábiles artificios de los demagogos corrompidos é hipócri- 
tas. Para llegar á este resultado, nada se ha encontrada 
hasta ahora más eficaz que la creación de una segunda cá- 
rnara independiente, encargada de revisar los trabajos le- 
gislativos de la otra cámara, de tnodrficarlos, enmendarlos 
ó rediazarlos, según su propia voluntad, al mismo tiempo 
que sus propios actos quedan recíprocamente sometidos al 
mismo examen. 

Y en cuarto lugar, difícilmente se podría enéoritrar nna 
garantía equivalente contra las usurpaciones dé los de- 
rechos constitucionales y fes libertades del pueblo. Alger- 
non-Sidney ha dicho con mucha razón, que el poder le- 
gislativo és casi siempre arbitrario, y qué no debe confiarse 
á manos que no estén obligadas á obedecer las leyes que 
han hecho. Y es una observación igualmente verdadera, 
que este poder muestra Una tendencia continua á libertarse 
¡de sus propios vínculos, sea por la pasión, la ambición, la 
advertencia, la influencia predominante dé una facción, ó 
la influencia de los intereses particulares. En circunstan- 
cias semejantes, la barrera más eficaz contra toda opresión 
casual 6 intencional, es dividir las operaciones de éste po- 
der, oponer el interés al interés, la ambición á la ambición, 
y combinar en fin, el espíritu de dominio de una parte 
de este poder, con el espíritu de dominio de la otra. Es 
evidente que mientras más múltiples sean los elementos 
que entren en la composición de estas dos fi-acciones, la 
seguridad será mayor. 

Tal es él resumen de los principales argumentos en que 



COKSTITÜCIOT FEDERAL 75 

se apoya el sistema de la división del poder legislativo en 
dos cámaras. La experiencia ha demostrado que si esta 
división no ha sido en todos los casos un freno bastante 
poderoso contra una legislaron precipitada ^é inconstítu- 
donal, muy frecuentemente ha bastado para impedirla* No 
es probable que hoy ni un solo Estado quismra consentir 
en la reunión de estas dos cámaras en uña «sola asamblea» 
Debemos reconocer sin embaqgo> que en tiodos tiempos se 
han encontrado espíritus superiores, que por entusiasmo, 
pCHT BSñixréL la unidad, ó por dedicación á una teoría, hai> 
redama(h> vivamente la unidad del poder legislativo, por 
razones plausibles» poderosas quisa, pero que no nos han 
pareckio convincentes. 

(después de haber consideradp los argumentos genera- 
]es'q[6e sirven para justificar la división del poder legislati- 
vo en dos cámaras, es conveniente, para terminar, presen- 
tar un ocMnpendio de las razones q|ue han parecido más im- 
portantes y que han inñuido más sobre la estructura de 
la Constitución actual: queremos, sobre todo, hablar del 
establecimiento del Senado, porque con res{yecto á la Cá- 
mafa de representantes, nadie ha puesto en duda la con- 
veniencia de qiie ejerciera el poder legislativo, atin cuan- 
do las opiniones hayan estado divididas sobre la manera 
deelegirku 

Se ha justificado por las rabones siguientes, la creación 
de un Senado con poderes iguales : 

I. Es un mal inherente al gobierno republicano, pero 
en un grado menor que en los otros, el que aquellos que 
están encargados de dirigirlo, olvidan sus obligaciones 
hacia sus constituyentes, y se muestran infieles á sus de- 
beres más importantes. Bajo este punto de vista, un Se- 
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nado, que constituya una segunda cámara de la asamblea 
legisbtiva» distinta de la prímeta, y compartiendo con eDa 
el poder legislativo, es una garantía para el gobierno, du- 
pKca la seguridad del pueblo; desde que exige el concurso 
de dos cuerpos para tramar una usurpación ó una4>er1idia, 
mientras que de otra manera, la amtácion 6 la corrupción 
de uno solo bastaría.^ Esta garantía, se agrega, está fimda- 
da sobre principios tan claros y tan bien comprendidos en 
los £stádos-Unidos> que seria supérí}uo el desarrollarlos. 
Como mientras menos semejante sea el e^iritu de estos 
dos cuerpos, son méríos de temer los proyectos funestos, 
es de buena política establecer esta diferencia en .todas 
las circunstancias que no sean incompatibles con la ar- 
monía necesaria al cumplimiento de las medidas otave- 
nientes y con los principios de un gobierno republicano. 

II. La necesidad de un Senado no está menos indica- 
da por la propen^on de toda asamblea única y numero- 
sa, para ceder al impulso de las pasiones violentas é ir- 
reflexivas, y dejarse llevar á medidas peligrosas, promo- 
vidaá por jefí^s facciosos; 3e podrían citar numerosos ejem- 
plos tbmados de la hi^tofiá de los Estados-Unidos y de 
la de todas las haciómes^ Uti cuerpo destinacb £ conregír 
esta debilidad, no debe estar sometido á ellaj y para esto 
debe ser poco numeroso, gozar de cierta fuerza y funcio- 
nar con diferentes títulos apropiados á su objeto. 

III. Otro defecto que debe remediar el Seriado, es 
la falta de un justo conocimiento de los objetos y de los 
principios de la legislación. Un buen gobierno supone 
dos cosas: la fidelidad en seguir su propósito y el cono- 
cimiento de los medios que deban conducirle más segu- 
ramente á ese fin. Se lia dicho frecuentemente qne los 
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golnernos dé América üo habían prestado bastante aten- 
ción á esta última parte y que la institución del Senado 
permitína esf>erar Ana ñdelidad majyof y una legislación 
más hábil. ¿Dt qu^ sirVen las leycís de revocación > in- 
terpretación d ^mmenda que llenaní nuestros códigos y 
los «fe^oorouif? i . ; 

-^'No^son'ettáii ottros t;antos iiK)nUm^tos de M^a legisla- 
ckn imsflexivai otras otahtas acusaqíoiies contira f^iuellas 
que las han' precedido ^ ¿ Nd áoff j ea fia^ ob:as taptas 
pruebas dadas por el pueblo de los^ valioso^ auxilio^ «que 
piiecfe darle un Semblo htien coa9títuklQ? 
'IV. Una corporacim oemejaAfe; iitipedírá la demasia- 
da movilidad de los cdns^os públicos, causada por la re- 
novackm frecuente de nuevos mieotiH'os ; porque un cam- 
bio de hombres trae necesariamente un cambio de opinio- 
nes y éste un cambio de admifiistractpd. Esta instabilidad 
en h legísladon> disminuye el risspeto y la confíat^a en 
el exterior, la segundad y la cc^ania en el iqterior ; tien- 
de iguaioiente ¿ debilitar el vigor del coo^f ció y de la 
industria* á disttii^uir las gan^tias de la' propiedad y á 
alterar ti honjdr y el afecto que son indispensables par^ 
la duración de Ia« tnstítudonetf políticas. 

V. Se ha dichcf también, pot parad<5gico que parezca, 
que en algunos catoS' importantes, la, falta de responsabi- 
lidad nacia de la frecuencia de las elecciones. Para ser 
conforme á la rázon, la responsabilidad debe estar limita- 
da á los objetos que dependen de la autoridad responsa- 
ble; y para ser eficaz, debe relacionarse á Ips actos de 
aquella autoridad que pueden ser apreciados y juzgados 
por los constituyentes. Algunas medidas producen efectos 
inmediatos y sensibles ; otras, al contrario, dependen de 
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la ejecución de proyectx^s sucesivos y producen efectos 
graduales é insensibles ; ¿i pues no hay más que una s<áa 
asamblea nombrada por un corto período, dificilmente se 
Uegará á conservar la sucesión de medidas continuas, ne- 
cesarias para mantener el encadenamiento del pasado ron 
el porvenir. Mientras más numerosas son *efias asamCdeas, 
más móviles son sus elementos, y más dillcil es obtener 
de miembros que se renuevan sirfcesar, una garantía |>er- 
sonal y una uniformidad de acción en los objetos impor- 
tantes para el bien público. 

VI. En fin, un Senado convenientemente constftmdo 
obrará como un saludable freno sobre lo$ representaiites 
y sobre el pueblo mismo, poniéndolos en guabjta tontra 
sus propias ilusiones- y <x)ntra sus erroi*es. En toáoslos 
gobiernos, y especialmente en todos los gobiernos libres» 
la opinión tranquila y reflexiva de la comunidad, <tebc 
prevalecer en el ánimo de los gobernanteis; pero hay tno- 
mentos en los negocios públicos, en que tí pueblo, exci- 
tado por alguna pasión desarreglada <$* por algún benefi- 
cio ilícito ó seducido por los consejos artifíciosos de hom- 
bres interesados, provoca medidas que él mismo, poco 
después, siente y condenl. En estos momentos críticos» 
cuan saludable será la intervención 'de un cuerpo com- 
puesto de ciudadanos respetables y elegidos ftiera de las 
causas de excitación, para contener el extravío de la opi- 
nión püblt<^, hasta que la razoñ, la justima y la verdad, 
hayan vuelto á tomar su imperio sobre los espíritus ! La 
historia fortifica estas cohsideracbnes, mostrándonos que 
las repúblicas que han carecido de estamstítufcion, no tu- 
vieron una larga existencia. 
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Pffi^clploft.de ]a R0pi«M«l\Uclon.--GQXVil6iacvpf de9«]kacldA(14a los 
electores y derecl\o de sufragio.— Duracióix de las funciqj\es de 
-fépreserxtaixtes.— Gón<)Ícfoi\es de capaoldafd para los rep^esen- 
Isntés^^Bdad.-* I^rodio de p lu4Ad.^I|esidei\ela.-*fi(ep«grtlcAoia 
de los representantes ervtre los Estados. -rDlferentes.sísten\as.— 
La Constitución proporciona Ja representación á la' pobiaóiort*. 
i-^Dexecbo déla Qln\«Ta de Yepreaenlftntas'para elegir pi presi- 
díate y funcionarios. 

La segunda sección del artículo primero contiene la 
organización de la Cámara de representantes: "laCáhia- 
" ra de representantes se comgondrá de miembros elegi- 
" dos cada dos años por el pueblo de los diversos Esta- 
** dos, y los electores de cada uno de ellos deberán tener 
** las cualidades requeridas para serlo de la cámara más 
" numerosa de la legislatura del Estado. " ' 

Desde que se adoptó la división del poder legislati- 
vo en dos cámaras distintas y separadas, debieron ocu- 
parse de su organización. Es evidente que esta -orga- 
nización era susceptible de una gran variedad y de mo- 
dificaciones muy diversas con respecto ' á los principios 
de la representación, á las condiciones de capacidad de 
los electores y de los elegidos, al número de miembros 
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que compondría cada cámara y á la duración de sus fun- 
ciones. 

I. Principios de la representación. — El pueblo america- 
no gozaba de mucho tiempo atrás, del privilegio de la 
elección, á lo menos con respecto á una parte de la le- 
gislatura, y aun de dos en algunas colonias. El estableci- 
miento de una Cáqi^a de/epcesefvtantes bajp denomina- 
ciones diferentes, como la dé Cámara de delegados, Cáma- 
ra de comunes ó aun Cámara de representantes, emanada 
directamente del pueblo, responsable hacia él, ó que po- 
seia una autoridad legislativa distinta é independiente, 
era una institución femilíar á las cotónias 5^ que estaba en 
grandísimo favor entre los americanos. Los americanos 
habian pensado, cotí razón, que paes que el Gobierno 
nacional debia administrar en el interés del pueblo en ge- 
neral, era esencial para el mantenimiento de los derechos 
y de las libertades del pueblo, que lá rama más numero- 
sa de la legislatura estuviese bajo su dependencia inme- 
diatft y simpatizara con él* Por lo demás, no habia nove- 
dadf alguna en esta opinión. Estas ideas no eran el re- 
si4ta|d9 -del estado de dependencia de las colonias, de- 
pendeoj^ que en una .monarquia habria podido desper- 
tar sv^ suspeptíbilidad contra las invasiones del poder ; ha- 
blan sido importadas de la madre patria. 'Los colonos 
habían comprendido el valor inapreciable de la Cántara 
de los comunes» como constituyendo una parte del parla* 
mentó inglés: pensaban que en todo tiempo habia si- 
do la mejor garantía contra la opresión dfs la Corona y 
de la aristocracia. Mientras que la Éacultad de imponer 
contribuciones y de disponer de las rentas, habia per- 
manecido en manos de la cámara popular, habia sido 
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diíicil para la usurpación existir mucho tiempo sin fre- 
no, y la prerogativa real había debido ceder á una ne- 
cesidad que dominaba la bolsa y la espada. No faé, 
pues, necesarb ningún razonamiento pa^a probar á los 
pueblos de América las ventajas de una Cámara de re- 
presentantes emanada directamente de ellos, que vela- 
se por sus intereses, sostuviera sus derechos, expresara 
sn opinión é hiciera conocer sus necesidades y reparar 
hs injusticias; que introdujera, en fin, la infldeneia popu^ 
lar en todos los actos del Gobierno. La experiencia, lo 
mismo que la teoría, les habian enseñado como un prin- 
cipia de todo gobierno libre, y sobre todo, de am gobffer- 
no l-épiftecano, que ninguna ley ctebia hacerse síníla coo- 
peración y el consentimiento de los representantes del 
puéMo, y que los representantes debian ser elegidos pbr 
el puebfo, sin la intervención de ningún fundonário que 
pudiese debilitar su responsabilidad ó modificarla. 

Encontramos» en consecuencia, que según estas consi- 
deraciones, la segunda sección del artículo primero dis- 
pone que h Cámara de representantes se cmnpongá de re* 
presettíanles ilegidos.p&r el pueblo de los dif érenles Esietdóf. 
La elección debe ser hecha directamente por él, y por 
consecuencia; la influencia, la responsabilidad y el poder 
son también directos. Si se hubiese admitido una opera- 
ción intermedia, como la elección en colegios electorales 
ó por funcionarios electos y facultados especialmente pa-í 
ra este objeto, es exúdente que la dependencia de los re- 
presentantes hacia el pueblo ó su responsabilidad', ^habría 
sido mucho ménoá sfentíida y mucho hiás trabada. La íh- 
fkíeneia debe naturalmente acompañar ál pátroiíaté ; laé 
corporaciones elegidas habrían sido los patronos y los 
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guias dé los repre$eatante$> y pl pueblo se habría hecho 
el ¡nstrumeato de la ruina de sus propias libertades y de 
su? propios poderes, 

IL ConcUciams de capacidad de los electores. — Pero este 
principio fund^imental de la elección por el pueblo, por 
importante que sea, no bastóla solo á la seguridad pú- 
blica, ^\ no estuviese rodeado de garantías y de precau- 
ciones auxiliares, Ers^, pu^s^ indispensable determinar las 
condíciQues d^ capacidad de, los electores. Aquí^e pí;e3en- 
taban entonces la^ graves cu^^tioAe^ de saber por quién y 
cómo debia ser hecha la elección; cuesttop^ vitales para el 
sisti^ma (jL^^gobieroo y 4e ua resudado di^císivQ p^4> la du- 
ración y la eficacia de !SU3 podereSf Este asunto p^ed^ un 
vsi^p Cfin^po alas dudas, á las especulaciones ingeAiosas y 
á lasiotvestigacipnes, tepricas f se formuJ^on, como ^ra de 
presumipí» opínipíies muy diversa^., ¿ A quién d^be con- 
fiarse el derecho de sufragio en un, gobierno libfe? ¿El 
derecho de sufragio debe ser universal, deb^ sqr restrin- 
gido, debe pertenecer á muchos ó á un pequeño núme- 
ro? Si debe ser restringido, ¿cuáles son los límites con- 
venientes ? Tales fueron los puntos que ' dividieron á los 
espíritus. 

Estas cuestiones han sido siempre de una solución muy 
diíkil, en la teoría y en la práctica de los diferentes Esta- 
dos, aun de los Estado? Ubres tanto antiguos como mo- 
dernos;; han admitido una grandísima variedad en su 
forma, ó en su interpretación. Tal vez es imposible dar 
una soliii<;ÍDn general, qup pueda servir de regla cierta y 
síft excepRJpp. p^ra <q<^s íps -siglp^ y para todps los paí- 
ses. Las cpstui^bres-, loshábitos^. los.caraptéresy las ten- 
dencias de¡Ios diferentes pueblos, la situación de cad^ 
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territorio, las organizacíoaes diversas y las clases de la 
sociedad, la influencia de las instituciones religiosas, civi- 
les 6 poKticas> los peligros y las dificultades de los tiem- 
pos, el grado de inteligencia ó de ignorancia de los pue- 
Uos, d clima mismo y los productos del suelo, la grave- 
dad fria y meditativa del Norte, la exqitacion ardiente y 
agilada de 1^ regiones meridionales, todas estas cosas 
han producido y producirán siempre en los principios y 
en lag opiniones sobre el derecho de sqíragior modifica; 
ciones qu35 no pqdrán ser^ fácilmente ni justificadc^s ni 
coudenad?»^ , 

Sin msistír sóbrelos argumentos de la teoria 4 ^st^afCSr 
pectQi, se puede decir qiie toda spctedad civilizitda Jia de-^ 
tonsimpdo modificar y qi,rregliar;el derecha xle sufiíagio ppr, 
si mba^, segut^ su propia y libre voluntad. £n I9S ^^r 
dos-Um4os»> cada constitución de gobierno ha admitido, 
como principio i^ndafnental, el derecho del pueblo del Es- 
tado p^ra capibiar, abolir y, modificar la forma.de su go- 
bierno conforme á su voluntad soberana En la práctjca, 
el pueblo de cada E^stadp ha ido mucho más léjos^ y ha 
resueko un problema, mucho más dificil, decidiendo cuá- 
les electores tendrian derecho de aprobar y de recha- 
zar la G>nstitucion redactada por los cuerpos delegados 
y bajo su dirección. Para la adopción de las constitucio- 
nes de los Estados, no se pidió nunca sino el consienti-. 
miento de aquellos á quienes se habia dado esta capaci- 
dad» con explu^iom de l^s mujeres, de los menores y de 
todas las otyas personas ai quien^ la ley no lidhki reco- 
noce el'derecho 4p sufragio. Sjia.embajr^o, ^s ,con^- 
tucíones fueron dj^Jaradas obligatorias para toí4os, y h^- 
ta para la minoría opositora. Según esto, se puede ver 
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cuan poco reconocido ha sido en la práctica misma de los 
gobiernos más libres, el derecho abstracto y absoluto de 
sufragio. Si esta observación no nos satisface, nos hace, 
al inénos, comprender la variedad de sistemas que se en- 
cuentran en el establecimiento del derecho de sufragio, 
sin que se pueda decir cuál es el más conforme á la jus- 
ticia, el más en relación con una buena administración, y 
más apropiado para garantir la seguridad pública. Elld nos 
muestra que la cuestión es por su naturaleza complexa y 
poco stisceptible de una solución simple» aplicándose ri- 
gurosamente á las circunstancias y á las confdiciones, á 
los intereses y á fos sentimientos, á las Instituciones y á 
las cbstutíibres de todos ios piíebloá. El mismo sistema 
qué haya aumentado el bien "púbBco, garantido la fibef- 
tad y faVofecidó la prosperidad en un siglb y én ima na- 
ción, producirtl tal vez efectos enteramente contrarios en 
circunstancias locales, físicas ó morales diferente^. 

Nos alejaríamos demasiado del objeto de estos tomeq- 
taribs, si emprendiéramos el examen 'de las diferentes 
modíftiíraciones del ejercicio del dereciio de sufragio, en- 
tre los antiguos y entre los moderriofe; los ejemplos de 
Greda y de Roma en los tiempos antiguos, y los de In- 
glateira en los modernos, nos presentan una enseñan- 
za' níuy instructiva. En Inglaterra las condiciones de ca- 
pacidad de los electores, y los modos de representación, 
eran varios y ftindados en prindpios poco comunes. Los 
condados estaban representados por caballeros elegidos, 
por propietarios territoriales ; las aldeas y las ciudades 
estábah representadas por los ved nos, y los dudadanos 
ú otras personas elegidas por los dudadanos <5 vednos, 
conforme á las reglas establecidas por la* costumbre ó 
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prescritas por las cartas de cada aidea ó dudad. Estas 
cartas sometían el derecho de sufragio á las condicio- 
nes más variadas. £q las colonias de América, las. car- 
tas y las leyes tanqo^ca. sometieron el derecho de su- 
fiagb á reglas umformes; en alguna» colonias se se- 
guían k»s usos de k madre patria: bs propietarios de 
bienes raices solamente eran electores; en otros se 
aproximaban: casi al sufragio universal» y hafaia algu* 
nos qoe habian adoptado im término medio» y en los 
cuales el cfeoecho de sufragio d^iendia de kt obliga- 
ción de pagar el impuesto, ó era anexo al privilegio 
de ser miembro \i\xt 6 hijo mayor de un miembro 
Ubce de una ciudad ó de una corporación* Cuando la 
revcdncion trajo la separación de las colonias y bis cons^ 
ütuyó en Estados independientes, una diversidad muy 
grande se hi^o notar en sus constituctones^, la misma 
drversidad se extendió á las constituciones de los Es- 
tados que se Ibrmaron después, y en aquellos en que 
fueron revisadas para someterse á la ratificación deñni- 
tiva del pueblo. Así, en algunos Estados, el derecho de 
sufrag^. está anexo. á la residem:ki diÉante cierto tiemfxy 
y al pi^o de los impuestos; en otros al derecha de ctstr 
dad y^ á Ja readeocia; en algunos ák pnopáedadi^ al 
pago^idé lok itii{hiQstos,iGUflbplíiBÍeikto de ha oBXffasfú- 
bliods, «orno él tervicío en hmi&xi^ > No ^eí i^hcsentiJasi 
dos Estados que. hayan admitído las ulismas basek por 
ra él derecho de sufragio. ^ 4e#e¿ho absoluto: de su- 
fragio^ no fué nunca positivamente redamado ni leirasa- 
do, sido que se le consideró siemfnre como un objeta de 
sÍ0i{de adminisfaracion civil, que debia ser organózadüíise-» 
gun las reglas aprobadas por la mayoria, y di rekcion 

CONST.— 17. 
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con las condiciones morales, fisicas é intelectuales del 

Estado. 

La. convención reunida para redactar el proyecto de la 
Constitución de b Unkm, conocía,, pues» la diversidad de 
disposiciones adoptadas por los Estados, en materia de 
elecciones.- La definición ó derecho dé sufragio fué mira- 
da con razón como punto fundamental en un gobierno re- 
pablicanóf y que idebia ser establecido y arreglado en la 
Constitución por la convención misma. Confiar este cui- 
dado al' Congreso ó remitirse á la discreción de los Esta- 
dos, precia igudmente inconveniente. 

£1 segundo medio sobre todo, habría puesto bajo la 
independencia del gobierno de los Estados, una parte (kl 
Gobierno federal que no debia depender sino del pueblo 
solo. Dos proyectos sobre este asunto fueron sometidos 
á la Convención ; por el primero se proponia un sistema 
unifiorme para todos los Estados ; por el segundo, se con- 
formaba á las condiciones existentes en los Estados por 
medio de im sistema mixto de representantes. En favor 
del primer proyedx!)> se decia qué, los Estados debian tener 
una represehtacicm; ^al en el seno de la Cámara de re- 
présentantésv y que se llegarla á este resultado, fijando 
can<^<áohe8 uniformes de capacidad para los electones, que 
expf cs^rian asfi on la; Uaion la opinión de todos los ^iu* 
dadano& Que^st lós r^ésentantes eran elegidos en algu- 
nos; Estados por los propietarios soiamente, en otros* por 
los ciiidadanoside edad competente, en algunos por' todos 
los miembros libres de las ciudades ó de las corporaciones, 
ó éncfin, portodos losicqntríbuyentes, ciertas xda^es 6 cíer- 
tos^olbreses estarían éxciusbamente n^e^entadbs en los 
diféceátesrfist^dbs^ y se fadbria asiá lob fines de la Cohsti' 
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tadon ; es decir, al iateres general y á la defensa común. 
En ñn, se agr^[aba que el sistema uniforme tenia tam- 
bién la ventaja que no creaba celos entre los Estados, y 
que era más propio para satisfacer al pueblo por la regu- 
laridad y la igualdad de sus operaciones, y por su completa 
independencia de las legislaciones locales. 

En íavor del segundo proyecto se alegaba que, reducir 
las diferentes condiciones vigentes en los Estados á . una 
regiaL uniforme, era una tarea muy difícil para la conven- 
ción, y satisfaría poco á los pueblos de los Estados. Que la 
convención difícilmente encontraría una r^la que resjpon- 
diese á los escrúpulos, á las preocupaciones ó á los inte- 
reses de la mayoría de sus miembros. Que así la Virginia 
no renunciaría al derecho exclusivo de los propietaríos ; 
Rhode Island ó Connecticut al derecho exclusivo de los 
hombres libres; los otros Estados, al derecho de los con- 
tribuyentes^ Que un apego natural á un derecho sanciona- 
do por antiguos usos, prevendría á los Estados contra todo 
cambio importante en sus instituciones ; y en fía, que esta 
tentativa de reforma sería un obstáculo á la adopción de 

la Constitución misma, que peligraría así por una teoría 
'aventurada. 

Estas últimas razones parecen haber decidido ala con- 
vención, quien declaró en consecuencia, /* que los electo- 
" res de cada Estado, deberian tener la$ condiciones exigi- 
*' das para los electores de la Cámara más numerosa de la 
** l^islatura del Estado." Sobre esta cláusula» el Federalis- 
ta ha hecho la observación siguiente : ** La disposición coa- 
" sagrada por la convención, parece ser la mejor que haya 
'' podido adoptarse; es satisfactoria para los Estados, por- 
" que es conforme á las reglas que han establecido ellos 
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** mismos ; es segura para la Union, portjue, fijada por las 
'* Constituciones de los Estados, no ^uede ser alterada 
*' sino por el gobierno de los Estados, y no se puede te- 
" mer que los pueblos cambien sus constituciones dé ma- 
** ñera que disminuyan los derechos que les han sida ga- 
** rantidos por las constituciones federales." 

III. Duración de lasfunciojies de los tepréseníanfes. — 
Para asegurar la conservación durable de las libertades del 
pueblo, son todavía indispensables otras garantías. Si la 
legislatura una vez formada es perpetua, ó no tiene otro 
término qué el de la vida de los representantes, si éstos 
ño pueden ser reemplazados sino en los casos de muerte 
ó renuncia de sus funciones, es íácil comprender que en 
circunstancias tales, el pueblo no tendrá sino un débil do- 
minio sobre sus actos. Entonces, si el cuerpo legislativo se 
corrompe, el mal no tendrá remedio, á menos de no hacer 
una revolución, Pero cuando los cuerpos legislativos se su- 
ceden á cortos intervalos, si el pueblo desaprueba I¿ mar- 
cha seguida haáta entonces, puede corregir las faltas por el 
ejercicio tranquilo y regular de su derecho de elección. 
Además, cuando una asambl^ legislativa sabe que debe 
disolverse, y que sus miembros volverán á la vida priva- 
da, comprende que su interés y sii deber se ligan al ínte- 
res cómün. EF diputado debe itiirarse tomo cl represfen- 
táiifé de Kí riácíSrt entera, 5);' ¿orno obligado á proveer al 
bieñesta'f geiteratl y á Vigilar'por la seguridad de éstos ; en 
ün sentido más limitado, sin embargo, debe sentirse tam- 
bién responsable hacia sus comitentes, obrar en su interés, 
dé concierto con el resto del pueblo de la Union, y con- 
sicfébirse como su amigo y su más firme defcinsor. 

Las elecciones frecuentes son ciertamente el mejor me- 
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dio, si no el único, de hacer eficaces la dependencia, la sim- 
patía y la responsabilidad entre los representantes del pue- 
blo, Pero la cuestión de saber cuál deberá ser la frecuencia 
de las elecciones, no puedq ser resuelta de una manera 
absoluta ; ella depende esencialmente de consideraciones 
<Kferentes en cada nación, y que varían con la extensión 
de su territorio, si; edad, sus condiciones, sus instituciones 
y sus circunstancias locales. 

Si el Gobierno es poco entendido y está concentrado en 
uníi sola ciudad, los ciudadanos podrán fácilmente elegir 
diputaxibsy caml^iarlQs á menudo, sin ninguno de los in- 
convenientes que eJüstiri^n siendo el territorio extenso, la 
población esparddja, y los medios de comunicación poco 
numeirosos y difíciles. Si todos los habitantes que deben 
votar residen en ciudades y aldeas, poco inconveniente 
l^ábrá en convocarlos á menudo para proceder á eleccio- 
nes; pero no así estando los habitantes esparcidos en un 
territorio espa/cioso, ú ocupados en trabajos de agricultura, 
como los plantiidores y arrendatarios que deben reunirse 
á grandes distancias de sus domicilios. En estos casos, la 
pérdida del tiempo, los g^tos de viajes, la imperfección 
de las comunicaciones, disminuirá necesariamente el ejer- 
cicio del derecho de sufragio. Si las elecciones fueran fre- 
cuentes, podría temerse la indiferencia general, porque 
no crearían sino intereses poco importantes, y ocasio- 
narían pesadas cargas. La naturaleza de las empresas y 
de los trabajos del pueblo, debe también influir en la 
sducioa de la cuestión ; si la mayor parte de los ciudada- 
nos se encuentraíi comprometidos en operaciones que los 
retienen mucho tiempo ausentes, como las glandes pescas, 
el comercio extranjero y otras empresas semqi^yUes, que 
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requieren ocupación continua ó en épocas determinadas, 
las elecciones (\ue vengan á perjudicar estos intereses prin- 
cipales, serán á la vez inoportunas y opresivas. En tales 
circunstancias, podría suceder que, una débil minoría, do- 
minase á la mayoría y estableciera su ascendiente sobre 
los asuntos de Estado. 

. La tarea de la legislación difiere completamente en los 
pequeños Estados de lo que debe ser en los grandes ; en 
las naciones entregadas á un solo género de empresas 6 
á los trabajos del campo, de aquellas que se consagran á 
los trabajos tan variados de la agricultura, de la industria 
y del comercio, en donde los capitales circulan con una 
extrema rapidez y donde la legislación debe ser renovada 
á menudo, para responder á las exigencias de las situa- 
ciones también nuevas de esa sociedad. Una sola sema- 
na bastarla para los trabajos legislativos ordinaríos de un 
Estado del tamaño de Rhode Isknd, mientras que varios 
meses bastarían apenas para el de New- York. La Gran 
Bretaña consagra seis meses á los multiplicados y varia- 
dos trabajos de su legislación ; ün tiempo mucho menor 
basta á la pequeña Repúblícai de Ginebra ó á los prind- 
pados de Alemania. Atenas, cuyo terrítorio era pequeño, 
se ocupaba de sus trabajos legislativos sin trabar la mar- 
cha diaria de sus negocios, y Roma, cuando era dueña 
del mundo, podia apenas, en el año entero, atender á to- 
das las exigencias de su imperio. Cuando deliberaba sobre 
los asuntos del mundo entero, comprendía que la legisla- 
ción, para ser sabia y segura, debía proceder con lentitud 
y prudencia, y que el conocimiento profundo, lo fhismo 
que el poder, eran indispensables para el buen gobierno 
de sus provincias. 
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La situación de una nación con respecto á aquellas que 
la rodean, redama también uoa, marcha diferente en Ja le- 
gisladosi é intervalos igualmente diferentes entre las elec- 
ciones. Si, por ejemplo, una nación está rodeada de vecinos 
poderosos y guerreros, su gobierno debe poseer medios de 
acción prontos y enérgicos para rechazar toda agresión y 
defender sus derechos. La renovación frecuente délos con- 
sqos públicos, le dejaría no solamente expuesto á los peli- 
gros» sin que pudiese contar con un cuerpo polftico capaz 
de obrar en circunstancias imprevistas, sino que por las 
fluctuaciones de la opinión, introduciría la debilidad y la 
irrescducion eñ sus consejos. Para obrar con eficacia, los 
hombres necesitan meditar las medidas que toman, ma- 
durar su juicio y si,u experiencia ; oo deben dejarse arras- 
trar por las pasiones, ni por los temores de la multitud, 
deben deliberar y decidir en seguida. Si el poder se les 
escfl^ sin que hayah tenido lá ocasión de poner en prác- 
tica su sistema ó solamente el de ensayarlo, podrá suce- 
der que las naciones extranjeras, por las intrigas, las fal- 
sas, alarmas ó las maniobras corruptoras, lleguen á esteri- 
lizar las más sabias medidas de los mejores ciudadanos. 

Se debe, pues, observar que si por una parte la fre- 
cuenta de las elecciones es una garanta para la libertad, 
ptesenta por otra, graves inconvenientes y peligros. Ella 
tiende á hacer nacer agitaciones y disensiones en el es- 
píritu público, á mantener las facciones, á favorecer las 
innovaciones inconsideradas en la legislación interior y 
en la política, y á producir, en fin, cambios violentos y 
precipitados en la administración de los negocios públi- 
cas, á consecuencia de excitaciones ó de preocupacio- 
nes. 
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Las consideraciones anteriores se aj^can á todos los 
Estados en grados diferentes, según su condición y sos 
intereses; 'demuestran cuan impolitico es, si ao absur- 
do, establecer una regla general sobre la frecuencia de 
las decqones para las funciones legislativas y ks oisras. 
Es igualmente üiso decir de una manera absoluta, que 
donde las eUcciones. anuales acaban la tiranía empieza, oo- 
mo decir que el pueblo solo es libre 'mientras efig^ á isus ' 
representantes, y en seguida esclavo, mientras duraa 1^ 
funciones de éstos* 

Las rá2ones que hicieron prevalecer en el seno de la 
convención y en los Estados la elección bienial de pre • 
ferenda á cualquier período, se pueden enumeraii <ie ia 
manera siguiente: ^ 

La principal razón está fundada sobre la extensión del 
país. El vasto territorio de los Estados-Unidos obliga á 
los representantes á hacer largos viajes, y los arr^;los^qtie 
esta circunstancia hace hecesarícs, se convertimn en sé- 
lias dificultades^ si la nenovajcioif de las elecciones debí^B 
hacerse cada año en vez de cada dos años. Las.eleccicHies 
anuales schi practicables en cada Estzdo, pcsnque las .reu- 
niones son fáciles y d pueblo está fsuiúliarizado eoft los 
objetos de ia legislación local, mientras que abdicadas á ia 
leg;islaeion de la Union, tendrían grandes inoonvenienlss. 
Si una vez formado el Congreso, debiera disolverse pronta- 
mente, apenas tendría tiempo para^ examinar con madurez 
las medidas que debia prescribir. Una nueva elección in- 
tervendria antes que las opiniones hubieran podido ft»:- 
marse y propagarse, antes que hdaiera sido posible tomar 
todas las informaciones indispensables para proceder osn 
prudencia y eficacia. Muchos asuntos deben necesaria- 



mefkte prolongarse (Jurante más de un solo periodo, y si 
llegaran dák afio hom2;)res nuevos, la mayor parte de ¡ííb 
kformactones quedarían perdidas ó serian inevitabkaten- 
te sometidas á un nueyo examen, antes ^ue se pudiese 
KAnbtnex %xn voto con viente. 

La máxima de que, miént»^ n\á^ fuerte es el. poder 
más corbí debe ser su duifacipn, y que miéo^tras n}^i4^- 
hü es más tiempo pu^ede sqr prolQíi^g;sKlp, es n^^y í^nda- 
da en este caso. Si 9e 9pik(í al Goly^^ino d(t ia IJfH^, 
justifica la mayor duradion de )a legísliMiira ff^ral Q({|ire 
las legislaturas dé los Estados/ En efect<^, lo9 pqd^i^ del 
Congreso áoa débiles y limitados; las /«K^ultades de^Jas 
legislatunats de itíls Estados, son generales y tienen pocos 
límites. Si pues las decciones anUalies ^on }>Lipnas p^nai 
im Estado, hs elecciones bienialbs no lo $ofi n>iínos pana 
la Union. 

£} olsjeto de toda constitución poUtica debe ^er, pr ipie- 
rOf traer al gobí^no hombres dojtadios de sabiduifia ^n ;el 
juida y de perseverancia «n la prosecsiciotí de las ,o«fas 
átfles á lar sociedad; en seg^uida, jtomar todt^ las pr^ejcau- 
ciones para con^srvarbsr tales mientras ;^tén ÍAvi^sílidos 
de ja ctmfíanza |jública. Las elecciones reít^iradaspiíQf)^- 
den aerta0ienli6 á este últinsíO objeto; pero si.í^oa.dwij»- 
stado frwuefltesi no se akamará el primerio, ; y aJgu^Mis 
veoés se comprometerá el segundo. Ya lo bfítnosldii^o: 
d recurrir con demasiada frecuencia á las releccione^^ da 
0£%en á las facxiones, tiende á introducir la>iolenqia en 
los consejos, á apelar á las preodupaciontos apasionad!^ 
del pueblo, i:aas bien que á su juicio refleocivo, y no. nece- 
sitamos hacer ob^rvar que, las íaocionie$r:y,4as pasiones, 
son la ruina dé bs gpbieroos populalesm Xa freoUmcia de 
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las elecciones tiene además por resultado d^alentjar á los 
hombres capaces de llenar las funciones públicas. Estos 
últimos, en efecto, no tendrán ocasión para establecer su 
reputación como patriotas, ni como estadistas, porque sus 
planes podrán ser bruscamente destruidos por los dema- 
gogos ardientes, para derramar sobre ellos sospechas in- 
juriosas, y provocar su reemplazo antes que sus proyec- 
tos hayan podido ponerse á prueba. Sucederá que, esos 
homí>res» de talento se cansarán muy pronto de verse 
obligados á defender atite el pueUo su carácter y sus ac- 
tos, pues que los resultados, si son felices, solo tendrán 
corta duración y la confianza se perderá fácilmente. Es- 
tas consideraciones, importantes eñ todas circunstancias, 
lo son aun más cuando se aplican á las funciones legisla- 
tivas ejercidas lejos de los electores y que exigen conocí 
mientos variadísimos. 

La naturaleza y el objeto de un gobierno nacional, pi- 
den en los representantes experiencia y conocimientos 
mayores de los que son necesarios á los diputados á las 
legislaturas de los Estados. Para estos últimos, el cono- 
cimiento de las opiniones y de los intereses locales es 
suficiente , pero no es lo mismo para los miembros del 
Congreso. Estos están llamados á decidir solw-e cuestio- 
nes relativas á los intereses y al bienestar, no de un solo 
Estado, sino de todos. No es, pues, bastante emprender 
esta tarea con puras intenciones y sano juicio: deben co- 
nocer con detalle todos los asuntos sobre los cuales ten- 
drán que dictar medidas, y deben tener la habilidad y los 
medios más <x>nvenientes'de hacerlos^ poner en ejecución. 
Todas ^stas cosas no se adquiere» sino por una larga ex- 
periencia y 4át prácttea de los consqos de la nadon. 
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La duración de las funciones legislativas debe ser, pues, 
fgsdat en razón de la multiplicidad de los conocimientos 
necesarios y de la capacidad práctica indispensable para 
ejercerlos. 

Esto nos conduce á hacer observar que algunos de los 
poderes, aun los más limitados, confiados á la Cámara de 
representantes, exigen que sus miembros sean elegidos 
á ío menos por un período de dos afíos. El derecho de 
acusación (impeachement), por ejemplo, podría difícilmen- 
te ejercerse con algún éxito, por una asamblea cuya vida 
leg^lattva no tuviese esta duración. Seria difícil, aun en 
los casos ordinarios, comenzar y terminar en una sola se- 
sión anual un proceso de acusación. La renovación de los 
representantes en éstas circunstancias, produciría grandes 
inconvenientes. Si este poder ha de ejercerse con el ob- 
jeto de entregar á la justicia los grandes crínlinales, es 
predso dar á la legislatura la duración necesaría, y para 
alcanzar este objeto, un año no bastaría para descubrír 
los crímenes y á los culpables. 

Además, la Cámara de representantes es el único juez 
de la validez de las elecciones de sus miembros. Si sola- 
mente debe tenerse una sesión legislativa en el año y 
generalmente no es necesario ni útil tener más de una, 
hs elecciones fraudulentas no podrían ser ni anuladas á 
tiempo. El miembro presunto electo, debe ó conservar 
su asiento <5 quedar suspendido durante todo el tiem- 
po de la investigación; de cualquier partido que se tome, 
resultará siempre un gran pferjuicio. Ordinaríamente se 
dcoerda al miembro que se presenta como elegido! el de- 
recho de amistír y de votar, hastei que haya sido; destitui- 
do por orden dé lá Cámara, después de una pesquisa com- 
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pleta. Si un representante obtiene sus papeles por oíal- 
quier medio que sea, este miembro irregularmente iiqid* 
brado, puede estar seguro de conservar su asiento todo 
el tiempo indispensable á la investigación. Este modo de 
proceder, es un aliciente peligroso para servirse de jiie- 
' dios ilícitos, para obtener papeles irregulares y elecciones 

fraudulentas- 

Una última consideración que uq deja de tener aignn 
valor, es que si las depones sop muy frecuentes, los hom- 
bres de ts^eoto superipTi en pequeño námjero generalmen* 
te en las asambleas, se convertirán después de numei:o- 
sas reelecciones enmiencibros permémentes, conocerán á 
fondo Iqs negocios públicos y adquiriráqi unag¡r^n prepon- 
demucia y una grande infiupncia que naturalmente usar^ 
en su interés. La mayorparte de la Cámara- se. cofnpon- 
drá de it>i<?mbros nuevos; necesariamente sin ejq)erieQcíai 
tíímido3 y íaciles de dejarse subyugar por la habilidad su- 
perior y 1^ destreaa de estos legisladores veteranos. S¡ 
las elecciones bieniales no tienen más resultado que dis- 
mimiir esta desigualdad, poner á la confianza pútdica en 
gu^dia cofltra los l^zos en que pudiera caer y hacer efec- 
tiya H responsf^ílidad, ya ^sena esto una ventaja decisiva 
sobre las eleccioneis: anuales. 

Tales fueron l^& razones que decidieron á los autores 
dí5. la Constitución y al pueblo por las elecciones bieniales. 
La. experiencia ha demostrado la buena política y la sabi- 
duiífe de esta disposición; pero sí uno vuelve la menf^ ha- 
cia aqui^Ua -épocay asómbranlas alarmas y los temores del 
pueblo, iooii motivo de esta medida. Se repetía entóoces 
dentro y fuera de Iaconvepcipa>*que, las elecdoñ^ bienia- 
les eranpeligr^>sas para las lib^irtades públjqis, que el Con- 
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greso !*fc perpetuaría por este medio, y remaría como due- 
ño absoluto sobre la nación. 

Condiciones de capacidad. — En cuanto á la capacidad de 
loí representantes, la Constitución dice que, ''nadie podrá 
" ser repi'esentante á menos de haber llegado á la edad 
** de veiritítínco años, haber sido durante siete aftos ctu- 
*• dadano de los Estados-Unidos, y séV ttí el momento 
•* de ía eleccit^n, habitante del Estada qiK^ lo haya 'ele- 

Es evidente que las dificulfedfes sobre la ca|)acid&d dfe 
los representantes, son como las relativííS á la capacidad 
de los electores, susceptibles de soluciones difemnttís, se- 
gún las costumbres, las instituciones, los interesen 8 fas par- 
tiecilarídades locales de las naciones. Este es punto sobre 
el cuá es imposible formular un arregló universal, que sea 
igualmente adaptable á las necesidades y la prosperidad 
de todos los pueblos. El fin es obtener de parte de los re- 
presentantes, fidelidad, rectitud de juifeió é irtcorfuptibíe 
independencia : los medios nías propios para alcanzarlo, 
están entregados á la discusión, y dependen compl<itamen- 
te del examen detenido é ¡bstrádo del caritcter humano, 
y de fe» pasiones, tales cuales se desarrollan en los dife- 
rentes grados d^ una sociedad civilizada. Un asuntb tan 
vasto, com^íuesto de elementofá tan (Mversos, áá lugar á la 
níayor variedad de opiniotiés yd^ juicios, y seria una co- 
sa sorprendente no encorttrar reapretó á esto, ías doíctri* 
ñas más diferentes y aun las más opuestas, sostenida por 
los escritores más recóhiendabíes. En la práctica de los 
gobiernos, se han exigido condiciones de capacidad muy 
diferentes y esto solo prueba que se ha considerado coftió 
imposible establecer «na regla finic^, de una superioridad 
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reconocida, y que pueck adaptatise á todos los stgles y á 
todas las naciones. 

Esta gran variedad en las condiciones de la capacidad 
dectoral^ existia en las colonias de América antes de la 
revt>lucion. Más tarde, las Constituciones de los Esta 
doá, no la hicieron desaparecen Algunas exigieron uaa 
propiedad de cierto valor ; otras cierto tiempo de residen- 
cia, ó solo el derecho de ciudadanía. Habia algunas que 
exigían el pago de los impuestos ó un equivalente, y otias 
que nijezclaban todas, estse? (condiciones de propiedad, de 
ife^idencia, de ciudadanía y de pagos de impuestos^ ó ad- 
mitían ^quivalentjes. ' . / 

Pues q^e la capacidad elector^ en los diferentes Esr 
tados, ^e^t^ba, sometida á reglas tan variadas» sñ habría 
podido cifeer natural la, adopción de las condiciones im- 
pmi^as por cada Estado respecto de la Cámara más nu- 
merosa de su legislatura. Pero como se pens^ que las 
Oonstitiiciones no las habían fijado con bastante cuidada, 
y que ^rán susc^tibles de más uniformidad que' aqueSas 
relativas á los Rectores, este objeto debió ser regularizado 
por la Convención. Es preciso observar que, las condicio- 
nes de capacidad ñjadas por la Constitución, son simples 
y en pequeño número ; se refieren solamente á la edad» á 
la ciudadanía y á la residencia. , 

I? £<í3fi?5¿¿--rEl representante debe tener veintídnqo. 
aflos.; no hay nada que objetar contra e$ta disposición* Si 
la^^xpe^iencia, la prudencia y el saber, soq de algún valor 
en lofe corts^os de la Nación, no se puede pretender ha- 
llarles en una edad menon . Nadie ha negado que una 
condición de edad em úti) ;. n^e ha megado que los me- 
iíot^^ fto debian ser elegibles, y que aquellos que tk) ha- 
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bían alcanzado la edad viril, y que, según el derecho comim. 
no eran hábiles para disponer dt áus personas y de wa' 
bienes, no podiain ser depbsitAríos de la autorid^ul y ^^ 
poner de los ddrechos y de los bieqes <Je los deniÍ6« ; La 
edad de reindun años seria Una CondictOA más conveaien- 
te? Todo espíritu ilustrado se prooAUíciará pof la negativa* 
El íarácter y las pasiones del hombre joven son apenan 
conocidas en el momtoto de su mayor edad* £9 todavía 
exaltado en sus pasiones» ardiente. en 5U3<des406 ; apenas 
salido del estado de dependencia, se siente indinado á 
despreciar lasr elecciones de la prudei^ciü* que un poco más 
de maduren le hará apreciar. Lo qiBe ^aerá está por sa- 
ber, y cuatro años más hacen un plazo ya corto para ex- 
perimentar su virtud, desenvolver suá talentos y darle un 
conocimiento práctico de los negodos de la vida. La Co^f^ 
titucion inglesa ha exbluido á los menores de la Cámarsi 
de los comunes solamente. Sin embargo, ejemp^ ilustres 
nos muestran grandes hombres de Estado formados á^tes 
de su mayor edad; pero estos casos son raroSi y del)^^^ 
mirados como prodigios más bien que como ejemf^ ; co- 
mo el resultado de una educación y de un carácter espe- 
ciales ; son frutos del crecimiento precoz, desenviieltp^ ten 
los invernaderos de una monarquía, más bien que i^l 
desarrollo regular adquirido ;íd libre y fuerte de m» Re- 
pública. La condición relativa á kedad* fuéac^pjBidaípor 
la cohvencioái sin discusi^i; ; €(n los Estados iu^ rfldp|^v 
tada por un¿ mayorfa de siete contmtrea; unaufilQ 6$^^^ 
vo dividido. Más tarde fué adof^ada por todad las ías$«H 
bleas de loa ^Estados ; no ha sidri objeto de Jiingvna d\$-, 
cusion importante.: y^ ' ; ' ; ^• 

2 ? Ciudadakia.'-^^ íeqaierejque el repr«dtíntante-l^a:- 
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ys sido ciudadano de im Estado durante siete aHos por 
lo menos. Es. irtposíble dudar de la convealencia de cx- 
duír al ^xtraAje#o del déredio de elegibilidad ; porque en 
efecto'tio se encory^áría la garantía de una buena adminis- 
tración en ürt gbbfesrno ejercida por persanaé* cuyos inte- 
reses y relaciones fuesen extraños al país, y que nada tu 
viesen que arriesgstf por sus medidas y por sijs actos. 4a 
iníhiencia extranjera, por 6u naturale2a corruptora y pe- 
ligrosa, no dejaría de infíltrale en los consejos de laKa- 
cioñy si no estuviesen ellos garantidos contra la intro- 
dticcion de representantes extranjeros. También fué una 
poHtíca fundamentad de la mayor parte de los Estados, si 
no de todos, excluir á los extranjeros del ejercido de hs 
funciones públicas. La única cuestión que puede presen- 
tarse es, la de saber si los extranjeros naturalizados, son 
elegibleá, y siend<y así, cuál debe ser la duradon en d goce 
de la eiifdadánla para obetefter este privilegio* En Ingla- 
terra los extranjeros naturalizados fueron excluidos dd 
paedáííWénto, y ahora, por una ley positiva, ningún extran-. 
jero^ Éítínque sea naturalizado, puede ser miembro de nin- 
guiiá tie las dos Cámaras. La situación e^^ecial de las 
(Mótílas de Amé^ca ágtes de la revolución, ^^s hizo adop- 
^ unr sistema difereMe, con el objeto ^e fomentar li^ 
inmtgWltíones y los éstablecknieittos y delfeqilitajr el des* 
iWdtte^^^: ^ tilarnas desiertas* Una polítita idéntica, pre* 
valecié despsés en \m gobiernos de los Estadoisi y ha pro- 
dtíéfdoí4át)tífi ventajas, -que habría sido sensible decidir la 
excusión absenta de todos los ciudadanos naturalizados. 
En la (jéifivencion, se pít>puso primero ácdrdarla degití- 
lidad después de tres años del goce de la trkidadania; pero 
el plazo éÉfbió á siete altos, por diez Estados contra uno. 
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No se hizo mnguda objeción contira ésta condk)ion> y ob- 
tuvo después la aprobación general £sia; dísposkion tuvo 
eo viita dos objetos : i ? dar á los lectoras ocasiones mi- 
fídentes para conocer el qacficter dé sti$ i^epi^scintaiiMii: 
2? dax« al representante él'ti^i^ para ipx>edai^ id «i- 
rácter, hs opiniones y las necbsidiides: de los electo- 
res, / • [ •■>?;.,.! * •• 

j? \R€s¿iknc¿a.r-^La, Constítucion B^cobhoí? que d tt- 
pitBémante debeirá ser habitante del Estado "que lo haya 
ehgido. El objeioi de esta disposición es evidentemente; 
aségmar el afecto del diputado á los intereses dd Estado 
en el Congreso, porque se ha supuesto que> un habitante 
comprenderia me^or que un extraño, las verdaderas nece- 
sidades del Estado que lo hdbia nombrado, f temkia so- 
ln« au3 intereses, conocimientos más profuihdos, y en fín, 
qoe pieria mayor confianza'^y simpüttia de sus comiten- 
tes. Sé debe observar que la residencial es exigida en el 
Estado^y no ai un (fistirito determinaldo de ese l>itado. 
En h^kterra; en los tiempos ahtigiuos, se exigia que bá 
ndembros'de h Cámira dé los Comuairs> tuviesen su resi- 
dencia en las localidades que los haiiifln eteijífid^ ; pém>esto 
no fué observado en b práctSda, y naltfá'pof^siár siq>f^Ído 
en los ténnihoB del estatuto' 14, Gprg!. Iit>, eh< 58. Esta 
circunstancia es importante enílá historia' dd parlamento, 
p^^'que ella< prueba cuan ))oco se obsei^n laá^ teof&s en 
las itiatetías de Gobierno! La historia nos mue^t^ que las 
aUeas y las ciudades estábab írectitfiteáítnte méfór repre- 
sentada» poirdiofnbrei^ eminentes, de tín pMttc^^ítno reco- 
nocido, aimqi&e éxtrknjeiTps fifia loCc£dad^ic]6¿ no por hónfi- 
bres «el^doB de en áiedib de felia; y hasta esíos tíeití pos 
mismos algunos de los hombres de Estado más célebres 

CONST. — 19. 



10¿ CQiCtnrrARio absxviado 

en Ingluterra, han sido ios representantes de oscuros lu- 
garujos ¿así 4esc<iDOGÍdbs. . 

Con imucha raszon se ha notado que^ por' medio de las 
congUcton^ de capacidad j6jadapor ht Constitución, d ac- 
C930 bl QobíeoBo federal qst:£ abierto á los hombres de mé- 
rife^dfe toda nbcioii9¿idadiSeaníhd^eiiasó naturalizados, 
jóvenes ó viejos, sin tomar en cuenta la pobreza ni la ri- 
quezit.y cnafcyiktta^ue sea su profesión de fé religiosa. 

NúiHero di .los i^ijtr'esefiíanles.'^hB. idáusula s^fotente 
de-la 2? soccion del ártkitlo-I, trata del número de re- 
pre^eAtahles de los Estado^. '* Los i representantes y las* 
'' contribuciones directas» se dividirán entre los diversos 
*' Esfódos que puedan entrar en esta Union^ s^^n supo- 
'' Uacion respectiva, Ja que se determinará agregando al 
'' númerp total de p^:l^ona& ubres, inclusas las que jestén 
'' oUigadas á sénddmmbre por uní númerp de años, j ex* 
'<x:Iutdo3^ los indios que no : pagan contribuciones» las tres 
'f quintas partea dcí todas ha demás^cSases. El censo iñme- 
'í dlato será hecho en lostie&aSos después de la primera 
'' recmion dd Gongreae^ dé los' Estados-Unidos, y dentro 
*>)4e»oadajtérisik¡Ki siiiw diézáños^ del modo qpie 

*^ btd^ará Ja ky cgsjj^edaL EL liúmero de representantes 
*< nO excederá 4€ uno por cada treinta mil habitantes, pe- 
''ro cad^ Estftdo fiendrá á' lo menos un representante ; y 
'' hasCa que to haga dicho censo, el Estado de New* 
" Hampshírc podrá elegir tres^iMassadhissetis ocho» Rho- 
'' delsland y lasi^tMtones de Providencia uno^ Conec- 
" tícut cáfiCQ, Ncw-Yofk seis, New;-Jeráey cuatro; Pen^- 
" vania ocho^ Dé^^áxé unó/Marytónd rseis, Virginia diez, 

** Carofina4el Norte^ cincoi Carotíha del Sur cinéó, y Geor- 
'*g^ tres." 
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La pdnmra repacs^íc^ héd»iie ^e »odOi «boda («sm- 
sitaría, no^jKocsitaomgttnidoQrieo^Hrío ; sü bai^ káíptobs^r 
blemente kque la Co^^^stítuoíón ñjó.paiialaSipropiHictooes 
futuras. \¡:. 

La^cuestioude la/repactidoaide.los reprosentM^teSi Ale- 
bia sér^nqa fd^aK|a^bs ci^<|ii¿ Ids qpiniAn«a.4b^VidseiL 
más ¿mudas. Tués. sistosiáa ^ar^ k fiffiajrtic^O jde \q» 
diputados se presentaban al mismo tiein|)ot^ prímoKXXMO-. 
sistía en adoptar laJregla admitida pmih Gbi^íedeíaciún ; 
es decir, la igualdad de répresentacápOiy 'de votoíplura ca- 
da Estado. Este proj^cto era muy elogiado por Jos par- 
tidaríos de la Confedexackm, que preferían una asocia- 
don entre los Estados, á un< Gobieroo nacional, ^ta jba- 
se de repartición ejcperímentd, sin embai^go, desdo, el 
principio, una vivisincia oposición,, y fiíé ouiy'jptronto recha- 
zada en Ja convención, por el voto de siete Estados octotra 
tres; U0 Estado dividido, 

£1 segundo sistema era de hacer i» represeniajúan 4e 
los Estados seguñ la propiedad relativa de cada uno de 
ellos» hadendo a3Í de la propiedad la base de la repctil^' 
tacion* Este proyecto se recomendaba en la opinión ét^ 
alguaos» porque introducid ua freno : saludable eft. la^ k^ 
gislatura, cqki respecto á las contribuciones, y asegucai^a 
también hasta cierto puntos la relación de laá carg|»3 pu- 
blicas con. ios votos de aquellos que estaban llamados á 
tomar la parte mayor en las contríbuciones coituifie^. 
Marchando el impuesto á la paf con la representación, 
era una teoría grata á los americanos, Bajp la Confede- 
ración^ los gastos comunes debían aer sufragados por los 
Estados, en prbpordon al valor de las tierras de g^ Es- 
tado. Pero aun entonces este modb de contríbudon, ha- 
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bia^paí^édfito de una c|eea¿ioo dtflait y pooq satíáactDría ^ 
la ^^váqtb». Eú bs aoios de la cx)fmmiicÍoti^ nada indká 
que^esO^i^voyedoiittyateiiidouna grai^dé influencia sd>tt 
la asamblea. 

Aun>euando h Constilaiciai^ ño haya hecho de la pro- 
piedad^ Ik i^ase ^eqia 4á la* i>eppesei¿acp»ivlvia puede sin 
eifibah^go* pt)é&««iiirse qoela^inüj^ir fexduiBo «litenanieBte, 
como 'vambsj ibvetloi -''j'' "' * ' > ■ '->•:: '-arM ,^^^ 

No de pueden adiMi( que> en un Gobíenu^ ^ífare^laprO' 
piedad d^ba consid^i^aaw cofffo^ la úniba base sólida de la 
repuesentacion. Buéde.ser verdad^ y as^ k> cúeotáos, que, 
en el curso ordinario de las cosa$; tí interés y la potitíca 
de los que poseen^ no sea oprimir á los que no poseen, 
sino que en todo Estado biei^ arreglado, hs personaStlo 
mismo que la^propiedad» deben tener una parce propor- 
cionsd de influencia. Las libertadas del pueblo son vaxxy 
caras y sagradas, para confiarse sK^amente á pecsooas 
qoe pueden no XGtmc siempre el mismo intenes, la mis 
ma necesidad que el pueblo, dq defender sus derechos, 
stiiS'Mbmttdes y sus privilegios* Un sistema de contrapeso 
efi todo» líos actos^ del Gobierno es> si no indispensaBe' 
máy satodablev Tal Tez en teoría purn» no se puede ra 
zobablcnente afirmar que las pen90na$ ó la propÚGUlai 
tlt^M^ro óiásúquezBBy serán sin peligro depórtanos de 
k)^ipidiiei^es ddegados por el Gobierno; pero <ii!iando lain 
íkMMlaestáidrvtdida entre ellos,' la vigifancva yjlapruden- 
ciíia>ÍM4tutaentraA*4iati2(ralm^iite intnrodo^dks en él gobier- 
noíjyíooi^iíbujien á conservarlow í í; i. ^ ..íí> i 

O^'lecisitfQ^^yt iHtitiiOiisisiteJftia';^ Esttdo 

una féprefiintadoh fffiopbrdonada rá>su ppblttdkiiv Tenia 
la vertttijíif^fle- sei> si¿ipfev unifbmweri^tojejettuoioill agrá- 



daUe alpuefab y fen prestarse méiws qu« los dtpos al 
fraude y á los subterfugios. Además» abh ouahcfeno pue- 
da decirse que eá los fistaSdob de Ahtériciai la tiquef^á y la 
propiedad estéaesoactamente en rdatíoñ<x>ttlaf)obIaicton, 
SOI embargo, h diferencia do es tan grande c(Hñ(> podría 
creerse: hay entre ellos como u«a especie de vinooloi y 
q\jmd la distHbacioh de los impuestos prbiMvcfonalmeAite 
á la población, ei ^también el sistétna más en relacioil con 
anqueza. 

B proyecto de hacer de la poUacloñ la base de la re* 
presentación de la Union, parece haber obtenido más fa- 
vor en la convención, porque teñía tma relación más in- 
tima con los <ferechos y las libertades del pueblo. 

Una dificultad bastante sería se presentaba aqu¿ Ha- 
bia en vanos Estados personas que no eran libres: i?, las 
personas contratadas por un término ñjo, petfo eá tan 
pequefío número, que ú resultado de la regla generad no 
se encontraba cambiado de una manera importante ; 2?, 
los hkHos, probablemente en la mayor parte de los Esta- 
dos, t|ue en aquella época no eran tratados como ciuda- 
danos» y por otra parte no íbrmaban una comunidad ó 
tríba independiente, gozando de la soberanía de los Jk)- 
deres del Gobierno en el interior de las fronteras de los 
Estados. Sé debia, pues^ disponer, para estos casos espe- 
ciales, aun cuando dios no trajesen grandes diñciíkades 
en la práctica. Ninguna objeción parece haber sido hecha 
contra la admisión de los hoínbres contratados. por térmi- 
no fijo en la población que debía servir de base á k re^ 
presentación» ni ootxtra la exclusión de los iiidios queiiio 
estaban soihelidóá á las con&ríbuciohes. La única dificul- 
tad qué surg^é !y ^queí duS hjtg^Ú discuaones muy anima- 
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das, fué la de saber sí para lá ba^e de ia réprfsséntaáon, 
se contaría la poUscioíní esclava. : - i 

El partido adoptado por la Cdnstítiicioo, faé una tran- 
i^accton rcoonoddar defeigual en sus efectos, pero. que era 
un sacrifícto necesario al e^)lritu de cbndfiaotony tan ín- 
dispefnsable para mantener la unión enti*e Eptados natu- 
ratmenite divididos por intpreses, pbr la coútílcibn física y 
por las inistitodones polídcas. Se decidió que los esclavos 
designados por la perífrasis, /as otras personas^ serian re- 
presenciados, no de'la níiisma manera que los hombiiei li- 
bres, sino en la' proporción de tres sobre cinco. A fin de 
hacer aoepitar esta- medida por los Estados que no teman 
esclavos, se defcidió que los impuestos directos estarían 
en refcu^n ¿oh la representación, de suerte^ que según 
esta teoría, las contribupiones y la representación mar- 
charían de frente. Esta relación, sin embargo, es más es- 
peciosa que verdadeiía, porque mientras que en la fijadon 
de las costribuciones directas no se cuentan sino las tres 
quintas partes de los esclavos, se descuidan las oíías dos 
qúiwtas partes de estos mismos esclavos. Si al contrario, 
la contribución directa hubiese sido repartida proporcio- 
nalmenté al valor real de las propiedades en el Estado. 
todos ios esclavos habrían sido matería imponible como 
propiedad^ Pero una desigualdad mayor todavía ha sido 
déscúbíeria pór.la práctica. El principio de la neprescuta- 
don iesGonstánte y wgular, la creadoñ' de las contribu- 
ciones es accidental y ranu En el curso de cuarenta años 
no se han ímpuestio más de^es .contribuciones directas, y 
esto }^i teiiidb lugfaríen circunstaniiasoctenimeote ecctraor- 
dímriasy* urgentes. > Las rentas del Oobcénlerliian sido to- 
nadas en otras fuentes; 'lo8 impuestos; sotare fas importa 



doaies estranjeras> han hedió frente á: todas las ncoetUa^ 
des comunes, y si e^os meidtos no dieran recuisoasu^^ 
cíentes, se jeciirriría á las sisfs como al sistema de^qiiu 
tríbodon xnás seguro y más convenieate. Las contribi> 
denles directas no^ llegarían» poes^ á establecerse sino en 
últimb reom'so, y cuando todos los otros 'medios bubíetan 

..Examinada en sú verdadera, luz como uii conhpromiáo 
paiaiol bfen genecal'eniin caso de conflicto desintereses, 
h di^k^ion que iios ocupa es dertameote digna dé^> 
gtOrporsu moderación y su utilidad práctica: satisface los 
papblos de los Estados y estrecha la unión qne debe ser 
igualmente querída para todos, no solamente por los prí- 
vilegios que confiere, sino todavía por los benefjdos que 
as^ura* Esta disposición contribuyó mudio á reconciliar 
los Estados del Sud con las otras dáusulas de la Consti* 
tudon>'^pecialmente con ia que acuerda á lá mayoría ei 
poder de reglamentar el- comercio, lo que se ponsideraba 
coma particularmente favoraUe á los Estados dd Norte. 
Noiobstante^la repartidon de los representantes ha sido 
(k tiempo en tiempo objeto de qugas ; pero todo a^migo 
dú bien general se adherirá á ella com6 una jpolítica fun- 
damenta), única capaz de cegar las fuentes de. las discu- 
siones pél^osas i]ue resultan de las posiciones geografía 
cas:6 de las constitudónes anteriores. 

Otra parte de esta disposidon se ocupa del tiempo en 
que deberá hacerse el censo en los Estados, para que la 
representación guarde armonía con el aumento de pobla- 
don en los diferentes Estados, Varias proposiciones so- 
hne este asunto. fueron dirigidas á la convención en dife- 
Ti^Tfíes épocas,; se solicitaba que el- censo fuera realizado 
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csiáajquinGe ávGÍúte afios; pero se decidió que teadriak- 
gar cada dtei: afiosl No se puede apreciar 4emasiadQ h 
iiiqx>rtaiicia de k.cláttsuku|ue prescribe el ceasa cboasL 
Es, en efecto^ el medio más eficaz de darama justa isepie^ 
sentacton á la fuerza relativa de losí Estados. Sí la pd* 
jQoera repartición hubiera sido inmutable, desigttsddades 
muy grandes habrían existido pronto en la nepreseütah 
cion de los Estados por el aumento desigual deisa pobla- 
ción. I^ representación habría preaetitado muy prOAteufi 
estado de cosas semejante al que existe en Ic^;iatenE, 
donde se ven aldeas viejas y despobladas^ enviar n^ne- 
sentantes, no solamente en número desproporcionado por 
su importancia, sino en algunos casos, en igual número 
con los países más poblados. 

El exáxrien de los tres censos hechos sucesivamenlet 
demostrará la exactitud de nuestras <d:)servaciones. La 
representación del Delaware, tal cual ha sido fijada en la 
primera repartición, la de New-Hampshiiie, Rodhe-^s- 
land, Connectícut, New-Jersey y Maríland, no han tenido 
sino Mt\ débil aumento, mientras que la de Massáobus- 
sets (conqirendido ei^ d. Estado del Maine ), ha subido de 
ocho á veinte:; la de Nueva-York, de seis á ttebía 
y cuatra; la éc Pei^ylvanía de ocho á vdntiseis; Al 
mismo tiempo nuevos Estados han entrado en k Unioni 
y el Ohio, que en 1803 solo tenia derecho áim repe- 
sentante^ cbenta hoy catorce. ' En 1 831, el censo pre- 



I El Estado de Ohip es un notable ejemplo del enorme aumento 
de la población en las regiones del Oeste. Este Estado, en la época de 
su admisión á la Confiederadon en i8oa, contaba 50,000 babifierntes; 
ajo, 980, en rSio; 581,434, eh iSao; 937,679, en 1830, y i.5í^''«*í 



scMbí rebultados todavía más ooiaUeB.* v •Eo'«i790f toda la 
pdbbckm de la Unicn era de z^gagiOcx^f ]r ^ -^^yór lapo- 
blacioft siAiá ú iaJ6t6jo(x>* La'polikiqobdcdOfaÍDesIwjr 
dk de-un milloa por to menos, y kk'de <I)^va- Y^oric de 
dae.míMoaeS'de habítaotes. Estos hechos prasban cietía* 
mente lasabidoria de h prescrtpcíoá relatvta dcenso^ de 
otea m aniera, h^Jlria saoedido »que e)sbte«ia derepoiti- 
áaoi justó y sabio en su or^;ef>, habrieü'opn el tiempo, 
prodoeido grandes abusos y dado lugar lágráires descon- 
teatde, que habrían acabado por la disohicion de la liTnfofc. 
Se debe probablemente la di^M)sícion relativa al cedao, á 
los miembros de k convenqton, que pre&ieron ün Go- 
bierno nacional á una simple ooflftedeiiacion de Eita- 
dos. 

Otra parte de la cláusula fija el numero de los repre- 
sentantes en la Cámara; eüa declara que, el número de 
lo6 rq»reseiitantes no excederá de uno por trfeinta ntd 
habitantes. Esta disposición es de un gramde intems; aun 
se {Miede decir que, pocos artículos en toda Ja Conitku- 
don haA sido» .como este, objeto de discusiones tan anií- 
madas y tan in^portasites ; el número pro visorio ;de los 
representantes por este primer censo, se fijó en setenta 
y cinco. ^ 



en 1840. £n el espacio de 38 años, la población del Estado de Ohio 
se ha hecho veintinueve veces más considerable de lo que era. 

1 Según el censo de 1833, el HiSmero de los representantes subia 
á 240. 

2 La Coastitnción había dkfao que no habría mis de un TepüCfiea- 
tioite por treinta mil posonad; pero no había fijado límites en miSnoÉ. 
El Congreso no ha creído deber aumentar el número de los 

COKST. 



íYarías Qbjeciones sé hicieron contra testa disposickm: 
se décia^ t% que un número tan resÉringido de represen- 
tantes, ^tía iih depo^tarío poco s^^o de io^üintereses 
puUícos: 2?» qae estés representantes no poseerían un 
oonodmíehtQ: suficiente de las necesidades de sus ^nume- 
rosos comitentes: 3?^ que serian tomados én la. clase de 
ciudadanos que simpatiza menos con el puebla, y es na- 
turalmente indinado, á desear la elevación del pequeño 
número y el ^bajamiento del mayor número: 4i?/que ya 
defectuoso aletupezaf» lo seria cada vez mis por el au* 
mentó de la pobtecioñ y los obstáculos qtié impediiian un 
aiutienta propórdpnal de representantes. 

El tiempo y la experienca han demostrado d error de 
algunas de estas objeciones, y han debilitado singular- 
mente ^ sí no han destruido completamente» la fuerza de 
las otms. Los temores que én aquella época se manta- 
vieron tan cuidadosamente; las alarmas esparcids^ por 
todas partes; los peligros para lá [libertad, tan extraBa- 
méntse exageiiados; el predominio de un poder aristxxurá- 
ijco yi.txchaavío, tan audazmente presagiado, tbdó des- 
apareció tari pronto como el humo leve que el viento 
lleva. 

Quedan todavfa dos puntos bastante importantes 1 que 
se relacionan á la cláusula que examinamos. El primero 
es saber de cuáles contribuciones directas entiende ha- 



untes eh proporción al aumento de la población. Por la primera ley 
que intervino sobre este asunto de m de Abril de 1792, se decidid que 
iiabm UB representante 'jpior treinta y tres mil habitantes. La lültíma 
lef^^p¡om\úpiáá\esi.\ñ^2<f^ «el número lá en répnesentante por^oia- 



Uar;/]a otnu á& qué modo deberi Imdécse ia rbpftrtídon 
de Ids representantes, (l^pnxátr^.í^x&s^óñ «ncooitrEri 
natündmente su lugar en el analista de^ los podfires.del 
Congreso y de sbs Umites constítucicmalé^í ao ijos ocu- 
paremos; pues» de ellos aquí. En cuanto i, la segunda, 
fué el objeto de lai^^ discusiones en 1& época en quQ.sfe 
presentó ál Congreso la primera distribución despuies del 
acenso, yLáentemehte ^aci<J el debate c^^n^ 
de vivacidad . Vamos, pues, á coasagrarie dgurtps^mdr 
nientos) de eximen. 

ta; Constitución dice que, **los representantes, y las 
'' contribuciones directas, serái^ nepártídas entre los diver^ 
" sos Estados. . . . según el número respectivo de swÉsha." 
^ hitantes. " A primera vista este lenguaje Ao parfece pr^r 
sentar dificultad alguna; pero una corta reflexión dtsipa. 
la ilusión y nos muestra unadificultad intrínseca. £9 cuan- 
to ala contribución directa, la.niardia ordinaria seráior-. 
denai^ una sunnia fija, como por ejemplo, tres millones de 
dolkrs, y dividirlo entre los Estados según el^núinerí) 
resp^cúro de sus habitantes. Pero casi siempre habrán una 
fracdon que no será susceptible de una división iaeüQta; 
porque di número de habitantes : en cada lEstado rio )es 
divisible exactamente por el ftiismo <Kvisor. -Es cierto, 
sin embargo, que, descendiendo gradualmente la escsiila 
de las monedas, es pgDsibk líegac á una fracción suma- 
mente pequeña. - . •. . 

JLá dificultad esjmayor.con respecto á los teprefeéaitan- 
tes. Aquí t6da división de la unidad es icnp<)5Íble; cílda 
Estado tiene derecho á una representación; completfaiíáin 
embarga, ^mfrafcciort 'ílel itómero. represteotatl vq .w4 )po- 
drá ser representada. Ciertamente no es probable qwe el 
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fiúmera!de k pot:4sMÍoii en ¿dda Estadoj se divide exacta- 
meM^ por ol mismo iim»r. Quedará siempre atgurfa 
iraccion miá^ ¿ m^nós' fiíerté. Las prescripeionss tle. la 
ley de proporám&r^ k <f epresentafcibn de los Eetados sé- 
^n $9 población, son, {iues, de iiña* ejecución imposifaie. 
La teoría que parédó ^verdadera seJm hecho 'falsa eó la 
práctica; E^ta «elación ex^da por la Conísiitudofi, no 
s^¿ sano una aproximack>n; las fracciones en csoda Esta- 
do serán más ó menos considerables. ¿Qué deberá ha- 
cerse en estos casos? ¿No se deberá tomar en constdie- 
lacion la voluntad de la Constitución? ¿O se seguirá el 
espfritu ápaitándose lo menos posible de la letra? Si se 
admite á una fracción el derecho de representadbn, se 
debe admitir las de todos los Estados que se encueixtren 
en idéntico caso. 

Se puede pregfuntiar cuál seria el camino más sendHo 
para llegar á una división conforme á kt'G^nstitúdon. 
E'^enteménte seria la de tomar el conjunto de ki po- 
blación- en todos los' Estados y fijar la prc^brcion de la 
poUacioh de cada Estado en la población total. Este pro- 
cédfaydeftto se emplea en la$ contribuciones directas, y 
no4iay por qué proceder Üiver^men te con respecto á la 
n^presentacion. Porque de otra manera, seria contrave- 
nir á las disposiciones de la ley constitucional que impo- 
ne las mismas reglas para íos dos casos. En uno es ciei*- 
to que la división puede ser llevada hasta más aba^ de 
ht iimtdadj hasta Ja fracción, y en el otro no jpoeide Segar 
allí; No obstante ésto, no cambia la naturaieá de la re- 
gk, limita solamente la extensión de su aplicación. 

Otra dáusí:^ 4e la sección 2f del' artícdo I, 4fice: 
•** Cupndó^ócurmn vacantes en la representación por al- 
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''gua HstaÓDt, la autcurícbd ejaentira de jéste óbtÁ drden 
" pwa; hqr^er i¿ elecdon que ha dé Ufenar esas vacán- 
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La commaooct^ de esta: cláiisola no parece hadbwda* 
do luglur á na^^vea discusión dentro ni fiteea idb faí cbn- 
vención* £a*,t&ctb^eL.fOGkr áAt residir en algnaa'pár* 
te: debe 4Ber iqenádow'dfKaar el. GoUemo lopal ó^fiotsel? 
Gobicn^o'nddonal, dperima rama de estmrüpbiefanes; 
Se:^satisnzoí4,Íós partidarios de ht atttorídikl déilosi |Sfta- 
dos, confiriendo ese poder á la autoridad eyecutm áA 
Estado, y los paKttdarias del Gobierno nacional no seopn. 
sieron á este arreglo desdé. que la Constitución prescríbia 
su ejecución. Esta dispbsioion tiene la ventaba de adap- 
tarse fáeilmente á^las drcunsfeandas lócales de cada Esta- 
do: cualquier it^glamento gimiera} habria producido algo-^ 
na des^nalckuL 

La últinia cláusula de esta misma sección, dioe que: 
'' la Cámara de «reprdsehtantes degirá su Presidente y 
" demás empleados, y tendrá: el derecho exduaivo de aon- 

Cada>i»iió de estos privilegios es de uiud gciode i|iipor«^ 
tanc^! EiFla Gran^Bfetafta^ la Cámaní de los. Comunes 
eUgé'va Presidente; peno idsibe ser eoáfírntado el nom*- 
btamiandoípor d Bieyji^^étuakiieoiiSf jes^^oAímnacidn es 
AL pora £Qrma;.:peflO'en'*otnos táeiéfnsí .pam- evitar' á k 
Cámam el' désagsaKÍD'd«ivun|i ropq^.el rey hacia' saber 
préviaiorále su: volantad»y bí Casara %s. confocmaba^MEl 
leng^a^ ide fei^rpiesideQatest jpamciébtsriBr 
kí CoQoúit eri(ioqdc^9 ticiQspas)qfiiigtu^ noi: soda) telera^ 
do: abestt%na U tfendohbiade* lacá^mbleás á. imaisumly 
síeín «rvft;;::Uda íaoultafilséniíejánteí de* aprofaaoúcttLMpcT-f 
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tenbcia álbs gobernadores reáks* en las .ccdookkS) antes 
de la revokiciott de América, El derecKo dé el^ií al pre- 
sidente sin más trámites, es un progreso sobre el sistema 
inglés; garantiza* una elección más independiente de par- 
te de lá €Hmara de representantes, ¿egam kBrniéritpsddL 
indiyidao: y s.w propio séntimibii^! del;deÍ3eri^ - Eví^las 
(k)cdíc|oheáique nadan á menudo ^Qr)afta ri^ulsa ed épo-* 
cas i de ágiiacidn ; secarlas &^ntes;de.rivalidad(^p»rklt2a- 
la d^oGÍción dé ejercer una iññikénd^ ilégal^ó de for- 
ihar una oposición hostil;! liberta^ en fin, al poder Eje- 
cutivo del embarazo de oponerse á la voluntad del pue- 
blo, y pone la Cámara al abrigo de toda irritación del 
<job¡emo con motivo de su elecdpn*' 

El^derecho exclusivo de acisadon tienen una. esfera de 
acción más amplia. Una acusación (ifrtpeaehntífni}^ tal 
cual está definida en la ley común inglesa, es la. denuncia 
hecha por la Cámara de . los Comunes, la pesquisa íAís 
solemne de todo el Reino ante la Cámara de los. Lones, 
considerada como la más alta cortexriminal. Los motivos 
de la acusación son redactados por la Cámara de los Comu* 
nes y ju^[ado3 por la de los Lpres^quienes en ios casosxle 
crimen son considerados nch solamente como sus propios 
pares, sino como los pares de la nacionj entera. £1 origen 
y lahistoriadekjiuisdicciofi.dd^rlaméñto, en los casos 
de -acusación, han sido referidos sumariamente por I^. 
Woodson; pero muy poco puede sacarse de un interés 
actual, y como todas las antigüedades, están rodeadas de 
oscuridades profundas. 'Examinaremos después á quéda- 
se de crímenes esta disposioon es a{^cable. S^^n la 
Constitución de los Ivstados^Unidois, la Cám$ra de re- 
presentantes ejerce las: funciones de la Cámaíra de los 
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Comunes en cuanto al acto déla acwaciop/ y ci Senailo 
las de la Cámam de ios Lores en* ^ooiqsto al juicio de la 
parte acusada. £1 objeto de semtjagtea tramitBcíoMs> «s- 
en ambos paísésrakanzar d castígd de los calf^aJJes pon- 
derosos y eii ^vada posi¿toci,[que podrían fáeilineotr sus- 
traerse á los tribunales^ ddifiáríosi por <s¿ iníliienGÍa^ d 'á* 
consecuencia de la organización imperfecta ó de ks^po*- 
deres limitados de esos tribunales. — Los procedimien- 
tos son, pues, dirigidos por los representantes de la na- 
ción en la plenitud de su capacidad política, en presen- 
cia del pais y bajo una responsabilidad comprendida y 
á la vez respetada por todo el mundo. La publicidad 
de la tramitación, su solemnidad, su influencia sobre la 
reputación del acusado; la ignominia inherente á la con- 
vicción del crimen y que no se borra sino por la ac- 
ción del tiempo; la gloria de un triunfo que confirma 
la inocencia y la exhibe á toda luz, han sido calculadas 
todas estas cosas para excitar vivamente la opinión pú- 
blica y dar á los procedimientos la importanda nece- 
saria para contener al crimen y alentar la virtud. 

Daremos más detalles sobre esta materia, cuando exa- 
minemos las disposiciones particulares de la Constitu- 
ción sobre las acusaciones. Parece que ni el pueblo ni 
la convención han vacilado en confiar á la Cámara de 
representantes el poder de acusación y que ninguna ob- 
jeción seria se ha hecho en oposición. Penetrándose del 
verdadero espíritu de la Constitución, parece difidl lle- 
gar á otro resultado. Este derecho se presenta como 
una especie de pesquisa nacional sobre la conducta de 
los hombres públicos, y si, en efecto, tal es su objeto, 
¿quién puede entregarse mejor á este examen que el 
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pueblo mismo poriaedio de sus representantes? 
be supdnerfoB o^^Bantes por Tos mtereses del 
^mimados 4e sus símpajtias y fironitos pai^ hacer 
á sus quejas. Si eá de su deber denunciar á Ibl 
los criittifiales públi¿0Si no pueden dejsr de hace 
uña dmimciá púfaücay sia él abaindono poHtíco de 
tereses de ^s ciHiiitqntéSi< 
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NatoralQza 4e la r«presox\taciox\ del Sex^adp»— DUérex\claft con t\ 
CoTvgreso bajo la Coi\federacioi\, y cor\ la Cán\ara de represen- 
tantes. — De los sufragio» en el Senado. --^Modo de nóinbrár á los 
Senadores. -^Núinero de los Senadores.— Duraoioi) te sus funcio- 
nes. —Condiciones de elegibilidad para los Senadores.— Edad. — 
Citidadanla.—Doiniclllo.— Presidente del Senado. 

La terceía sección dd artículo i ? se refiere .á la orga- 
ntzacton del Senado y de sus poderes. 

Con respecto á la organizadoo jdebemos determinar : 
I ? la naturaleza de la representación y de Los sufragios de 
los Estados en el Senado ; 2? el modo de la eleocion ; s? 
el número de \q% Senadores ; 4 ? la duracáon de sus fua^ 
dones ; 5 ? sus condiqiones de elegibilidad, y 6 ? la elección 
de presidente^ 

La primera disposición está concebida así : " £1 Seoadó 
'' de los Estado^Unidos se compondrá: de dos Senadores 
''por cada Botado, elegidos por la legislatura de éste y 
^* por seis afios ; cada Senador tendrá .utí vúbo»" 

I. Naiurideza de. la refire^entacum y vtíú dd SefkuktJ^-^ 
Cada Estado tiene el deredtode noáabrardos SenadoreiB^ 
cadii) Senador, tieneun voto. Esto establece naturalmente 
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en este ramo de la Legislatura, una igualdad perfecta entre 
los Estados, sin distinción de tamaño, riqueza, población 
ó fuerza* Esta es una diferencia capital con la organización 
de la Cámara de representantes, porque en ella los Estados 
están representados en proporción á su población, mientras 
que, en el Senado, tienen una representación igual, como 
un Congreso de sohofBfios, ó cot^o una^ asamblea de pares. 
La diferencia que existe entre el Senado actual y el Con- 
greso del tiempo de la Confederación, es que, en este úl- 
timo, los votos se daban y recibian por cada Estado, mien- 
tras que, en el Senado actual, cada Senador tiene Ain voto. 
Resulta* de este orden de cosas, que frecuentemente el vo- 
to del Sc^nadK^ os mixta» es decir, de ^m lado com|H&esto 
por una piírte de los Senadores de algtrno* Eáfódos, y de 
otra parte d€;l.resto de los Senadores de los mismos. Esta- 
dos. 

Es evidente que este sistema !no ha podida nacer sino 
de un compromiso entre Estados independientes ; que no 
es el resfittado de ima teoría preconcebida, sino del espí- 
ritu de^amistad, deferencia recíproca y de concesiones ímó- 
Üd^SíBi qs» se hizo indispensable por la situación porticidar 
^ los Estados^Unfidos. Largos y penosos debates tovib^ 
Toh lugar con motivo de este sistema, entre los pequeños y 
los grandes Estados, y se renovaron frecuentemCTtteen el 
seoo mismo de la Convención. Los pequeños Estados in- 
siittan en. tener una representación igual en las dosCáma- 
ra&c& la Legiálatqra« Los grandes Estados queriism que es- 
tuviese basada la representación en el número de^ la po- 
blación. Las opiniones se equilibraban de tal manera so- 
¡D» esta cue^ooa vitsd, que era impone entenderse tes- 
pecto áima forma de Constitución que consagrase la i^ual^ 



áSííiré]Bí4^t6Ígúdi^éá^]QS'E»t^^ ea las, clos Cámaras, de 
la Legislátuca. Er^ preiúso» pues> traas^r ó disolver la 
CoDvetidoii ; , losr |>eqiiefk>s Est$KÍos*€On8Íntíergn ea no 
teoeren k Cámt^ mao ua^irepreseotíK^oQ 
pero qiúsieff on la jguakbd ea el Senada; lo& grandes re- 
sÍQ^eroa todaibri^ Q)«die tiempo á un arreglo. Al ña la 
cuestión se renlitíó á un Comité que redactó un proye<ito, 
el cual, con sJgunas enmiendas constituyó la i)ase de k or- 
ganización ad^ial 

Cualesquiera ^ue. sean las opiniones que se formen so- 
bre los argumentos de las partes interesadas» quiM ame 
sinceramente al pais, y desee la unión permanente de los 
Estiidos» mirará este compromiso como un acto de buena 
poUtica, fundado sobre los verdaderos principios del go- 
bierno que se quería establecen 

Ningún sistema mejor imaginado para asegurar la de- 
liberación y los resultados ^preferibles en materias de le- 
gislación. Ninguna ley, ninguna resolución puede pasar 
sin k doble pi*ueba d^ k ma)roria del pueblo y de la ma- 
yoría de los Estados. Por este medio, los iptereses, las 
preocupaciones y las pasiones de los distritos» son mode- 
rados por k inñuenck del Estado entero, y ks preocupa- 
ciones del Estado^ son á sa vez contenidas por k v^z de 
k Nación. Si alguna vieiz este mecanismo complicado -de 
vigikncia y de freno ha podido lastimar algunos intereses, 
mucho más á menudo ha sido benéfica su acción. El mal 
inherente á los gobiernos libres, es k facilidad excesiva 
para hacer las leyes ; pero aim cuando una rama de k k- 
gisktura no tenga interés en oponerse al ejercicio de toda 
buena legiskcion, vale más todavk que una buena ley, 
corra el riesgo de ser rechacada, áates que ^er multipli- 
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carsdá^ malas leyes. Tcxk reforma pafó ser sakKkbfe de- 
be hacerse 4ehtamente ; no Se debe temer que la o^nion 
no baste para excitar suficientemente i ks aisamUeas pú- 
blicas, para que ellas hagan los cambios poKtícos que fue- 
ran de desearse. -La experiencia prueba, ál contrario, que 
el espíritu humano se inclina más á las innovaciones que 
á la tranquilidad y al mantenimiento de las instituciones 
existentes. Se puede agregar, que, los grandes Estados, 
podrán siempre por su poder impedir el ejercicio injusto 
ó perjudicial de estas prerogativas, pdí^los peiqueños Es- 
tados.* 

Todos estos argumentois que no fcarecen de fuei^a bajo 
el punto de vista de la teoría, han sido plenamente confir- 
mados por la experiencia en la marcha del Gobierno. Está 
demostrado ya, que, no solamente el Senado en su orga- 
nización actual respondía á todas las necesidades de la Na- 
ción, sino que formaba la parte tnis importante del siste- 
ma, y el verdadero contrapeso que regularizaba su acción. 

II. Mocí) de nombrar á los Senadores. — Los SenadcM-es 
son elegidos por la Legislatura de cada Estada Tres pro- 
yectos se presentaron sobre este asunto. El primero pro- 
ponía el nombramientojpor la Legislatura de cada Estado ; 
el otro por el pueblo de cada Estado, y el tercero encarga- 
bn la elección á la otra rama de lá legislatura nacional, ya 
fuese directamente, ya dentro de cierto número de candi- 
datos. El último proyecto que fué llamado Proyecto de la 
Virginia, se rechazó prontamente : nuevfe Estados votaron 
en contra ; hubo división en otro. El segundo proyecto, 
fué aceptado con algún favor, pero al fin triunfó el pri- 
mero. 

La Constitución no ha decidido de qué modo se haría 
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la elección porl^ L^egblaturas^de lo$ Estados, 1Á los votos 
serían juntos ó concurrentes, es decir, si las dos Cámaras 
(ormarian una asan^ea única y vdtadan así juntas 6 si 
votarían separadamente En general, - pero np umver- 
salmente, la deccion <le los Senadores se hace por un 
voto concurrente ; es decir, cq asamblea general. Se ha 
ppeaentado todavía otra cuestión ; la de saber si el poder 
Ejecutivo debia ser considerado como parte de la Legís- 
latura> en los casos en que la Constitución le da un dere- 
cho de voto sobre las leyes ; pero parece habense resuelto 
contra la participación del poder Ejecutivo. 

III. Número de los Senadores. — Cada Estado tiene de- 
recho á nombrar dos Senadores. Es evidente que para ase- 
gurar los conocimientos y la capacidad necesaria para llenar 
todas las funciones conñadas al Senado, era preciso tener 
un número de Senadores bastante considerable, para en- 
contrar una variedad suficiente de talentos, de aptitudes 
y de experiencia. El poder legislativo, para ser ejercido 
con inteligencia y prudencia, necesita poseer en alto gra- 
do el patriotismo y el saber. Si el número de los miem- 
bros es demasiado pequeño, se debe temer que algunos 
deberes sean descuidados ó imperfectamente cumplidos. 
Ningún genio, ninguna actividad podrá satisfacer á todos 
los asuntos múltiples del Gobierno, si no es auxiliado por 
la fuerza y por el saber del número. El Senado debe, 
pues, ser algo numeroso, aun cuando por otras razones 
no deba serlo tanto como la Cámara de representantes. 
Una pequeña asamblea será más fácilmente dominada^ 
kítimidada é influenciada que otra bastante numerosa pa- 
ra reunir á lá fuerza del carácter la dignidad del talento. 
En muchos casos, solo el número da la fuerza^ y qué co- 
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sa más imjíórtante que poder re^ir á fe comitpdíoñy 4 
fe intriga. 

A estas consíderaciories «fe puede agregar que es bi»- 
no que un Estadi3 no se encuentre privado 4e teda re- 
presentación en los consejos de fe nación, por ipi acoi« 
dfente ó una ausencia momentánea de sü repres^nlstfite. 
Si no tiene más que uno, una doknda Ó cualquiera oti^. 
circunstancia dejará al Estado sin voto, quizá en asürntos- 
importantísinoos. F»é una de las razones por fes que ba- 
jo et imperio de la Confederación, los Estados tenian de- 
recho á dos delegados cuando menos, y á süí^ cuando 
más. 

En las circunstancias graves no carece de importancia 
poderse entender con uno ó más colegas, animados de los 
mismos sentimientos y del mismo espíritu; y aun cuando 
no sea rigurosamente exacto decir que la multiplicidad de 
los consejos sea una garantía de acierto, sin embargo, no 
se puede negar que se encuentra un aumento de fuerza 
en fe prudencia, en el examen, en las reflexiones de es- 
píritus independientes que no sean sospechosos de pre- 
venciones desfavorables. Estos motivos decidieron pro- 
bablemente á la Convención. Un solo representante por 
Estado, habria hecho una asamblea demasiado pequefla, 
para alcanzar el objeto de su institución, porque no ha- 
bria constado «ino de trece miembros, y suponiendo que 
hubiesen estado siempre presentes, siete habrían forma- 
do fe mayoría y decidido todas las cuestiones. En aque- 
Ha primera época el número de veintiséis no eia dema- 
siado considerable para la dignidad, la experiencia y fe 
eficacia de los trabajos del Senado; pero hoy que se cuen- 
tan veinticuatro Estados, el Senado está compuesto de 
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á la variedad de sus trabajos. 

crai de ba íuikíemw 4^ S^oadfffe? «ota fijada » Mta 
afiDs; el.Seiuidc^ ^ ir^mva por terceras parte$ cada dt» 



¿ Cuál em la duf&eipn m^ con Venifote para 1 
oes ét Se«adt>r? Rué e$ta una cuieatíob muy 
sobre Ja fbal la^ chimes ecaA toidávi&L más difereintes 
que ef9t lo coA^eroi^Bíte á l$>s^ie»ibrQ9 <k la Cáitaara de 
representante^: los hotnbred de Estado más sabios y más 
ssn&eros deiepspces d^ kt independolida, manifestabian á 
este respecto las más diversas miías» y confesaban abier- 
tameote su incertidumbre. sin que pudiera ponerse en 
duda su integridad, su amor por Isi iJbfertad y su dedica^ 
cíoaal Gobierno republicana 

Todas las nucoaes para limitar la dbracion del cargo 
de loa Secadora pAteden concretecae ^t ima argunaen*-. 
tafiÍDti úntciaf vianaidá s^ameate en su focma y en sus 
ampKfioBinioacs^ Este ra^souanitento consiste eo decir 41^. 
ú poder f>oliiko está éacpúesto á bs ad>iM06 ; qub la ma^ 
yof gananftia pbra la libertad pública, coiadstb en 1& ires- 
pQünbiHdad: y la dependeiubia.de los que están rev^« 
dois de.ese pbder; que se llega más £ájctlmente á estos re-^ 
sullado6 por la corta duradoh dé las funciones y por la 
manáfastacba de la opiaioa púbUca frecuent^mefUié renor 
vadas ^ b éleocioo dé s«» (uocionairios. Est^ razona- 
miento es sin duda iBcontest^le; pero nó decide nada 
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sobró k' durack)^ más^ ton^ñienb ^ ' \BáíatKiotix»íé9 
los 9<miul0msc Sin «iKtmf enf «1 detaie^de «oáai^lasopiB 
ñione^Bobm ^so^ddutito, exáMfnarenK]^^ dollufltiMeiadnu 
2on4^^|iie mílMttn en feí't^f ttel téfiiiino de s&iÁ áflos aidk^ 
tado por la Constitución. ' - / ! 

TodW los motivos' que^ de aplican "& la dorotíon dis' las 
fun^icmes legislativas, en general fuíidadas SK:>l]ft>0 las v<m 
tajas que truhán de la variedad de los conodmiejitDs, 
de la experiencia, de los principios y de los deberes de 
la legislación, son aplicables, sobre todo, al Senado* Un 
buen gobierno debe tener dos cualidades: la fidelidad de 
perseverar en el objeto de todo gobierno, que debe ser h 
fdicidad del pueblo, y en ef conocimiento de los mecUos 
más aparentes para conseguirlo. Algunos gobiernos care- 
cen de las dos cualidades ; la mayor parte carecen de la 
primera, y nuestros más sabios hombres de Estado no 
han vacilado en afirmar que el Gobierno americio da 
poca importancia á la última. 

Un Senado bien organizado que moderase los ímpul* 
sos irreflexivos de la Cámara más numerosa de la Legisla- 
tura, seria, por consecuencia, de un grandísimo valor. Este 
valor se aiumentará singularmente, si la duración del Se- 
nado ^éstá combinada de tal manera, que con una actíví* 
dad y talento ordinarios y dedicación al bien páldico, los 
Senadbn^ difícilmente pueden dejar de adquirir una ins- 
trucción bastante para ponerios en guardia contra le» er- 
rónos, y utia firmeza suficiente para resistir á.las utof^ 
quiméricas, y á las excitaciones popúlalas. Sí bs^ hom- 
bres públicos saben que pueden aperar de la acción gra- 
dual de la opinión pública, una decisión sobre el mérito 
de sus actos, antes de que terminen sus funciones> acep- 
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tu^ fiaár£iciim«iiMJtlidá rebpMsabflidád y nb VfldltfÉii 
aúfí 'seflr 8Íííñ£fáat bipop^iAtíá^ií pr^ente pbr una rafMitti- 
doo Smotñ mds'^^étidbi '^luá opinión dtl pudUo^eiv súb ^r^ 
mbotoB aocideétalei(>)eteckad& por k^Usofi^ ló^ée- 
im^ogos dídé ^algun^jefe de parddo, puede quo^r al- 
guiitfvez sahtau'^lásrftíila^'de la'C^ én estos 

03900^ ^^» juicio teinlquSe del Senado didipaerá^d peli- 
gro si ki ' duracíott de sus fusiones excede ii k de los 
otros ramos.de gobierno. En la práctica, la Constitución 
de ios Estados^Uoklos establece un límite con^itniente. 
Combina la duración del Senado con la de la Cámara, al 
mismo tiempo que somete el primero á la vigilancia del 
pueblo, por la renovación de %u tercera parte dada dos 
años. 

La experiencia ha probado que» la movilidad de los 
consejos*públicos» que resulta de la sucesión rápida de di- 
ferentes miembros, engendra serios inconvenientes en los 
negodos interiores. Es un hecho de la 'historia de los 
Estados, que cada elección nueva ha cambiado cerca de 
la mitad de los representantes; este cambio en las ^rso- • 
ñas produce necesariamente otro en las opiniones, y por 
consecueikcta en las medidas ya adoptadas. Está también 
demostrado por una experienda diaria, que, estos cam- 
bios, aun para mejomu*, son contr^ios á todas las reglas < 
de la prudaneia y á toda esperanza de éxito. En todos 
los asuntos humanos, el tiempo es necesario para conso- 
lidar ksr medidas mejor conriiínadas. 

La movSidad dd Gobierno produce efectos desastro- 
sos en las- relaciones internacionales; debilita el respeto y 
la confianza de las naciones extranjeras, y destruye todas 
las ventajas -anexas á la forma del Gobierno nacional. No 
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9fil9Sltei)^' los. actOQi <te <«le i^^ 

ki9íma)BÍobrja9 sofdüíS y át Ib» ibttigii3 ád tattí^js^^ sino 

piwkflfte, y Mbr^e tedoi aiáa CM^Qldi ife)liíí5 naooití» 
vf^kia» y ri^vBks^ Ua CqU^t^o ^i^fopte incierto e^ m» 
9iedkl99 pai» proteger laagrícnkiict, é ¿oimiíGto día to^ 
dUBl^^r nm^ffiri asi á sus reciño^, su ^obfli^sidi y émo^cetEt 
pers^veuHi^ ^Sigaáiiá^dk w> á^}wáixAfí^ mirar t^os kis 
«^i^ketilüQS de 9u. prosperidad. 

][)ebwíiQ^ todi^vÍEi agregar ^qpyíe la&^;ob¡ecni)t extrnaje* 
fQSi nunca pcnlrán hacer cQnyeadoQesvdMvadem^ t^olik un 
Gobierno s^iemj^e iacierto eiitsu marcha.y en sus projiec* 
tos. Para obligar á las deíAáa nacióos :á respetar lat 0M6- 
tra, es preciso tener la fuerza para llenar los compromí* 
sos, la Qoafianza para mantenerlos» y k dutaciocí paira ase- 
gurar su eJ6Qucion. Es para estas circunstancian que d 
Gobierno lutcional es sobrjs todo 4q grande utdidftd; el 
3eiitimieiiAQ déla jü^ida y la voluntad de proceder kal* 
mente, no b33ta> es necesario ademásagr^gstf la peirtere- 
raacii^eo li^ política. 

Si^e considí^fiaii la^ variadas functraea dd Senadob las 
^ondífiioi^^. de Jbabilidad, de ^xptrkfMk y* de isafaerine- 
ceí^aa p^ra Ikmarlas; k.ixiipoctanciadepodeii presentar 
un freno pari^ garantir á los £stedos.di& toda tismpadjom 
so)>i?e sus deredw>s» y al pueUo de los.efecttks de jupa, le* 
gislacioa precipitada; si, deiqimos^.se <»msidema (39das; es- 
tas cosas, el término jfijado de seis, altos pabebertná^ eon- 
venii^t<^ porque ao bace al Senado tíí <femá]iiado esta- 
cionario 91 d^maái^p movible^ Sílosíg^j^tiosi de h» 
E^tadc^ han^pijo^porado y permafiécidp(tKtoí]ui]oa oocí un 
Seoadí9r nomJprado por dofik» tr^^ cu^Qife)6.cwQf> afioa» es 



imfoakAt que la Union o^ra pelífvo por d ténniBo de 



Skt embaiga, pon apadiguar Iob úkimos tscrúpuloo de 
la susceptibilidad del pueblo, la cláusula siguiente ba in-^ 

♦ 

tMdacído un término medio- en los efementos- de este 
cuerpO' legislativo. Por este medio queda al abrigo de 
todaí objedon, si se consulta la laaon y no el miedo* 
si en fin, el gobierno debe ser una reaKdad y no ua 
sueño« 

Eftta elátt^a dice qi^v '' tnmediolHmente después de 
" reociidos á consecuencia de la primara deccion» se divi* 
** dirán {los Senadores), con la igualdad que sea posible^ 
*' en tres dases. El asiento de los Senadores de la prtme- 
" ra dase, quedará vacante á la e^iradoii dd segundo 
" afio, la de segunda clase al terminar el cuarto año« y la 
'* de tercera dase al ñn del sexto afio, de modo que una 
" tercera parte sea elegida cada dos años. " En la Con- 
venaon se hizo la proposición de el^ír á los Senadores 
por nueve años, y de renovar la tercera parte cada tres 
años; pero este sistema foé rechazado por una mayoría 
de ocho Estados contra tres. La disposición de la Cons* 
tftudon fué admitida por una mayoría de siete Estados 
contra cuatro. 'Sin quharle nada al Senado de lo que le 
es necesario piara desempeñar sus altas fundones, cambia 
gradualmente sus miembros é introduce cada dos años 
la apelación á los £stados, que impide siempre toda com* 
binadon permanente de propósitos siniestros. 

Como Ísls vacantes pueden tener lugar durante d re- 
ceso de la Legislatura de los Estados, la Constitución ha 
previsto d ca$o. El mismo artículo agrega: "Y si hubiese 
'^'vacanMs por renunda ú otras causas durante d neceso^ 
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'^'fle algún Estado» el fíóder Efecutívo de 'éste puede ha- 
'^ cer nombramientos provisionales hasta la próxíma-reu* 
^ni<Mi de la i^^^b^ra, que entonces llenará esas va- 
** cantes.'- 

Ninguna objeción seria: se hizo en la convenció con- 
tra esta disposición, aun cuando, sin embargo, no fíié 
adoptada sin dificultad Tres proyectos habiah sido pro- 
puestos pai^ proveer las vacantes : i?, dejar las plazas va- 
cantes hasta la reunión de las Legislaturas de los Estados; 
2?, dejar á las Legislaturas de los Estados el cuidado de 
tomar ellas mismas las medidas que juzgasen convenientes; 
3?, confiar el nombramiento provisorio á un funcionario 
ya degido ó á una corporación. Este últinio proyecto pa- 
reció el más conveniente y el más satisfactorio. El poder 
Ejecutivo de los Estados merecía, en efecto, toda con- 
fianza como representante de los intereses y los votos de 
cada Estado, y como ofreciendo las mejores garantías de 
instrucción y de responsabilidad, para hacer una elección 
juiciosa. 

V. Condiciones de elegibilidad para los Senada/es. — i? 
Edad. — La Constitución dice que nadie podrá ser Sena- 
dor á menos de haber llegado á la edad -de treinta años, 
de haber sido durante nueve años ciudadano de los Es- 
tados-Unidos y de ser, en el momento de la elección, ha- 
bitante del Estado elector. Como la naturaleza de estas 
altas funciones exige en el Senador más. experiencia» más 
saber, más solidez de carácter que en los representantes, 
los Senadores deben, también, tener más edad. Habría 
sido una anomalía singular el que las más altas funciones 
del Estado pudieran quedar encargadas á personas que 
en los países ilustrados y dvitizados no se consideran 
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« 

tto safados al grado de madürax oecéaaríopara gozar de 
todos los |iríialegio9 de sos denchós. 

La edad de bs Senadores seí^ó primero por la con- 
vención por una mayoría de siete Estacbs contra cuatro y 
eñ seguida por unanimidad. Nadie probablemente con- 
testará la convemencia de esta disposición; seria, pues, su- 
perfino discutir nn punto pukwaente especulativa Para 
que la prudencia reine en los Consejos, es preciso que la& 
leodones de la experiencia templen el ardor, la impetuo- 
sdad y la confianza de la juventud. Y si el saber, la s<^- 
dez del juicio y la firmeza de carácter son cualidades esen- 
ciales para d Senador, habría temeridad en pretender 
que han ll^^ado á su madurez antes de la edad de treinta 
años. 

2? Ciudadanía. — Otra de las condiciones es ser cíuda* 
daño. No se puede poner en duda la conveniencia de 
fijar ün término después de la naturalización, para ser ad- 
mitido á ejercer estas tinciones públicas. £1 Senado to- 
ma porte en todas las transacciones intemacbnales; habia, 
pues, necesidad de determinar un tiempo bastante, para 
que los Senadores* pvdieran despojarse de todas las preo- 
cupaciones y sentimientos concernientes al lugar de su 
nacimiento, antes de estar revestidos de funciones tan ele- 
vadas y tan delicadas. Además, no se puede suponer que 
un extranjero haya adquirido un conocimiento perfecto 
de las instituciones y de los intereses de su nueva patria, 
antes de haberse mezclado á su sociedad de una manera 
permanente y de haberse penetrado por el comercio de 
la vida, de los sentimientos y de los deberes de la ciuda- 
dania. Si, no obstante, ha adquirido este conocinvento de 
las instituciones y de las necesidades del país, no ha po- 



« 

:«b(id4o4avla¡ expeámcntar fUásia )éUobíd[ aie<alní;|r' kn KXMfc- 
sagracion que forma kt' ntíájseffarSDgmmtíÜSLiét su ñéeii^ 
liad y de suexaotífe^d en Ueaar los. dd^^és de'stt empleo. 
Pueden citarse, s^n- duda, honrosas ^ccfxñiones; pero 
^llas no poedea servir de regla general 

Débenos más bien itemer el debamos anastoar por el 
brillo del talento ó por un Inutriotísmo ciego^ á una con- 
fianza que podría ser traidanadad á nna coédesceiiden^ 
que debilitaría nuestra desconfianza de toda inAuenda ex- 
tranjera, desconfianza que es uoa de las prindpales co- 
lumnas de las reptiblicas. En la ooüvencion se propuso, 
primero» fijar el término de cuatro años; después fué ele- 
vado á nueve añc» por la mayoría de los Estados. £1 
Federalista se expresaba así respecto á esta cláusula: 
'' £1 plazo de nueve años es un término niedio entre la 
'< exclusión absoluta de los ciudadanos legales» ouyo mé- 
^' rito y talentos les dan derecho á la confianza pública, y 
'' su admisión predpitada que podría dar acceso á las in- 
'' fluencias extranjeras en los Gsmsejos de la Nación/' 

3? Domicüio. — La última condición para poder ser Se- 
nador, es la de habitar el Estado que'elige. Esta di^io- 
sicion no necesita comentaríos. Es evidentemente con- 
veniente que un Estado sea representado por personas 
que además del conocimiento perfecto de sus necesi- 
dades y de sus proyectos, esté ella misma interesada 
personal é inmediatamente en todas las medidas concer- 
nientes á la soberanía, á los derechos y á la infiuenda.dd 
Estado. Lo que al contrarío puede extrañarse, es que la 
Constitución no decida que el Senador que deje de habi- 
tar el Estado que lo ha elegido, deje de representar ese 
Estado en el Senado. 



ck>n no impone á los Senadores ninguna condkÜOñ^é 



£1' niérkk) y- clwknitO' tieneii fibre a^edeM^ 4 todák las 
íuflcidtlél& délX[i^effl04iad)M^ Si la elee^^ ^dM: pM^ 

jal» áe MT «hft asamblea "^siiíAg^ Buprudeftda* pw 

su Silben por m pattíotísitio y por su tnñejdble tudépeii^ 
deticiSL 

4? f^j^ftíJin» M ^MOéh* — Otfa dánsuk de esta ítíi^ 
^td $efodkm del ai^lo i ?, S3é= refiere al Pk-esideme 4ei 
Senado; " £i Vicepr^dente de Jos Estados-Unidos será 
" PniSfáeUte del Senado, pem no tendió voto sino en el 
" caso ée empate. £1 Senado elegfirá sus otros émple&dós 
''y también un Presamente pfk? témpora, en aiesencía del 
" V^predkknte, 6 cuando ^ste se halle ejerciendo las 
'' ámdones ét Presidente <le los Estados-Unidos. 

Sé i^ropudo piíimero autbt^iíar ^ Senado para elegir su 
Presante, y asiitoteibia ^optado la convención; pero ^ 
mkmo tiempo se autorisabaal Presidente del Senado para 
Uenar \a& funciones de Presidente de los Estados-Unidos 
en loÉi casos de ausencia, muerte <S renuncia de este úteimo. 
Más tarde, habiendo pensado la convención que era útfl 
nombmr un Vícepresidentíe de los Estados-Unidos, el pro*- 
yecto <te dat^ la 'Pi»esidencia del Senado fué generalmen- 
te aprobado. 

Tf^aiaremos más^dehiite de la utiBdbddeun Vicepre- 
sidentxsi euando e^taminenos lás disposiciones de la Cons^ 
tkndtiA oóiT resp(H3írO al p<]^d6r E^cutíVo. Pero debemos 
desde ^áiíÉira pusir ^ revista Ids mothr^s que indinaron 
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á tdombirar 2^ VicepredidetHe^df» la iUoioa Ikíteídaite. dd 
Senado. • ^í '-:'-•;-':,■ 

No es ima cosa nueva nombrar para Presvü^ite de una 
asamblea, alguna persona que no forme parte de eUa. 
,£h la Cámara dq Jos Lores^ en Inglati^ra, Ja presiden- 
da pert^ií^^ al Lord Canciller ó gjimidarsdyb?» 6 á 
otro noiBbrado. por comisión e^píemal/ddi Réy:.si na- 
die es nombrado, la Cámaira de his Lores tíeisif^ el de- 
recho de elegir su Presidente. Nía es necesario ^ue. la 
persona elegida por el Rey sea Par del Reino» ni aun 
mi^xnbro del Parlamento^ Nuoca Id;s oombratnientos he- 
chos por el Rey <li^on lugar á qui^jig ; nunca €^ la pcác* 
tica resi^ltaron inconveúiet^tes ú opre^ioxt Al contrario» 
este sistema tuvo para el; funcionario, y para la Cámara la 
ventaja de aume;ntar en él uim digjiidad y consideradon, 
y de asegurar á la otra el apoj'o de la habilidad y de los 
grandes talentos. Esta últinxa consideración sola* parece 
haber decidlo á la Convendoú* £1 Vieepreaídmte» sieinlo 
elegido él mismo por los Eatados» debia ipan^er en cuanto 
á la edad, al carácter y á la impo]:ltenda» perfectamente 
digno de presidir las deliberaciones del Senado en cuyo 
seno todos los Estados se hallan representados^ Debía 
presumirse que, Uenaria^us funciones con in^)arcialtdad ; 
se debia pencar también que el ejercido de un cargo tan 
elevado» no solamente pqndria al público en estado de 
apreciar su carácteri sino que datia al Presidente la oca- 
sión y los medios de justificar la confianza de sus condu- 
<^^no3. No se podia f^dar qui^ u^ dudadano juj^do 
digno 4e presentarse eonao candida, á la prosidenda 
ido la Uniop, no^fuese un hjiaiidíjfeídiat^^ yir- 

t^d^,priy^d^ffK5r «wp conodhiifci^fcos y;p€tr sWfSerwdos. 
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Se podia, pues, con confíanza, confiar á su arbitrio todas 
las cuestiones en que el Senado estuviese dividido, y darle 
un sufragio para estos casos solamente. 

Otra razón en favor de esle nombramiento se ñmdó 
en la susce{^bilidad de los atados y en la igualdad de 
su repMresentacion en el seno- del Senado. Si el Presiden- 
te del Senado debiera elegirse entre sus miembros, ei 
Estado ep cuyo representante recayera la elección, ten- 
dría entonces una inñuencía, ya mayor, ya menor, de la 
que debe tener. Si el Presidente no tuviese voz delibe- 
rativa sino en los casos de empate, el Estado perdería un 
voto; si al contrarío, tenia un voto y una voz preponde* 
raüte, el Estado poseería en él un doble sufragio. La al- 
ternativa presenta* pues, dificultades graves con respecto 
al Estado. Por otra parte, s¡ se rehusa el voto preponde- 
rante en todos los casos, el interés público sufriría en 
caso de empale, se verían surgir peligrosas contestacio- 
nes y formarse intrigas, y resultaría una extrema agita- 
cioQ de ese estado de cosas. Los Estados pequeños po^ 
dríao suponer que sus intereses no .estaban ni bien ga* 
rantidos ni bien defendidos; un Presidente tomado fuera 
éd Senado es el juez más impancial para decidir, porque 
no representa un Estado en pasticular, sino la universi- 
dad de ellos. Estos motivos parecen haber sido, decisivos» 
para la convención y satisfactorios para el pueblo. Como 
el Senado tiene el derecho de reglamentar su propia mar- 
cha, el Presidente no podrá abusar de su autoridad; si 
hay algún peligro que temer, es más bien ver el poder 
del Presidente tácitamente debilitado ó abiertamente re* 
sistido, de manera á no ser mas que un vano título sin 
influencia y sin acción. 

CONST. — 23. 
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No se ha puesto nunca en duda la conveniencia de 
confiar al Senado la elección de sus otros empleados, y 
especialmente la del Presidente temporario, destinado á 
reemplazar al Vicepresidente, en el caso de que este úl- 
timo se ausentara ó fuese llamado á llenar las funciones 
de Presidente de la Union. Es tan necesario al bien pú- 
blico que reine la confianza entre el Senado y sus oficia- 
les para garantir el cumplimiento fiel de sus diíerentes 
funciones, que esta medida obtuvo un asentimiento uná- 
nime. Es de uso general que el Vicepresidente deje la 
silla senatorial algún tiempo antes del fin de cada sesión, 
para que tenga lugar el Senado de nombrar al Presidente 
temporario que deba entrar inmediatamente en funciones, 
si en el intervalo fuese llamado el Vicepresidente á la 
presidencia de la Union. Este uso está fundado en la pru- 
dencia y los principios de una buena política, disponiendo 
en el presente, para las exigencias que se podrán presen- 
tar más tarde, y poniendo asi esta elección al abrigo de 
las influencias ó de las intrigas que podrian emplearse en 
el tiempo del receso. Si es útil proveer durante la paz á 
los tiempos de guerra, no lo es menos tomar en una épo- 
ca de grande tranquilidad las disposiciones convenientes 
para los tiempos de agitación política, que podrian per- 
turbar la armonía general. 



CAPITULO X 

DEL JUICIO político z 



Garantías que debe presei\tar un tribunal político.— El Senado las 
ofrece más que ninguna otra corporación. ^Del caso en que el 
Presidente de los Estados-Unidos es acusado.— Qué mayoría 
puede pronunciar la coTvdenaolon.~Nix\gtuia tramitación se ]:\a 
í&jado. — El ^nado pronuncia la destitución, y para el castigo 
del crin\en pasa la causa á los tribunales ordinarios.— Moti- 
vos justificativos de esta división.— Solo los fünoioi\ario8 civiles 
están sometidos al juicio político.— Qué crímenes pueden ser 
motivo de acusación. 

La cláusula siguiente de la sección III del artículo i®, 
concierne á las acusacioneá; dice: "El Senado tendrá el de-' 
" recho exclusivo de juzgar sobre todas las acusaciones de 
" los funcionarios públicos. Cuando se reúna para este ob- 
" jeto, se prestará juramento ó afirmación. Cuando se juz- 
" gue al Presidente de los Estados-Unidos, presidirá el je- 
" fe del poder judicial, y nadie podrá ser declarado convicto 



I Y\ j'mao j>o¡i/ico no implica solamente la idea de delito político, 
porque se puede aplicar igualmente á delitos no políticos, con tal que 
sean cometidos en el ejercicio de funciones oficiales. Un juez, por 
ejemplo, puede ser sometido á juicio pólítko por connpcion. 



♦ 
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" sino concurriendo las dos terceras partes de votos de 
** los miembros presentes. " 

Las cualidades más importantes que se deben buscar en 
la formación del tribunal para el juicio político, son la im- 
parcialidad, la integridad, el saber y la independencia. Si 
una de estas cualidades llegase á faltar, el juicio^ será ra- 
dicalmente malo. Para asegurarse de la imparcialidad, el 
tribunal debe estar, hasta cierto punto, aislado del poder 
y de las pasiones populares, de la influencia de las preo- 
cupaciones locales ó de la influencia, mucho más peligro- 
sa aún, del espíritu de partido. Para garantir* su integri- 
dad, debe estar profundamente penetrado del sentimiento 
de sus deberes y de su responsabilidad, ante la posteridad 
y ante Dios. ¿No reúne el Senado estas cualidades? ¿No 
las reúne, sobre todo, en un grado más altft que cual- 
quiera otro tribunal que pudiera crearse ? Estas cuestio- 
nes de alta importancia, han sido renovadas varias veces ; 
fueron discutidas en la convención y en las asambleas de 
los Estados, y examinadas en diversas épocas por los ju- 
risconsultos y los hombres de Estado. Hay pocas dispo- 
siciones de la Constitución que hayan sido atacadas con 
má§ vigor y defendidas con más habilidad. 

Estf^ shunto presenta por sí mismo grandes dificultades 
en un gobierno puramente electivo ; esta jurisdicción de- 
te ser ejercida para ofensas cometidas por hombres pú- 
blicos en violación de sus deberes públicos, y estos debe- 
res, en la mayor parte de los casos, serán políticos! Y aun 
¿n los otros casos en que este derecho de acusación se 
practique, se tratará de funcionarios altamente caracteri- 
zados, y de delitos que no pudiendo ser alcanzados por 
ningún otro medio, quedarian sin castigo. A decir ver- 
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dad, este derecho participa del carácter político, pues- 
to que se refiere á ofensas contra la sociedad en el or- 
den político. En esta circunstancia, es necesario poner- 
se en guardia contra el espíritu de feccion, contra la into- 
lerancia de los partidos ó el impulso de los movimientos 
populares. Los procesos dejarán rara vez de agitar las 
pasiones y de dividir el pueblo en dos campos, favorable 
ú hostil al acusado. La prensa, también, con su vigilancia 
sin consideraciones, se dividirá en dos partidos para do- 
minar ó influir en la opinión pública, y siempre debe- 
rá temerse que la decisión esté más de acuerdo con la 
fuerza comparativa de los dos bandos, que con las prue- 
bas de culpabilidad ó de inocencia del acusado. 

Por otra parte, no se puede tampoco eximir de toda 
vigilancia una función tan delicada, tan importante y que 
á tan alto grado interesa á la existencia política y á la 
reputación de los hombres comprometido^ en la admi- 
nistración de los negocios públicos. Este poder no de- 
be ser, ni bastante represivo, ni bastante amenazador 
para alejar de las funciones públicas á los hombres de 
Estado concienzudos y modestos, ni bastante débil ó pe- 
rezoso, para dejar á los delincuentes en la indiferencia 
ó en la más completa seguridad. Grande es la dificultad 
para encontrar el justo medio en un Gobierno cuyas ba- 
ses descansan sobre elecciones periódicas, si se conside- 
ra, sobre todo, que los ambiciosos y los intrigantes no de- 
jarán de hacer de las acusaciones violentas contra los fun- 
cionarios, un medio para tomar su lugar. La convención 
apreció bien la dificultad de organizar un tribunal que 
presentase todas las garantías deseables, y al fin, se de- 
cidió á investir al Senado con estas altas funciones. Pro- 
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cediendo así, la convención tenia á la vista el modelo 
de las mejores constituciones, y hasta cierto punto» el 
ejemplo mismo de la Gran Bretaña. Los opositores más 
ardientes contra aquella medida, no pueden pretender 
que fuese una experiencia nueva é imprudente, y por 
otra parte, los partidarios más decididos no pueden sos- 
tener que esté al abrigo de toda crítica plausible. ' 

Nuestra opinión sobre esta grave materia, es que con 
mucha sabiduría se ha investido al Senado con esa juris- 
dicción. Un sabio comentador ha dicho, también, que de 
todas las partes del Gobierno, el Senado era el que pre- 
sentaba más garantías para el ejercicio de estas elevadas 
funciones judiciales. Como los acusadores, los Senadores 
son también representantes del pueblo ; pero lo son en 
grado más lejano y por un mandata de más larga dura- 
ción. Son, pues, más independientes del pueblo, y como 
se les ha elegido sabiendo que podrán ser llamados á lle- 
nar estas altas funciones, sus comitentes tienen en ellos 
la confianza de que llenarán -con sinceridad*y fielmente 
un deber tan solemne. No pudiendo nunca ser acusado- 

^■^— ^^^— ■ ■ ■ ■ » ■ I ^ ■ ■ M ll»MI ■!■■ ■■■■ .>■ .■! ■■ ■■ ■■ »^«..^ll ■!■ I I- II — »^^»^— ^ 

I Jeíferson reprobaba la institución de un alto tribunal para el ju^ 
do de los crímenes políticos, y explicaba sus temores á este respecto, 
en una carta á Madison, fecha 17 de Febrero de 1798. 

' * Yo no veo en este modo de proceder por {vnpeachmtnt) acusación^ 
*'sino el arma más formidable que pueda ponerse en las manos de 
"una feccion dominante. Seria el más seguro instrumento para des- 
'* embarazarse de todo hombre que contrariase sus miras. Los trí- 
**bunales ordinarios me parecen bastantes para todo lo necesario al 
'* castigo de los culpables, y la historia nos muestra que el impeach- 
^'ment (juicio político), ha sido más bien el arma de las pasiones, 
**queel instrumento de la justicia." ( Estrait des Memoires cU Jefitr- 
''son, publiés para Conseil)." 
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res, no deben dejarse IleVar por ks animosidades de 
partído, por las preocupaciones contra los individuos; mo- 
tivos que solos pueden á veces dictar el acta de acusación 
de parte de loa representantes. Los Senadores, habitua- 
dos á considerar el conjunto de las grandes relaciones polí- 
ticas del país, son por esto mismo los más ¡aptos para 
£allar sobre las acusaciones que se refieren á las transac- 
ciones con el exterior y á los intereses políticos del interior. 
Y aun cuando no podamos decir que el Senado forme, 
como la Cámara de los Lores en Inglaterra, un cuerpo 
enteramente libre de la influencia de las pasiones del 
pueblo y aun separado de sus intereses, no vemos ningu- 
na otra fmccion del Gobierno que presente' más garan- 
tías de imparcialidad y de independencia. 

La misma cláusula de lá Constitución ordena, todavía, 
que en los juicios políticos los Senadores presten jura- 
mento ó afirmación. Esta disposición, como impone á los 
Senadores investidos de funciones judiciales, la misma 
condición aplicable á los jueces y á los jurados en los de- 
más tribunales, será ciertamente aplaudida por todas las 
personas que piensan que las funciones más elevadas, los 
derechos y los deberes más importantes, deben estar ro- 
deados de tantas garantías como los de un orden inferior. 
Seria, en efecto, una anomalía monstruosa, que pudieran 
ser acusados de crímenes capitales y aun condenados los 
grandes funcionarios, sin que se hubiera tomado ninguna 
medida contra el efecto de las pasiones vengativas de los 
jueces, mientras que el individuo, en la posición social 
más humilde, tiene derecho á exigir de sus Pares y de 
sus jueces un juramento de fidelidad á la ley. En Ingla- 
terra, sin embargo, en materia de juicio político (im- 
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'feachment)y la Cámara de los Lores tío está sujeta á es- 
te juramento; dfetínoíon inexplicable, pues que en aquel 
pafe, los jurados en todos los asuntos civiles y criminales, 
' están obligados á prestar juramento. ¿ Hay, pues, en el 
honor de un/¿ír alguna cosa que lo eleve sobre el honor 
de un hombre ordinario? La art^rtialía es más evidente, 
por la circunstancia de que un Par no puede dar testimo- 
nio como testigo, sin haber previamente prestado ju- 
ramentO) pues entonces ya no basta á su honor solamen- 
te, i Por qué razón las obligaciones de un juez han de ser 
menos solemnes que las de un testigo? Es este, es pre- 
ciso reconocerlo, un privilegio acordado al poder en los 
tiempos bárbaros, y más bien, fundado en la soberanía 
feudal,* que en la justicia y los principios todos del de- 
recho. 

Es preciso observar que en la Constitución y en las 
leyes en general > la palabra afirmación: está siempre co- 
locada al lado de la A^ juramento. Esta doble apelación 
tíene -por objeto no excluir de ninguna función los miem- 
bros de las ^ctas religiosas que condenan el uso del jura- 
mento. ' 

La misma cláusula ordena, previendo el csyso en qué el 
• Presidente de los Estados-Unidos fuese acusado, que el 
■Senado será, en esta circunstancia, presidido por el jefe del 
•poder judicial. Esta disposición, llena de sabiduría, tiene 
por objeto impedir al Vicepresidente, en quien se podría fá- 
cilmente suponer el deseo de reemplazar al Presidente de 
la Union, que concurra á la condenación de este magis- 
trado. En este caso, el jete del poder judicial federal, ha 
parecido el más digno de la delicada misión d^ presidir 
^1 Senado. Su imparcialidad y su independencia no pue- 
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den ser puestas en duda. La elevación de su rango es una 
fuerte garantía de que llenará dignamente esta misión. 

Aquella dáusula acaba decidiendo que ningún acusado 
puede ser declarado culpable, sino por una mayoria de 
dos terceras partes de los miembros presentes. También 
entre todas las objeciones hechas contra la níayor parte 
de las disposiciones de la Constitución, no se ve ninguna 
que se refiera al número fijado para la condenación, y sin 
embargo, se habría podido pretender que aquella dispo- 
sición estaba poco de acuerdo con las teorías sobre la ma- 
teria. Por ejemplo, se habría podido decir con alguna 
apariencia de razón, que se olvidaban los principios ge- 
neralmente admitidos en los tribunales en que la simple 
mayoría hace decisión, y en las asambleas legislativas en 
que la misma regla se ha adoptado. Se habria podido • 
agregar que el número de dos terceras .partes, hará casi 
ilusorio el derecho de acusación. En fin, que en la Cáma- 
ra de los Lores, la absolución ó la condenación se pro- 
nuncia por una simple mayoría. 

Ningún documento auténtico indica sobre qué bases es- 
tá fundada esta disposición de las dos terceras partes. Sola- 
mente por conjetura se puede pensar que el verdadero mo- 
tivo filé asegurar la imparcialidad del juicio é impedir que 
los funcionarios acusados, fyesen sacrificados al primer re- 
sentimiento popular ó al predominio de un partido. En In- 
glaterra, la Cámara de los Lores, por su organización y su 
independencia hereditaria, ofirece pna barrera suficiente 
contra la opresión ó la injusticia. A este respecto M. Blacks- 
tone hace observar que, "la nobleza no tiene ni los mis- 
" mos intereses, ni las mismas pasiones que las asam- 
** bleas del pueblo," y que por consecuencia, es, más cbn- 

CONST.— 24. 
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veniente que la nobleza juzgue, á fin de que quede g?i- 
rantida la imparcialidad de la justicia al acusado, que el 
pueblo sea el acusador, para que la justicia sea también 
garantida al Estado. Según la teoría de nuestra G^nstitu- 
cion, el Senado está fundada sobre una base más popular; 
se debia, pues, tratar dt impedir que la simple mayoría de 
los Estados pudiera destituir ó derrocar funcionarios pú- 
blicos de mérito. Si la simple mayoría bastase para conde- 
nar, podría suceder que, en tiempo de conmociones popu- 
lares, la influencia de la Cámara de representantes fuese 
irresistible. El único freno de resultado práctico, era, pues, 
exigir el asentimiento de las dos terceras partes de los 
miembros del Senado ; esta fuerte mayoría, indica una 
gran conformidad de opiniones y de intereses, y no pue- 
de uniformarse sino en los casos en que el crímen es 
evidente, ó á Jo menos la inocencia apenas presumible. 
No se puede, pues, reprobar la exigencia de la Constitu- 
ción, desde que, en el derecho común, no solamente la 
inocencia se presume hasta que haya plena prueba de la 
falta, sino que es indispensable para condenar, la unani- 
midad del jurado. En los juicios políticos se ha tomado 
un término medio entre la unanimidad y la simple mayo- 
ría. Si la culpa de un funcionarío no puede, ser establecida 
por la opinión de las dos terceras partes de los miembros 
de una asamblea distinguida por sus talentos y su saber, 
que posee las simpatías del pueblo y representa á los 
Estados, sobre todo, después de una escrupulosa investi- 
gación de los hechos, es necesarío convenir en que, las 
pruebas son demasiado débiles para producir una conde- 
nación. Es mejor, según las más simples nociones de la 
justicia, dejar escapar á un culpable que castigar un ino- 
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cente ; quien, por otra parte, podría ser víctima de la in- 
justicia popular ó del odio de los partidos. 

Se debe observar que, cuando el Senado se constituye 
en Tribunal de justicia, no está obligado á observar las 
formalidades rigurosas de los tribunales ordinarios, puede 
tramitar todo el tiempo que juzgiie útil para llegar al des- 
cubrimiento de la verdad. Ninguna forma especial ha sido 
prescrita para la acta de acusación ; basta que sea clara 
y precisa. Aun pueden agregarse nuevas causas en todo 
curso de causa, á lo menos mientras el acusado no haya 
establecido sus medios de defensa. La Constitución no 
determina tampoco cuál es el número de Senadores ne- 
cesario para componer el tribunal supremo; las delibera- 
ciones de este tribunal, tanto sobre las cuestiones inciden- 
tes como sobre la cuestión principal, son secretas, pero la 
sentencia se pronuncia públicamente. 

La cláusula siguiente de aquella sección, establece que, 
" la sentencia en casos de acusación á funcionarios públi- 
*' eos, no excederá de la privación del empleo, ó inhabili- 
" tacion para obtener y gozar ningún otro cargo honbrí- 
" fico de responsabilidad ó productivo en los Estados-Uni- 
" dos; pero la parte convicta quedará sin embargo sujeta 
"á ser acusada, juzgada, sentenciada y castigada ^segun 
" la ley." 

En caso de resultar condenación con respecto á la acu- 
sación, doá partidos se presentaban : se podia dar al tri- 
bunal el derecho de pronunciar un castigo completo, es 
decir, independientemente de la destitución del funciona- 
rio, aplicarle los castigos pronunciados por la ley común 
del país, para los casos semejantes, sometidos á los tribu- 
nales ordinarios, ó bien, limitar la sentencia á solo la des- 
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titucion é incapacidad* del acusado. Si se adoptaba el pri- 
mer partido, es evidente que, en caso de absolver al acu- 
sado, no podia éste.ser sometido de nuevo ajuicio ante los 
tribunales ordinarios, y que la sentencia del Senado im- 
pedia toda nueva tramitación sobre este mismo asunto ; 
porque es un principióle justicia absoluta que, un indivi- 
duo no puede dos veces ser puesto en peligro de la vida 
ó de la libertad por el mismo delito. Pero, si el Senado 
pronunciaba solamente la destitución, era una cosa indis- 
pensable que la Constitución mandase expresamente ^al 
acusado ante los tribunales ordinarios, para sentenciarlo 
allí á las penas aplicables á los delicuentes no funciona- 
rios. De otra manera, en efecto, se habría dudado con ra- 
zón si en presencia de la gran máxima de justicia que 
hemos recordado antes, se podia intentar otro proceso so- 
bre la misma acción, ya fuera después de una sentencia ó 
después de una absolución. Entonces, si se hubiera deci- 
dido que era imposible toda persecución ulterior, habría 
sucedido que, los criminales públicos menos excusables, 
escapasen á los castigos reales de la ley, por crímenes 
que en otros ciudadanos traerían la pena capital. 

La Constitución, habiendo limitado la condena en la 
acusación pública ante el Senado, á la destitución solamen- 
te dtí funcionario, y á la pérdida de su capacidad para ocu- 
par un empleo, ha enviado sabiamente al acusado ante los 
tribunales ordinarios, para recibir el castigo de su crimen. 
De este modo, la traición que nuestras leyes castigan con 
la pena capital, recibirá el castigo que le corresponde; la 
corrupción en los altos funcionarios será tratada, por su 
vergonzoso tráfico, con la misma inexorable severidad que 
en los más humildes criminales. 
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En Inglaterra, el juicio político no se limita solo á la 
destitución, sino que designa la pena que la ley aplica al 
delito. La Cámara de los Lores puede, en los casos de 
condena, imponer la pena capital, el destierro perpetuo, 
la confiscación de bienes ó la prisión, al mismo tiempo que 
la destitucion,*segun la gravedad de la ofensa. 

Como las faltas que se propone reprimir el juicio polí- 
tico, son de una naturaleza política, era natural también 
suponer que, serian frecuentemente exageradas por el es- 
píritu de partido, que las tramitaciones serian á menudo 
dictadas por resentimiento de las facciones, lo mismo que 
si lo fueran por el sentimiento del bien público. Se debia 
temer que, en el caso de condena, el castigo no fuese 
proporcionado á la ofensa, y sin embargo, la naturaleza 
de estas ofensas hacia imposible establecer ninguna escala 
de proporción, en que se pudiera determinar con exactitud 
la gravedad de la falta y la extensión del castigo ; se de- 
bia, pues, á este respecto, dejar al Senado la mayor lati- 
tud No obstante, si toda tentativa era inútil en cuanto á 
graduar los delitos y las penas, por otra parte, entregarse 
á la discreción absoluta del alto tribunal, no era sin peli- 
gros. Para evitar este doble inconveniente, la convención 
pensó que valia más limitar el poder del Senado al solo 
derecho de pronunciar la destitución del acusado, y la pér- 
dida de su capacidad política, quitándole así toda tentación 
de sacrificar á los odios políticos ó á las exigencias popu- 
lares funcionarios inocentes. La historia nos muestra la 
injusticia con que frecuentemente se ha ejercido este dere- 
cho de acusación política, y su enseñanza está á veces tra- 
zada con caracteres sangrientos. Lord Strafiford en tiempo 
de Carlos I, y Lord Staflford, ambos acusados ante el Par- 



146 COMENTARIO ABREVIADO 

lamento, fueron condenados á la pena capital, y consi- 
derados como víctimas sacrificadas á las facciones, más 
bien que como culpables. 

Era un acto de sabiduría, de sana política y aun de jus- 
ticia, establecer la diferencia entre lo que era político y 
lo que era puramente civil ; atribuir lo uno ál poder polí- 
tico del Gobierno, y para lo otro, consignarlo al poder judi- 
cial ordinario; confiar al Senado el juicio y la condenación 
política, y al jurado el juicio y la condenación civil. Se po- 
dría preguntar, cuál es la utilidad de esta división, pues 
que un tribunal civil podia pronunciar la condena, ¿por qué 
no pronunciariaral mismo tiempo la destitución como una 
parte de su sentencia? Hemos respondido ya en parte, 

demostrando el inconveniente de dar á los tribunales or- 

I* 

dinarios funciones políticas. Pero además, nunca en la 
marcha ordinaria de la administración de la justicia crimi- 
nal, puede un tribunal pronunciar una destitución ; y sí 
esto sucede algunas veces, es como una consecuencia de 
la sentencia y no como una parte de ella. Se puede toda- 
vía agregar que el ejercicio de este poder, seria dificilísimo 
para un tribunal. 

¿Qué embarazo, por ejemplo. cu?indo se tratara de des- 
tituir á un funcionario por sus excesos políticos ó su mal- 
versación, delitos que admiten tantos grados, desde la 
falta más débil hasta la corrupción más profunda? ¿Po- 
dría por su sola voluntad un tribunal ordinario destituir 
de su empleo á un Presidente de los Estados-Unidos 
por delitos políticos? Un cuerpo político como el Senado, 
superior por su conocimiento de los deberes de los fun- 
cionarios, ¿ no será el mejor juez de la utilidad para el país, 
deja condenación, en cada caso dado? Además, la se- 
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paracion del poder de destituir, del de nombrar los fun- 
cionarios, haría nacer grandes dificultades, que debe tra- 
tarse de evitar, tanto cuanto sea posible en materias de 
gobierno. 

Para completar este examen de las disposiciones rela- 
tivas á estas acusaciones políticas, debemos también exa- 
minar qué personas pueden ser así acusadas y por qué 
delito. Por una singular inadvertencia, la Constitución ha 
separado estas últit.ias disposiciones que, sin embargo, se 
ligan estrechamente á las que acabamos de explicar, y 
las ha colocado bajo el título de la organización de los 
derechos y de los deberes del poder Ejecutivo (art. 2? 
sección XIV). A fin de evitar toda repetición, abando- 
naremos un instante el método seguido hasta ahora, y 
las examinaremos aquí. 

La sección IV del art. 2? está concebida así: "El Pre- 
*' sidente, Vicepresidente y todos los empleados civiles 
** de los Estados-Unidos, serán separados de sus empleos, 
" cuando sean acusados y convencidos de traición, cohe- 
" cho ú otros graves crímenes y delitos. " 

Resulta de esta disposición que, las acusaciones polí- 
ticas no pueden tener lugar sino contra los funcionarios 
civiles de los Estados-Unidos, comprendidos el Presiden- 
te y el Vicepresidente. Esto difiere completamente de lo 
que pasa con la Gran Bretaña. En aquel reino todo sub- 
dito inglés, sea del rango qué fuere, puede ser acusado 
ante los Pares. Parece que la limitación de este dere- 
cho á los funcionarios solamente, fué peculiar á los go- 
biernos republicanos. En estos gobiernos, en efecto, to- 
dos los ciudadanos son iguales y tienen todos ^derecho á 
la misma garantía del juicio por jurados, para todos I04 
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crímenes ó delitos, siempre que éstos no tengan un ca^ 
rácter público. Someterlos al juicio político seria no so- 
lamente un acto de opresión, sino que pondría en pe- 
ligro su libertad y su vida, exponiéndolos, en el ejer- 
cicio de sus derechos y de sus privilegios políticos, á 
persecuciones contrarias al espírítu de sus leyes. Si los 
amerícanos son tan partidaríos del juicio por jurados en 
los asuntos civiles, es porque aprecian, sobre todo en los 
procesos crímínales, su valor como una garantía contra las 
violencias de las facciones. Allí solamente es donde el acu- 
sado encuentra en la simpatía, en la imparcialidad y en la 
probidad de sus conciudadanos reunidos para juzgarle, la 
confianza que puede sostenerle y alentarle. No es lo mis- 
mo aquel que ha aceptado funciones púUicas, porque 
voluntariamente se ha sometido á todas las consecuen- 
cias que de ellas resultan. Si una acusación política se 
formula contra su conducta en el ejercicio de sus funcio- 
nes, no puede quejarse, porque se ha colocado él mismo 
en la categoría de los que están sujetos á esos procedi- 
mientos. Así es que, al decidir que las condenaciones 
que recayesen sobre esas acusaciones, debían limitarse á 
la destitución y á la privación del derecho de desempe- 
ñar un empleo, resultaba naturalmente que tales procesos 
no podían intentarse sino contra funcionarios. 

La cuestión que se presenta en seguida es la de saber 
lo que la Constitución entiende por funcionarios civiles. 
A este respecto, es diflcü dar una respuesta perentoria: la 
pate^t^ civil tiene acepciones variadísimas. A menudo se 
le opone á bárbaro, sahaje; otras veces á criminal, ó bien 
i, militar y á edesidsticOy á natural ó extranjero. La Cons- 
tiíkicion parece servirse de eUa como lo opuesto á mili- 
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taty para distinguir los derechos y los deberes que con- 
derneh á los ciudadanos en generaí, de aquellos que son 
relativos á las personas comprometidas en el servicio del 
Gobierno en mar ó en tierra. 

Todos los funcionarios que reciben su nombramiento 
del Gobierno federal, sea que llenen funciones judicialeá 
6 ejecutivas, lo mismo las más altas que las más humil- 
des, son, pues, exceptuando los militares de tierra <5 de 
mzx , funcionarios civiles^ en el sentido de la Constitución, 
y como tales, sometidos á las acusaciones políticas. La ra- 
zón que ha hecho exceptuar á los militares es que, ellos es- 
tán sometidos á un código especial, á las leyes, á los regla- 
mentos y á los usos de la guerra. La naturaleza de los de- 
beres militares, su eficacia y la disciplina, exigen esa juris- 
dicción rápida y excepcional. No solamente la prontitud de 
sus operaciones esí más conforme á las ideas de los mili- 
tares, sino que sü honor y su reputación están mejor ga- 
rantidos en manos de sus hermanos de armas, que entre 
los jueces civiles. Además, el Senado tendría escasamen- 
te los conocimientos y la experiencia necesaria para re- 
solver sobre los actos de los militares, y como estos ac- 
tos deben ser apreciadps según los usos, las costumbres 
y la disciplina, la Constitución ha procedido sabiamente, 
dejando este examen á los tribunales marciales. 

Tenemos ahora que examinar los delitos que pueden 
ser materia de juicios políticos. Son, según la Constitu- 
ción, '' la traición, la corrupción, los otros grandes críme- 
" nes y delitos. " ' La Constitución define la traición. En 
cuanto á la corrupción, es necesario buscar su definición 
en la ley común; ésta, como base de nuestra jurispruden- 
cia, es lá única que puede determinar la naturaleza y 

CONST.— as- 
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los límites del crimen. La únioa dificultad real es, la de 
precisar qué es lo (jue debe entenderse por lo^ otros 
grandes crímenes y delitos. No han sido definidos ni 
por la Constitución ni por estatuto alguno de los Es- 
tados-Unidos. ¿Qué decisión tomar? ¿El silencio de 
la ley deberá ser interpretado en favor-de los acusados, 
hasta que se haya definido lo que debe entenderse por 
estos términos de la Constitución? Entonces, como se ha 
hecho observar con razón, el derecho de acusación seria 
ilusorio, exceptuando los dos casos previstos de traición 
y de corrupción; y el funcionario escapa al castigo, cual- 
quiera que sea la gravedad de su corrupción ó de su cri- 
men. Y observemos que si se trata de un crimen puni- 
ble según los estatutos de los Estados-Unidos, puede ser 
materia de una acusación política, porque la que la ley 
somete á este procedimiento especial, no son todas las 
especies de delitos, sino que debe ser un gran crimen ó 
un gran delito. 

Además, hay delitos que las Jeyes de los Estados cas- 
tigan solamente cuando han sido cometidos en ciertas 
localidades, ó en ciertas jurisdicciones, como por ejem- 
plo, en alta mar, en los fuertes, en los arsenales cedidos 
á los Estados-Unidos. Ahora, si estos delitos han sido 
cometidos en circunstancias diferentes, en otros lugares 
no mencionados por los estatutos, ¿estarán sujetos á las 
acusaciones políticas ? 

El Congreso adoptó sin vacilar la conclusión de que, 
no es necesario un estatuto previo para autorizar la acusa- 
ción, en razón de las prevaricaciones de un funcionario. 
Las reglas, en cuanto al procedimiento y á las pruebas, lo 
mismo que á los principios de la» decisión, están basadas 



en las /dpc;trina3 recoppqidas del derecho coraun y en los 
lísos-del j?arlamento. , En el pequeño pqmero de ejemplos 
de í^^íqíos. políticos que hemos tenido hasta hoy, no se 
encuentra uno solo fi^ndado sobre los delkos previstos por 
los estatutos. Según esto, debemos adoptar la doctrina del 
alto tribunal de acusación» según la cuaK aun cuando la ley 
común no pueda fundar una jurisdicción, que no ha sido 
establecida por la- Constitución ó las leyes, esta jurisdic- 
ción, una vez creada, debe ejercerse conforme á las reglas 
del derecho común ; y que para decidir lo que deba con- 
siderarse como grandes crímenes y delitos, es necesario 
referirse á la ancha base de la jurisprudencia ameri(;an^ 
Como la Constitución declara que las sentencias, en caso 
de acusación, no tendrán otro efecto que el de privar al 
acusado del empleo que ocupa, declararle incapaz de po- 
seer ningún empleo de honor, de confianza ó de provecho 
en los Estados-Unidos; y en otro artículo, que el Presi- 
dente y Vicepresidente y demás funcionarios civiles, de- 
berán ser depuestos de sus empleos si á consecuencia de 
una acusación fuesen convictos de traición, de corrupción 
ó de otros grandes crímenes ó delitos, parece que, en caso 
de prueba debe ttoncluirse, que el Senado debe pronunciar 
siempre la destitución, aun cuando quede dueño de pro- 
nunciar, si lo juzga conveniente, la incapacidad de ejercer 
todo empleo civil. Si la Constitución ordena la destitución, 
es que supone al acusado todavía en ejercicio de sus fun- 
dones, cuando se hace la acusación. Siendo de otra ma- 
nera, el delito deberá ser juzgado y castigado por los tri- 
bunales ordinarios. Esto se justifica observando, que seria 
ejercer una autoridad ilusoria la de juzgar á un culpable 
por un crimen susceptible del juicio político, cuando d 
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principal objeto de la ley no es yá necesario, ni tampoco 
puede ser alcanzado; y aun cuando pueda dédarárse k 
incapacidad de ejercer empleos públicóá, las formas dte lá 
Constitución dejan en duda el que esta privación pueda 
prortunciarseTsola, sin ser acompañada de la destitución. 
Hay, en fin,, todavía, esta observación importante que ha- 
cer, y es que el procedimiento en estas acusaciones, es de 
una naturaleza política ; que no ha sido imaginado para 
castigar al culpable, sino para garantir la sociedad contra 
los graves delitos de los funcionarios ; que no afecta ni la 
persona ni los bienes- del culpable, sino su capacidad po- 
lítica solamente. 



"T^ 



CAPITULO XI 



COHPABAGION DSI. JUICIO POUTICO EN t.OS ESTAD09.UNID08 

T KN LOS OTBOS PAÍSES DE EUROPA. 



D9I Juicio político eiv Fraivcia, ezi Inglaterra y ei\ loa Bstados-Ui\i- 
dos. — Etv Axx\érica el Juez Político no se ocupa 8ir\o de los fui^- 
cioi\arlos públicos. —Proivux\cla destituciox\es más biei\ que pe- 
nas.— £1 Juicio político, nxedio habitual del Gobierno.— Bl Juicio 
politicor tal cual se entiende en los Kstados-Uitidos, es, á pesar 
de su suavidad, una arir^a muy poderosa eit manos de la ma- 
yoría. 

Después de haber dicho en el capítulo precedente, en 
lo que consiste el juicio político en los Estados-Unidos, 
cu^es son los funcionarios que pueden juzgarse así, y por 
qué género de delitos, hemos creido que seria útil com- 
parar esta institución con lo que encontramos análogo en 
Europa. Tomaremos este cuadro de l?i obra de M. de 
Tocqueville. * 

La Inglaterra, la Francia, dice M. de Tocqueville ' han 
introducido el juicio político, en sus leyes : es curioso exa- 
minar el partido que estos tres grandes pueblos han sa- 

1 Este capítulo esi agnegado i los comentarios de Story. 

2 De la Democratie en Amérique, tom. i, pág 171. 
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cado de éL En Inglaterra y en Francia, la Cámara délos 
Pares forma la alta corte criminal de la Nación. Ella no 
juzga todos los delitos políticos, pero puede juzgarlos to- 
dos. Al lado de la Cámara de los Pares se encuentra otro 
poder político investido del derecho de acusación. La úni- 
ca diferencia que existe sobre este punto entre los dos paí- 
ses, es esta : en Inglaterra los diputados pueden acusar á 
quien quieran ante la Cámara de los Pares, mientras que 
en Francia áolo pueden acusar de esta manera á los Mi- 
nistros del Rey. 

Por lo demás, en ambos países la Cámara de los Pares 
tiene á su disposición todas las leyes penales para aplicar- 
las á los delincuentes. En los Estados-Unidos, como en 
Europa, una de las dos ramas de la Legislatura tiene el 
derecho de acusar, y la otra el derecho de juzgar. Los re- 
presentantes denuncian al culpable, el Senado le castiga. 
Pero el Senado no puede juzgar sino por la acusación que 
hagan los representantes, y los representantes no pueden 
• acusar ante él, sino Íl funcionarios públicos. Así es que, 
el Senado tiene i^na competencia más restringida que la 
Cámara de los Pares de Francia, y los representantes tie- 
nen un derecho de acusación más amplio que nuestros 
diputados. 

Pero hé aquí la mayor diferencia que existe entre la 
América y la Europa : en Europa los tribunales políti- 
cos pueden aplicar todas las disposiciones del código pe- 
nal ; en América, cuando le han quitado á un culpable el 
carácter público de que estaba revestido^ y le han decla- 
rado indigno de ejercer función alguna política en lo futu- 
ro, su derecho queda extinguidp y la jurisdicción délos 
tribunales oi"d¡narios empieza. Supongo que el Presidente 
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de los Estados-Unidos haya cometido un crimen de alta 
traición ; la Cámara de representantes le acusa ; los Sena- 
dores pronuncian su destitución; se presenta en seguida 
ante un jurado, que es el único que puede quitarle la liber- 
tad ó la vida* Esto acaba de arrojar una viva luz sobre el 
asunto que nos ocupa. 

Introduciendo el juicio político en sus leyes, los euro- 
peos han querido alcanzar á los grandes criminales, cua- 
lesquiera que fuesen su nacimiento, su rango ó su poder 
en el Estado. Para lograrlo, han reunido momentánea- 
mente en el seno de un gran cuerpo político todas las 
prerogativas de los criminales. 

El legislador se ha trasformado entonces en magistra- 
do, ha podido establecer el crimen, clasificarlo y castigar- 
lo; dándole los derechos de juez, la ley le ha impuesto 
todas las obligaciones y le ha ligado á la observación de 
todas las formas de la justicia. Cuando un tribunal polí- 
tico, francés ó inglés, tiene por justiciable un funcionario 
público y pronuncia su condenación, le quita por el he- 
cho sus funciones, y puede declararle indigno de desem- 
peñar toda otra en el porvenir; pero aquí la destitución 
y la interdicción piolítica, son una consecuencia de la sen- 
tencia y no la sentencia misma. En Europa el juicio po- 
lítico es. pues, mas bien un acto judicial que una medida 
administrativa. * 

Lo contrario se ve en los Estados- Unidos, y es fácil 
convencerse que, el juicio político es mas bien una medi- 
da administrativa que un acto judicial. Es verdad que la 
sentencia del Senado es judicial por la forma; para darla, 
los Senadores están obligados á conformarse á la solem- 
nidad y á los usos de los procedimientos judiciales. Es 
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tfunbien judicial, por los motivos en que $e (iiada; el Se- 
nado en general está obligado á tomar por base dei su 
decisión un delito de derecho común. Pero es adminis* 
trgtivp por su objeto. Si el objeto principal del legislador 
^mericapo hubiera sido realmente armar un cuejrpo poli-, 
tico con un gran poder judicial, no habría limitado s\x ac- 
ción al círculo de los funcionarios públicos, porque, los 
más peligrosos enemigos del lílstado pueden no serlo. 
Esto es verdadero, sobre todo en las repúblicas, donde 
el ifavor de los partidos es el primer poder, y donde fre- 
cuentemente es tanto más fuerte, cuanto que legalmente 
no se ejerce poder alguno. 

Si el legislador americano hubiera querido dar á la so- 
ciedad misma el derecho de prevenir los grandes críme- 
nes á la manera del juez, por el temor del castigo, habría 
puesto á disposición de los tribunales políticos, todos los 
recursos del código penal; pero no les ha dado sino ima 
arma incompleta, y que no podria alcanzar á los más pe- 
ligrosos de entr? los criminales, porque importa poco un 
juicio de interdiijcipn política á aquel que quiere derrocar 
las leyes mismas. 

El objeto principal del juicio político en los Estados- 
Unidos ^s, pues, quitar el poder á aquel que hace de él 
mal uso, é impedir que este mismo ciudadano lo posea 
en lo futuro. Como se ve, es ün acto administrativo, al 
qye se ha dado la solemnidad de yna sentencia. . En esta 
materia, los americanos han creado, pues, alguna cosa 
];DÍxta. Han dado á la destitución administrativa todas las 
garantías del juicio político, y han quitado al juicio políti- 
co sus más grandes rigores. 

Fijado este punto, todo se eslabona; se descubre en- 



00N8TITÜCI0N 7XDBBAL 157 



tónces portr qué las constitycjoneis. americanas someten to- 
dos los .tuncipnarios .cívDes á la jurisdicción del Senado, 
exceptuando á los militares, cuyos crímenes son, sin em- 
bargo, más de temer. E^n el orden civil,, lo^s americanos 
no tienen, por decirtp psí, .^funcionarios revocables: los 
unos son inanioyibles; los otjros reciben sus derechos d^ 
un maqdato que no se puede abrogar; para quitarles el 
poder, e& preciso, pue5,'juzigarl6s á todos. Pero los mili- 
tares dependen del Jefe del Estado, que es él mismo fun- 
cionario civil; alcanzando al Jefe del Estado, se les hiere á 
todos con el mismo golpe. Ahora, si se llega á comparar 
el sistema europeo y el sistema americano, en los efectos 
que cada uno produce ó puede producir, se descubren di- 
ferencias no menos sensibles. En Francia y en Inglater- 
ra, se considera el juicio político como una arma extraor- 
dinaria de que la sociedad no debe servirse, sino para 
s^varse en los momentos de grandes peligros. 

No se pueae negar que el juicio político, tal cual se 
entiende en Europa, viola el principio conservador de la 
división de los poderes y amenaza sin cesar la libertad y 
la yida de los hombres. El juicio político en los Estados- 
Unidos, solo ataca indírectameate el principio de la divi- 
sión de I03 poderes ; no amg naza la existencia de los ciu- 
dadanos ; no se posa, como en Europa, sobre todas las 
cabezas, pues que no hiere sino á aquellos que, aceptando 
funciones públicas, se han sometido de antemano á sus 
rigores. Es, á la vez, menos terrible y menos eficaz; así 
es que los legisladores de los Estados-Unidos, no lo han 
considerado como un remedio extremo á los grandes ma- 
les de la sociedad, sino como un medio habitual de go- 
bierno. 
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Bajo este punto de vistai tal vez ejerce más influencia 
real sobre el cuerpo social én América que en Europa. 
Es preciso, en efecto, no dejarse engañar por la aparente 
suavidad de la legislación americana en lo que se relacio- 
na con los juicios políticos. Se debe observar, en primer 
lugar, que en los Estados-Unidos el tribunal está com- 
puesto de los mismos elementos y sometido á las mismas 
influencias que el cuerpo encargado de acusar, lo que da 
un impulso casi irresistible á las pasiones vengativas de 
los partidos. Si los jueces políticos de los Estados-Uni- 
dos no pueden pronunciar penas tan severas como los 
jueces políticos de Europa, hay menos probabilidad de 
ser absuelto por ellos. La condenación es menos terrible, 
pero es más segura. 

Pero lo que hace en esta materia tan terribles las leyes 
americanas, nace, me atrevo á decirlo, de su suavidad mis- 
ma. Hemos visto que en Europa la destitución de un fun- 
cionario y su interdicción política eran -una de las conse- 
cuencias de la pena, y que en América, era la pena misma. 
Resulta esto: en Europa, los tribunales políticos están re- 
vestidos de derechos terribles, de que algunas veces no sa- 
ben cómo usar, y les sucede, no castigar, por temor de casti- 
gar demasiado. Pero en América no se retrocede ante una 
pena qne no hace gemir la humanidad; condenar á muerte 
á un enemigo político para arrebatarle el poder, es á los 
ojos de todos un horrible asesinato; declarar á su adver- 
sario indigno de poseer el mismo poder y quitárselo de- 
jándole la libertad y la vida, puede parecer el resultado 
honesto de la lucha. Ahora, este juicio tan fácil de pro- 
nunciar, no es menos el colmo de la desgracia para la ge- 
neralidad de aquellos á quienes se aplique. Los grandes 
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criminales desafiarán sin duda sus vanos rigores; los hom- 
bres ordinarios verán en él una sentencia que destruye su 
posición, mancha su honor y les condena á una vergon- 
zosa ociosidad, peor que la muerte. 



CAPITULO XII 



BUBCCIONBS Y BEVNIONKS DEL C0K0BB80 



La Legislatura fija el tiempo, el lugar y el nvodo de las elecdoi^es. 
— Justificación de esta disposición.— Época de la reunión del 
Congreso. — El cuerpo Legislativo solo puede aplazarse ó pro- 
ivuivclar su disolución.— Cada Cántara es Juez de la validez de 
las elecciones.— Del ]:\ún\ero necesario para votar (quorun^).— 
Derecho de la xz\ayoria para coixu>eler á los representantes á 
asistir á las sesioiv^s- 

La primera cláusula de la sección IV del art. i?, está 
concebida así: "El tiempo, lugar y modo de hacer la 
" elección de Senadores y representantes, se^án determi- 
" nados en cada Estado por su propia Legislatura ; pero 
" el Congreso puede, en cualquier tiempo, por ley, hacer 
" 6 alterar esos arreglos, excepto en lo relativo al lugar 
" en que deban elegirse los Senadores. " 

Esta cláusula no parece haber encontrado oposition en 
la convención; pero más tarde, los opositores á la Cons- 
titución, ya en las convenciones de los Estados, ya fuera 
de ellas, hicieron objeciones numerosas y las sostuvieron 
con extrema violencia. Estas objeciones, sin embargo, no 
eran sobre la disposición que da á la Legislatura de cada 
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Estado el "derecho de fijar el tíeftipo, el lugar y el modo 
de proceder á las elecciones, porque esta era una eónce- 
' sion hecha al Gobierno dé los Estados, sino contra el po- 
der superior acordado ál Congreso, para modificar es- 
tos reglamentos ó hacerlos nuevos. Se decía que este po- 
der era peligroso para las libertades del pueblo y para el 
ejercicio de sus privilegios en materia de elecciones. El 
Congreso podria fijar épocas desfavorables, de manera á 
impedir la reunión de los electores; podria incficar locali- 
dades tan distantes de la mayoría de los electores, que sü 
derecho se encontrase impedido; podria imaginar un mo- 
do de proceder tal, que serian excluidos todos, exceptó 
sus partidarios; podria, en fin, modificar á su arbitrio el 
derecho de elección, fijar el número de los votos según el 
censo, sin ponerse, no obstante, en aparente oposición con 
la Constitución. Todas estas objeciones y otras todavía 
de la mismia naturaleza, eran evidentemente lanzadas pa- 
ra hacer nacer el terror y la alarma entre el pueblo. 

Se respondía que la conveniencia de esta disposición 
reposaba sobre esta proposición : que todo gobierno debe 
tener en sí mismo los medios de proveer á su propia se- 
guridad; que si la Constitución encerraba algunas excep- 
ciones á aquel principio, ellas habían sido dictadas por una 
grande necesidad rhoral ó política, pero que no debían ser 
aumentadas. Se agregaba que era una cosa evidentemente 
impracticable, insertar en la Constitución un sistema y una 
ley de elección que respondiese á todos los cambios posi- 
bles en la situación del país y que pudieran convenir á ca- 
da Estado; se debía, pues, acordar á alguna autoridaa up 
poder discrecional sobre las elecciones. A esté respecto, 
se podía elegir entre tres partidos: confiar este poder á la 
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Legislatura nacjonal, ó á las -Legislaturas de los Estados ó 
unas y á otra; á las de los Estados, y en último recurso á 
la díe la Nación. La convención eligió este último partí-, 
do. Así, el poder de reglamentar las elecciones pertene- 
ce en primer lugar á los gobiernos locales, que en los ca- 
sos ordinarios y cuando no se encuentran influenciados 
por las pasiones, ó dominados por el espíritu de partido, 
se hallan más en estado de ejercerla de una manera con- 
veniente y satisfactoria. Pero en las circunstancias ex- 
traordinarias, el poder está reservado á la Nación, á fin de 
que qo se pueda abusar de él y poner en peligro la se- 
guridad y la estabilidad de la Union. 

No habría razón para creer imaginarios estos temores, 
porque bien se sabe que en la (^poca de la confederación 
y en un momento crítico, Rhode-Island retiró del Con- 
greso sus delegados 6 impidió de aquella manera la adop- 
ción de medidas muy importantes. 

En ñn, como se debe desear que haya uniformidad en 
cuanto al tiempo y al modo de proceder á las elecciones 
para impedir las faltas en caso de sesiones extraordi- 
narias, ningún medio era más favorable pai^ llegar á es- 
te resultado, que confiar al Congreso una autoridad regu- 
ladora en caso de elección. 

La misma cláusula contiene una e^^cepcion á este po- 
der que es útil señalar; el Congreso no puede determinar 
los lugares de la elección; esta restricción es sabia, por- 
que debiendo, hacerse la elección de los Senadores por la 
Legislatura del Estado, seria imponer indirectamente á esa 
Legislatura la obligación de reunirse en tal ó cual lugar, 
lo que parece contrario á la independencia de los Esta- 
dos. 
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La cláusula, sij^ente está concebida en estos térmi- 
nos: " El Congreso se reunirá, por lo menos, una vez ca- 
*• da año, y ésta reunión se verificará el primer lunes de 
" DiciemWe, á menos que por una ley se señale otro 
" dia." El uso de las asambleas . anuales ha sido en to- 
do tiempo muy común en Inglaterra; en América, en la 
época de los gobiernos coloniales, se miraban las asam- 
bleas anuales como la más fuerte garantía de las liberta- 
des públicas. 

Es preciso observar, dice M. Rawle, que el cuerpo le- 
gislativo de los Estados-Unidos posee una gran ventaja 
sobre los de los otros países donde la Constitución permi- 
te al poder. Ejecutivo aplazar ó disolver á su arbitrio la 
Legislatura. En Aniérica, ella se mueve por sí misma, es 
lo que los publicistas laman self-moving and self-depen- 
dent. El poder Ejecutivo puede jconvocarlá pero no puede 
disolverla. La época de su reunión está fijada por la Cons- 
titución niisma ; antes de aquel término, la acción de la 
Legislatura no puede empezar, á menos que la' ley haya 
determinado un dia más cercano, ó que el Presidente ha- 
ya juzgado 4 propósito convocar extraordinariamente el 
Congreso; pero también la Legislatura puede, si ella juz- 
ga que el interés público se lo ordena, continuar sus se- 
siones hasta la espiración del término por el cual esos re- 
presentantes están elegidos, y fijar para la reunión del 
próximo Congreso, una época tan cercana como la juzgue 
más conveniente. El mismo principio existe con respecto 
á las Legislaturas de los diversos Estados, y el poder le- 
gislativo no es realmente independiente sino en los países 
en donde está reconocido este principio. Pero, como había 
también tgrayes inconvenientes en que la Legislatura pu- * 
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diera prolongar su existencia más allá de los límites que 
la Constitución lia ñjado para su duración, ningún acto del 
Congreso puede prorogar los poderes de los ipiembros 
del cuerpo legislativo. , 

La primera cláusula de la sección V del artículo í? di- 
ce así : " Cada Cámara será juez de las elecciopes, escru- 
" tinios y calificaciones de sus respectivos miembros ; y la 
" mayoría de cada una de ellas constituirá quorum para 
" deliberar; pero un menor número puede aplazar dia por 
" dia, y estar autorizado para compeler á los miembros au- 
*' sentes á asistir, del modo y bajo las penas que cadaCá- 
- mará determine. " 

Necesariamente alguien debe ser juez de la validez de 
las elecciones, de los registros y de los títulos de los ele- 
gidos ; de otra nianera no habría certidumbre ^sóbre la le- 
galidad de la elección délos miembros de la Legislatura; 
hombres intrigantes podrían ingerirse fraudulentamente 
en las asambleas, y comprometer los derechos y las liber- 
tades del pueblo. La única cuestión que puede haber á 
este respecto es, sobre quién ha de tener el poder de exa- 
men. Si se acuerda á otro poder que no sea^el cuerpo le- 
gislativo, la independencia de éste, su existencia ó su ac- 
ción, podían ser destruidas ó puestas en peligro. 

Ningún otro tieíie como él ínteres en conservar y de 
fender sus atributos ; ningún otro será más vigilante para 
replrímir la violación de sus privilegios y sostener la libre 
elección de sus mandantes. Esta es la razón por qué es 
uso uniforme en Inglaterra y en América el dar á las Le- 
gislaturas el poder de calificar la validez de las elecciones. 

Era igualmente necesario fijar el número de miembros 
que harían imyoria (quorum J ; sm esto las medidas más 
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interesantes para el país, podrían ser adoptadas por un pe- 
queño número de miembros en las dos Cámaras. En In- 
glaterra, donde la Cámara de los Comunes se compone 
de seiscientos representantes próximamente, la presencia 
de cuarenta y cinco miembros basta para votar. Algunas 
constituciones han fijado un qtwrum diferente ; algunas 
otras, han exigido la presencia de la mayoría ; la Cons- 
titución de los Estados^Unidos ha adoptado este últi- 
mo partido, y exigiendo la presencia de la mayoría, ha 
garantido al país contra el peligro de las leyes votadas por 
sorpresa ó contrarias á la opinión de lá mayoría de los re- 
{M'^entantes. 

Pero era necesario también guardarse de otro peligro, 
es ¿íecirj de la disolución de hecho de la Cámara, por la 
ausencia continua de Ja mayoría ; y para lograrlo, se ha 
autorizado á la minoría para reunirse de dia en dia, y pa- 
ra c(»npeler á los miembros ausentes á asistir á las se- 
siones. 
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CAPITULO XIII 

PBEROGATITAS Y FODERES DE LAS IK>S CÁMARAS 



Las Gándaras l:\acen sus reglóme Atos Irvtenvos.— Tiez^ex^ el derecho 
de castigar á los coz\travez\tope8.— Diarlo de sesioxves y publici- 
dad de este diario.— Iivscrlpcloi\ de los votos ivegativos ó aílrxAa- 
tivos.— Regla sobre el aplazanvleivto. —De los poderes tácitos del 
Congreso. ^-¿Las Cámaras tiei\ez\ el poder de castigar otros delln- 
cuei\tes, adeudas de los de sus propios ixvien\bros ?— Peivas gue 
puedexx ser aplicables. — Indeinivizaciox\es acordadas á los n\ieiit- 
bros de las Gándaras.— Privilegios de los ni^lext^brps del Cas^grea^ 
•—Los fuixcioixarios de los Estados-Uividos ixo puedeiv hacer par- 
te del Gox\greso.—Exán^eA de este sisteix\a de exclusión. 

La cláusula siguiente dice: "Cada Cámara puedefijar 
** las reglas desús procedimientos, castigas á sus miem- 
*' bros por mala conducta, y con el consentimiento de las 
" dos terceras partes de votos, expulsarlos." 

Nadie puede negar la utilidad de una disposición que 
inviste á cada Cámara con el derecho de hacer sus regla- 
mentos ; sin este poder seria imposible exigir para la dis- 
cusión de los negocios de la nación, la decencia, la trjin- 
quilidad y el orden conveniente. Sin embargo, este poder 
seria ilusosio, si las Cámaras no tuvieran al mismo tiempo 
el derecho de castigar á los contraventores. Por otra parte, 
un poder tan absoluto podría ser ejercido con miras con- 
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trarias á los intereses del pueblo, para favorecer las em- 
presas de un partido, excluir á un ciudadano patriota, 6 
bdlitar la adopción de una medida perniciosa. Se le ha, 
pues, prudentemente restringido, exigiendo el asentimien- 
to de las dos terceras partes de los miembros para autorizar 
una expulsión. Esta última condición no estaba en el pro- 
yecto de la Constitución, pero fué insertada por solicitud 
de diez Estados, 

No se ha determinado de una manera precisa lo que 
deba entendei^e por la frase mala conducta, ni qué es- 
pecie de castigo podrá imponerse. Lo que hay d6 cierto 
es qi^, este articulo no es susceptible de aplicación á lo 
que pase fuera de la Cámara, ni aun ^ su recinto, cuando 
no se halle en sesión. Pero un acto criminal cometido en 
cualquta: lugar que fuere, puede, sea antes ó sea después 
de la sentencia pronunciada por un tribunal ordinario, mo- 
tivar la expulsión del miembro acusado' Greneralmente se 
reconooe á una y á otra Cámara el poder de acusar ó de 
juagar, án la intervención del jurado, todos los actos que 
ataquen la libertad de uno ó de varios de sus miembros. 
Las tentativas dé corrupción 6 de violencia, designadas 
bajo el nombre de violación de privilegio, someten al cul- 
pable á la acción de los tribunales ordinarios; pero se ha 
juzgado que, la represión de los delitos de esta naturaleza, 
interesaba demasiado al pueblo, para que la Cámara no 
tuviese á la vez el derecho de investigarlos y de castigar- 
los directamente. Sin embargo, es tal vez difícil conciliar 
esta jurisdicción excepcional con la cláusula que consagra 
!a aplicación del jurado á todas las causas criminales. 

— **Cada Cámara llevará un diario de sus actos, y de 
** tiempo en tiempo lo publicará, excepto lo que á su juicio 
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" requiera reserva ; y los votos individuales de los miem- 
•* bros de cada Cámara sobre cualquier cuestión, se expre- 
" sarán en el diario, siempre que lo desee una quinta parte 
" de los presentes." 

Esta cláusula en su forma actual, no se admitió sin opo- 
sición. Tiene por objeto asegurar la publicidad de los ac- 
tos del Congreso, y la responsabilidad de los miembros 
hacia sus comitentes. Por este medio, la intriga y la ca- 
bala nó pueden ya tramar en la oscuridad sus proyectos ; 
la opinión pública se ilustra por la discusión ; el patrio- 
tismo, la integridad y la sabiduría obtienen su recompensa 
y los votos se conocen, no por vagas conjeturas, sino por 
hechos positivos, g 

La restricción de reunir el consentimiento de la quinta 
parte de los miembros, para publicar los votos afirmati- 
vos ó negativos, tiene por objeto impedir el que esta ins- 
cripción se haga por satisfacer un capricho individual. En 
efecto, este llamamiento individual para la votación absor- 
be un tiempo considerable, y podria dilatar la admisión de 
una medida útil. 

La Constitución agrega : " Ninguna Cámara durante 
" las sesiones del Congreso podrá, sin el consentimiento 
** de la otra, suspender por más de tres dias, ni cambiar el 
" lugar en donde las dos Cámaras se fallasen celebrando 
** sus sesiones. " Se ve aquí que la duración de' cada sesión 
del Congreso ( y no entendemos hablar sino de la dura- 
ción fijada por la Constitución ) depende de su sola volun- 
tad, con excepción del caso en que las dos Cámaras no 
estén de acuerdo sobre el tiempo del aplazamiento. El 
Presidente no puede intervenir para determinar el tiempo 
y la extensión de las deliberaciones ;'de esta manera la 
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independencia del Congreso se encuentra al abrig9 de to- 
da tentativa de usurpación de parte del poder Ejecutivo. 
En Inglaterra, la situación del parlamento es completa- 
mente diferente : en todo tiempo el Rey puede terminar 
una sesión por la prorogacion, ó cerrar el parlamento por 
su disolución, y la convocación de uno nuevo. 

En la época de los gobiernos coloniales, el ejercicio ile- 
gal de este poder de aplazamiento por los gobernadores 
reales, Constituía una de las reclamaciones sobre las cuales 
los americanos insistieron más enérgicamente en su decla- 
ración de independencia. Reprochaban sobre todo al Rey 
el haber convocado las diferentes asapibleas legislativas de 
las colonias en localidades inusitadas, incómodas y distan- 
tes de los archivos : de haber disuelto varias veces las asam- 
bleas porque resistian á las invasiones del poder y de ha- 
ber permanecido largo tiempo sin convocarlas después de 
disueltas. Era, pues, natural que el pueblo de los Estados- 
Unidos se mostrase'con una grande susceptibilidad á este 
respecto, y que deseara que la Constitución crease una 
barrera para contener los abusos del poder Ejecutivo. Me- 
didas análogas se encuentran en las constituciones parti- 
culares de los Estados. 

Tales son los poderes generales y los privilegios acor- 
dados expresamente á cada Cámara del Congreso, por la 
Constitución. Largos debates hubieron á fin de establecer 
de qué otros poderes se hallaban investidas, implícita y 
explícitamente, para responder á las circunstancias que se 
presentaran. Es una cosa notable que no se haya dado 
por la Constitución ningún poder expreso para castigar las 
ofensas contra la dignidad de la Cámara, cometidas por 
personas que no fuesen representantes; ciertamente ese 
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derechp debe pertenecerle tácitamente. De otro modo, 
¿cómo podría dirigir sus trabajos ni expulsar aquellos que 
causasen algunos disturbios ? Y si se le reconoce el dere- 
cho de prescribir á los concurrentes el silencio y la de- 
cencia, necesariamente debe tener el derecho de cast^ 
á los delincuentes. 

El castigo que el cuerpo legislativo puede imponer, 
se limita á-la prisión, y no por más tiempo que el de la 
duración de la Legislatura; la prisión debe terminar con 
el aplazamiento ó la disolución de la Cámara. 

La sección VI del art i? está concebida así: " Los Se- 
" nadores y repr<esentantes recibirán una compensación 
por sus servicios, que será determinada por iey y paga- 
da por el tesoro de los Estados-Unidos. En todos los 
"casos, excepto los de traición, felonía y atentado con- 
" tra la paz, gozarán del privilegio de no ser arrestados 
" durante su asistencia á las sesiones de sus respectivas 
" Cámaras, y yendo ó regresando dfc ellas; y no podrán 
" ser, fuera de allí, interrogados por ninguno de sus dis- 
** cursos y debates en las Cámaras." 

Es una cuestión delicada saber si hay ventaja en acor- 
dar compensación á los miembros del Congreso ó en 
pedirles servicios gratuitos. Cada sistema ha sido atacado 
y defendido con una fuerza casi igual. En Inglaterra nin- 
guna retribución es acordada ni reclamada, mientras que 
en América, el partido más influyente es de opinión con- 
traria; no se debe, pues, extrañar la variedad de opinio- 
nes que se ha manifestado en el seno mismo de la Con- 
vención. 

En favor de la retribución á los diputados se alegaba 
que tenia la ventaja de abrir la entrada en los consejos de 



la nadon» á los hombres eminentes» cuya pobreza pudie- 
ra alejarlos; que era imposible esperar que esos hombres 
ae impusieran los sacrifídos más rigurosos á íui de satis- 
&cer su ambídon, y que por otra parte, si tal cosa suce* 
(iera» se ddixa temer que su independencia y su probidad 
qiedasen á merced de los hombres ricos 6 corrompidos. 
Qae además, este sistema lisonjeaba el sentikniento po- 
piiar» ensanchando el circulo de los candidatos en que po- 
dra elegir á sus representantes, y colocando asi estas altasr 
foiciones al alcance de los hombres de la clase media, 
aut cuando no se dístii^ieran por el brillo de sus ta- 
leitos. Se alegaba que este sistema era conforme á la 
igualdad, que es la base de una república^ y que estaba 
ya fortificado por los antiguos usos y por la aprobación 
dd pueblo. 

Por otra parte, los adversarios de este sistema preten- 
da que la retribución acordada á los representantes, ha- 
ría de e^as fimdones un objeto de especulación, más 
ben que de ambidon política; que sería un aliciente ma* 
yir dado & los]demagogos vulgares y fogosos, para sepa- 
ra: á los candidatos de talentos más elevados. Esos hom- 
brest se deda, teniendo únicamente por objeto el benefí^ 
C.O pecuniario, no retrocederán ante ninguna intriga para 
as^urar su ekcdon: así, las funciones de legislador po- 
dían ser degradadas, hasta convertirse en un tráfico ver- 
gonzoso, en lugar de ser el símbolo de ima grande con- 
ianza y la recompensa del talento. Sucederá que elpue* 
l>k> se deje corromper en las elecciones y que las libertos- 
des públicas queden en peligro de ser vendidas por guar- 
dianes tn<£gnos. Los hombres de talento y de probidad 
se verán obligados á recurrir á medios vergonzoisos paisa 
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obtener funciones disputadas por los candidatos más in- 
trigantes. Se agregaba que no debia temerse que la ca- 
rencia de retribución impidiese á los hombres de talento 
y de una virtud probada qué se encontrasen en humildi 
condición, el llegar á los honores de la representacioi, 
porque no se podia suponer que el reconocimiento púbi- 
co dejase de encontrar otros medios de recompensarte, 
ayudándoles en sus empresas privadas; que si en alguios 
casos raros esto no sucedia, no se debia olvidar que ma 
de las principales enseñanzas para los hombres de ma 
república, era que la economía y la prudencia deben pe- 
sidir á la dirección de sus asuntos privados, y que n la 
profusión ni la indigencia pueden inspirar bastante con- 
fianza para encargárseles de la dirección de los intereíes 
públicos; porque si no los traicionan, á lo menos ño po- 
drán defenderlos. Se decia, también, que el ejemplo (e 
la Inglaterra probaba que la falta de retribución no alejí* 
ba á los hombres eminentes poco favorecidos por la f(r- 
tuna, pues que la niayor parte de los homl^-es de Estafó 
de aquel pais, los más distinguidos por su talento y m 
patriotismo, no tenian sino un mediano patrimonio, y 
que algunos aun habian tenido que luchar coiitra las pii- 
meras necesidades de la vida. 

De todos modos, sí hay ventaja en acordar una retc- 
bucion á los miembros del Congreso, parece conveniente 
que ésta sea á cargo de la Union. En efecto, los trabajos 
del Congreso, beneficiando á la nación, deben, natural- 
mente, ser retribuidos por la nación. Además, si la retri 
bucion estuviese á cargo de los Estados ó de los electo- 
res> los elegidos se encontrarían en su dependencia y la 
retribución podria no ser uniforme. En fin, si se fijábala 
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retribución por el Congreso, para pagarse por los electo- 
res, se podría temer que el Congreso se dejara guiar por 
el deseo de lisonjear la disposición de los Estados á la 
economia, más bien que por el sentimiento de la digni- 
dad y de la importancia de tan elevadas funciones. Feliz- 
mente, en los Estados-Unidos, este punto ha sido aban- 
donado á Ta decisión del Congreso. Si hubiera sido deja- 
do á las legislaturas de los Estados, el Gobierno central 
se habría encontrado bajo su dependencia. Los Estados 
habrjpi podido disolverlo á su arbitrío, y se habrían teni- 
do que correr todavía los mismos peligros que en tiempo 
de la Confederación, cuando cada Estado pagaba sus de- 
legados al Congreso, y que en varías circunstancias se 
vieron algunos Erados dirigidos por influencias contra- 
rías á los intereses generales. 

La única cuestión práctica que puede tratarse es la de 
saber si la indemnización debería ser fijada por la Cons- 
t&ucíon misma, ó dejar al Congreso el fijarla de tiempo 
en tiempo, como sucede ahora. Fijar el importe de la re- 
tríbucion en la Constitución, presentaba el inconveniente 
de hacerb inmutable, sin que se la pudiera modificar se- 
gún las variaciones del valor del dinero: se ha procedido, 
pues, con sabiduría y prudencia dejando este cuidado al 
Congreso, quien puede así proceder según la justicia y 
según los recursos del país. 

£1 segundo párrafo de la misma cláusula, se refiere al 
privilegio acordado á los miembros del Congreso, de no 
poder ser aprehendidos, excepto por crímenes, durante la 
sesión, y lo mismo durante.la ida y la venida. Este prívi- 
I^o que se acuerda á todo litigai^ y á todo testigo an- 
te los tríbunales de la justicia ordinaría, no podia rehusarse 

CONST.— «8. 
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á los funcionarios del Estado, de jerarquía más alta y en 
el ejercicio de sus funciones. Este privilegio ha perteae- 
cido á todas las asambleas legislativas que han existido 
en América, desde su primer establecimiento; es in- 
dispensable al ejercicio del poder legislativo entre los 
puebk» que pretenden tener un gobierno übre^ y no se 
podria destruir sin poner en peligro las libertades pú- 
blicas á la vez que la independencia privada de los miem- 
bros de estos cuerpos poltócos. 

La consecuencia de este privilegio es que la aprehen- 
sión de un miembro del Cong^reso constituye una viola- 
ción de ley y un delito, por el cual se puede perseguir 
al culpable por la via de acusación. £1 miembro arresta- 
do puede ser puesto en libertad por una orden del trífaih 
nal de justicia, ó una orden de habeos carpus. El agresor 
puede ser castigado por haber atentado á la dignidad de 
la Cámara. 

Con respecto al tiempo para la venida y d negneso de 
los miembros de las Cámaras, la ley no es estricta á pim- 
tx> de exigir que se pongan en camino apenas son eiq[i- 
dos; ella les acuerda el tiempo necesario para arr^;lar sus 
asuntos privados y diqx)ner su viaje. 

Tampoco les está trazado el camino que han de s^fdr, 
y el privilegio no se pierde aun cuaiKk) no tomen la di- 
rección más recta; se ha pensado que podian verse obli- 
gados por la necesidad ú otra conveniencia imperiosa á 
hacerlo así. £1 privilegio existe inmediatsmfiente después 
de la elección, aun antes que el elegido haya tomado su 
lugar en la Cámara y prestado juramento. 

No se ha admitido^xcepcion, sino para los casos de 
traición, felonía ó perturbación de la paz pública. Estas 
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excepciones y los términos mismos de su enunciación» 
han sido tomados de la ley común de Inglaterra; como 
todos los crímenes turban la paz pública, las palabras pir- 
turbación de la paz pública^ parecen deberse extender no 
sdamente á todo acto de violencia, sino á todo hecho que 
por k violación del orden perturbe la tranquilidad gene- 
ral. Esto es lo que decidió el parlamento con motivo de 
un asunto en el cual uno de sus miembros (M. Wilkes), 
habia publicado un escrito infamatorio contra las opinio- 
nes de Lord Camden y los jueces del tribunal de Common 
pleas. 

Lo mismo sucedería hoy, debemos creerlo, desde que 
el sentimimiento de la justicia es más reflexivo y está 
más generalizado» Seria, en efecto, monstruoso que un 
miembro de las Cámaras pudiese invocar un privilegió 
para sustraerse á la prisión ó á todo otro castigo por un 
escrito infamatorio, crimen más pérfido y peligroso que 
una via de hecho ó una perturbación más insignificante, 
que le expondria á ser aprehendido. ^ 

La misma cláusula acuerda otro privilegio importando 
simo, sin el cual todos los otrbs serian ilusorios: éste es 
la libertad de opinión y de discusión. Este privilegio tie- 
ne también su origen en la ley común de Inglaterra: siem- 
pre ha existido en las legislaciones de las colonias y se le 
encuentra consagrado por las constituciones de cada Es- 
tado. En Inglaterra, esta libertad ha sido en todo tiempo 
revindicada por el parlamento; actualmente se encuentra 
garantida por un acto expreso, y el Presidente de la Cá- 
mara de los Comunes, á la apertura del parlamento, tiene 
la costumbre de reclamar al Rey en persona esta firan- 
quicia. 
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Sini embargo, este privilegio se limita á las opiniones 
emitidas en el curso de la sesión: no se protege lo que 
ha sido dicho fuera del ejercicio de las funciones de miem- 
bro del parlamento. Así, un discurso pronunciado en la 
Cámara de los Comunes, está bajo la protección del pri- 
vilegio, y el miembro que lo ha pronunciado no puede 
ser acusado por él. Pero si el discurso, que contiene al- 
gunas difamaciones, es publicado, entonces entra en la 
regla general, y las acusaciones pueden ser intentadas. 
Los mismos principios son aplicables en los E^ados-Uni- 
dos. Nadie puede tener el derecho de difamar á los de- 
más, bajo pretexto de cumplir con un deber público. Aun 
. cuando esta publicación tuviese lugar durante el ejercido 
de las funciones de miembro del Congreso, esta circuns- 
tancia no lo autorizaría á emplear la vía de la prensa pa- 
ra destruir la reputación y perturbar la tranquilidad de 
los demás ciudadanos. Esto no está en la esfera de sus 
deberes, ni es útil al bien público. Todo ciudadano tiene 
derecho á la protección de las leyes contra las calumnias y 
las Eclisas acusaciones, aun cuando emanen de un miem- 
bro del Congreso. Si fuera de otro modo, el carácter de 
los ciudadanos podría ser ajado, sin reparación posible, 
por la perversidad y la indiscredon de un miembro dd 
Congreso. Sin embargo, debemos decir que, sabios juris- 
consultos han sostenido recientemente que el privilegio 
de la palabra debia también aplicarse á la manifestadoá 
de la opinión por escrito; se fundan sobre la diferencia de 
origen de las legisladones inglesa y americana. En In- 
glaterra d principio de la publicidad de los debates no 
está escrito en la ley, es necesario un permiso de las Cá- 
maras; en América al contrario, es un derecho común 
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ejercido y sancionado por el cuerpo político. Esta razón 
es digna seguramente de una seria atención, 

" Ningún Senador ó representante, durante el tiempo 
" de su elección, podrá ser nombrado para ningún em- 
" pleo civil bajo la autoridad de los Estados-Unidos que 
" haya sido creado en ese tiempo, ó cuyos emolumentos 
" se hayan aumentado; y ninguna persona que esté ocu- 
" pando un empleo de los Estados-Unidos podrá ser 
" miembro de ninguna de las dos Cámaras mientras per- 
** manezca en su empleo. " Esta cláusula no parece haber 
encontrado oposición en el seno de la Convención, á la 
menos en cuanto á la utilidad y á la conveniencia del 
principio; no hubo vacilación sino sobre la manera de 
expresarlo. Un comentador la mira como una buena dis- 
posición, pero fácilmente eludible. El motivo para excluir 
de ciertas funciones á ks personas que tuvieron interés en 
crearlas ó que han aumentado sus sueldos, es impedir en lo 
posible toda mala tendencia de los votos, y asegurar á los 
constituyentes la imparcialidad de los representantes. La* 
disposición actual, sin embargo, no alcanza tan léjps como- 
el principio, porque ella no se aplica sino á la duracion- 
de la elección; deja, pues,* subsistente y activa la influen- 
cia, si el período de la elección es corto ó si se acerca á 
su fin. Algunas veces se ha deplorado que la incompati- 
bilidad no tenga toda la extensión del peligro que se te- 
me, excluyendo para siempre á lo^ miembros del Con- 
greso de los empleos que han creado, y de aquellos cu- 
yos sueldos se han aumentado. Quizá después de todo 
haya tanta prudencia en no extender la exclusión más 
allá de los límites actuales. 

Se ha aprobado más generalmente la segunda parte de 
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la misma cláusula, que excluye del Congreso toda perso- 
na que ocupe un empleo bajo la autoridad de los Estados- 
Unidos, durante el tiempo que lo ejerza: esto se ha con- 
siderado siempre como la más sólida base de una buena 
administración política. Esta exclusión está ciertaniente 
fundada en una deferencia hacia la susceptibilidad de los 
Estados, y sobre un deseo sincero de calmar los temores 
reales 6 quiméricos de que el Gobierno federal aumente 
su poder en perjuicio de los Estados. Se recomienda tam- 
bién poderosamente, porque impide toda influencia de la 
función sobre el funcionario, y sobre las personas con 
quienes participara en las deliberación^. No obstante» 
es preciso convenir en que esta exclusión absoluta de los 
funcionarios,, no es sin inconvenientes. Los jefes de las 
divisiones gubernamentales se encuentran así impedidos 
de hecho para proponer ó justificar sus propias medidas 
ante el paj^ en el curso de las díacii^ones. Quedan obli- 
gados, ¿ confiar este cuidado á tercetiaft peraoMis, á veces 
mal informiidas ó indiferentes á que ^us resultados sean 
buenos ó malos^ De este modo no se obtiene la i^espon* 
sabilidad sincera y pública que debe pesar sobre el poder 
Ejecutivo, y que se ha considei^o siempre como la más 
fuerte garantía de todos los gobiernos, y especialmente 
de los gobiernos republicanos. El poder Ejecutivo se ve 
obligado á recurrir á influencias secretas, á intermedia- 
rios ocultos, á arreglos privados, para realizar sus proyec- 
tos, en vez de proponer sus medidas ó de justificar sus 
actos apelando á la nación en presencia de sus represen- 
tantes. Sucede así que no se puede hacer pesar ninguna 
responsabilidad sobre el poder Ejecutivo por las medidas 
que han sido tomadas y ejecutadas á instigación suya. 
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Otra consecuencia de la exclusión es que, muchas medi- 
das serán adoptadas ó rechazadas por intrigas partícu- 
lares, por combinaciones pdíticasi por impulsos irres- 
ponsables y por el poder de un patrocinio secreto. El 
poder Ejecutivo nunca podrá ser obligado á manifestar su 
opinión 6 á.responder: sus Ministros podrán disimular 6 
ehKÜr kt expresión de sus opiniones, y el poder Ejecutivo 
parecerá seguir el impulso del Congreso, cuando al con- 
trario, en realdad sea él quien lo dirija* Parecerá no ser 
sino un instrumento pasivo tjue ejecuta^solamente los ac- 
tos del poder legislativo, cuando al contrario, en realidad 
hará prevalecer su ^píritu y sus voluntades en la l^;is- 
lacion entera* Si alguna ve2 la corrupción se inñltra en 
la República, esta desgracia deberá atríbuii^ á la impo* 
sibilidad de hacer , subir hasta el poder l^cutivo la res- 
poosábUidad <|ue pesa sobre sus agentes. £1 pueblo será 
traicionado cuando sus sospechas estén adormecidas por 
el poder, bajo pretexto de la obediencia al Congreso. Si 
no era prudente dejar la elección al pueblo para d nom- 
bramiento de Ips jefes de. los diíereotes departamentos 
del poder Ejecutivo, habría sido bueno permitir á estos 
últimos quQ toit^asen asiento en las Cámaras y parte en 
las discusiones, pero sin darles el derecho de votar, como 
están los delegados de los territorios. En este caso, su 
influencia, cualquiera que fuese, seria sentida y juzgada, 
y por lo mismo habria poco peligro, mientras que, en el. 
estado actual, es oculta, misteriosa y puede hacerse pre- 
ponderante sin que lo sepa nadie. 

Otra razón en favor de este sistema es que, el poder 
Ejecutivo se verá forzado á confiar los altos cargos del Go- 
bierno, no á sus favoritos ó á los favoritos de un partido^ 
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sino á los hombres de Estado, de un carácter elevado, co- 
nocidos por sus talentos, por su experiencia y por los ser- 
vicios ya hechos ; en fin, á hombres que hayan adquirido el 
favor y la confianza pública. G>n el sistema admitido por 
k Constitución, la incapacidad puede ocultarse bajo las for- 
mas oficiales, y la ignorancia, abandonando los trabajos de 
la administración á agentes inferiores más inteligentes, pa- 
sar desapercibida. Siendo de otra manera, la nadon estaría 
mejor servida, y el poder Ejecutivo mismo se apoyaría 
en fundamentos más libérale^. 

Tales son los motivos que han traido á muchos estadis- 
tas ilustrados á dudar, y aun á negar, * la utilidad de esta 
incompatibilidad pronunciada por la Constitución, moti- 
vos tan verdaderos, que los más ardientes partidarios de 
ella se han vistp obligados á admitirlos en parte, recono- 
ciendo la necesidad de dar al poder Ejecutivo el deredio 
de .explicar ante el Congreso sus disposiciones. El ejem- 
plo de la Gran BretaBa no ha prevalecido, y la restricción 
creada por nuestra Constitución, ha sido generalmente 
aprobada. En efecto, se ha atribuido á la áusenda de esta 
incompatibilidad, la formación de los partidos que dividaí 
el parlamento inglés y sus disensiones. Algunos escrito- 
res han atribuido también á esta causa la influencia cre- 
ciente de la Corona y la corrupción de la legislación. ¿ Es- 
tán justificadas por la historia estas disposiciones? Es esta 
, una cuestión que ha sido juzgada diferentemente, y cuyo 
examen no entra en el plan de este trabajo. 



CAPITULO XIV 

FOBBfACION T SANCIÓN DE LAS LETBH 



La Cáii\ara de diputados tiei\e el derecl\o de ir\ioiatWa eiv ir^ateria 
de iix\pnestos.— Verdadera razoiv de este privUeglo.— El Sez\ado 
puede 6z\zi\endar ó reo^vazar las leyes de lnvpuestos.— Dered^o de 
Yeto acordado al Presideixte. —Utilidad de este derecl\o.— ¿ Cóix\o 
es ejercido ?^¿ Debe ser absoluto ó sonvetido á ooi\dioioixes?— I#a 
Gonstitucioxx consagra el seguzvdo slstexx^a. 

La sección VII del artículo i ? contiene dos disposicio- 
nes importantes : i ? el derecho de iniciar todo proyecto 
de ley para imponer contribuciones ; 2 ? la naturaleza y 
la extensión del derecho de veto que pertenece al Presi- 
dente. 

Todos los proyectos de ley que establecen impuestos, de- 
ben iniciarse en la Cámara de representantes, pero el Se- 
nado puede proponer ó concurrir con enmiendas como en 
los demás proyectos de ley. Esta disposición, en lo que 
concierne á lo que propiamente se llama Money Bills, está 
tomada de la Cámara de los Comunes de la Gran Bretaña. 
Y este privilegio se basa en la ra^on de que, procediendo 
la renta del pueblo, sea el pueblo solo quien se imponga 
las contribuciones. A este respecto, Mr. Blakstone hace 

CONST.— 29. 
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observar, que seria sin réplica el razonamiento, si las con- 
tribuciones pesaran solo sobre las Comunes ; pero una gran 
parte de la propiedad pertenece á los Lores, y esa pro- 
piedad paga también las contribuciones como el pue- 
blo ; este último, por consiguiente, no las soporta solo, y 
desde luego el motivo indicado en favor del privilegio no 
podría justificarse. La verdadera razón seria más bien esta: 
los Lores, formando una corporación permanente y here- 
ditaria, creada según la voluntad del Rey, se suponen más 
expuestos á la influencia de la Corona y más accesibles á 
ella que los Comunes, cuerpo político elegido por tiempo 
determinado y por el pueblo. En este estado de cosas, ha 
parecido pdigroso confiar á los Lores el derecho de de- 
cretar las contribuciones ; basta que tengan el poder de re- 
chazarlas, si creen que los impuestos han sido impruden- 
temente acordados por el pueblo. 

Fácilmente se comprende, que no existe la razón con b 
misma fuerza en los Estados-Unidos para acordar á la 
Cámara de representantes el derecho exclusivo en materia 
de impuestos. Quizá es conveniente acordarle la iniciativa 
en esta materia, porque se piensa, con razón, que ella po- 
see en más alto grado el conocimiento local, y que re- 
presenta más directamente las opiniones y los sentimien- 
tos del pueblo ; y como la*Cámara de representantes está 
más particularmente bajo la dependencia de este último, 
es probable que ella ponga más atención que una asam- 
blea que emana de los Estados. Sin embargo, como los Se- 
nadores representan también el pueblo, y no tienen su 
cargo á título hereditario ó vitalicio, y sobre todo, como 
las contribuciones deben ser repartidas entre los Esta- 
dos según su población y tienen ellos intereses distin- 
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tos con respecto á la naturaleza é á la extensión del im- 
puesto, conviene igualmente dar al Senado el poder de 
cambiar ó de enmendar las leyes sobre contribuciones, 
como* tiene el de rechazarlas. De esta manera se conserva 
la justa influencia de los Estados, y de otro modo podría 
suceder que los grandes Estados acordasen impuestos que 
gravaran demasiado los intereses comerciales, s^ícolas ó 
manufactureros -de los pequeños Estados, ó rompiesen el 
equilibrio que la Constitución ha querido establecer en el 
poder y la influencia de cada uno. 

Rehusar al Senado el derecho de modificar ó de en- 
mendar las leyes sobre impuestos, habria sido hacer nacer 
embarazos insolubles, ó retardos sin fin, porque cuando la 
modificación más simple habria bastado para hacer justa 
la ley, y hacerla aceptar por ambas Cámaras, el Senado 
se habría visto obligado á rechazarla en su conjunto. ' 

La cláusula siguiente se relaciona con la facultad dada al 
Presidente para aprobar ó rechazar la ky. La utilidad de 
dar un derecho de veía al Presidehte, no parece haber en- 
contrado mucha oposición en la Convención. La discusión 



I Si se exceptúan las leyes relativas á los impuestos, ambas Cá- 
maras tienen igualmente la iniciativa: cuando un proyecto de ley ha 
sido discutido y aprobado en una de ellas, se lleva inmediatamente á 
la otra Cámara. Si ésta propone enmiendas, el proyecto vuelve á la 
primera para obtener su asentimiento á las enmiendas hechas. Si hay 
desacuerdo, sea en cuanto al proyecto de ley original, sea sobre las 
enmiendas, se establece una conferencia sóbrelos puntos á discusión, 
y si alguna de las dos Cámaras no renuncia á su opinión, el proyecto 

* 

de ley es rechazado. No es de uso reproducir un proyecto de ley sobre 
el mismo asunto en la misma sesión; pero esto no es sino una regla 
interior, y la Constitución no ha prescrito nada á este respecto. 
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versó solamente sobre la cuestión de saber si el veto debia 
ser absoluto ó limitado ; en este último caso qué mayoría 
de cada Cámara seria necesaria para hacer válida la ley; 
y en fin, el velo debia ser acordado al Presidente áolo, ó 
sidebia tener el asentimiento de alguna de las dos Cá- 
maras. • 

Esta materia presenta, pues, dos puntos que examinar : 
primero, la utilidad de conferir esa facultad al Presidente ; 
segundo, qué límite debia ponerle la legislación para im- 
pedir que se hiciera de él un uso perjudicial. 

I ?. — El primer punto se presenta bajo dos aspectos : 
¿el veto debe ser absoluto ó limitado ? Un veto absoluto pa- 
rece á primera vista el medio de defensa más riatural del 
• poder Ejecutivo ; pero en un gobierno libre no es una ar- 
ma bastante segura» ni aun bastante defensiva. En las oca- 
siones ordinarias, no se le empleará con bastante firmeza ; 
en las ocasiones extraordinarias se podrá abusar de él 
Por otra parte, la ausencia de un veto absoluto, tiende á 
debilitar el poder Ejecutivo ; pero este inconveniente pue- 
de desaparecer <5 contrabalancearse por medio de otras 
combinaciones, como en los casos en que el Senado con- 
curre con el Presidente para hacer los tratados y para ratifi- 
car ciertos nombramientos. * El Senado, siendo por su or- 
ganización más fuerte que el Presidente, podría defender 
el derecho constitucional de éste, sin separarse completa- 
mente de sus propias funciones legislativas. Por otra parte, 



I A este respecto citaremos el ejemplo de Mr. Van Burén, quien 
nombrado Ministro en Londres por el Presidente Jackson en el inter- 
valo de una sesión, no fué aprobado después por el Senado, y en con- 
secuencia fué llamado á los Estados-Unidos. 
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el veto absoluto del poder Ejecutivo, tendería á crear una 
influencia reaccionaria que fortificaría la independencia del 
Senado. En Inglaterra el Rey, como conoure á la forava- 
cion de las leyes, goza de un veto absoluto ; Mr. Blackstone 
considera este derecho como la parte 'más importante y 
aun la más indispensable de la prerogativa real para ga- 
rantirla de las usurpaciones del poder legislativo. En la 
práctica, no se ha ejercido este derecho desde el año de 
1692 ; circunstancia que no puede explicarse sino por una 
de estas dos razones : ó la influencia de la Corona ha Im- 
pedido la adopción de medidas riíalas, ó este derecho se 
ha hecho tan odioso que se ha considerado no deberlo 
emplear sino en circunstancias extraordinarias. Es proba- 
ble que ambos motivos hayan existido. A medida que la 
Cámara de los Comunes representa con más exactitud la 
* opinión pública, menos inclinada deb^ estar la Corona á 
aventurar su influencia desechando una medida agrada-? 
ble al pueblo. La Corona en este caso preferirá ponerse á 
lá cabeza délos Comunes, guiarlos, y moderarlos, más bien 
que resistirlos. Bajo el punto de vista práctico es cosa du- 
dosa si un veto sometido á ciertas condiciones, no sería 
para la Corona una garantía más eficaz que el derecho ab- 
soluto ; el cual, no incluyendo otras partes del poder le- 
gislativo, atraería sobre sí solo la responsabilidad y la odio- 
sidad de un rechazo. Por lo demás, el ejemplo de la In- 
glaterra no es una autorídad suficiente para la América ; 
la organización entera de nuestro Gobierno es tan diferen- 
te, sus elementos se asemejan tan poco á los del Gobierno 
de la Gran Bretaña, que ningún argumento sacado de los 
usos die aquel país, podría ayudarnos á constituir conve- 
nientemente nuestro poder Ejecutivo. 
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Si las razones que han hecho acordar al Presidente 
un veto sometido á ciertas condiciones no son comple- 
tamente evidentes, á lo menos son satisfactorias. El po- 
der legislativo tiene una tendencia natural á invadir los 
derechos y á absorber los poderes de las otras ramas 
del Gobierno. La limitación entre los poderes, escrita 
solamente en la Constitución, seria insuficiente para pro- 
teger al poder Ejecutivo que es el más débil. Se le de- 
ola, pues, dar una arma defensiva, y esta arma es el de- 
recho de veto, sin el cual ese poder seria poco á poco 
•despojado de su fuerza y reducido á no ser sino un vano 
título. 

Además, el derecho de veto es importante contra la 
adopción de medidas irrefiexívas ó inoportunas. Es un 
freno saludable para la legislación, calculado de modo que 
la preserve de los. efectos de las facciones, de la preci- 
pitación accidental y del espíritu de» hostilidad.* Se puede 
decir, es verdad: que no es presumible que un hombre solo 
posea más prudencia, mayor sabiduría y más experiencia 
que una asamblea entera. Tal objeción np tiene fuerza : en 
efecto, no se trata aquí de saber cuál de los dos poderes 
del Estado reúne en más alto grado estas cualidades, sino 
solamente si una asamblea legislativa no será arrastrada 
por la sed del poder, por el espíritu de facden, por la in- 
fluencia local, más fácilmente que el poder Ejecutivo, á 
consecuencia de la diferencia de sus obligaciones. No es- 
tando el Presidente sometido á las influencias que han obra- 
do sobre el legislador, podrá examinar los actos de este 
último con moderación é imparcialidad ; podrá también 
corregir aquellos que hubieren sido falseados por la pre- 
cipitación ó por intenciones culpables ; si su opinión no es 
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más s^bia ó más elevada, será á lo nlénos independiente ; 
y sometida á una responsabilidad diferente de la legisla- 
tura. El Presidente representa la nación en su conjunto ; 
la asamblea legislativa al contrario, no representa sino par- 
tes distintas, y auni en ciertos casos algunos intereses lo- 
cales solamente. 

Se podrá objetar que el derecho de veto^ aun sometido 
á condiciones, impedirá algunas veces la adopción de una 
buena ley, pero este argumento tiene poco valor. — Prime- 
ro, el derecho no puede ser ejercido eficazmente si las dos 
terceras partes de ambas Cámaras son favorables á la ley ; 
si al contrario, estas dos terceras partes no le son favora- 
ble% no es tan fácil pretender que la ley era buena, y 
aun puede presumirse lo contrario. — Segundo, un gran 
peligro de los gobiernos libres es su exceso en legis- 
lar, su inconstancia, su continua movilidad con respecto 
á las leyes que los rigen. Desechar una buena medi- 
da es mucho menos perjudicial que la adopción de una 
mala ó que una legislación demasiado movible, y en la 
práctica no se puede temer ningún abuso de parte del 
Presidente. La fuerza y la influencia predominante de 
los cuerpos legislativos en los gobiernos libres, los ries- 
gos á que se expone el poder Ejeeutivo, luchando con- 
tra el poder legislativo, responden suficientemente que 
no se usará el derecho de vetoy sino con una grande re- 
serva, y que frecuentemente se podrá reprochar al poder 
ima excesiva timidez. Ya hemos visto que el Rey de In- 
glaterra, á pesar de todas sus prerogativas, ha usado ra- 
ramente de este derecho, y que más de un siglo ha tras- 
currido despXies del último veto. Si pues un poder Ejecu- 
tivo real hereditario, vacila así en liacer uso de esta fa- 
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cuitad, cuánto más no vacilará un Presidente de Repú- 
blica elegido solamente por cuatro años. ^ 

Otra ventaja todavía de someter á ciertas condiciones 
el derecho de veto es que, no constituye una repulsa ab- 
soluta, que pudiera excitar animosidades entre los poderes 
del Gobierno. Toma el carácter de una simple apekcion 
al Congreso mismo, una solicitud en revisión de su pro- 
pio juicio. Un Presidente que pudiera vacilar en usar 
del veto absoluto, no tendrá escrúpulo alguno en pro- 
vocar un nuevo examen sobre sus propias objeciones; 
y aun cuando sus observaciones no fuesen aprobadas, 
ellas tendrán la* ventaja de liaber llamado la atención y 
la discusión de modo que resalten los fundamento^ la 
política y la sabiduría de las medidas adoptadas. El abu- 
so de este poder restringido asf, es decir, su empleo por 
pretextos frivolos, por exigencias de partido, ó por la va- 
nagloria de un triunfo, solo podrían excitar el odio ó ha- 
cerle caer en el desprecio. 

El segundo punto que hay que examinar es la limitación 
del derecho de veto. Se propuso primero el concurso de los 
dos tercios de los miembros de qada Cámara. Después se 
fijaron en las tres cuartas partes, y al fin se volvió al pri- 
mer proyecto de los dos tercios. Los* motivos que had 
hecho rechazar el número de tres cuartos, parecen haber 
sido que, este número no presentaba garantía bastante 
para el ejercicio eficaz del derecho. Mientras mayor sea 
el número exigido para vencer el veto del poder Ejecuti- 



I Se recuerda sin embargo que los Presidentes Jackson, Van Bu- 
rén y Tyler han usado ampliamente de su derecho de veio en el asun- 
to del Banco de los Estados-Unidos. 
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vo, más fácilmente puede ese poder, por medios extra* 
viadoá y por su influencia secreta, impedir la reunión de 
aquel número. Aun admitiendo que no se recurra á esos 
medios, se puede todavía temer que en ^cunstancias 
polfticas concernientes á los intereses locales, la autoridad 
6 la independencia de los Estados, ó una coalición entre 
un pequeño numero de Estados, haga abortar las mejo 
res medidas. A estas razones es preciso agregar que, para 
separarse de la regla general que da á la mayoría el de- 
recho de gobernar, es necesario que haya motivos graves 
é imperiosos, y la expresión de las dos terceras partes de 
los miembros de cada Cámara, en favor de una medida, 
es la garantk más sabia y más segura que un pueblo 
pueda exigir de sus legisladores. Además, las leyes así 
adoptadas pueden ser derogadas en todo tiempo por la 
mayoría. 

El Presidente podría eludir la limitación fijada á ^u de- 
recho, guardando silencio después que se le ha comu- 
nicado la ley; y para evitar este abuso la Constitución 
ordena que: ** si no fuese devuelta por el Presidente den- 
"tro de diez dias, exceptuando los domingos, después 
" de haberle sido presentada, el proyecto será ley, de la 
** misma manera que si la hubiese firmado. " Pero por 
otra parte, el Congreso podría, por un aplazamiento, nu- 
lificar el derecho del Presidente; y previendo este peli- 
gro la Constitución agrega: " á menos que el Congre- 
** so haya impedido su devolución por la suspensión de 
"sus sesiones, en cuyo caso no será ley." 

La cláusula que termina esta sección establece que to- 
da orden, resolución ó voto, para el cual el concurso de 
ambas Cámaras fuese necesario (excepto en una cuestión 

CONST.— 3a 
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de aplazamiento), será presentado al Presidente, y se se- 
guirá la misma marcha que con respecto á las demás 
leyes. Sin esta disposición, las Cámaras habrían emplea- 
do la forma de una orden ó de una resolución, en lugar 
de la de proyectos de ley, y de esta manera podrían en 
las partes más importantes de la legislación, impedir al 
Presidente el ejercicio de su derecho de examen. 



CAPITUÍjO XV 



PODERES DEL CONOBESO.—PODEB PARA DECRETAR 

CONTRIBUCIONES. 



Interpretación de los ténrv^^os d^ ^ Constitución.— Kl poder del 
Congreso en materia de contribuciones es ilimitado?— Distinción 
entre las contribuciones y los impuestos, dereol\os y sisas.— Na- « 
turaleza y extensión del poder de establecer con tribucioives. — £1 
Gobierno puede establecer contribuciones para otro objeto que 
el de aunr^entar la rer\ta? — Puede emplear el importe de las con- 
tribuciones ei\ fonveivtar la industria?— Repartición de las coz\.- 
tribuoiones.— Los Estados no puedei\. establecer ninguna ooxv- 
tribucioiv sobre las exportaciones de un Estado á otro.— No pue- 
den establecer ningui\ invpuesto sobre las in\^portaciones ni las 
exportaciones sin el conservtimiento del Congreso.— £1 producto 
pertenece á la Unior\.— Leyes de irvspecclorx.— Cómo se concillan 
esta facultad que pertei\ece al Cor\greso corv la de los Estados. 

Hemos llegado en el curso de nuestro examen ala 
sección VIII del artículo i? de la Constitución, que con- 
tiene una enumeración de los principales poderes confía- 
dos al Congreso; esta importante materia reclamará largo 
tiempo nuestra atención, tanto á causa de la variedad de 
asuntos que abraza, cuanto por las controversias y discu- 
siones que ha suscitado. Esta parte de la Constitución ha 
sido en los tiempos pasados, es actualmente y en lo futu- 
ro será, probablemente, un campo amplísimo para las vic- 
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tonas y para las derrotas de los diferentes partidos polí- 
ticos. 

La primera cláusula de esta sección está concebida asi: 
" El Congreso tendrá facultad para crear y cobrar impues- 
" tos, derechos, contribuciones y sisas; pagar las deudas 
" y proveer á la defensa común y bienestar general de 
" los Estados-Unidos, perp todos los derechos, impues- 
" tos y sisas, serán enteramente uniformes en todos los 
" Estados- Unidos," 

Antes de examinar la naturaleza y la extensión dd 
poder conferido al Congreso, debemos fijar el sentido 
gramatical de los términos de la cláusula. 

Las palabras crear y cobrar las contrib.uciones, eíc, 
y las de pagar las deudas públicas, proveer á la defensa 
comuñ y al bienestar general, etc., constituyen dos pode- 
res distintos é independientes el uno del otro? ¿O deben 
ligarse de modo que la segunda frase no sea sino una ca- 
lificación de la primera? Este punto ha sido el objeto de 
debates muy animados, y ha servido de pretexto á los te- 
mores del pueblo y á las declamaciones. Si la primera 
interpretación es verdadera, es evidente que á favor de 
la generalidad de las palabras defensa común y bien ge^ 
nerali el Gobierno central gozará en realidad de poderes 
ilimitados, á pesar de la enumeración de poderes deter- 
minados. Si, al contrario, ^e debe adoptar la segxmda, es 
preciso decidir que el poder de establecer contribuciones 
está limitado á los objetos de un carácter nacional 

La segunda opinión ha prevalecido y parece apoyada 
en razones sólidas. 

La disposición que nos ocupa debe ser, pues, com- 
prendida en el sentido de que el Congreso tendrá la fa- 
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cuitad de establecer, y hacer perabir contribuciones, etc., 
á fin de pagar las deudas y de proveer á la defensa co- 
mún, etc.; así es que el Congreso, lejos de tener un po- 
der ilimitado, está restringido á estos objetos determi- 
nados: el pago de las deudas y las medidas necesarias 
para la defensa y el bien general. No obstante, esta fa- 
cultad es general con relación á estos objetbs. Se deduce 
de ahí, qu^ una contribución no establecida con estos ob- 
jetos, seria inconstitucional y seria un abuso de la autori- 
dad legislativa. 

Todos los que deseaban sinceramente $aKr de la debi- 
lidad y las vacilaciones de la antigua confederación, reco- 
nocían que el poder de levantar impuestos debia ser acor- 
dado á los Estados-Unidos con una cierta extensión; re- 
■conocian que sin esto, el Gobierno no podia proveer al 
mantenimiento de las fuerzas de tierra y de mar, al pago 
de gastos civiles nacionales, y á las cai^^as y gastos ordi- 
narios de la administración. Para todos estos obj^os se 
debe contar con una. renta regular. El déficit traeria una 
de estas fatales alternativas: ó el pueblo quedarla soíne- 
tído á un pillaje arbitrario, 6 el Gobierno caeria en la 
inercia; es decir, el estado de los turcos bajo sus monar- 
cas, 6 el estado de América bajo la Confederación. 

Si el Gobierno establecido ha de ser real y eficaz, el 
poder de establecer impuestos debe ser proporcionado á 
sus obligaciones y á sus necesidades; la única dificultad 
es, pues, saber si las materias sometidas á contribución, 
serán limitadas y determinadas, ó si á este. respecto la 
facultad será general y á elección del Congreso. 

Los que opinan por que este poder es ilimitado, se 
fundan en las razones siguientes: Todo gobierno debe te- 
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jier en sí mismo los poderes necesarios para et cumpli- 
miento de los objetos confiados á su cuidado, y para la 
ejecución completa de las obligaciones de que es req)on- 
sable; debe estar libre de toda traba y no tener otra re- 
gla que el bien general y la seguridad del pueblo. En 
otros términos, todo poder debe ser proporcionado á su 
objeto; la obligación de proveer á la defensa nacional, al 
mantenimiento de' la paz dentro y fuera, supone el dere- 
<:ho de disponer en espera de acontecimientos ó de pe- 
ligros que no se pueden definir de antemano. Este po- 
der no debe, pues, tener otros límites que las exigen- 
cias de la nación y sus recursos. Como el impuesto es d 
recurso natural que provee de los medios para hacer fren- 
te á estas exigencias, la facultad de crearlo y de percibir- 
lo debe estar comprendida en la obligación de proveer á 
las necesidades. Si se quiere que el Gobierno federal sea 
eficaz y forme un vínculo sólido, es preciso confiarle un 
poder ilimitado paía todos los objetos de un interés ge- 
neral. La historia de la humanidad nos rifiuestra que en 
el curso ordinario de las cosas, las necesidades de una na- 
ción en los diferentes períodos de su existencia, crecen 
con sus recursos, y admitiendo que nuestro Grobierno se 
encuentre en condiciones más favorables, debemos pen- 
sar en los reveses posibles y en prevenirlos. Es imposi- 
ble prever los cambios que pueden tener lugar en la si- 
tuación, en la relación y en los poderes de las otras na- 
ciones, que pueden influir sobre nuestra prosperidad y 
sobre nuestra seguridad. Tenemos en el exterior enemi- 
gos formidables, en el interior conmociones amenazantes. 
Debemos temer los peligros en el orden físico, como en 
el orden moral; las epidemias, el hambre, los temblores 
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de tíerra, la disminución progresiva de una industria, la 
necesidad de cambiar nuestros usos y nuestras tenden- 
cias á consecuencia de mejoras ó de tendencias nue- 
vas en los países extranjeros, ó solamente por la necesi- 
dad de cambio que atormenta á los hombres. Una fuente 
de impuestos que es bastante para una época, puede ce- 
sar de serlo en otro tiempo: el comercio, la industria, la 
agricultura, prósperas hoy bajo tal impuesto, pueden más 
tarde sufrir por su acción. Para ser útil la facultad de es- 
tablecer contribudones, debe, pues, no solamente respon- 
der á todas las necesidades de la nadon, sino que debe 
poderse extender según los tiempos, á las diferentes fuen- 
tes de producción* Las constituciones de los gobiernos 
no deben ser hechas para las necesidades actuales, sino 
también para prever las exigencias probables del porvenir, 
según el curso de las casas y la marcha de los negocios 
hemanos. Ahora, como estas cosas no pueden ser deter- 
minadas ni limitadas, la capaddad del Gobierno, bajo es- 
te punto de vista, debe ser ig^ualmente ilimitada. - 

Se agregaban á estas razones,' que, la historia de la Con- 
federación probaba la imposibilidad de contar con los sub- 
sidios de los Estados. Las contribudones directas eran 
también de un resultado muy variable, y de una reglamen- 
tadon difícil entre los Estados ; no se podían considerar 
como rentas suficientes y regulares, sino solamente como 
un último recurso, á falta de otros. La distindon entre las 
contribuciones interiores y exteriores, podría, es verdad, 
ponerse en práctica; pero en muchas circunstancias, esta 
división dejaría al Gobierno sin recursos ó le forzarla á un 
sistema ruinoso para el comercio, para la industria y para 
los verdaderos intereses del país. Ningún hombre pensa- 
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•dor puede sostener que los derechos Qobre las importacio- 
nes son y serán suficientes siempre para las necesidades 
de la Union. Ordinariamente no bastan ; pero aun admi- 
tiendo que fuesen suficientes, en caso de guerra, ¿ se de- 
bería suspender el pago de los funcionarios civiles ó dqar 
á la fuerza armada sin recursos ? 

¿ G5mo esperar que un Gobierno miserable pueda lle- 
nar el objeto de su institución, proveei'á la seguridad, &• 
cilítar la prosperidad, ó sostener la reputación del país? 
Cómo tendrá la energía, la estabilidad, la dignidad y al 
confianza en el interior ? ¿ Cómo d^teodrá el respeto en 
el exterior? ¿Seria acaso su administración otra cosa 
que una serie de expedientes momentáneos é impoten- 
tes? ¿ Encontrarla quien le preste cuando no pueda pre- 
sentar renta alguna cierta como garantía del reembdbo? 
Como los individuos necesitados, solo podria el Gobier- 
no tomar dinero prestado con condiciones onerosas. Ha- 
bría, puesf no solamente imprudencia, sino locura» en de- 
tenerse antes de haber dado al Gobierno recursos pro- 
porcionados á todas las exigencias ; locura en confiar al 
Gobierno el cuidado de la defensa general, dejándole en 
la impotencia total, ó parcial, de tomar las medidas nec;^- 
sarias para proteger al país contra las guerras extraiqeras 
ó contra las convulsiones domésticas. ' 

Si no queremos hacer la experiencia, nueva en politíca 
por no decir absurda, de paralizar el Gobierno en caso de 
guerra defensiva ú ofensiva, deberiamos á lo menos po- 
nerle en condición de obligar á las naciones extranjeras á 
abstenerse de todo acto que fuese para nosotros perjudi- 
cial ó injurioso. El Gobierno deberá reprimir su ambi- 
ción, desarmar su enemistad, vencer sus preocupaciones. 
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¿ No se sabe que las guerras, las rebeliones, la ambi- 
ción y las enemistades extranjeras, las insurrecciones y las 
facciones internas, son las principales causas de los gastos 
de todo gobierno ? Y puede suponerse que lo que ha exis- 
tido siempre en» el pasado, no se reproducirá inás en lo 
futuro ? 

Lá ^Constitución dice que, el Congreso tendrá el poder 
dé crear y cobrar contrilntcioncs^ derechos, impiiesioSy sisas; 
después agrega: pero los derechos, im-púestos y sisas serán 
uniformes en la Union. Hace una diferencia entre las con- 
tribuciones de una parte, y los impuestos, derechos y si- 
sas, de otra ; pues que, en el segundo miembro de la frase 
no se habla ya de contribuciones. Así, la Constitución es- 
tablece una distinción entre fas contribuciones propiamen- 
te tales, y los otros impuestos. Volv.eremos á encontrar 
esta distinción en otras partes de la Constitución ; por ejem- 
plo, con motivo de 'los reglamentos sobre las contribucio- 
nes directas, y de la prohibición hecha á los Estados para 
establecer derechos ó impuestos sobre las exportaciones 
ó las importaciones. 

En un sentido general se llaman contribuciones todas 
aquellas impuestas por el Gobierno sobre los individuos, 
para el servicio del Estado,, bajo cualquier denominación 
que sfea, como tributo, diezmo, talla, impuesto, derechos, 
gabela, subsidio, auxilio, sisa, etc. En este sentido las con- 
tribuciones se dividen ordinariamente en dos clases : di- 
rectas é i^idirecías. Entre las primeras se colocan las con- 
tribuciones sobre la propiedad raíz, y entre las segundas 
las contribuciones sobre los objetos de consumo. La Cons- 
titución, dando en términos generales el poder de estable- 
cer y percibir las contribuciones, comprende evídenterñen- 
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te las dos clases: Si tal es la intención de la Constitución 
¿por qué se han agregado las palabras derechos ^ impues^ 
tos y sisas} Se pueden dar dos razones. Primera: por evitar 
toda dificultad de interpretación, pues que en lenguaje vul- 
gar la palabra cojitribucion (taxe) se emplea ^ frecuente- 
mente en oposición á dereclios, impuestos y sisas, y en se- 
guida, porque la Constitución prescribe diferentes reglas 
en el establecimiento de estas diferentes contribuciones, 
y era necesario distinguir las contribuciones á que esas 
reglas se haa de aplicar. 

La sección II del artículo i ? que hemos examinado an- 
tes, bajo un punto de- vista particular, declara que las con- 
tribuciones directas deberán ser repartidas entre los diver- 
sos Estados que entren en la Union, según su población 
respectiva. La cuarta cláusula de la sección IX del mis- 
mo artículo dice : 'iw $e impondrá la capitncio7i ni olra 
clase de contribución directa, sitio en proporción al censo guc 
deberá formarse según qn^da -antes establecido. Y la cláusula 
que analizamos dice que, todos los derechos, impuestos y si- 
sas serán tinifornies en los Estados- Uíiidos. ^ Dos reglas, 
pues, están prescritas ; la regla de proporción para las con- 
tribuciones directas y la de uniformidad para los derechos, 
impuestos y sisas* Si otras especies de contribuciones hu- 
biere, que no estén comprendidas en estas dos categorías, 
debe decidirse que á su respecto, el Congreso tiene li- 
bertad plena y entera de aplicar una ú otra de las dos 
reglas, ó cualquiera otra que no esté en desacuerdo con 
el espíritu general de la Constitución. Es evidente que, 
los derechos, impuestos y sisas, son contribuciones indirectas 
según la Constitución, pero la dificultad ,consiste en preci- 
sar lo que ella entiende por co7ttribucio7ies (taxes) cit7-ectas, 
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La palabra dereclios no tiene, siempre un significado fijo ; 
algunas veces se toma en un sentido general ; otras veces 
en un sentado restringido. En el sentido general es ca- 
si sinónima de contribuciones, y comprende los impues- 
tos sobre las personas ó sobre las cosas. En el sentido 
restringido es el equivalente á derechos de aduana ; ex- 
presión que se aplica á las contribudones pagadas sobre 
las cosas y las mercaderías importadas ó exportadas. En 
tónces, tiene el mismo significado que la palabra impttes- 
io, por la cual se entiende más á menudo las contribucio- 
nes sobre las mercancías importadas. 

Las sisas tienen un carácter diferente de Jos impuestos, ' 
porque ellas son las contribuciones percibidas en el inte- 
rior sobre el consumo^ y más- generalmente sobre; las ven- 
tas en detalle que preceden al consumo. 

Pero el punto más importante es, determinar cuále;s 
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I jeñerson establecía del modo .siguicute.el divq/'so significado de 
• ' estas dos palabras : ' ' Llamamos impuesto, el derecho ¡)agado poír un 
** artículo de importación al tiempo de su introducción al territorio; 

* por consiguiente se percibe solamente en los puertos de mar. La sisa 
' * es un derecho pagado sobre un artículo cualquiera, sea importado 

■ ó de producción indígena, y sea pagado por el^:onsumidor ú por el 
* ' importador; por consiguiente, se percibe en todajs partes del territo- 

- * rio. lié aquí las verdaderas deñnicioncs de estos dos términos, y en 
' ' ese sentido se les emplea en Inglaterra y en la mayor parte de los 
' • Estados-Unidos. Pero en Massachussets se ha abusado de lá palabra 
*' sisa para designar exclusivamente una contribución sobre los líqjii- 

- ■ dos, y sin distinguir si ella es percibida en el momento de la impor- 
•' tacion 6 después. De manera que, leyendo los debates de la asam- 
" blea de Massachussets, este es el sentido que debe darse á la pala- 
" bra sisti. " ^fcnion'as de Jefferson puiricadas por Conscil lomo 7, p^gi- 
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son las coníribuciones directas según la Constitución, 
, pues (Jue ellas deben ser pro¿>t)rcionales, mientras qut 
las contribuciones indirectas, derechos de entradas, im 
jJuestos, sisas ú otras cualesquiera, han de seguir la regla 
de la uniformidad. Es evidente que la capitación ó con 
tríbucion personal fibíl taxes)y es una contribiK:ion di 
recta desde que la Constitución se expresa así:^*'Ningi: 
** na capitación ú otra contribución directa." 

Las contribuciones sobre las tierras, las casüs ó toda 
otra prófñedad raíz y sus accesorios, han -sido siempre 
consideradas como contribuciones dii'eqtas.x Pero se ha 
dudado si según la Constitución debían colocai-se entre 
las contribuciones directas otras que no fueran estaHeci 
das sobre las personas 6 sobre la tierra* ' 



I Hay en los Estados-Unidos cualro especies de contribucioiK> 
^{ia:¿es): primero, las federales; segundo, las de cada Estado, que son 
generalmente poco considerables; tercero, las del condado, que son 
también muy nkódicas, y cuarto, las contribuciones locales que en b> 
grandes ciudades son bastante crecidas. Se ve por esto que los habi- 
tantes de la campaña deben tener muy pocas contribuciotics. 

Si se quiere comprender esta modicidad de las contribuciones, n- 
debe olvidarse que, según el principio del sel/ Gowriwunt, las loo 
lidades y los individuos administran por sí mismos, y los gobierne^ 
particulares tienen muy pocos gastos que hacer. Hay presupueste- 
reduddos á los ünicos gastos de los sueldos del Gobernador, de su? 
oficinas y de la Legislatura. En los Estados-Unidos, un gran núm'^- 
ro de gastos que figurarían en í rancia en el presupuesto., son direc:> 
mente sufragados por los individuos y las corporaciones: sobre c:.^'- 
todos los caminos se cobra un peaje; ios cultos son pnantenidos pí'^ 
los fieíes; el sistema, de jubilaciones y pensiones en favor do los funcio- 
narios, es dcs¿onocido; el ejército y la armada son poco considerable> 
Desde luego, no existe razón alguna para exigir contribuciones coni 
siderables. ' 
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Se ha decidido que los impuestcis decretados sobre los 
gastos y objetos 4e consumo eran contribuciones indirec- 
tas, y que aquellas que no podían ser repartidas confor- 
me á la Constitución, eran también contribuciones indi- 
rectas. Venimos ahora por qué las primeras d^en ser 
proporcionales y por qué las segundas están sometidas á 
la regla de la uniformidad. Responderemos á la primera 
cuestión, cuando hagamos el análisis de las cláusulas pro- 
hibitivas ó restrictivas en materia de contribuciones; en 
cuanto á la segunda cuestión, puede decirse que^-la uni- 
formidad de sistema tenia por objeto impedir que, en los 
reglamentos sobre asuntos relativos á los intereses co- 
munes de los Erados, se pudiese tratar á los unos más 
favorableniente que á los otros. 

Si los derechos, impuestos ó sisas, no fuesen unifor- 
mes, las más graves desigualdades y las más funestas pa • 
ra los trabajos y las empresas ele ciertos Estados, podrian 
sancionarse. La agricultura, el comercio 6 las manufac- 
turas de un Estado, podrian levantarse sobre la ruina de 
los otros. Algunos Estados ligados entre sí, en el seno 
del Congreso, podrian alcanzar el monopolio de ciertas 
industrias, en detrimentOrde otros Estados ménps favo- 
recidos. En todas sus disposiciones sobre este asunto, la 
Constitución contiene tantas restricciones como facul- 
tades- 
La Constitución no se refiere únicamente al Gobierno 
general para que proteja los intereses de todos los Esta- 
dos; está basada sobre un interés común, que prevé la 
posibilidad de un abuso de poder contra el, cual ella dp- 
be defender á los Estados. Así, los Estados de Nueva- 
York y de Pensüvania podrian, por medio de una liga 
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fácil de organizar con los Estados ó A Sur, paralizar toda 
la navegación de la Nueva Inglaterra. Otra unión entre 
la Nueva Inglaterra y los Estados dd Oeíste, podría per- 
jildfckr á la agricultura del Sur. Y quizá 'alguna otra coali- 
ción heriría los intereses vitales de los Estados manufac- 
tureros; de modo que lá conveniencia de la cláusula, de 
la Constitución sef encuentra demostrada por la sabiduría 
de sil ©"bjeto político y jx)r su tendencia á tranquilizar 
las' alarmas, ó á pr^vehír el descontento. 

El sentiáo de esta dláiláulá' ha hecho nacer dos caes- 
tionés importantes. La prírhéra eS saber si el Gobierno 
tiene el derecho de establecer las contribuciones para au- 
mentar la renta, aun cuando- fuese para la defensa común 
ó el bienestar general; es decir) sí iel Congreso puede' es- 
tablecer las contribuciones para ' proteger y fomentar las 
manufacturas interiores. La segunda es si el producto de 
las contribuciones pued^ ser empleado en otros objetos 
que aquellos eiiumerados en las demás facultades dei 
Cohgí'ésor es decir, si el Coñgreáo jAiede emplear el di- 
nero de las contribucfones eh mejoras interiores. Cada 
una de estas cuestiones ha traido discusiones animadísi- 
mas; han sido atacadas y defendidas de una y de otra 
parte ' con grande energía y formidable argumentación. 
Sin embargo, ninguno de los partidos, ya vencedor ó ven- 
cido, ha considerado jamás la cuestión como completa- 
mente resuelta, y ha sido frecuentemente renovada y sos- 
tenida con vigor. 

N6 examinaremos aquí los argumentos en lo referente 
al derecho acordado al Congreso de fomentar y proteger 
las manufacturas, porque esté asunto vendrá naturalmente 
después, cuando hagamos el análisis de los poderes del 
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Congreso para reglamentar el comercio. ' Dejando á un 
lado este punto, la cuestión Jia sido discutida de la manera 
siguiente: — El derecho de establecer contribuciones, se ha 
dicho, ha sido dado exclusivamente para subvenir á los gas- 
tos federales, y no puede, según la Constitución, ser ejer^ 
cido con otro fin. Su aplicación á cualquier otro objeto se- 
ría un abuso de poder, y en reálidfid una usnrpaciorr fla- 
grante de la autoridad, aunque bajo una forma disfr:.;íada. 

Siempre que los dmeros públicos no alcancen á los 
gastos p¡revistos por" la Constitución, se puede ejercer el 
derecho tie crear' un impuesto par^ aumentarlo?: pero, sí 
son l^astant(^s, no debe reciirrirse á este medio, ni aun 
para íin objeto determmado por la Constitución. 

La* Constitución se expresa en los términos sígu¡entt;s: 
d 'Congreso tendrá d 'poder de establecer y percibir contri- 
bíicioiús, derechos, impuestos y sisas. Si la cláusula termí- 
nase aquí, conservando una Corma absoluta cómo en el 
primer;. proyecto presentado á la convención, no se po- 
dría teher la más. ligera duda. El poder absoluto Je esta- 
blecer las contribuciones encierra todas las formas en que 
pudieran ser establecidas, y comprende todos los objetos 
á que el poder legislativo quisiera aplicarlas. Con más 
fuerte razón, el Congreso podría aplicarlas á aquellos ob- 
jetos á que tienen el hábito de hacerlo las demás nacio- 
nes. Además, la historia de las naciones comerciales nos 
enseña que muy á menudo el poder de imposición se ha 
empleado con otro fin que el de aumentar las rentas pvi- 
blicaa; á veces,. es un reglamento de corocrcio, una prohi- 
bición sobre la importación de ciertos ai'tículos. para pfo- 
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teger y fomentar los productos y la industria del país, pa- 
ra sostener la agricultura, el comercio y las manufacturas; 
algunas veces, las contribuciones son represalias para 
combatir monopolios extranjeros, ó para asegurar el mo- 
. n9polio al Gobierno, ó para prohibir ciertos artículos de 
consumo perjudiciales, etc 

Si pues el poder general de establecer [contribuciones 
puede aplicarse y se aplica, en efecto, en las prácticas or- 
dinarias de los gobiernos, á todos estos diferentes obje- 
tos, ya separada ó ya conjuntamente, ¿sobre qué base re- 
posa la argumentación que lo limita á un solo objeto con 
exclusión de los demás? ¿Quién puede pretender que por- 
que el aumento de la renta pública es uno de estos objetos, 
deba ser el único ? ¿ Quién sostiene que su interpretación 
es la única verdadera, porque está conforme con su im:o- 
pia teoría, y rechaza por esto la de aquellos que adoptan 
una teoría diferente ? Si este poder es general en sus tér- 
minos, ¿ no es un abuso del raciocinio sostener que ese 
poder es particular y sustituir otras palabras á aquellas de 
que se Jia servido la. Constitución ? Tal iritet'pretacion, 
que seria rechazada con respecto á toda convención en 
general, ¿ podría ser admitida cuando se trata de constitu- 
ciones de Gobierno, fundadas sobre los derechos, los de- 
beres y las exigemcias de las naciones, sobre todo, cuarl- 
do estas constituciones tienen en vista las variadas cir- 
cunstancias que necesariamente exigen aplicaciones igual- 
mente diferentes de los poderes constitucionales ? 

La otra cuestión es saber si el Congreso tiene el poder 
de aplicar los fondos obtenidos por contríbuciones ó de 
otra manera, á otros objetos que aquellos mencionados 
en la cláusula en 'que se encuentran estas palabras: "pí- 
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Unido por cotUrilrucion ó de otro inoda¡^ porque puede ha* 
bar y hay, en efecto, otras fuentes de rentas que las re- 
sultantes de los impuestos; por ejemplo, las multas, con- 
fiscaciones, ventas de tierras públicas, intereses <5 dividfen- 
dds sob;"e los fondos públicos, capturas y presas ep tiempo 
de guerra y otros beneficios procedentes de transacciones 
hechas por el Gobierno. Así,, se pueden traer todas las 
partes de la argi;mentacion á la que trata de los fondos 
procedentes del impuesto. 

£1 razonamiento en que se apoya la opinión que niega 
al Congreso, el derecho ¡de aplicar los fondos á objetos 
que estén fuera de los poderes trazados por la dáusida 
constitucional, raposa, como lo hemos visto ya, sobre una 
simple interpretación gramatical. La controversia e^ 
agotada, y ^stá admitido hoy que las expresiones ** pro- 
veer ala defensa común y al bien general" forman parte 
de los poderes para levantar contribuciones, y desde lue- 
go el Congreso tiene ciertamente el derecho de aplicar 
los fondos públicos á este doble objeto, cualquiera que 
sea, por otra parte, la fuente de que pi'o vienen estos 
fondos. 

El argumento en favor del poder amplio se deriva de 
los términos mismos de la cláusula que, según la opinión 
(le todos, se presta á esta interpretación, arnplia, y de la 
naturaleza misma de ese poder, que hace esta interpreta- 
ción, no solo conveniente, sino indispensable para que «1 
Gobierno pueda funcionar sin trabas; goza, además, de la 
adhesión de los hombres de Estado más importantes, que 
siempre la han entendido así, desde el or%en de la Cons- 
titución. 

Eh cuanto a la práctica del Gobierno, está entera- 

CONST.— 32. 
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mente conforme con los principios que acabamos de esta- 
blecer; el destino de los caudales públicos no ha sido 
jamás limitado por el Congreso á los casos que entran 
exclusivamente en los poderes mencionados por la Cons- 
titución, y siempre^ se les ha destinado can especialidad 
para fomentar la¿ mejoras interiores, como los caminos, 
los canales, \k navegación, y otros objetos de carácter é 
importancia nacionales. 

En algunos casos, el Congreso ha destinado fondos 
para ;óocorref 'á extranjeros y á ciudades afligidas por 
grande^ deágraciksj por ejemplo, el auxilio acordado á los 
refugiados dé Santo* Domingo err 17^4, ó á los ciudada- 
nos de X^én'e^uela después del temblor de tierra de 1812. 
Ot^tó ejemplo dé gastos hechoá con un interés puramente 
local; es la prirriíi acordada á la pesca del bacalao; prima 
qué'ha'sido vivamente combátídaert Í792 por razones 
sacabas dél^ Constitución, pero que ha sido mante'nida 
por l^^legiM^dlón d¿ los Estados-Unidos. 

Para no^t^ñer que volver varias veces sobre la facul- 
tad de defcretar contribuciones, hemos creído útil reunir 
en este capítulo las otras disposiciones que le conciernen 
y qye. están esparcidas en la Constitución. Primero: "no 
" se impondrá la capitación ni otra clase de contribución 
" directa, sino en proporción al censo que deberá tomar- 
** se según queda antes establecido." / 

Este' comprende las contribuciones por cabeza fPoIl 
faxes J, y las contribuciones territoriales, como ya lo he- 
mos dicho. 

Él objeto^ de esta cláusula fué garantir á los Estados 
del Sur. contra el establecimiento de toda contribución 
desproporcionada, y nivelar en lo posible lás 4esigualda- 
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des del impuesto. Los Estados tJel Sur tienen una nu- 
merosa población esclax^^y por consecuencia, la capita- 
ción, siendo uniforme, los recargaría con demasiado ri- 
gor. Es, por esta razón, que se ha adoptado uila regla que 
-exime de toda contribución á las dos quirttas partes de 
la población esclava, y de esta maneía sé llega á equili- 
brare! impuesto que debe pesar sobre la población blanca. 
Con respecto á las ¿óntribucíoncs dilectas kobfé la 
propiedad tettítorial,' la dificultad de hacer tina justa re- 
partíciott que proporcione los impuestos" y * los gaátos de 
la Urríoí), 'á la riquen y á las facultades' relativas üe ios 
'Estadosi^abiá sido considerada como xm cjfave óbstácu- 
lo en la época de la Confederación. Enftónóés. lá reparti- 
ción de las contribuciones debía ser hecfha éntrelos Es- 
"tados, se^íun'el \^Iof de las tierras fcd^fales 'conferidas á 
cada persona, siendo las*' constrüctioné^ ' y rríejoras esti- 
madas según las reglas prescritas póf el 'Congreso. Pero 
las reglas de esa tasación eran-tan complicadas y nume- 
rosas, que en Abril dé 1783, el Congreso prescribió una 
repartición basada sobre la población, agregando al nú- 
mero de los blancos y de los otros ciudadanos y habi- 
tantes libres, las personas contratadas para servicio por 
uii tiempo fijo y las tres quintas partes de las demás per- 
sonas. ' .Este sistema es precisamente el que ha sido ad- 
mitido por la Constitución. 

Los espíritus acostumbrados á meditar ¿obre las cau- 
sas que producen y constituyen la rique^ de las nació- 



1 y 

I Hemos dicho anteriomicnte cjue la Constitución, por una espe- 
cie de pudor legislativo, empleaba esta perífrasis para designar á los 
esclavos. 
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nes, saben que no hay regla absoluta para determinar los 
diversos grados de' esa riqueza. Ni el valor de ks tierras, 
ni la población, á pesar de habej^se propuesto sucesiva- 
mente como base para la repartición del impjjnsto, pue- 
den ser consideradas' como la verdadera medida de ¡an- 
queza. Si, en efecto, comparamos la riqueza de los Paí- 
ses Bajos con la de la Rusia, de la Alemania ó de la Fra^n- 
cia, y al mismo tiempo comparamos el valor de las tierras 
y la población del territorio reducido del primero de dstos 
paises, con el valor de las tierras y la población esparcida 
sobre los vastos territorios de los otros, veriaipos inme- 
diatamente que ao hay ninguna comparación posible en- 
tre los dos puntos y la riqueza relativa de e30s países. Si ?e 
quiere establecer la misnia comparación entre los Estados 
de América, se tendrá el mismo resultado; comparad».por 
ejemplo, la Virginia con el Massachussets, la Pensyfvapia 
con el Connecticut, Rhode-Island con el Qhio, y veréis 
la misma desproporción que seflalamos. La riqueza de 
estos diferentes Estados, no estará en relación ni con la 
población, ni con el valor de Jas tierras. * r 

La riqueza de las neones depende de circunstancias 
muy variadas: la situación geográfica, el suelo, el clima, 
la naturaleza de las producciones, la forma de gobierno, 
el carácter de los ciudadanos, el estado del comercio, de 
las artes ó de la. industria ; todas estas causas y muchas 
otras todavía, producen diferencias en la riqueza relativa 
de los diversos países. Todo esto prueba que es imposi- 
ble encontrar una medida común que sirva para determi- 
nar las facultades de un país para sufragar los impuestos. 
La apreciación de la riqueza de un Estado, por equitativa 
é inteligente que se le suponga, presenta siempre eitores 
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y desigualdades que son el origen de descontento y de 
controversia. Estas dificuhades son en sí mismas suficien- 
tes^para conmover los fundamentos de todo gobierno, 
cuando no se ha calculado con habilidad una regla que 
ftje de una manera permanente la repartición del impues- 
to, y cuando al contrario, el modo de hacer esta reparti- 
ción tiene que dircutirse de nuevo en cada nue\'a contri- 
bución. Se puede afirmar, sin temor de ser contradicho, 
que un sistema de repartición fija y,no de circunstancias, 
es indispensable para la tranquilidad pública. Si se con- 
sidera la situación de los Estados americanos, con espe- 
cialidad la de los Estados con esclavitud y entregados á 
lá agricultura, se convendrá en que, el sistema adoptado 
por la Constitución, era tal vez el más justo que se pu- 
diese imaginar. 

La cláusula siguiente de la Constitución dice: ** Nin- 
•* guna contribución ni derecho será impuesto sobre ar- 
" tículos exportados de algún Estado; ninguna preferen- 
"cia se dará por ningún reglamento de comercio á los. 
."puertos de un Estado sobre los de otro; ni estarán obli- 
** gados los buques fletados de 6 para un Estado, á abrir 
** ó cerrar registro ni pagar derecho algur>o en otro. ** 

El objeto evidente de estas disposiciones es quitar to- 
da posibilidad de ejercer la facultad de crear impuestos y 
de rteglamfentar el comercio ^n perjuicio de ciertos Esta- 
dos, íavoreciendo á otros. Si el Congreso hubiera podido 
establecer derechos sobre las exportaciones de los Esta- 
, dos, esto habría injustamente herido y aun destruido la 
producción indígena é industrial de ese Estado, y la des- 
sigualdad de lós efectds de tal contribución habría podi- 
do ser extrema. Kn algunos Estados, los recursos proce- 
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den de Ifi exportación de los productos de la agricultura; 
en otros Estados proceden de otras fuentes, como las 
pescas extranjeras, los trasportes y el comercio, en la acep- 
ción general de la palabra. Entonces, el peso de esos im- 
puestos se hallarla repartida de una manera muy desigual, 
y por eso se ha negado expresamente al Congreso el po- 
der de intervenir en las materias de exportación. Por otra 
parte, el Congreso habría podido, por medio de regla- 
mentos comerciales ó fiscales, crear en provedio de los 
puertos de un Estado, ventajas locales, privilegios comer- 
ciales. Y tales preferencias s^ian siempre funestas, aw 
cuando se constituyesen indirectamente bajóla forma mi- 
tigada de un derecho de entrada ó de salida que no fuese 
uniforme en todos los puertos de la Union. . ^?í» 1^ última 
cláusula no le impide al Congreso establecer id^rechc^ de 
entrada y de salida sobr? las importaciones. en los puer- 
tos de la Union; pero le prohibe haqerlo de un puerto á 
otro: en otros términos, esta cláu^la prohibe exigir un 
circuito forzoso en el viaje^ como sucedi?i bajo el sistema 
colonial, con el objeto de poner trabas al comercio íune- 
ricano antes de la revolución. En aquella época, en efec- 
to, ningún buque americano podía comerciar con el con- 
tinente europeo, sin haber hecho un circuito para tomar 
su punto de partida de un puerto inglés'. 

Otro artículo de la Constitución dice: ** Ningún Esta- 
'* do podrá, sin el consentimiento del Congreso, imponer 
*' contribuciones ni derechos sobre la importación 6 la 
** exportación, excepto Iqs que fueren absolutamente ne- 
" cesarlos para ejecutar sus leyes de. inspección; y el lí- 
*' quido producto de todos los impuestos y derechos car- 
** gados por los Estados sobre la importación ó la expor- 



Constitución fbbeeal 211 



*• tacion, pertenecerá al tesoro de los Estados-Unidos, y 
" todas esas leyes estarán sujetas á la revisión y examen 
** del Congreso. Ningún Estado podrá, sin el consenti- 
" miento del Congreso, imponer ningún derecho de tone- 
** laje. " Si era prudente y do buena política impedir al 
Gobierno nacional que gravase los Estados con contribu- 
ciones ilegales, era igualmente prudente impedir á los 
Estados el ejercicio de la facultad de crear contribuciones 
en perjuido de los demás. Foresta prohibición se evitan 
las querellas y las disensiones que habrían traido la per- 
turbación en Jps Estados y relajado los vínculos que los 
unen. Los Estados han conservado el derecho de hacer eje- 
cutar sus leyes de inspección; pero éste derecho está so- 
metido á la revisión del;QíngresOr dé tal modo que los 
Estados hs^gan todos los, irckglámentos necesarios para su 
comercio interior, siempre que el interés general no su- 
' fra por eljos. r 

Las leyes de inspe;ccion no son, propiamente hablan- 
do, reglamentos comerciales, aun cuando puedan rtener 
una grande inííuencia sobre eLcomercio. .El objeto de 
las leyes de inspección es mejorar los productos del tra- 
bajo en el país, y hacerlos propios para la exportación 6 pa- 
ra el consumo interior. Estas leyes obr^n sobre la mate- 
ria, antes que ella se haga un artículo de comercio ex- 
tranjero ó interno, y la dispo'nen para este objeto. For- 
man una parte de la extensa y variada legislación que 
rige á los Estados ó á los territorios; legislación que no 
ha sido formalmente concedida á la autoridad federal. 

Las leyes de inspección, las leyes de cuarentena, las le- 
yes sanitarias, como todas aquellas relativas al comercio in- 
terior de un Estado ó á los caminos, son otras tantas partes 
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constitutivas de una legislación de un Estado, y se dedu- 
cen de los poderes reservados á la soberanía del Estado. 
Nó se ha dado al Congreso ningún poder directo sobre 
estos objetos, En consecuencia, se han encontrado en la 
esfera de lá soberanía de los Estados*, aunque sometidos 
á la revisión del Congreso, cuando se encuentra^ ien con- 
tactó con las, facultades de elste último. El poder de esta- 
blecer los derechos sobre las importaciones 6 sobre las 
exportaciones, el de establecer un derecho ae .tonelaje, 
forman, sin duda, una parte del poder de crear impuestos, 
pero pueden también sef considerados conio reglarílentos 
de comercio. ^ ' > 

Hasta estos últimos tiempos ninguna dificultad habla 
surgido con motivo de las prohibiciones contenidas en esa 
cláusula de la Constitución. El Congreso había reconoci- 
do las leyes de inspección de los Estados, y había exigido 
su observancia á los funcionarios fiscales de loé Estados- 
Unidos.' En el año 1 82 1, el Estado de Maryland dio 
una ley, según la que, todos los que traian artículos ex- 
tranjeros; en fardos ó en barricas, etJc., y todos los, que ven- 
dían los mismos ' artículois por mayor, es decir, en fardos 
ó tr\ barricas, etc., no podrían ponerlos eA venta sin sacar 
una licencia por la cual debian pagar cincuenta dollars 
baJ9 pena de multa. La cuestión empezó entonces por sa- 
ber si aquel acto violaba la Constitución de los Estados- 
Unidos, y especialmente la cláusula prohibitiva que exa- 
minamos, D^espues dé solemnes debates, ja. corte supre- 
ma declaró lá medida inconstitucional. 

Como los Estados tienen en concurrencia con el Gobier- 
no nacional, el poder de crear impuestos, exceptuando las 
restricciones determinadas jx)r la Constitución, se han sus- 
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I 

citado jiumerosas cuestiones sobre la naturaleza y la ex- 
tenakm del p^er de crear impuestos, que pertenece á los 
Estados. 

En i8i8, el pstado de Maryland d\6 una ley estable- 
ciendo un impuesto sobrb todos los bancos y la3 sucursa- 
les que no fuesen autorizados por la LegislatUra.de aquel 
Estado. Inmediatamente se agitó la cuestión, de saber si 
un Estado tenia ef derecho de imponer una contribución 
á la sucursal del banco de los Estados-Unidos, que es- 
taba establecida en aquel Estado. Los debates ante la 
corte suprema fueron animadísimos, y la corte decidió 
que tal contribución era ilegal, en cuanto al banco fe- 
deral. 

Se ha agitado además la cuestión de saber si un Estado 
podia, según la Constitución, someter al impuesto el ca- 
pital de un empréstito hecho por los Estados-Unidos; y 
la corte suprema se decidió también por la negativa. 

Es conveniente observar que, todas estas decisiones de 
la corte suprema versan sobre este punto : que los Esta- ' 
dos no pueden tener la facultad de someter á un impues- 
to local un acto emanado del Gobierno federal ; por ejem- 
plo, los títulos emitidos por empréstito público, porque 
debilitarían así los medios empleados por el Gobierno en 
el ejercicio de sus poderes constitucionales ; pero se ha re- 
conocido que, pueden gravar los bancos y demás corpo- 
raciones instituidas bajo su autoridad, á menos que no ha- 
yan renunciado á este derecho en sus cartas de incorpo- 
ración. Agreguemos que, el Congreso puede sin duda al- 
guna gravar los bancos de los Estados, porque esto entra 
evidentemente en la facultad de crear contribuciones dadas 
al Gobierno general. Cuando el Congreso establece un im- 

CONST.— 33. 
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puesto sobre las corporaciones^ en Ibs lijstados, el impuesto 
pesa sobre los constituyentes mismos, y debe ser trntíbr- 
me; pero cuando un Estado impone contribuciones auna 
institución, establecida ppr /el Congreso, lo hace sobre un 
acto de autoridad superior é independiente, que no está 
representada en lá legísfeitura del Estado. v 
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CAPITULO XVI 



rODER PARA CELEBRAR EMPRÉSTITOS Y PARA REOIJiMJBNTAK 

El. COBCERCIO. 



La facultad de celebrar eti\pré8Utos es necesaria para asegurar la 
*• suprex]\acia del Goiiierrvo rvaciox^al.^SeiiUdo ooz\sUtuciozvAl de 
las palabras: reglameivtar el corrvercio, y especialix\eivte de la pa- 
labra: con\erclo. — Prinvecp, concveroio coa las t\ao!oxvee extrax^Je- 
ras; Begur\do, coxr^ercio ei\tre loe Kstados de la Unloz^; tercero, 
coir^ercio con las tribus iridias.-^ ¿Esta facultad es exclusiva?- 
A qué objeto se aplica: prin\ero« corv relaoior\ á los Estados de 
la Urvloz\?— Segundo, coi\ relación á as nj^ciones extranjeras?— 
Este po^er puede ejercerse para proteger las nvamufacturas?— 
Cuál es la naturaleza y la extensión del poder de reglan\entar 
el cornercio con las tribus Indias? 

Volvamos al examen de los poderes del Congreso, se 
í^oin el orden de la Constitución. El Congreso tiene el de- 
recho de contraer empréstitos sobre el crédito de los Es- 
tados-Unidos. Este poder nos parece inherente á la so- 
beranía, é indispensable para la existencia de un gobierno 
nacional. Bajo la Confederación se le habia acordado ex- 
presamente ; se ha hecho además observar con razón, que 
este poder está íntimamente ligado al de crear impuestos 
y al deber de protección que tiene todp Gobierno nacio- 
nal. Ordinariamente, en tiempo de paz, no, se presenta la 
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necesidad de buscar anticipos sobre las rentas del Estado; 
sin embargo, como la experiencia pt)s enseña que un solo 
año de guerra, puede absorber las rentas de diez años de 
tranquilidad", la existencia de una deuda públjca nos pa- 
rece inevitable. El modo menos oneroso de contraer una 
deuda, es la vía del empréstito; tanto más cuanto, que en 
los tiempos 4^ guerra los derechos sobre las importaciones 
están sujetos á una grande disminución, y que en estos ca- 
sos el aumento del impuesto para llenar la tíiferencia, seria 
opresivo y ruinoso para los intereses agrícolas del país. , 
Pueden presentarse circunstancias en tiempo de paz, que 
hagan también del empréstito el medio más. fácil y más 
económico de satisíacer un gasto imprevisto ó ele dominar 
un peligro inminente. El Gobierno de los Estados-Uni- 
4os ha recurrido varias veces á ^te medio en tiempo de 
paz: se puede citar como un ejempjo notable, el emprés- 
tito suscrito para, el pago de la adquisición de la Luisia- 
na. El poder de contraer empréstitos acordado al Congre- 
so, no está sometido en manera alguna á la revisión de 
. los Estados ; porque la concesión de ese poder es incom- 
patible con cualquiera otro poder restrictivo, y la declara- 
ción de soberanía hecha en la Constitución, Indica sufi- 
' cientemente que no hay límites para ejercerla. 

Lá misma cláusula da al Congreso la facultad de regla 
mentar el comercio de los Estados entre sí, ó con las na- 
Clones extranjeras, ó con las tribus indias. 

Este poder faltaba á la Confederación, y hemos visto 
ya que era uno de sus más grandes defectos, una de las 
faltas que han debido causar su caida y el establecimiento 
de la Constitución actual. Este poder es esencial para la 
prosperidad de la Ünion ; sin él, el Gobierno no seria 



CONSTITUCIÓN FEDEIUL .217 

realmente nacional, y caería .muy pronto en el descrédito 
y en la impotencia. 

Los americanos no han olvidado cuan oprimido estaba 
su comercio antes de la Constitución; estaba reglamenta- 
do por las naciones extranjeras en el sentido de sus inte- 
reses especiales, y nuestros esfuerzos divididos eran im- 
potentes, por la falta de unidad, para contrabalancear sus 
medidas restrictivas. El Congreso tenia, sin embargo, el 
poder de hacer tratados, pero la debilidad del Gk)bierDO 
federal se había aumentado á punto de hacer ese poder 
casi inútil Los*hombres que conocen el peligro de una 
situación semejante y que comprenden la influencia del 
comercio sobre la prosperidad de las naciones, deben tam- 
bién comprender la necesidad de confiar al Gobierno na- 
cional un poder de exámelí sobre este asunto importante. 
No es de extrañar, pues, que haya sido extendido lo bas- 
tante para aplicarse al comercio de los Estados entre si 
y con los países extranjeros. ' 



l Vamos á presentar aquí en pocas palabras el resumen de las ga- 
rantías dadas al comercio por el Gobierno de los Estados-Unidos. 

I 

1** El comercio y la industria en el interior de cada Estado de la 
Union, son protegidos y fomentados por el poder legislativo de cada 
Esiado mparlicular, con las excepciones siguientes, que son del re- 
sorte fle la Union. 

Nfngun Estado podrá, sin el consentimiento del Congreso, estable- 
cer impuestos ni derechos sobre las importaciones ó exportaciones, á 
excepción de lo que sea necesario para las leyes de inspección, etc. 
(art. i^ sección X, § 2. ) 
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I 

' ) 

Esta cláusula de la Constitución da margen á varias 
cuestiones importantes: i? ¿Cuál es el sentido natural de 
los términos? 2? ¿Hasta dué punto el poder del Congre- 
so excluye el de los Estaaos? 3? ¿Para qué ^objetos pue- 
de emplearse constitucionalmente este poder? 4" ¿Cuál 



-» » 



Ningún Estado podrá, sin el consentimiento del Congreso, crear 
ningún derecho de tonelaje. 

2" Con respecto al comercio entre los Estados de la Union con las 
naciones extranjeias ó 'las tribus indias, son del resorte del Congreso 
los reglamentos de la wateria, menos las excepcicAies especificadas en 
d § 5 de la sección X dd art i^. 

3" El Congreso tiene tamtien solo el poder de fomentar el pro- 
greso de las ciencias y de las artes útiles, asegurando por períodos li- 
mitados á los autores y á los inventores, el derecho exclusivo de sui 
escritos y descubrimientos, (Véase el' cap. XX. ) 

4~ La administración del comercio, en cuanto á las relaciones co- 
merciales con, las naciones extranjeras y las tribus indias, en cuanto á 
las concesiones de patentes de invención y derecho de autor, es una 
de las más importantes atribuciones del Secretario de Estado para los 
negocios extranjeros. La parte concerniente al comercio entre los di- 
ferentes Estados de la Union, la pesca, la navegacioij sobre los«rios y 
agos, etc., es del resorte del Secretario del tesoro. 

II 

Jurisdiccioi comerctal. 

No existen tribunales de comercio en la Union. Los pleitos mer- 
cantiles y marítimos, en general, son en primera instancia del resorte 
de los tribunales ordinarios instituidos en los diferentes Estados, con 
excepción de: i-, los casos en que en las causas marítimas civiles co- 
mo salarios de. gentes de mar, contratos hipotecarios de buques, sal- 
vamentos de naufragios, etc., la acción es intentada in-rcm, es decir, 
contra el buque 6 las mercancías; la jurisdicción, en este caso/, perte¿ 
Inece al tribunal federal del distrito. Cuando al contrario, la acción e 
intentada in-pcrsonam, es decir, contra el propietario del buque o c'- 
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es la verdadera naturaleza y la extensión del poder de 
reglamentar el comercio con las tribus indias? 

Sentido constítiicional de las palabras: tegl^iniaiiar tí 
comercio. — Como la Constitución no contiene sino una 
enumeración de ppderes sin su definición» es necesario 



las mercaderías, la jurisdicción ordinaria del Kstado en que ?l inicia 
la dausa, concurre con la del tribunal federal. 

j- En todos los casos de con ffecacion de buqoes o mercaderías per- 
tenedentos A ohidadános dft Uu Unioo <S á extiai^jeTOi, ^en viitod de 
&s lefes ¿sodes de la Union» la jurisdicción pertenece i la justicia fe- 
deral del distrito. 

3^^ En los c.isos cu que por L^.s leyes fcvleralcs c^»rrc^i)undc especial- 
mente la jurisil!( oion al tribuna! .'b<leral del circuito/ como 1.^5 pat<*n- 
tes de invención, derechos de ^utor, etc. 

^ £n los casos en que un dodtdano de un Estado de Ja Union in- 
tenta una acción contra otrp ciudadano de otro Estado de la Union, 
excediendo de quinientos dollars el \'alor en cuestión, la jurisdicción 
corre^)onde al tribunal federal del circuito. fVéase en lo que concier- 
ne á las vías de^apelacion, el capítulo LL de la organización judicial. 
Véase, [también, para la jurisdicción en materia de presas, el capítu- 
loXXlI. ) 

legislación íQnuircui! y mariiima. 

Los Estados-Unidos no poseen nin|^n código de leyes comerciales 
ó marítimas que sea obligatorio para todos los Estados particulares de 
la' Union. La justicia se administra en la Union, según las leyes fe- 
demks y según las de cada una de las 8o4>eranías particulares. 

Los elementos de la legislación comercial son: i^ La ley no escrita 
ó consaetudinaría, compuesta de ciertas partes de la ley coman de 
Inglaterra introducidas en Iéls épocas sucesivas de la colonización de 
los países que en 1776 se constituyeron en República Je os Estados- 
Unidos. 

2^ Los Esíaiukfs, por los cuales cada uno de ios Kstacjos partícula- 
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determinar la significáciorr de las palabras para predaar 
la extensión de la facultad. El Congreso ttene el derecho 
de reglamentar el comerciOy es decir, el derecho de: í^es- 
cribir ias reglas que han de r^girie. Pero- el com^ck) de- 
be limitarse al tráfico, á la compra y. la \%ata;, ó al-icam- 
bio de los productos? ¿Debe comprender la navegación 
y la libertad de comercio con los demás países? La pri- 
mera interpretación daría á un término general uno solo 
de sus significados; la segunda dejaria á la expresión ge- 
neral toda su amplitud. Cuando una expresión es gene- 
ral debe aplicarse á todos los objetos que exprese, á me- 
nos de inconvenientes ó de cláusulas incompatibles con 
esta amplia interpretación, y en este caso nada justifica- 
ría semejante restricción, Sin duda el comercio es el trá- 
fico; pero, ¿no es más que eso? Es también la libertad: 



res modifica 6 completa la ley no escrita, por medio de disposiciones 
especíales, emanadas del poder legislativo de los Estados. 

3^ Los acios legislativos emanados del Congreso, en virtud del poJer 
legislativo nacional. 

4? Las colecciones de las sentencias de los diferentes tribunales de 
Inglaterra Books ofreporis, y los tratados de jurisprudencia inglesa'quíj 
forman una especie de derecho subsidiario, sin fuerza legal obligato-' 
ria, pero que los legistas cita© como razón escrita. , 

SegDn la naturaleza de los casos, juagan cada uno en su resorte los 
tribunales de cada Estado, lo migmo que los tribunales federales, for- 
mando su. jurisprudencia de las cuatro fuentes que dejarlos indicailas. 

Las causas marítimas se jua^gan según los precedentes del tribunal 
del Almirantazgo de Inglaterra, recogidos en las colecciones de juicios 
publicadas en ambos países. £i;iste un gran número de ediciopes de 
las principales obras sobre la jurisprudencia inglesa, acompañadas de 
notas que indican la aplicación del texto á las particularidades de la 
Jurisprudencia americana. 
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d conuircio comprende, pues, las relaciones niarítunas de 
las naciones entre sí, y está por consiguiente sometido á 
las disposiciones prescritas para reglamentar el libre trá- 
fico. Apenas se pupde coaccbir un sistema de reglamen- 
tos comerciales internacionales, , que no comprendiese al 
misQo tiempo las leyes sobre la navegación, que guarda- 
se silendo sobre Ja admis^n de buques de diferentes na- 
ciones en los puertos de cada una de ellas, y que se limi- 
tase solamente á prescribir reglas para la operación ex- 
clusiva -de comprar y de vender. 

Si la expresión comercior no debe comprender la nave- 
gación, el Gobierno de la Union no tiene entóncesjningun 
poder directo sobre este ramo, y no puede hacer ley al- 
guna para determinar lo que constituye un buque ameri- 
cano, ni para ordenar que la tripulación sea americana. 
Este poder, sin embargo, ha sido ejercido desde el origen 
de nuestfo Gobierno, con el consentimiento de todos los 
Estados, y se le ha considerado siempre como haciendo 
parte de .los reglamentos comerciales. El poder sobre la 
navegación y sobre la libertad, comercial, fué uno de los 
principales motivos que hicieron á los pueblos de Amé- 
rica adoptajf su .actual forma de Gobierno; es, pues, im- 
posible que la Convención no haya entendido que, todas 
est^ cosas estaban contenidas en la expresión cmnercio. 
En efecto, interpretar up poder para hacerlo ineficaz, 
seria ir contra el fin que lo ha hecho admitir en la Cons- 
titución ; luego, no se puede dudar que la exclusión del 
derecho de reglamentar la navegación y las relaciones 
comerciales, no nos hagan caer en los vicios más graves 
de la Confederación, y no expongan la Union al sistema 
peligroso de la rivalidad de los Estados, y á las preferen- 

CONST.— 34. 
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cias opresivas de las naciones extranjeras, en ^favor de su 
propia marina. 

Las relaciones cor^ierciales en e! interior y en el exte- 
rior»' siempre han sido consideradas en la esfera del pp- 
der que nos ocupa. De otro modo, ¿ cómo se podría de- 
fender la legalidad de nuestros sistemas de prohibición? 
¿De qué otro origen podría venir el derecho de esta- 
blecer los embargos, aun fuera de los tiempos de guer- 
ra? Este último derecho, sin embargo, ha sido siem- 
pre considerado como constitucional, aun en los? tiempos 
de fermentación política. Si en una époci de nuestra his- 
tqria la declaración de embargo, en la forma de una ley 
perpetua, ha sido contestada cómo contraria á la Consti- 
tución, no filé porque no se considerase el embargo co- 
mo un reglamento de comercio, si no 'porque un embargo 
perpetuó era un verdadero anonadamiento de todo co- 
mercio. Así se puede afirmar que, en todo tiempo se han 
interpretado los términos de la Constitución compren- 
diendo el poder sobre la navegación, lo mismo que so- 
bre el comercio, lo mismo que sobre el tráfico. Bajo 
el Gobierno colonial el parlamento Inglés estableció co- 
n|ó una doctrina incontestáda que el Gobierno regla- 
mentaba no solamente nuestro tráfico con las naciones 
extranjeras, sino nuestra marina en virtud del poder. ge- 
nerad de reglamentar el comercio. 

^ I ?7- Comercio con las naciones extrccnjeras. — La Cons- 
titución extiende este poder al comercio con l^s nacio- 
nes extranjeras, al de^os Estados entre sí ó con las tri- 
bus indias. Con respectó á las naciones extranjeras, es 
una cosa generalmente admitida que, los términos de la 
Constitución se aplican á toda especie de relacioriefe co- 
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mercíales. Así es que, todas las relaciones mercantiles 
entre los Estados-Unidos y cualquier otro país, caen ne- 
cesariamente bajo la acción de este poder. La palabr^ co- 
niercio, segurt la Constitución, es una unidad complexa, que 
encierra implícitamente cada una de sus partes ; una vez 
a^itida esta definición con respecto á las naciones ex- 
tranjeras: evidentemente deberá aplicarse á todas las par- 
tes de la cláusula constitucional. En los términos siguien- 
tes : aitrc los diferentes Estados, la palabra ejitre indica ne- 
cesariamente ciertas relaciones de estos diferentes Esta- 

* 

dos ; el comercio no significa las relaciones comerciales de 
un listado en su interior solamente, deteniéndose en las 
fironteras, sino más bien las relaciones comerciales de los 
Estados entre sí ; la palabra comento en esta acepción más 
general no se limita por consiguiente al comercio interior. 
A este respecto, los reglamentos comerciales son del re- 
sorte de los Estados. 

2 ? — Comercio entre los Estados de la Union. — El poder 
de reglamentar el comercio entre los Estados, es tan im- 
portante para los intereses de la Union, como el poder 
de reglamentar el comercio con las potencias extranjeras. 
El principal efecto de este poder es, impedir que el Estado 
que para sus importaciones ó sus exportaciones atraviesa 
otros Estados de la Union, quede sometido por este mo- 
tivo al pago de algimos derechos de tránsito. Si cada Es- 
tado fuese libre de reglamentar á su voluntad el comercio 
con los otros Estados de la Union, no dejaria de encon-, 
trarse los medios de imponer derechos sobre las merca- 
derías importadas ó exportadas en su tránsito por cada 
Estado ; derechos que recaerian sobre los exportadores ó 
sobre los consumidoras. 
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La experiencia hecha durante la Confederación, prue- 
ba de un modo positivo que, las cosas sucederían así, por 
el deseo de aumentar las rentas, y bajo la influencia de 
los ¡ntei'eses de localidad. 

En efecto, hemos visto á los Estados lejos de proceder 
con unidad de acción, y como una sola nacipn, respecto 
á los gobiernos extranjeros, aislarse los unos de los otros, 
y dejarse arrastrar á sistemas de trabas recíprocas, que ser- 
vían á los intereses de los demás pueblos. Guando ün Es- 
tado imponía pesadas contribuciones sobre las mercaderías 
extranjeras y sobre los buques extranjeros, se veía al mo- 
mento al Estado vecino, disminuir sus impuestos para 
atraer el comercio á sus puertos á fin de monopolizar los 
beneficios del trasporte de las mercaderías á los otros Es- 
tados. Esta mezquina política no tardaba en ser imitada, 
y los Estados que sufrían traían obstáculos á las nejg^ocia- 
cíones mercantiles en general, y de este modo llegamos 
entonces á aquel malestar^ general cuya tendencia »era des- 
truir la Union. La historia de las demás naciones nos da- 
ría las mismas enseñanzas. En Suiza, donde el vínculo fe- 
derativo es riiuy débil, se ha juzgado necesario establecer 
el principio de que cada cantón se obligase á dejar pasar sin 
aumento de derecho las mercaderías que atravesaran su 
territorio, en dirección á los demás canton<es. En otro 
tiempo, en Alemania, una ley del imperio prohibía á los' 
príncipes soberanos someter las mercaderías á derechos 
de peaje sobre los ríos ó los puentes, sin el consentin^ien- 
to del emperador ó de la dieta. Es que, en verdad, sin la 
facultad de reglamentar el comercio interior, la de regla- 
mentar ^1 comercio extranjero seria ineficaz y casi ilu- 
soria. 
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II. — El pód^r dd Congrego es exclusivo ?-r^^ ha inves- 
'tigado además si la facultad de reglamentar el comercio 
pertenece^ exclusivamente al poder federal. Después de 
una deliberación muy solemne, se ha decidido que esta fa- 
cultad pertenece exclusivamente al Gobierno délos Esta- 
dos-Unidos. El razonamiento en (]ue se apoya esta doc- 
trina, es en sustancia el siguiente : el poder de reglamentar 
el comercio, es en sus mismos términos, gfeneral é ilimita- 
do. Un poder pleno y entero de reglamentar un objeto dc- 
termiriado, implica naturalmente un poder completo, y es 
evidente que no deja punto alguno fuera de él. La conce- 
sión del poder de reglamentar una cosa, excluye la acción 
de cualquier otro poder que pretendiera reglamentar ni aun 
una partq de esa cosa. En efecto, la acción de reglamen- 
tar indica un resultado enteró, comprendiendo el derecho 
de mantener ó de modificar las cosas ; ella produce un to- 
do uniforme, y esa uniformidad seria igualmente pertur- 
bada por todo cambio en las cosas, mantenidas 6 modifi-, 
cadas por eí poder regulador. 

El poder de reglamentar el comercio no es, como podria 
creerse, I^ misma cosa que el poder de establecer impues- 
tos; este último admite el concurso del Congreso y de los 
Estados, mientras que el primero es exclusivo, como aca- 
bamos de decirlo. ^ La diferencia resulta de la naturaleza 
misma de estos poderes. El poder de decretar impuesto?; 
acordado al Congreso, no es necesariamente incompatible 
con el que pertenece á los Estados. Cada uno de ellos 
puede establecer un impuesto sobre las mismas cosas, sin 
invadir el derecho dql otro, porque, imponer contribucio- 
nes, es tomar pequeñas porciones de la masa de las rique- 
zas, que son susceptibles de una división infinita. Estable- 



226 OOMENTABIO A^ESVIADO 

ciendo un impuesto en el interés de un Estado» ese Esta- 
do no hace lo que el Congreso tendría el derecho de ha-, 
cer^ porque el poder del Congreso i\o se extiende á los 
objetos / particulares á los Estados. Así, pues, al ejercer, 
cada gobierno su derecho para crear impuestos, no inva- 
de el derecho ajeno. Pero si al contrario, un Estado ¿quie- 
re reglamentar su comercio con las naciones extranjeras, 
ó con otros Estados de la Union, ejerce entonces un po- 
der que no ha sido acordado sino al Congreso. No hay, 
pues, ninguna analogía. entre la facultad de crear impues- 
tos y la de reglamentar el comercio. 

Además, no se encuentran en las otras cláusulas de la 
Constitución, ni en los poderes reconocidos á los Estados, 
ninguna disposición que suponga el derecho de estos últi- 
mos para reglamentar el comercio. La Constitución prohi- 
be á los Estados establecer ningún impuesto ó derecho 
sobre las importaciones y exportaciones ; no se debe de- 
be deducir de aquí qué puedan ejercer este poder de una 
manera diferente, bajo la fornia de un. reglamento (ie co- 
mercio. El establecimiento de semejantes derechos puede 
hacerse como reglamento comercial por los gobiernos que 
gozan de este último poder ; pero la creación de esos de- 
recibos tiene lugar más comunmente como una dependen- 
cia del poder de imposición ; poder que ha sido evidente- 
mente acordado á los Estados. De su Ate que, la prohibi- 
ción de que hablamos es una excepción al poder recono- 
cido á los Estados de establecer ciertos impuestos, y no 
es referente al poder de reglamentar el comercio. La Cons- 
titución trata estos poderes como distintos y separados. 
Las mismas observaciones se aplican al derecho de to- 
nelaje. . , 
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Reconocer á los Estados (ácultades sobre materias que 
tienea una derta relación con el comercio, no es debilitar 
el razonamiento que precede. La naturaleza de esos po- 
deres es enteramente distinta del poder de reglamentar 
el comercio, y aun cuando algunas veces puedan emplear- 
se los mismos medios para ejercer los unos y los otros» 
esto no prueba en manera alguna que ellos sean idénticos. 
Tales son por ejemplo las leyes de inspección, de sanidad, 
las que reglamentan los caminos, etc. ; leyes todas que 
pueden ser (»:omulgadas leg^mamente por los £stadosI 
como deducción de sus poderes generales ; con tal que, 
sin ernbargo, no se encuentre en ccmflicto con los pode- 
res reservadas al Congreso. 

Siendo exclusivo el poder del Congceso, ningún Esta- 
co puede promulgof leyes; creando impuestos sobre im- 
portaciones procedentes de los países extranjeros ó de los 
otros £stados de la Union ; poco importa que el impuesto 
caiga sobre las mercancías importadas ó sobre la persona 
que ha hecho la importación. En ambos casos. sería una 
restricción á la libertad del comercio, que no se ha dejado 
al arbitrio de los Estados. Como el poder del Congreso 
para reglamentar el comercio se extiende al interior de 
los Estados, el Congreso puede autorizar la venta de los 
artículos que el comercio ha introducido. El comercio no 
es otra cosa que el intercoiirsc, y el tranco es uno áe sus 
principales dementos. 

No se comprendería que el poder de autorizar el tra- 
nco dado: al Congreso con toda la exteiisipn necesaria pa- 
ra &u eñcftciat viniese á cesar en los mgtmeatos mismos en 
que esa latil^d era indispensable^ ¿ P&ra qué serviría el 
poder de autorizar la importación, si no, estuviese acom- 
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panado del poder de permitir la venta de los objetos im- 
portados? La venta es el objeto de la importación, y es 
uno de los elementos esenciales del derecho de intercour- 
scy que comprende también la importación. Como el Con- 
greso tiene el derecho de autorizar la importación, debe 
también el de acordar al importador el de la venta. ¿Cuá- 
les no serian las quejas de los gobiernos extranjeros cu- 
yos productos no fueran libremente vendidos después de 
una importación autorizada ? ¿Y qué respuesta podría 
dar el Congreso á tan justas^quejas? Tal estado de cosas 
seria, evidentemente, la anonadación del comercio. 

En vano se diria que eHmpüesto puede ser moderado; 
si el poder de que nos ocupamos pertenece á los Estados, 
eBos pueden ejercerlo en toda su extensiort, según su vo- 
luntad; si no les corresponde el menor ejercicio de él, es 
una violación del derecho dado al Congí^eso para regla- 
mentar el comercio. 

Debemos examinar en qué extensión, para qué objetos 
y con qué fin puede ejercer el Congreso de una manera 
constitucional su poder de reglamentar el comercio. 

I? Con reládan á los Estados de la Unmk — No se pu?- 
de poner en duda que este podef comprendie los regla- 
mentos relativos á la navegación, el comercio de las cos- 
táis y las pescas lo mismo dentro que fuera de los Esta- 
dos; pero únicamente en las relaciones comerciales de 
los Estados entre sf ó con las nacioneb extranjeras. 

Se aplica á las tripulaciones de Icfe buques americanos, 
se extiende é lars leyes sobre cuarentena, pflottje 6 nau- 
fragios; reglamenta el trasporte de pasajeros porfcuquesde 
va^r d otros medios; comprende el derecho dte pronun- 
ciar los embargos en el i^eríóif 6 en el exterior; las 
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coQstrucciones de íaros, la colocación de sedales ó bali- 
zas, /el alejamiento de los objetos que pudieran impedir la 
navegación en los rios, puertos y bahías. Este mismo po- 
der comprende el derecho de designar los puertos parti- 
culares de carga y descarga para los negocios mercanti- 
les. Este poder es ejercido para todos esos objetos por el 
Gobierno central, por medio de un sistema de leyes, cu- 
ya mayor parte deriva de la época misma de la Consti- 
tución y que hasta hoy han continuado funcionando si 
no ei\ toda su extensión, á lo menos en sus principales 
partes, \ 

2? Con relación á las ilaciones exlranjeras.-^í^^TC^s 
de las aplicaciones precedentes, del poder de reglamentar 
el comercio, se refieren ^^ualmente al comercio de los 
Estados- Unidos con las naciones extranjeras. Este podef 
se ejerce con la mira de aumentar la renta, como prohi- 
bición unas veces y como represalia, otras; para pro- 
uunciar embargos^ para fomentar la marina del país y los 
intereses comerciales, para las contribuciones, los dere- 
chos diferenciales y los privilegios especiales» y otras ve- 
ces, en fin, para reglamentar el tráfico con fines pura^ 
mente políticos, como rechazar una agresión, aumentar 
la acción de la guerra ó reclamar el derecho de los neu- 
trales. En todos estos casos, este poder ha sido acordado 
al Gobierno. nacional por el consentimiento unánime del 
pueblo. 

I Puede aplicarse esta facultad al fomento de las manu- 
facturas ? Recientemente se ha agitado la cuestión de sa- 
ber si el Congreso tenia, según la Constitución, el dere- 
cho de ejercer el poder, de reglamentar el coipercio para 
fomentar y proteger las nlanufacturas del país. , 
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N9 se putdé negar que está en 4a facultad del Congre- 
so fomentar iñcidentalménte el desarrollo de las manu- 
facturas indígenas por disposiciones relativas á la renta, ó 
respondiendo á restricciones establecidas en el extranje- 
ro. Pero en los últimos tiempos se ha sostenido con fuer- 
za, qyue bajo pretexto de reglamentar el comercio, el Con- 
greso no tenia el derecho de prohibir las importaciones 
de una manera permanente ó de someterlas á contribu- 
X , clones injustas, con -el objeto de asegurar los mercados 
del país «ó de fomentar las manufacturas, pues que si 
aáí fuera, el Congreso destruirla el comercio mismo que 
' debe re^amentar, y fomentaría intereses de que no tie- 
ne de que ocuparse. Esta opinión constituye la doctrina 
dominante de la mayor parte de los Estados de la Union, 
que la consideran como esencialmente necesaria para la 
existencia misnia de lá Union. ' ' 

^ •- Hemos tenidt) ya ocasión, tratandx) del poder de crear 

impuestos, de examinar* sumariamente las razones con 
cuyo auxilio se ha sostenido que^ el poder de reglamen- 
tar él comercio, nof/puede ser emplea(Jo como medio di- 
^ectcfpará fomentar las manufacturas indígenas. Debe- 
mos ahora presentarías con más detalles': La Constitución 
es una reimíon de podere? limitados y definidos. No se 
puede negar que, concedido un poder, llei'a consigo to- 
dos los medios propios para su ejercicio; no «e puede ne- 
gar tampoco que el establecimiento de un impuesto es 
un medio particular de reglamentar el comercio. La ver- 
V dadera dificultad eis, pues, saber si bajo pretexto de re- 

glamentar el comercio, el Congreso podría, en efecto, 
imponer derechos para fines enteramente distintos del 

comercio. • ^ 

\ 
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O de otro modo: h cuestión es de saber si un poder 
acordado extlusivamente para jieglamentar el comerfio, 
puede ejércerseftambíen para reglamentar 4a industria 
manuíacturera. Puesta así la cuestión, eHa misma parece 
indicarla respuesta. — Un poder acordado para un obje- 
to, puede ser aplicado á otro? Y si lo puede, ^*dónde es- 
tán los limites de la Constitución? £1 comerdp y fas.naaír 
nu&cturas no son cosas tan distintas como el comercio y 
la agricultura? Verdad es que el comercio y las manu- 
facturas algunas veces icstán Intimffinente iijgados entre 
si; que las disposiciones que reglaoranten el uno podrán 
afectar á la otra, de una manera íavon¿)le ó-perpidicial; 
pero esta no es la dificultad: es preciso decidir ú el Con- 
i^eso puede reglamentar una materia qoe no le está cdüt 
fiada, bajo pretexta que ella se ligue masó meaos intíh 
mámente á otra cuya atribución tiene; 

Si se admitiese esta doctrina, la tnomeracíon hecha en 
la Constitución de los poderes dsKÍo& al Congre90,i3ena 
supérñua. La agricultura, las colonias, los capital^ las 
máquinas, el producto de las tierras, los condratos, la 
propagación de las ciencias; etc., todas estas cosas enltra- 
rían en la esfera del poder federal, porque todas eilas tie- ^ 
nen relaciones más 'ó menos íntimas Con el comercio. Se 
llegaría á este resaltado: que bs podcíres del Congreso 
abraa^ian los últimos límites de las funciones legislativas; 
seria la destrucción de la demarcación tra2ada por b Cons- 
titución entre los Gobiernos de Estafios y el Gobierno 
nacional. Por consiguiente, isi los impuestos no son crea* 
dos como rentas públicas, como represalias ú restriccio- 
nes para combatir las restricciones extranjeras, eiotran 
en la esfera del poder como reglamentos de comercio; 
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pero si se^ establecen para proteger las manufacturas, 
hay abuso de poder. El Congreso tiene tan poco de- 
re<;ho para» reglamentar la industria nwuiufacturera, co- 
mo para intervenir en los sistemas de educación, las le- 
yes de pobres vó las leyes relativas á les vías piiMicas en 
los Estados. Se puede, por otra parte^ recordar que se 
^izó una tentativa en la Convención para introducir en la 
Constitución federal la facultad de proteger las manufac- 
turas y que esa tentativa no tuvo éxito. En lug^r de acor- 
dar ese poder al Congreso, se permitió, al contrario, á los 
Estados, crear algunos impuestos con . el consentimiento 
del Congreso, para proteger sus propias manufacturas, po- 
niendo así, según toda justicia, la carga sobre aquellos que 
delñan aprovecjiarse de las ventajas. Verdad es que el 
Congreso puede inddentalmente consultar los interfeses 
del país, cuando quiere establecer un impuesto para au- 
mentar la renta; puede también organizar los detalles pa- 
ra prot^[er indirectamente las manufacturas. Nunca el 
Congreso habia ido más allá antes del asunto.de las ta- 
rifas que ha dado lugar á la cuestión actual. 

Los que sostienen, al contrario, que el poder de regla- 
^ mentar el comercio puede ser empleado con el objeto de 
proteger las manufacturas del país, apoyan su opinión en 
los argumentos siguientes- El poder de reglamentar el 
comercio, siendo ilimitado en sus términos, contiene to- 
dos los medios apropiados á, sus fines, y todos los me- 
dios que han sido habitualmente practicados para ejercer 
^esta facultad. 

En efecto, nadie puede negar que el poder de regla- 
mentar el comercio contiene el de someterlo á un in^' 
puesto. Es al contrario, un modo útil y muy común en- 
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tre todas las naciones, modo conocido y admitido en los 
Estados-Unidos cuando todavia no eran sino colonias, y 
modo que. siempre ha sido puesto en práctica después, 
sin ninguna oposición. * 

Las colonias americanas rehtisaron al pariamento el 
derecho de imponerla contribuciones en general, excepto 
como medio de reglamentar el comercio; á este respecto^ 
ellas lo consideraban como el ejercicio dp un podei" legi* 
timo é incontestable. 

No obstante, en la práctica se establece (Sidknente 
el limite 'entre las leyes de impuestos como medio de re^ 
glamentar el comercio y las leyes de impuestos simple- 
mente como renta. Cierto es que el objeto evidente y 
confesado de los r^lamentos comerciales he^os por el 
pariamento para las colonias, era fomentar la industria 
manufacturera de la Gran Bretafia. También se ve este' 
poder empleado por otras naciones con d mismo £n. 

Los partidarios de la doctrina opuesta admiten que 
pueda ejercerse este poder para proteger las manufactu- 
ras incidentalmente, siempre que el aumento de rentas 
sea el objeto principal. 

Reconocen también que puede ser ejercido patra cotnr- 
batir las disposiciones pexjt^Kciaies adoptadas por nacio- 
nes extranjeras, sin que la renta sea el objeto principal. 
£stas concesiones prueban que los reglamentos de co- 
mercio no tienen únicamente por objeto un aumento de 
rentas, y no están limitados solo á los negocios comer- 
ciales en sí mismos; otras materias pueden, pues, ser 
comprendidas en ellos. Siendo así, no se ven otros lími- 
tes posibles en cuanto á la naturaleza y á la extensión de 
esta materia, sino la utilidad ó la poUtitíu Sin duda un 
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poder acordado para un objeto no puede ser aplicado á 
otro contrarío; p^co no pai;:ece separarse de su fin cuando 
se le aplica á los objetos á que ha sido hahitualmente apli- 
cado. Si se admiten estos principios, se admitirá también 
i|ue> tm poder acordado sin restriixion, puede ser yáÜda- 
mc^nte empleado en todos esos objetos; para que fuese 
de otro modo,, se habna debido, manifestar claramente su 
intentrioib : 

Los términos de la Constitución son bastante, ampfios 
pora- abrazar eeXit poder éa todaau exlsension: k práctica 
de laís otras naciones, y especialmente: de la Gran Breta- 
ña y de los Estados de Amérka, ha sido de usado en ese 
sentida. Fué una de las rabones sobre las cuales se fun- 
daron para reclamar y apresurar el establecimiento de la 
Constitución: á estos argumeeítos se pueden agregar otros 
que vienen todauría á fortificarlos. 

Primeno, si él Coog^'eso no posee el poder de proteger 
las manufacturas iod^eaásL por medio de r^Iamentos co- 
merdales, este poder se p¿Drde para la nadon efitera 

Los Estados quedarán privados de él ponqué lo bao 
abandonado voluntariamente, y además, tan^kxk) perte- 
lleoeríaf al GobiernD nadottal. Que semejante pofitíca 
fueiE adoptada volon^triamente por tm pueblo Ubre, en 
contradíccio¡n manifiesta con sus . deredios y sus liberta- 
des más caras^ y sin tjue se pueda ^descubrir la razón de 
un sacrificio tanr grande, seria un acontecimiento -muy cx- 
traofdinWio y sin ejemplo en la historia de los piteUos. 
La anulación del> poder de proteger la.iiKlustríafmanu&C' 
torera, por medio délos réglainentos de comeitoio# perju- 
dicaría á los iíitiereaes del pats^ Tavoredendo los de otras 
naciones. Nuestra nacionalidad áé debilitaría y .tal vez sería 
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desbwdaí Una ftacion exti^^i^^ra victoriosa podi;ía impo- 
neroos red|iÍ€cioQe&comerc¡Qtes>!^mo un signo de núes* 
tra dependencia y de la pérdidaí .de nuestras, soberanía^ 
pero niadie podida comprender q^e nosotros voluntaria^ 
laeote ao$ impusiéramos semejantes sacriñcios sin com^ 
pensadon. ^ 

Con tal si^^ma» nuestra iadej^ideocia ^«haria tma 
conquiste sin vakv» Sem reqpnoo^ el aintiguo sistema 
de dionopolioi ^n favor deiksii^nuCacturas extianjenas y 
destrabas para la indm^tría jnaoíoaal; .sistem¿i que excitó 
en las colonias de Amética quilas tan^margad, suj6tand(^ 
á las colonias pro&ind^mente á las exigeodas de la me* 
trópolt. Nuestca Coj^^títucion no estarla lestablccida para 
akaazar^los diversos fines determinados en sct prcámbu- 
loi áoo- para s^vir á los intereses exclusivos de k^ na^ 
dones extranjeras, para ayudar sus mamifectürás y favo* 
recer sti agricultura. Supongamos que, por medio de de* 
rechos y de reglamtírttw conierdale$, tos gobierno? ex- 
tranjeros {omeiftan la producción del algodón» del arro;> 
del tabaco 4^1 trí^i d^.la cafia 4er azúcar ^ otias* mater 
rías primeras, de modo que pueda)) venderlas á. un precio 
más bi^o que nosoib'os; ^-deberán nuestros mercadios per- 
manecer abiertos i ést^fi prqdwto$» eon peijuMsia^df» tues* 
tra aiiii^ttura y de nues^a industria,, $» restricdrt n al^ 

guna^ pQlKlMetel6s^:rt»triíícidnes£iH> g^rttílí^ nuestm 
rejEita? ¿L# Aii^n4a deberá estar «kmpjfe ptQntfc á acor> 
' darle todo á la £uf of)a, sí)% ec^uiv^leAté, y á^ f edkír todo 
lo que la rjEuropaJu^ue- conveniente .daftevr i ftus propiafe 
condiidiones? ¿De Squ^ serviría que el Gobi^no nadooal 
no^ pudiera establecer -derechos de inapwtadc^, sí los go- 
biernos extranjeros pue<fen imponer sin límites derechos 
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á nuestras producciones, con el objeto de fomentar sus pro- 
pias producciones, y vendamos sus mismos artículos des- 
pués de haber abrumado los nuestros con el peso de sus 
derechos? Cuando se recuerda con qué extremó descon- 
tento y cuánta repugnancia los Estados itíanúfaétureros 
y marítimos, siendo todavía colonias inglesas, acogieron 
las leyes restrictivas del parlamento británico, no se pue- 
de creer que los mismos Estados estén dispuestos á adop- 
tar un sistema de gobierno que los sometiese perpetua- 
mente á los mismos inconvenientes. ¿Se comprendería, 
por ejemplo, que la nueva Inglaterra y los Estados del 
centro hubiesen ratificado una Constitución que no ofre- 
ciera protección alguna á su industria manufacturera? Y 
si la Constitución ha sido adoptada en la convicción de 
que contenía medios protectores, ¿no seria un acto frau- 
dulento y muy reprochable el dar á sus poderes una in- 
terpretación diferente? 

Si dejando á un lado estas consideraciones generíJes, 
se quiere investigar cuáí ha sido en estas materias lacon- 
dtlcta prá^tidá del gobierno, se verá que ella justifica los 
argumentos que preceden. ^ 

El primer Congreso formado bajo el imperio de la Coñs- 
tftuckm y compuesto de una gran pai^e de los hombres 
que habiait concurrido á su redacción ó que Káfcían toma- 
do parteen Id^ discusiones de los' artículos en Ué conven- 
ciones de Estados, ha reconocido voluntÉiriamente estas 
diferentes aplicaciones del poder de que nos ocupamos- 
Una circunstancia másmotabIé>Stdn, db^neen una materia 
que toca intereses taaír graves y tan dSifeá^, y habiendo 
en aquella épooa«a¡asado largos debates, no se haya emi- 
tido duda algui»'lí*fifpecto á la legalidad dé una doctrina 
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que daba al Gobierno la facultad de proteger la agricul* 
taca y la industria ind%ena, por medio de impuestos crea- 
dos con este solo fin. Todavfa más: se ha sostenido que 
esa protección,, siendo uno de tos principales motivos de la 
adopcíén de la Constitución» era un deber imperioso parft 
el Gobierno; esta doctrina no ha encontrado ningún coq^ 
tradictor en los diferentes Estados de la Union. Todo es-' 
to pasaba, 6Ín embargo, en una época en que \cfs Estados 
mostraban la más grande susceptibíÜdad; en que interve- 
nían enéticamente en los debates del Congreso; en una 
época en que existían ya I9S grandes partidos que divi- 
dieron á los Estados-Unidos, sobre la cuestíon de la in- 
terpretación, amplia ó restringida de la Constitución. Cier- 
tamente, si hiibiestn existido entóneos algunas dudas, el 
partido de la oposición no habría dejado <fe apoderarse de 
cuas; su silencie en tales circunstancias es la prueba oiás 
fuerte y la más convincente. 

Por inducción de este poder de hacer los reglamentos 
generales sobre el comercio, el Congreso se ha creido 
completamente autorizado para establecer reglamentos 
sanitarios para los puertos y costas de la Union. 

Comercio amias tribus iitdias. — El poder de reglamen- 
tar el coiñfiercio se extiende, también» al comercio con bs 
tribus indias. Esta aplicación del poder dado al Congreso 
no fee ienamtraba en ^1 primer jM'oyecto de la Constitu- 
ción; filé sometido á un conrité encargado de deliberar 
sobre diferentes partes de la Constitución y especialmen- 
te sobre la conveniencia de dar al Congreso el derecho 
de " refbmentar el negocio con los indios, fuese dentro 
" ó fuera de los Ifanítes de los Estados^-Unidos," En el 
nuevo proyecto, el comité insertó la cláusula tal cual es- 

CONST.— 36. , ^ 
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tá hoy, con estas spha palabras: *' cm ¿ds (n^s inflias." 
Antes de Ja revolución de América, é, poder, de regla- 
mentar el comerdo y la libré, comunicación con la^^fribus 
indias estableeidas; «dentro ó fuera de" lo$^ ]iq}íte&/de h^ co- 
lon¡as> era considerado x:omo una de las .piierógjiHVais de 
la corona británica. 

Desf^esf dé la libertad de las colonias» un pod^ seme- 
jante debiá, naturalmente, acordarse al Gobí<^^' Mistral, 
en el sentido de la ptáa general y dcJos inteifeís^fde tp- 
dos los Estados. Se insertaron, sin embargo, eA «1 ^ 
de la Confederación dos restricciones, qye hiciei^on nater 
dudas y ocasionaron largas dificultade*. Así.eí poder de 
reglamentar el corhercio dado por este aote al Congreso, 
no podía aplicarse sino á las tribus íftdiait^qUe no ersB 
miembros de un Estado. Además, no debia ¿ef ejktíúáo 
hasta invadir el poder legislativo de lQfe.iE3)tados,:d<satfo 
de sus propios límites. ¿Qué indios puedeiniseí! i)on^die- 
radoscomo miembros de un Estado? E3t^foé:irta»í^es- 
tion nunca resuelta, durante la Coofed^r^ífrOi y:^ine fre- 
cuentemente se presentó como arta c»sa: de <i^blaftes y 
de disensiones en los consejos federales. ! • 

¿Cdmo el comercio con los indios, qué no eJwi fitíwi- 
brosc de un Estado, pero ique residíase» sifi ejo^l^go, en é 
interior de sus fronteras, y e» Ja,e*teñsÍQa de-^tt^tirisífie- 
cian legislativa, podía ser reglamentado {$prj i|i^ poder le- 
gislativo exterior, sin invadir k)sr poderes iWtEstftdo mis- 
inor? Era esta otra cuestión, cudndQ méi|o$íiton delicada 
y i tan difeil de r^esolver cojáno las ítnteriorQSfc Ert e^tt»?^ ca- 
sos, como en nuichos otros, < la Conf<íder^ÍQA. . íi« t^síbnsó 
«n. cónciHal: el pridiipió de ' mía «sobtÉímía pítroial e?\ la 
Union, oofl jélde una soberahíá absduta ea los jEsÉadps ; 
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no vio que inteoCaba uaa. itosa matemáticamente impo* 
siU^ que qiltida ^uc el todo subsistiese íiUegramente 
desdes de hablarle qukado una parte. Jr^ Constitución 
actu^ de Io$ £4tadoa-Umdo$ há. procedido sabiamente 
libeftan4a al Codgreso de estas dos restricciones, 

EUa le da, como al depositario^ más^ competente, el po- 
^exdusívo que en otro tiempo ha^jia pertenecido á la 
Corona. Cuando las discusiones que tuvieron lugar sob^e 
esta, materia, se rebonoció que desde el establecimiento 
delastx^nias en América, los indios han sido tratados 
como una nación distinta, aunque def>endiente bajo cier* 
tos aspectos, y que sus derechos territoriales y de sobe- 
rana, hablan sido respetados. Verdad es que se les habia 
prohibido el derecho de mantener relaciones comerciales 
con los pueblos extranjerosi como también el derecho de 
ceder su teirittóo; pero, sin embafgo, se les habia recono- 
cido el derecho de gobernarse por sí mismos^ y se les ha- 
bia dejado una existencia nacional bajo la protección de 
la madre patria. Las tribus indias no estaban sometidas 
á k*accion ordinaria del poder legJsUaHivo de las colonias. 

Durante la revolución y después de eUa, ftieron confir- 
mados en el goce de sus derechos y ' propiedad^ como 
vaa So^QÍedad distinta. £1 Gobierno de los EjStadoé-Unír 
<kte, después de la Confetitucion, les ha reconocido siepi- 
pre l0l^ -mismos atributos de .soí>eranfai dependiente, revin- 
dicándp, fto obstante, el derei:ho exclusivo de reglamep- 
tac las relaciones comerw4es Cp^ los indios, y la misma 
autoridad para defender sus' posesiones territoriales, sus 
pñvilegios y sus inmunidades. 

El poder dado al Congreso para r^lamentar el comer- 
cio con Iqs indios, se extiende, pues, igualmente á las tri- 
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bus dentro ó fuera de las frohféras de los Estados, de es- 
te ó del Qtro lado de los límites del territorio de la Union; 

Poco importa? dice un sabio comentador, que esaa tri- 
bus habiten el interior de las fronteras ó que se encuen- 
tren dispersas y errantes sobre los territorios rio sometí- 
dos á ta dominación de los Estados-Unidos. El comercio 
con los indios en general, está reglamentado en todas sus 
formas, según la voluntad del Congreso, y eáta es, debe- 
mos decirlo, una prueba de la sabiduría de la G>nstitu- 
cion. Los indios libertados de los reglamentos contradic- 
torios de los diferentes Estados, se inclinan más á con- 
fiar en un gran cuerpo político, único cuya justicia respe- 
tan y cuyo poder temen. 

Se ha agitado recientemente la cuestión de saber si una 
tribu india establecida en el interior de las fronteras de un 
Estado, pero gozando de las prerogativas de la soberanía, 
bajo la vigilancia y la garantía del Gobierno de la Union, 
podia ser considerada como un Estado extranjero en el 
sentido de la Constitución, y si en esta calidad esta tribu 
tenia el derecho de dirigirse á los tribunales de justicia 
federal de los Esteidos-U nidos. 

' Después de una discusión solenine, se ha decidido que 
una tribu de indios en esa situación, debia ser considera- 
da cómo un Estado político, es decir, como una sociedad 
política distinta y capaz de un Gobierno individua!, pero 
no se le ha reconocido la calidad de Estado extranjero, 
en el sentido de la Constitución; debe más bien ser con- " 
siderada como una nación dependiente; se halla en esta- 
do dfe menor edad, por decirlo así, y sus relaciones coe 
la Union son las del pupilo con su tuton 
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CAPITUXjO.XVII 



NATÜBALIZACIO N.~B ANCA ROTAS 



Durante la Confederación, cada Estado prescribía las reglas de na- 
tarallzaclon.-^Inoonvenlentes de esta aistema.— Forzi\alldades' 
de la adopción.— Derecl\os de los no ivatural izados. —De la le- 
gislación sobre las bancarotas durante la Confederacioiv.— Ne- 
cesidad de una legislación ux\iforme.— El Congreso debe estar 
revestido de este poder.— Kste i>oder debe ser exclusivo.— I«a 
uztiformidad de la legislación es útil l\asta para las x\acioz\es ex- 
tranjeras que tratan con los Estados-Unidos.— Qué leyes pueden 
ser consideradas como leyes de bancarotas.— El poder del Con- 
greso está dividido con los Estados, pero queda son\etido á la 
Tcvlsioi\ del Gobierno nacional. * 



La Constitución dice en seguida, que el Congreso ten- 
drá facultad para establecer una regla uniforme de natu- 
ralización,. y leyes uniformes con respiecto á bancarota en 
todos los Estados-Unidos. 

De la naturalización. — La conveniencia de confiar al 
Gobierno iiacionaj el poder de prescribir condiciones uni- 
formes para obtener la naturalización, no ha originado 
dudas ni debates en la Convención. Durante la Confede- 
ración, los Estados únicamente tenían autoridad para re- 
glamentar esta materia, y la multitud de sistemas diferen- 
tes admitidos en los Estados, era considerada como un 
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grave vicio de la Confederación, que daba origen á difi- 
cultades casi insolubles. Como los habitantes libres de 
cada Estado gozaban del derecho de ciudadanía en los de- 
más Estados, resultaba que un solo Estado podia, admi- 
tiendo en su seno á un extranjero, darle los derechos de 
ciudadanía en' todos los Estados, aun cuando esta admi- 
sión hubiera sido contraria á k política, á los intereses y 
aun á las preocupaciones de% éstos. 

Cada Estado tenia completamente el poder de natura- 
lizar así á los extranjeros en los demás Estados^, poder 
perjudicial por su naturaleza, é injurioso en su ejercicio. 
En algunos Estados, la simple residencia durante un tiem- 
' po bastante corto; bastaba para obtener los derechos de 
ciudadanía; en muchos otros, al contrario, se exigían con- 
diciones más importantes. Un extranjera declarado inca- 
paz en estos últimos, habría podido hacer cesar su inca- 
pacidad y eludir estas condiciones saludables, residiendo 
en los primeros durante el tiempo requerido. De esta ma- 
nera^ las leyes de U9 solo Estado habrían dominado so- 
bre las de todos los otros, aun en el interior mismo de su 
jurisdicción. Se ha hecho ' observar, es x:¡erto, que estas 
circunstancias se presentarán muy raramente, y que el 
ejercicio de este poder durante la Confederación, no tuvo 
graves inconvenientes para la Union. 
- Como quiera que sea, es un acto de sabiduría el haber 
confiado al Gobie^rfo nacional el po^er de determinar 
i'eglas uniformes de naturalización para toda la Union. 
El Gobierno nacional .tiene el más grande interés en fijar 
las condiciones de ciudadahía en cada Estado, pues que 
el derecho en un Estado da derechos iguales en toda la 
Union. Si, como én tiempo de la Confederación, los ex- 
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tranjeros pudieran ser admitidos indistíntamente á la na- 
turalización poria voluntad de un solo Estado, la/Union 
se encontraría expueéta á una afluencia de* extranjeros 
hostiles á sus» instituciones, ignorantes de sus poderes é 
incapaces de apreciar justamente sus privilegios. 

En los Estados- Unidos se ha admitido generalmente 
el principio, con respecto á Jas relaciones que existen en- 
tre el pafs y el ciudadano, sea natural ó naturalizado, que 
nada puede romper el vinculo que los une el uno al otro» 
m desprender al ciudadano de la fidelidad que debe á su 
patria. Es, en uña palabra, la doctrina inglesa sobre 1^ indi- 
solubilidad de Valle^mnce (indefensibie aUegeanct) modifi- 
cada según la fornría y la natijraleaa del Gobierno ameri- 
cano. Se cita como tina notable apBcadon de esta regla, 
la decisión del Presidente Madison, quien enyió á los tri- 
bunales ordinarios, como no habiendo nunca perdido la 
calidad de ciudadano americano, á un llamado Clárele, 
ciudadano de k>s Estados-Unidos, quien habiéndose re- 
tirado al Canadá, habia sido tomado posteriormente en 
las filas del ejército americano, y condenado á muertp co- 
mo espía, por un tribunal militar. 

Según la naturaleza de este poder, es evidente que, 
para ser útil, debe ser exclusivo, porque dividido con los 
Estado^ traería todos los- inconvenientes y los peligros 
que la regla uniforme trazada por la Constitución tiene 
por dbjeto prevenir ; y bien que en los primeros tiempos 
se haya dudado sí este poder seria todavía ejercido por 
los Estados bajo d examen del Congreso, actualmente se 
ha dejado su ejercicio exclusivamente al Congreso. 

Délas bancarotas. — Antes de adoptarse la Constitución, 
los Estadoi tenian, como una consecuencia de su auto 
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ridad absoluta, el derecho dé hacer las leyes sobre banca- 
rotás é insolvencia. Sin buscar cómo establecer aquí el 
significado diferente de estas dos paflab^as, se,pue4e decir 
que, el objeto general de todas las leyi^s de bancarota y 
de insolvencia, es por una parte, asegurar á Jos aaeedo- 
res la garantía que les ofrecen los bienes de su deudor; 
y por otra, poner á los deudores honestos y desgraciados 
al abrigo de una prisión perpetua, para obligarlos al pago 
íntegro de la deuda, y libertarlos del derecho absoluta de 
los acreedores, para apropiarse sus beneficios futuros* 

El ejercicio de este úkimo derecho tendría uj^esiuria- 
mente por resultado alejar á los deudores de todas las em- 
presas nuevas, desde que ntngun provecho debian sacar 
de su trabajo. En cuanto á la prisión del deudor, es toda* 
vía más severa y m^s injusta, porque la pobreza y la des- 
gp'acia, tan pesadas ya por sí mismas, se convierten en mo- 
tivos de reclusión y.de castigos personales. El encarcela- 
miento, considerado como remedio civil, no admite ningu- 
na justificación, excepto cuando se*^mplea para obligar á 
los deudores de mala fé, á ceder sus bienes á sus acree- 
dores, para amortizar sus deudas. • Pero cuando los deu- 
dores no tienen ningunos bienes ó han hecho abandooo 
total á sus acreedores, autorizar el encarcelamiento al ar- 

* 

bitrio del acreedor, seria un refinamiento de crueldad, 
una complacencia para las pasiones privadas, difícilmente 
justificada en un gobierno despótico, pero evidentemeote 
censurable en los países de gobiernos libres. Sem^an- 
te sistenia de legislación, incompatible con los primeros 
preceptos del cristianismo, es com^^ un rep^pche^ vivien- 
te contra las nádonef cnstbnaSí ttay^io^dpMs ^ las peores 
'^épocas del paganisBiOé ,; 



íxxsvmaücioTs ispiral 245 

Uno de los principales deberes de. los legisladores eSi 
al núsmo tíempo en que proveen á la ejecución y cumpli- 
miento de las obligaciones contraidas, proveer también á 
1<^ medios de libertar al deudor honrado y desgraciado, 
salvándole de un estado que, perturbando su espíritu é 
inomiodando su cuerpo, le impide tomar su parte en los 
beneficios de la sociedad, y priva á la familia de la protec- 
doa de su jefe y de los frutos de su trabaja Un Gobierno 
i^doiialque no tuviera el derecho de hacer las leyes sobre 
estas materias, no seria digno de la alta misión de velar 
por la felicidad de un pueblo libre, y de conservar sus pri- 
vilegios. 

Independientemente de estas consideraciones generales, 
hay otras más especiales que prueban la necesidad de con- 
fiar al Gobierno de la Union la potestad de que nos ocu- 
pamos, para mantener la armonía en la legislación, asegu- 
rar }a justicia y tratar á los ciudadanos de todos los Esta- 
dos con igualdad. Es evidente que si la legislación sobre 
los deudores insolventes fuese abandonada á los Estados, 
cada uno prescribiria las medidas que creyese propias para 
sus necesidades particulares, según las circunstancias lo- 
cales. No podría esperarse uniformidad alguna ; un Es- 
tado adoptaria el sistema de insolvencia genej^al, otro un 
st^ema temt>oral y limitado, otros relsyarian los víncu- 
los del contrato, ó suprimirían la prisión; algunos al con- 
trario, podrían adoptar un procedimiento más severo, ó 
rehusar toda acción ; las leyes de un Estado habrían po- 
dido establecer injustas preferencias en beneficio de^cier- 
tos acreedores, por ejemplo, los acreedores en virtud de 
juick) y sentencia legal, ó ea vii:tud de fianza ; otras leyes 
en sentido inverso, habrian podido consagrar los princi- 

CONST.— 37. 
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píos de la igualdad entre las deudas, y la dfetribucion pro- 
porcional, sin distinción ert ella- En una palabra, se ve que 
el sistema de las legislaciones locales mtroduciría una va- 
riedad inñnita de distinciones ó de disposiciones hasta 
contradictorias, y causaría graves perjuicios que manten- 
drian entre los Estados, funestos celos. Los peligros que 
señalamos no son puramente especulativos, son reales, y 
la historia de los Estados-Unidos ofrece de ello numero- 
sos ejemplos. Agreguemos á esto, como una circunstancia 
agravante, que nunca se vio á los Estados dispuestos á 
hacer concesión alguna, con el fin de poner término á tm 
estado de cosas perjudicial para todos ellos. El único re- 
medio fué, pues, dar al Gobierno nacional la potestad eficaz 
de establecer un sistema uniforme. 

Además, es preciso decir, que cada Estado no puede 
establecer un sistema de legislación ejecutiva, fuera de sus 
límites territoriales, ni que alcance á individuos no some- 
tidos á su jurisdicción. 

Los acreedores que residen en. un Estado no están su- 
jetos á las leyes de otro Estado ; ni las deudas contraidas 
en un Estado, pueden estar sometidas á la legislación de 
otro. Se ve por esto, que los deudores más dignos de in- 
dulgencia, podrían ser acosados de persecuciones, rena- 
cientes sin cesar, todas las veces que pasaran las fronteras 
de un Estado ; sus bienes serian distríbuidos en totalidad, 
entre los acreedores residentes en un solo Estado, y sus 
personas estarían sujetas á las más severas exigencias de 
la legislación de los otros Estados. En toda nación como 
los Estados-Unidos, cuyas relaciones comerciales son tan 
extensas, y van siempre creciendo, una situación semejan- 
te ^ tendría para el comercio consecuencias funestísima^ 
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porque hay muy pocas personas lanzadas en los negocios, 
que no se encuentren en contacto con deudores <5 acree- 
dores en varios Estados de la Union. También la ausen- 
cia de todo sistema de legislación uniforme, en materia de 
quiebra, ha dado lugar á las más urgentes quejas, con res- 
pecto á los intereses comerciales, manufactureros y agrí- 
colas. 

El poder del Congreso para hacer las leyes generales 
en materia de bancarota, es igualmente de una muy gran- 
de importancia, con respecto á los países extranjeros y á 
las relaciones comerciales de los Estados-Unidos con ellos. 
Si el Gobierno nacional no tuviese la facultad de hacer 
las leyes que pudieran establecer una reciprocidad y una 
igualdad perfecta en los casos de bancarota, ¿ no podría 
temerse que las legislaciones de los Estados, por preferen- 
cias locales é injustas, impulsaran álos Estados extranje- 
ros, á adoptar medidas de represalia en favor de los acree- 
dores nacionales y en perjuicio de los acreedores ameri- 
canos? En resumen, este poder del Congreso es doble- 
mente útil ; primero, para impedir toda parcialidad en la 
legislación de los Estados ; y segundo, para dar el medio 
de atenderlas reclamaciones justas délas naciones extran- 
jeras en los asuntos comerciales. 

Reconociendo la conveniencia y la utilidad de que el 
Congreso tenga esta facultad, queda todavía la dificultad 
de decidir cuáles son las leyes que deben ser consideradas 
como leyes de bancarota,^ según el espíritu de la Cons- 
titución. Se ha querido establecer varias veces una distin- 
ción entre las leyes de insolvencia ; por ejemplo, se ha di 
cho que las leyes que se limitan á descargar de responsabi- 
lidad á las personas, son las leyes de insolvencia, y que las 
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que declaran la extinción de la deuda, son las leyes de 
bancarota. Pero difícilmente podria apoyarse semejante 
distinción sobre un sistema de legislación uniforme, den- 
tro ó fuera del país. 

En algunos Estados, las leyes conocidas bajo el nombre 
de leyes de insolvencia, se limitan á exonerar á la persona 
del deudor ; en otros, esas leyes operan la exoneración del 
contrato. Si el Congreso promulgase una ley de bancarota 
que descargase de responsabilidad á la persona solamen- 
te del deudor, y dejara obligados sus bienes futuros hacia 
sus acreedores, no se podria decir que tal ley no fuese una 
ley de bancarota en el sentido de la Constitución, y por 
consecuencia en la esfera de los poderes del Congreso. 
Algunos jurisconsultos pretendían que una ley de insol- 
vencia debia regir á pedimento de los deudores encar- 
celados, y las leyes de bancarota á petición de los acree- 
dores. Esta distinción, que habria podido ser verdadera 
en los tiempos pasados, y que todavía existe en la le- 
gislación inglesa, no ha sido nunca admitida en la legis- 
lación colonial. En Inglaterra, esta distinción es un inci- 
dente de Ifi legislación, y no puede servir de base para 
distinguir la bancarota de la insolvencia en general. Si el 
Congreso sancionara una ley que autorizfira la quiebra á 
petición del deudor, no se podria tampoco pretender que 
ella fuera inconstitucional, ó que adoleciese de nulidad de 
procedimientos. 

Es posible que entre todas las leyes hechas en América 
bajo el régimen colonial, ó bajo el régimen dé los Estados, 
no se encontrase ninguna que tuviera el|nombre técnico 
de ley de bancarotas ; pero se encuentran desde aquellos 
tiempos leyes de insolvencia, tan extendidas en sus ope- 
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raciones y sus fines, como las leyes inglesas sobre la ban- 
carota. Ninguna distinción ha sido hecha en la práctica» 
ni aun en la teoría, entre la insolvencia y la bancarota. 
Además, el examen de la legislación colonial probaria que 
una ley de bancarotas puede contener las disposiciones 
que.se encuentran en las leyes de insolvencia, y vice- 
versa. 

Otra cuestión, motivo igualmente de largos debates, fué 
la de saber si la facultad del Congreso para establecer una 
legislación uniforme, era exclusiva de la de los Estados. 
Algunos hombres distinguidos sostenian que el poder da- 
do al Congreso era exclusivo, lo ejerciese ó no : otros a 
contrario, pfetendian que los Estados gozaban en estas 
materias de la misma íacultad, limitada sin embargo, y su- 
jeta á la revisión de la legislación nacional, si el Congreso 
ejercía su derecho. Esta última,opin¡on ha sido tonsagra- 
dapor numerosas decisiones judiciales ; es, pues, por esto 
mismo inútil examinar los motivos en que cada pretensión 
se apoyaba. 

Es preciso, sin embargo, saber que el poder retenido por 
los Estados de hacer leyes sobre la insolvencia y la ban- 
carota, no es tan extendido como lo era antes de la Cons- 
titución. Actualmente, ninguna ley local podría pronun- 
ciar la exoneración de los contratos anteriores. Solo po- 
dría pronunciarla exoneración de los contrsitos, posteriores' 
á la adopción de la ley, y aun solamente de los contratos 
hechos en el Estado, entre los ciudadanos del mismo Es- 
tado, pero sin extenderse á los contratos hechos en es 
Estado con un ciudadano de otro Estado ó á los con trato 
celebrados en otroá Estados. 



CAPITULO XVIII 

PODER PARA ACUÑAR MON£DA Y PARA FIJAR LOS PESOS 

Y MEDIDAS 



Vicio de la Confederación. —Necesidad de dar al Gobierno de la 
Urviorv ur\ poder de exánvei\. — Utilidad y conveniervcia del poder 
de fijarlos pesos y nvedidas. — El Congreso no l\a ejercido todavía 
este poder.— Derecho de los Estados ei\ esta materia, — Kn Ix\gla- 
terra este poder es ui\a prerogativa déla Corona.— Poder de cas- 
tigar á los falsificadores. —Este poder pertenece éxclusiYamer\te 
al Cor\greso. T' 

Otra atribución del Congreso ^s hacer acuñar moneda, 
fijar el valor de ésta y el de los cuños extranjeros, y esta- 
blecer el padrón de los pesos y medidas. 

Bajo la Confederación, al Congreso continental se le ha- 
bia delegado el derecho y el poder de fijar el tipo y el 
valor de la moneda acuñada bajo su autoridad ó bajo la 
. autoridad de los Estados; pero es preciso observar que 
ningún poder habia sido acordado para arreglar el valor 
de las monedas extranjeras: este era un olvido que hasta 
cierto punto impedia toda uniformidad en el valor de las 
monedas circulantes, porque cada Estado podía, por su 
reglamento, dar á las monedas extranjeras un valor dife- 
rente. La Constitución ha llenado este vacío con mucha 
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sabiduría, por la cláusula actual, que no parece haber-sus- 
citado discusión alguna en la Convención. 

No es necesario entrar en largos comentarios para jus- 
tifícar este poder dado al Gobierno nacional. Su fin es 
esfablecer la uniformidad en el valor de la moneda circu- 
lante en toda la Union y de ponerla, también á cubierto 
de los embarazos resultantes de un valor variable, iil di- 
nero es un signo que representa el valor respectivo de 
todas las cosas; es, pues, indispensable para las transac- 
ciones comerciales del interior ó dfel exterior. El privile- 
gio de acuñar moneda es una de las prerogativas de la 
soberanía, y debe ser ejercido con el objeto de poner 
en circuladoa en los mercados del país, una moneda de 
valor fijo y conocido. Para evitar toda alteración, es ne- 
cesario confiar al Gobierno un derecho de examen y de 
reglamentación, porque si cada uno pudiese ppner en cir- 
culación la moneda que quisiera, el público muy frecuen- 
temente podria ser engañado por emisiones de falsa mo- 
ne^ Las mismas observaciones son aplicables con igual 
íiierza á la facultad de poner en circulación las monedas 
extranjeras, sin la revisión del Gobierno. 

Todos los gobiernos civilizados, áfin de evitar los abu- 
sos que señalamos, y para facilitar los cambios y preve- 
nir una falta de numerario que perjudicaria á sus intere- 
ses y al crédito público, han juzgado necesario retener el 
derecho de acuñar moneda, lo mismo que el de, regla- 
mentar la introducción de las monedas extranjeras y su 
valor. 

La otra facultad de fijar los pesos y medidas ha sido 
dada al Congreso, probablemente por las mismas razones 
políticas, para obtener la uniformidad y en vista de los 
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intereses comerciales. Hasta hoy, sin embargo, este po- 
der no ha sido ejercido á causa de las dificultades de la 
materia, aun cuando ella haya sido varias veces recordada 
á la atención del Congreso. Entre tanto, hay acuerdo en 
pensar que los Estados conservan el derecho de fijar sus 
pesos y medidas, d á lo menos, que los tipos existentes 
en la época en que se addf)tó la Constitución, deben con- 
tinuar siendo observados. Bajo la Confederación, el Con- 
greso tenia en esta materia un poder exclusivo. 

Blackstone dice que en Inglaterra, el poder de fijar los 
pesos y medidas es una prerogativa de la Corona. No 
obstante, un sabio comentador de las obras de este publi- 
cista, ha hecho observar que tal facultad no p^ia consi- 
derarse con justicia como una de las prerogativas reales, 
porque desde la carta magna hasta nuestros días, se ha- 
bian publicado más de veinte disposiciones del parlamen- 
to, teniendo por objeto fijar los pesos y medidas y esta- 
blecer la uniformidad. 

El Congreso tiene, además, facultad para provee» al 
castigo de los falsificadores de billetes de banco y mone- 
da corriente de los Estados-Unidos. Este poder es una 
consecuencia natural de los de hacer empréstitos y acuñar 
moneda; de otra manera, estos últimos serian en efecto 
ilusorios. Pensamos que este poder debe pertenecer en- 
elusivamente al Congreso, pues que sirve para proteger 
facultades de que no participan los Estados. 



* 
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CAPITULO XIX 



PODER PARA K8TABLECER OFICINAS DE CORREOS T CAMINOS 

IVE POSTA 



XhLS ventajas de este poder x\o ]\abiai\ sido con^preixdldas en los pri- 
nveros tien\po8.— Progreso de esta iixstltucior^.— Su utilidad en 
Uenipo de pax y de guerra.— ¿El Gozvgreso tiei\e el derecl\o de 
Ivaoer construir los edificios para postas y los can^livos de postas, 
ó su derecl\o se lirr^ita á designar las localidades y los caTixÍi\os 
que deberán 9eguirse?>-Práctica del Gobierno hasta hoy.— Kl 
poder del Congreso puede ser ejercido concurrentexn^nto coA los 
Estados? 

El Congreso tiene el poder de establecer oíkínas de 
correos y [caminos de posta. La naturaleza y la exten- 
skxi de e$|a facultad de una grande importancia en la teo- 
ría como en la práctica, han suscitado muy animadas dis- 
cusiones; esta materia merece, pues, ser examinada. El 
Federalista se liniita á hacer observ^ar que este poder pa- 
rece poco peligroso en su objeto, y que su ejercicio no 
será contestado. Con trabajo se puede contener el asom- 
bro, leyendo hoy la reserva y vacilación con que se reco- 
nocía entonces la importancia de este poder. Esto prueba 
cuánto ha sobrepujado á las más brillantes previsiones de 
los más ilustrados ciudadanos, el desarrollo de la prospe- 
ridad del país. 

CONST.— 38. 
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El establecimiento de los correos se ha hecho bajo el 
Gobierno nacional una de las más útiles y más ventajo- 
sas instituciones. Los correos ponen en circulación, con 
una celeridad y una regularidad sorprendente, las noti- 
cias comerciales, políticas, intelectuales ó simplemente in- 
dividuales; satisfacen á los intereses y necesidades de los 
individuos en todas las clases y en todas las situaciones 
de la vida; ponen en relación á las localidades y á las per- 
sonas, á pesar de las mayores distancias; ' dan una in- 
fluencia mayor á los intereses privados, y por una difusión 
más grande de conocimientos, facilitan el goce de los dere- 
chos, y hacen más uniforme y mejor comprendida la ejecu- 
ción de los deberes. Como medio de acción del Gobierno, 
esta institución no es menos enérgica. En tiempo de paz 
da los medios, sin aumento' de gastos, de trasmitir rá- 
pidamente las órdenes, dirigir las medidas de interés ge- 
neral, trasportar los fondos públicos, y operar, en fin, con 
una facilidad y una prontitud que sorprende la imagina- 
ción, al recordar la lentitud de las operaciones y la debi- 
, lidad de los medios en los primeros tiempos. En tiempo 
de guerra, puede ser todavía más útil y más importante; 
da vida y movimiento á los ejércitos ó armadas con una 
celeridad que, si no puede siempre asegurar la victoria, 
impide á lo menos la derrota. Se ve, pues, .que la insti- 
tución de correos, considerada bajo el punto de vista pú- 
blico ó privado, tiene una influencia extrema sobre los in- 

I El Estado de Michigan, hoy dia tan poblado, no tenia en 1832 
sino 31,639 habitantes, y presentaba, sin embargo, un desarrollo de 
940 millas de caminos de posta. En 1833, el territorio casi entera- 
mente salvaje de Arkansas, estaba ya surcado por 1,738 millas de ca- 
minos de posta. 



i 



CONSTITUCIÓN FEDERAL 255 

tereses de la Union, y debemos persuadirnos que si su or- 
ganización hubiese sido abandonada á los Estados, no ha- 
bría podido llenar estos diversos fines. 

La falta de uniformidad en los sistemas, habría produ- 
cido grande retardo, habría sometido los correos á una 
variedad onerosa de impuestos y de reglamentos. Cual- 
quiera que haya experimentado los retardos de las pos- 
tas que atraviesan ciertos Estados independientes de la 
Europa, apreciará el beneficio de un poder que somete 
á reglas uniformes el servicio de correos en la Union en- 
tera. Solo el Gobierno nacional podía encargarse de es- 
ta organización, porque solo él podría emprenderla de 
una manera eficaz, uniforme y económica. Las oficinas 
de correos establecidas hasta hoy, dan un beneficio de 
dos millones de dollars, deducción hecha de todos los 
gastos; recorre en direcciones diferentes una extensión 
de más de 1 20,000 millas, trasmiten en un solo dia las 
noticias á localidades donde no habrían llegado antes en 
una semana. ' Actualmente hay más de 8,5oo oficinas de 
correos en los Estados-Unidos, y en cada sección legis- 



I Se leerá con interés en la nueva obra de M. Poussin (J9í la puis- 
tanca Américain, 2 vol.^, detalles curiosos sobre la rapidez de las co- 
municaciones en los Estados-Unidos. ''Tomando Nueva-York por 
'' punto de partida, dice, se llega en cinco horas á Filadelfía, distan- 
*' te 35 leguas; á Baltimore, á 33 leguas de Filadelfia y 67 de Nueva- 
** York, en diez horas; á Washington, á 88 leguas de Nueva- York, en 
•* diez horas; á Norfolk, en veinte horas; á Charleston en la Carolina 
*' del Sur, en cuarenta horas; á la Nueva-Orleans, á la embocadura 
** del Missisippí á 900 leguas de distancia, en ciento sesenta y ocho 
** horas ó sean siete dias. En otro tiempo se necesitaban ochenta y 
** cuatro dias y un gasto de 700 francos para hacer este último viaje/' 
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lativa se crean nuevos caminos y se establecen nuevas 
ofícinas. 

Es preciso, pues, reconocer la utilidad de una facultad 
que no puede ser ejercida sino en beneficio público, que 
llena en alto grado algunos de los objetos indicados en 
el preámbulo de la Constitución : la consolidación de la 
Union, la defensa común y el bienestar general. 

En cuanto á la interpretación de los términos de la 
Constitución, dos opiniones opuestas se han manifestado. 
La una pretende que el poder de establecer oficinas de 
correos y caminos de posta, no comprende sino el poder 
de determinar las localidades en que se establecerán las 
oficinas, los caminos que deba seguir la balija y fijar los 
peajes sobre esos caminos. ' La otra opinión, reconocien- 
do que estas diferentes maneras de ejercer el poder, están 
conformes con la Constitución, sostiene que no son las 
únicas, y que el poder dado al Congreso comprende tam- 
bién el derecho de hacer y de construir los caminos que 
el Congreso pueda juzgar útiles para servicio de las pos- 
tas, y aun hacer en ellos todas las reparaciones necesarias. 

Todos los actos del Gobierno desde su establecimiento 
hasta nuestros dias, y bajo las diferentes administraciones 
que se han sucedido, refutan la interpretación estrecha y 
limitada dada á los términos de la Constitución. El poder 
de establecer oficinas de correos y caminos de postas, no 

I En la correspondencia de Jefferson publicad^L por L P. Conseil, 
puede verse una carta á James Madisson, del 7 de Marzo de 1796, eo 
la que está apoyada esta opinión sobre la dificultad de conocer bien 
las necesidades de los diferentes Estados; esta razón es importante 
-cuando se piensa en la inmensa extensión del territorio de la Union, 
la variedad de sus climas y de sus intereses locales. 
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se ha considerado nunca limitado á la ocultad única de 
indicar las oñcinas de correos y los caminos de posta. 
Sien^)re se ha dado una interpretación más amplia á 
la palabra estoAIecer, y ninguna otra podría expresar los 
diferentes objetos que son ordinariamente reglamentados 
por las leyes postales. No es, pues, verdadero decir que 
el texto de estas leyes no sea bastante explícito para jus- 
tincar la construcción de caminos, puesto que es bastante 
para aatorízar ciertos modos de ejercer este poder, toda- 
vía más lejanos de su objeto inmediato. Si los actos del 
Gobierno no bastan para hacer una interpretación cons- 
titucional, á lo menos se debe reconocer que favorecen 
la más amplia interpretación de la cláusula. 

Independientemente de estas consideraciones, se pue- 
de preguntar todavía, por qué el poder de establecer 
oñcinas y caminos de posta no contendría la facultad 
igualmente necesaria de hacerlos éonstruir, del mismo 
modo que el poder de establecer hospicios marítimos pa • 
ra las flotas ó las aduanas, comprende también el de cons- 
truir; respecto á estos últimos casos, ninguna duda ha 
surgido. En ambos ejemplos, la palabra establecer parece 
tener el mismo sentido. Además, ¿por qué el Congreso 
no podría comprar ó construir el edificio de una oficina 
de. correos, y comprar el terreno necesario si lo juzga 
útil? ¿No seria una extraña interpretación, que se pueda 
crear la cosa en abstracto, pero no el edificio en que se 
ejerza la función? Se podrán encontrar localidades parti- 
culares, convenientes para el establecimiento de una ofi- 
cina de correos, y en las cuales sin embargo ningún edi- 
ficio exista. Si por otra parte este poder comprende el 
de levantar los edificios de las oficinas de correos, ¿por 



258 COMENTARIO ABREVIADO 



qué no comprenderá también el de construir los caminos 
de posta? 

Cualquiera que sea la interpretación, estrecha ó amplia, 
de este poder, queda la cuestión de saber si pertenece 
exclusivamente al Congreso ó si puede ser ejercido con- 
juntamente con los Estados. Esta cuestión no es tal vez 
muy importante, porque se reconoce que aun admitiendo 
el concurso, siempre quedaría subordinado al Congreso. 
Un sabio comentador piensa que puede ser ejercido con- 
currentemente por los [Estados, porque nada hay en la 
Constitución ó en la naturaleza del poder que se oponga 
á su ejercicio por los dos gobiernos, sin perjuicio, no obs- 
tante, de la subordinación del uno al otro, porque cuando 
un poder es acordado al .Congreso, es un principio incon- 
testado que un Estado no puede resistirle. Un Estado 
podría, pues, establecer un camino y una oficina de cor- 
reos, donde el Congreso no hlibiese creado nada. Otro 
comentador ha sostenido, al contrarió, que el poder del 
Congreso es exclusivo, á lo menos en cuanto al trasporte 
de la correspondencia. Hasta ahora, la cuestión ha per- 
manecido en el dominio de la teoría y creemos poco útil 
examinarla más, porque no es probable que algún Estado 
ensaye el ejercicio de este poder, sin la cooperación del 
Congreso, á consecuencia de las dificultades que encon- 
traría. 



CAPITULO XX 

POI>ER P^RA FOMENTAR LAS CIENCIAS Y LAS ARTES TTILES 



Omisión de la Confederacioiv respecto á la propiedad literaria y á 
descubrlnvientos.— El derecl\o de propiedad estaba recpAOcldo 
por la n\adre patria ái\tes de la revolucioi\. — Utilidad de ooníé-- 
rir al Coi\greso y no á los Estados el poder de foir\er(tar las cien- 
cias y las artes. — La Constitucior^ i\o reconoce la propiedad de 
ias obras ó descubrimientos importados.— Legislación sobre la 
materia. 

El Congreso tiene el poder de " promover el adelanto 
" de las ciencias y artes útiles, asegurando por un tiempo 
" limitado á los autores é inventores el derecho exclusivo 
" á sus escritos y descubrimientos respectivos," 

Este poder no existia bajo la Confederación y su uti- 
lidad no parece haber sido percibida. En la Gran Breta- 
ña se habia reconocido desde antes de la revolución, que 
el derecho de propiedad literaria estaba fundado sobre el 
derecho común, y ese derecho de propiedad estaba re- 
glamentado y limitado por el parlamento. 

El derecho de propiedad de las invenciones, parece, 
por las mismas razones, pertenecer á los inventores, y en 
efecto, este derecho estaba ya garantido bajo el reinado 
de Jacobo I, y filé siempre acordado después por un pe- 



260 COHSNTABIO ABRSYIADO 

■ 

nodo que no excediera de catorce años. Fué, sin duda, 
á consecuencia del derecho común y de estos estatutos, 
que la Constitución reconoció los derechos de los auto- 
res y de los inventores. 

Es ciertamente una ventaja para todos que el poder 
en cuestión haya sido confiado al Gobierno central: — pa- 
ra los autores é inventores, porque de otra manera po- 
drian quedar sometidos á leyes y sistemas variables, y 
aun contradictorios en cada Estado; — para el público, 
porque el Congreso facilitará los progresos de* las cien- 
cias y las artes, admitirá al pueblo en general, después 
de un corto intervalo, á la posesión plena y libre goce de 
todos los escritos y de todos los descubrimientos. La 
única ventaja que se puede ofrecer á los inventores para 
que divulguen sus descubrimientos, es asegurarles un de- 
recho exclusivo sobre su venta y beneficios, durante un 
tiempo determinado; y en cuanto á los autores, nada les 
alentaria á consagrar sus vigilias para llegar al descubri- 
miento de verdades morales, ó á preparar algunas obras 
maestras literarias, si^despues de haber hecho los gastos de 
publicación no pudieran impedir que sus trabajos cayeran 
en el dominio público; seria entregar los trabajos de la 
inteligencia á la depredación. Los Estados aisladamente 
no podrian hacer reglamento alguno eficaz sobre estas ma- 
terias; varios de entre ellos en la época de la adopción de 
la Constitución, habian anticipado la concesión de este 
poder, sancionando varias leyes á este respecto á petición 
del Congreso continental. 

El poder del Congreso, limitado en la Constitución á 
los autores é inventores, no parece haber sido extendido 
bástalos importadores de obras ó descubriipientos "ex- 
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tranjeros. Algunos publicistas y jurisconsultos han pen- 
sado que había á este respecto un vacío en la Constitu- 
ción; pero no obstante, puede dudarse que la mayor ex- 
tensión de este poder fuese* de buena política. Se puede 
afirmar, á lo menos, que esta restricción no ha tenido 
hasta ahora una influencia funesta sobre las ciencias y las 
artes. 



\ ^ 
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CAPITULO XXI 

PODEB PABA CONSTITUIR TRIBUNAXBS INFBBIOBBS 



El Congreso tiene además el " poder para constituir 
'* tribunales inferiores á la Corte Suprema. " Esta dispo- 
sición depende especialmente del art. 3? de la Constitu- 
ción, y será examinada al mismo tiempo que la organiza- 
ción del poder judicial. 



CAPITULO XXII - 



PODER PARA DEFINIR Y PARA CASTIGAR UiS PIRATBRIAB 

T felonías. 



El darecl\o de gei\tes defiíxe el crin\eix de piratería. — Kl poder de de- 
finir era necesario en cuanto á los criinen^s de felonía y á las olén-* 
sas contra las ns^ clones. —Ksle poder debe pertenecer al Congreso. 
—Peligro de darlo á los Estados.— Los Bstados tienen ^ lo n\énos 
concurrenteinente con el Congreso el derec]\o de castlgar?-~SÍg- 
níficaoion de la expresión < 'alta mar." 

El Congreso tiene el derecho de " clasificar y castigar 
*' los actos de piratería y felonía, cometidos en los altos 
" mares, y las ofensas contra el derecho de gentes. " 

Si la disposición de la Constitución hubiese sido limita- 
da al crimen de piratería, no habría habido necesidad al- 
guna de conferir también la facultad de definir el crimen, 
pues que el poder de castigarlo debia necesariamente com- 
prender el de fijar su definición. No parece necesario por 
cierto definir la piratería, porque la piratería está perfec- 
tamente explicada en el derecho de gentes, y algunas ve- 
ices hasta en las leyes positivas de los diferentes países. 

Laiey internaciorial define la piratería, asalto, depre-' 
dación á mano armada, en la mar, ánirkofutandi. 

El derecho común reconoce y castiga la piratería como 
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una ofensa, no contra la ley del país, sino contra el de- 
recho de gentes. Un pirata es considerado como ene- 
migo de la especie humana ; el derecho común conside- 
ra por consiguiente la piratería como un asalto en el mar, 
es decir, como un crimen semejante á aquel que se lla- 
ma asalto cuando es cometido en tierra. Si el Congreso 
hubiese declarado simplemente que la piratería tendría 
pena de muerte, el crimen se encontraba ya suficiente- 
mente definido. En efecto, el Congreso puede definir 
sirviéndose de una palabra cuyo sentido es preciso y co- 
nocido, lo mismo que enumerando las particularidades 
diferentes que la definición encierra. Si el Congreso, por 
ejemplo, declarase que el asesinato es un acto de fdoniat 
nadie se engañaría sobre el sentido de la palabra "ase- 
sinato.'* 

Y en efecto, si el Congreso declarase que el homicidio 
con premeditación es considerado como un asesinato y 
como un acto de felonía, no habría tampoco necesidad de 
investigaren el derecho común lo que es la premeditación, 
porque si cada definición sucesiva contuviese términos 
que exigieran nuevas definiciones, resultarían de esto difi- 
cultades infinitas. La verdadera intención de la Constitu- 
ción en aquella dáusula, no es solamente definir la pira- 
tería, pues que el derecho de gentes la define suficiente- 
mente, sino enumerar los crímenes que por las kycs 
nacionales son asimilados á la piratería; asi es comod 
Congreso ha interpretado este poder en la práctica. 

El Congreso tiene no solo el poder de definir y casti- 
gar las piraterías, sino también las felonías y las oíens^s 
contra el derecho de^ gentes ; á este respecto el poder de 
definir es tan conveniente como el de castigar. 
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Se ha hecho observar que, la felonía es un término de 
significación elástica, aun en la ley común, y que está to- 
mado en acepciones diferentes en los estatutos de la Gran 
Bretaña* Blackstone dice, que la felonía en la acepción 
general de la ley inglesa, comprende todos los crímenes 
que llevan consigo en la ley común la confiscación de tier- 
ras y de bienes. Esto sucede muy frecuentemente en los 
crímenes castigados con la pena de muerte. Todos los 
crímenes castigados hoy de muerte, por la ley inglesa, son 
felonfeis, pero hay otros crímenes no castigados con pena 
capital, y que no obstante llevan contra los autores la con- 
fiscación de las tierras y de los bienes ; ejemplo el robo y el 
homicidio no premeditado. Sin embargo, la idea de la pe- 
na capital está hoy en Inglaterra de tal manera asociada 
á la ¡dea de felonía, que si un acto del parlamento coloca un 
nuevo crimen entre las felonías, la ley supone como Con- 
secuencia, que debe ser castigado de muerte y de confis- 
cación. 

Cualquiera que sea, por otra parte, en la ley común la 
verdadera significación de la palabra felonía, aplicada á 
los delitos, su signifiacion con respecto á los delitos co- 
metidos en alta mar, es hasta cierto punto indetermina- 
da, pues que el término no está empleado en la juris- 
prudencia criminal del almirantazgo en el sentido de la 
ley común. — Lord Colee ha establecido hace mucho tiem- 
po, que el perdón de la felonía no importa el perdón de 
la piratería ; ** porque las piraterías ó salteamientos come- 
"tidos en alta mar, no son las felonías de que se ocupa la 
"ley común, etc., sino crimenes punibles solamente por la 
"ley civil, etc., y una condenación por ella no importa ni 
*' confiscación ni corrupción de la sangre." Lord Coke agre- 
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gaba que, el estatuto 28 de Enrique VIII, capítulo XV, 
que creó el alto tribunal para el juicio de todas las traicio- 
nes, felonías, pillajes, asesinatos, conspiraciones, no cam- 
biaba la naturaleza de la ofensa para hacerla una felcniia, 
sino que dejaba la ofensa tal cual era antes, es decir, una 
felonía solamente según la ley civil. 

Las ofensas contra el derecho de las naciones, son igual- 
mente importantes, no se puede decir que hayan sido pre- 
cisadas y definidas en ningún código público, reconocido 
por el consentimiento unánime de las naciones. A este 
respecto, pues, habia una grande conveniencia en dar al 
Congreso el poder de definir estas ofensas y de casti- 
garlas. No se puede dudar que esta consideración haya 
sido de un gran peso en el seno de la Convención, para 
decidir la redacción de la cláusula actual. En efecto, era 
una^^cosa poco conveniente y aun impracticable, referirse 
á los códigos de los Estados, tanto á causa de su imper- 
fección, cuanto á causa de las enumeraciones diferentes 
de los casos de ofensa. Era necesario para obtener la uni- 
formidad, que el poder de definir y de castigar se exten- 
diese sobre todas las categorías de ofensas. 

Es dudoso que en lo que concierne al derecho de cas- 
tigar, el poder conferido al Gobierno de la Union sea ex- 
clusivo del derecho de los Estados ; en todos casos cierto 
es qi^e las leyes que el Congreso sancionara á este respec- 
to, deberían reemplazar en todas sus disposiciones las le- 
yes particulares de cada Estado. En la ausencia de leyes, 
los tribunales de la Unión, lo mismo que los de los Esta- 
dos, no tienen sino aplicar los principios generales que 
constituyen ^1 derecho común de las naciones. 

No se puede tener duda sobre el sentido de la expresión 
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alta mar ; según el espíritu de la disposición, se debe en- 
tender, no solamente las aguas del Océano que están fue- 
ra de la vista de tierra, sino también las aguas que bañan 
las costas de los Estados-Unidos, ó de los países extran- 
jeros, en el límite de las más bajas mareas. Blackstone 
ha hecho observar que la alta mar ó plena mar empieza al 
nivel de las más bajas aguas ; pero entre el nivel de las 
más altas aguas, y el nivel de las más bajas aguas, allí don- 
de la marea sube y Ixga, la ley común y el almirantazgo 
tienen un divisum imperium, una jurisdicción aítemativa, 
la una sobre el agua cuando la marea es alta, la otra sobre 
tierra, cuando ésta se retira. Blackstone designa aquí, sin 
duda alguna, las aguas del Océano que bañan las costas, 
pero no las ensenadas y pequeños puertos. 

Un acto del Congreso de 20 de Abril de 18 18, sección 
VII, limita á una legua marina de la costa el mar territo- 
rial de los Estados-Unidos ; de donde se puede concluir 
qoe, la alta mar empieza más allá de esta distancia. 
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CAPITULO XXIII 

PODER PARA I>S:C]:.ARAR I.A OUERRA.— PRESAS, KJBROITO^ 

MARINA 



Kl Congreso tenia durante la Con federación el poder de declararla 
guerra.— Peligro de dar este poder á los Estados.—A quién se le 
debe confiar ei\ el Gobierno de la Union.— Proposición de con- 
fiarlo al Senado solo. — Kxámen de esta proposicio]\.— Poder de 
acordar patentes de corso.— Poder de levantar ejércitos peni\a- 
nervtes y de n\antenerlos.— £xáxx\en del slsten\a de requisiclo* 
nes en uso, durante la Coi\federaciorv.— Poder de orear una flota 
y de n^antenerla.— Necesidad de este poder para la Unioi\.— exa- 
men de las objeciones sobre el peligro para la XJi\ion de preten- 
der al rax\go de potencia nvaritinva.— Poder de hacer los regla- 
zneivtos para los ejércitos de tierra y de niar.-~Orgai\izacloiv del 
ejército regular y de la marina militar. 

" El Congreso tiene el derecho de declarar la guerra, 
" conceder patentes de corso y repfesalias y dar regfla- 
" mentos concernientes á las presas que se hagan en mar 
" 6 en tierra." 

Durante la Confederación, el Congreso gozaba de un 
poder exclusivo semejante. Cualquiera que reflexioné que 
el Congreso debe tener poderes ofensivos y defensivos 
bastante enérgicos para proveer al bienestar general y á 
la protección de todos, encontrará necesario dar al Go- 
bierno nacional el poder de declarar la guerra. Seria, 
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pues, una cosa inútil insistir sobre la conveniencia de es- 
te poden Este poder no habria podido ser abandonado 
á los diferentes Estados, sin causar grandes peligros para 
la Union, y tal vez su ruina; porque un solo Estado ha- 
bria podido arrastrar á los otros en las desgracias y ríes*» 
gos de una guerra, De {>arte del Gobierno nacional, al 
contrarío, nada de esto hay que temer, porque no puede 
declararse la guerra sino por la mayoría de los Estados 
en el Congreso. 

La única diñcultad real que puede oponerse, es la de 
saber cuál es la rama del Gobierno nacional que asegura 
mejor el ejercicio meditado de ese poder extremo que se 
ha llamado última ratio regum. En la Gran Bretaña, e3 
una de las prerogativas de la Corona; en los otros paises, 
ese poder está en general confiado á la autoridad eje- 
cutiva; en los Estados-Unidos habia que elegir el de- 
partamento del Ejecutivo, ó el Senado, ó ambos reu- 
nidos. 

En un proyecto de Constitución presentado á la Con- 
vención, se habia propuesto acordar al Senado solo el 
poder de declarar la guerra. Se decia en apoyo de e^e 
sistema, que siendo el Senado un cuerpo poco numeroso, 
compuesto de representantes de los Estados, influyentes 
por su sabiduría y su experiencia, se obtendría más fácil- 
niente la firmeza fria y la prontitud de acción que siem- 
pre deben acompañar al ejercicio de este poder. 

Las asambleas numerosas se ponen difícilmente en 
niovimiento, y fodas las veces que la cooperación de di- 
ferentes corporaciones es necesaría, resulta todavía más 
lentitud en la ejecución de las medidas, listo no es un 
inconveniente en las materias ordinarias de lá legislación; 

COMfT. 
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pero cuando se trata del ejercicio de una prerogativa co- 
mo la de declarar la guerra, entonces la celeridad, el se- 
creto y el vigor, son frecuentemente indispensables, 6 
cuando menos, facilitan siempre el éxito. De la otra par- 
fe se replicaba que el poder de declarar la guerra no es 
solamente la más alta prerogativa de la soberanía, sino 
que por su naturaleza tan peligrosa} exig? deliberaciones 
más profundas y la atención de todos los consejos de una 
nación. La guerra, aun la más justa, no deja nunca de traer 
pesados impuestos al pueblo y sufrimientos personales; es 
perjudicial y algunas veces ruinosa para los intereses 
agrícolas, manufactureros y mercantiles; ella comprome- 
te siempre la prosperidad y á veces la existencia de la 
nadon. Además, la guerra es á menudo fatal á las liber- 
tades públicas, desenvolviendo un amor de gloria militar 
siempre pronto á dejarse dominar por un caudillo feliz. 

En una república cuyas instituciones están esencial- 
mente basadas sobre la paz, es siempre de temer que la 
guerra encuentre al país débil para la defensa, ardiente 
para el ataque. La historia de las repúblicas prueba que 
son demasiado ambiciosas de gloria militar y de conquis- 
tas, y demasiado fácilmente seducidas por los proyec^ 
de los demagogos que lisonjean su orgullo y traicionan 
sus intereses. Por consiguiente, una república debe mos- 
trarle difícil para declarar la guerra y fácil para aceptar 
la paz. 

Como los representantes del pueblo deben imponer las 
contribuciones para los gastos de la guerra, ellos deben 
también ser consultados sobre su conveniencia y su ne- 
cesidad. Y además, como el poder Ejecutivo es quien de- 
be operar, debe también ser consultado sobre el tiempo 
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y los medios. Según esto» la cooperación de todas las ra- 
mas del poder legislativo es requerida para un acto de 
esta importancia, como lo es para los demás. Sería tal 
vez una medida conveniente exigir, como un freno con- 
tra la demasiada precipitación, el consentimiento de las 
dos terceras partes de las dos Cámaras. 

Estas razones parecen haber motivado la elección de 
la Convención entre las diferentes proposiciones citadas, 
y esta elección ha merecido la aprobación general del 
país. 

El poder de hacer la guerra implica accesonamente el 
de otorgar patentes de corso y de represalias, y regla- 
mentar las presas. I^s muy probable que esta disposición 
se insertó en la Constitución para seguir el orden de los 
poderes enumerados en la acta de Confederación ; pero 
observemos que semejante enumeración era necesaria en 
aquella acta, porque todos los poderes que no estaban ex- 
presamente defegados quedaban prohibidos, y que esta 
necesidad no existia para la Constitución, donde por una 
disposición expresa se da al Congreso poderes implícitos. 
Por lo demás, hemos tenido ya la ocasión de hacer obser- 
var que la Constitución contiene más de una repetición 
de este género, por exceso de precaución, negligencia ó 
imperfección de lenguaje. 

No obstante, la concesión expresa del poder de dar 
patentes de corso y de represalias, ha podido parecer ne- 
cesaria, porque algunas veces se toman estas medidas pa- 
ra evitar la guerra. Por ejemplo : algunos individuos de 
una nación han sufrido depredaciones de parte de otros 
indíviduosf pertenecientes á una nación extranjera; res* 
pooder á estos hechos particulares por una declaración 
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de guerra, seria un acto inconsiderado y violento; en cir- 
cunstancias tales, el derecho de gentes da á los jefes de 
gobiernos el derecho de acordar, á los individuos perjudi- 
cados este medio de reparación, siempre que no hayan 
podido obtener justicia del Gobierno del agresor. En es-» 
tos casos, las patentes de corso y de represalias contie- 
nen autorización para apoderarse de las personas y délos 
bienes de los subditos del país agresor, en donde quiera 
que se les encuentre, hasta haber conseguido entera sa» 
tisfaccion. Se ve que el derecho de represalia deriva del 
poder de declarar la güera; porque es un estado de guer- 
ra incompleto, que puédfe degenerar en una declaración 
de guerra formal, si no se obtiene satisfacción ó si las re- 
presalias toman una cierta extensión. 

Por otra cláusula, el Congreso puede levantar tropas y 
mantenerlas, pero no podrá destinarse dinero para este 
objeto por un término que exceda de dos años. 

El poder de levantar tropas es una coríSecuencia indis- 
pensable del poder de declarar la guerra; de otra manera, 
no seria otra cosa que una vana amenaza, un ataque sin 
medios de defensa. Durante la Confederación, el Congreso 
no tenia poder para le\^ntar tropas, sino solamente •* d 
*' derecho de fijar el número de las fuerzas de tierra, y de 
" requerir á los Estados en proporción á su pobladoa 
"blanca." Estas requisiciones eran obligatorias; los ofi- 
ciales de los regimientos eran nombrados por la legisla* 
tura de cada Estado, y las tropas vestidas y armadas á 
expensas de los Estados-Unidos. La experiencia duran- 
te la guerra de lá revolución, probó á todos los hombres 
de Estado cuan insuficientes eran estas requisicionea. Ese 
sistema nó présent^iba ni economk, ni eficacia, ni segurit 
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dad; había excitado entre los Estados una concurrencia 
que puso á los soldados en subasta. Los Estados, á iin de 
poder llenar su contingente, aumentaban las primas que 
mbian de una manera exorbitante. Resultó que muchos 
individuos retardaban su enrolamiento ó no se engancha- 
ban sino por un tiempo muy corto. También mientras 
doraron aquelk» tiempos críticos, los reclutamientos eran 
lentos y poco numerosos. 

Estos enrolamientos á corto tiempo causaban gastos 
considerables y una continua fluctuación en el número de 
las tropas; este último inconveniente hacia imposible toda 
disciplina y exponia la seguridad pública confíándola á un 
ejército desorganizado. De tal estado de cosas nacieron 
los expedientes opresivos empleados accidentalmente pa- 
ra enrolar soldados; expedientes que solo el entusiasmo 
del puebk) por conquistar su libertad pudo hacerlo sopor- 
tar. Los Estados vecinos del teatro de la guerra, anima- 
dos por el sentimiento de la propia conservación, hacian 
esfuerzos exce^vos y ruinosos para llenar su contingente, 
mientras que los Estados lejanos se mostraban poco dili- 
geotes para satis£acer sus obligaciones. El ejército estaba 
a>mpuesto de tres clases de individuos: primero, los re- 
clutas; en seguida los soldados que acababan el tiempo de 
su servicio, y aquellos que habian pasado la mitad del tér- 
mino y esperaban en la inercia el fín de él. Con seme- 
jantes elem^itos no es de extrañar que las operaciones 
del ejército fueran lentas, irregulares y frecuentemente 
sin resultado; al contrario, es de admirar que hayan po- 
dido resistir á tropas bien organizadas, bien armadas, hitn 
vesUdas y bien pagadas. El nombramiento de los ofícia- 
ies por los Estados, tendia igualmente á destruir la armo- 
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Tifa y subordinación, tan necesarias para el buen éxito de 
las empresas militares. 

Era, pues, un acto de sabiduría libertar al Gobierno del 
sistema incómodo y peligroso de las requisiciones. El 
sistema actual de la Union, obra de una manera gene- 
ral y directa, hace posible la uniformidad de organización; 
En efecto, importa á la defensa común que el Gobierno 
nacional tenga el poder de levantar ejércitos, construir y 
equipar notas, hacer reglamentos sobre estos objetos, di- 
rigir sus operaciones y proveer á su mantenimiento. Es- 
te poder, sin embargo, fué atacado en las convenciones 
de Estados y ante el pueblo, con una violencia ciega y 
una tenacidad tari peligrosa para la libertad como contra- 
ria á todo principio de gobierno. Las objeciones eran 
principalmente sobre el poder general de le^uantar tropas 
y de mantenerlas, lo mismo en tiempo de paz que en 
tiempo de guerra. 

Las respuestas á estas objeciones nos parecen verda- 
deras y convincentes : se decia que para tener alguna- 
fuerza, el poder dado al Congreso debia ser sin limites. 
Es imposible, en efecto, prever y determinar la extensión 
y la variedad de las necesidades de la nación, lo mismo 
que la extensión de sus recursos para satisfacer esas ne- 
cesidades. Este poder debe, pues, ser emulado de ma»- 
ñera que pueda responder á todas las combinaciones po^- 
sibles de los sucesos, y su dirección debe dejarse á los 
consejen encargados de la defensa común. Negar estos 
principios seria querer el fin y negar los medioá. Estos 
medios deben ser ilimitados en todas las cosas que son 
esenciales para su eficacia, es decir, la formación, orgátá^ 
zacion y conservación de . las fuerzas nacionales. Estotf 
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principios no se ponían en duda bajo la Corfiederacion, 
aun ciíando para ponerlos en práctica se hayan adoptado 
medidas insuficientes é ilusorias. 

Además» no se debe perder de vista que el más segu- 
ro medio de evitar la guerra, es prepararse para ella du- 
rante la paz. Si el Gobierno de los Estados-Unidos no 
tuviese el poder de levantar tropas en tiempo de pazi 
presentaría ^el extraordinario espectáculo de una nación 
inhabilitada, por una Constitución de su elección, para 
organizar sus medios de defensa antes de la invasión. 

Y coüBko en los tiempos modernos se descuidan las for- 
malidades de una declaración de guerra, la presencia del 
enemigo en nuestro territorio seria necesaria para dar 
al Gobierno el derecho de emplear los medios de defen- 
derlo. Tal sistema alentaría las agresiones y los insultos; 
pondría á un rival poderoso ó á \in enemigo oculto en 
estado de arrojarse sobre nuestro país como sobre una 
presa indefensa» ó de agotar nuestros recursos por ruino- 
sas contribuciones; entonces sé recurriría inútilmente á 
la milicia; semejante conducta ya hubo de costamos nues- 
tra independencia, y ciertamente nos ha costado un gas- 
to inútil de varios millones. 

El Congreso tiene el poder de ** proveer y mantener 
una armada. " 

En tielmpo de la Confederación el Congreso tuvo el 
poder de crear y de equipar una flota. Estos mismos tér- 
minos se encontraban en el primer proyecto de Cons- 
titución; pero se le sustituyó sin observación la redac- 
ción actual, como más amplia y más conveniente. En 
la Convención la.utilidad de dar semejante pod^r no fué 
puesta en duda, pero fué vivamente atacada en las con- 
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venciones de Estados. Se decia que los patees marfcimos 
de Europa, sacando del comercio extranjero y de la na- 
vegacionf las fuentes principales de su riqueza, muy pron- 
to los hariamoB nuestros rivales, entregándonos á las 
mismas empresas; se agregaba que, la creación de fuer- 
zas m^ritimas se- haría muy pronto una necesidad para la 
Un ton, pero que nuestras tentativas para cr^ir una ma- 
rina serían consideradas como una provocación, y que 
esos gobiernos no nos dejarían ser potencia marítima, y 
por consecuencia, inmediatamente estarían en guerra con 
nosotros. Se agregaba además que los gastos para man- 
tener una marina conveniente serian enormes; que si una 
marína era necesaría, debia limitarse á la protección del 
comercio interíor; en rin, se insistía sobre la circunstan- 
cia de que los Estados del Sur sufragaran una parte im- 
portante de los gastos de esa marína, sin tener un interés 
igual. 

Estas objeciones no tuvieron fuerza^ alguna sóbrela 
nación en general. La necesidad de una marína para 
proteger nuestro * comercio con el extranjero y nuestra 
nav^^acion, no solamente fué admitída sino que.se hizo 
uno de los principales motivos de la concesión del poder. 
El fomento y la protección del comercio es uno de los 
objetos más importantes de la Constitución: sin una ma^ 
rína no se podrían mantener nuestros derechos á las gran- 
des pescas, ni nuestro comercio y nuestra navegación so- 
bre los lagos y el Mississipí, lo mismo que nuestro co- 
mercio extranjero. Por otra parte, una marína es indis- 
pensable para la defensa de nuestras fronteras adántÍGas, 
en caso de guerra con alguna potencia marítíma; de oW 
modo, estaríamos expuestos no solamente á la invstfion 
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de fuerzas considerables y regulares del enemigo, sino 
aun á los ataques é incursiones de los aventureros;^ nues- 
tras ciudades marítimas serian puestas á contribución, y 
la entrada ó la salida de nuestros propios puertos nos 
quedaría probibida, según el capricho del enemigo. 

Una flota será, pues, nuestro mejor medio de defensa 
y el menos costoso, porque ella nos evitará los gastos de 
muchas ciudadelas y fortificaciones. En una palabra, en 
caso de guerra marítima, si no tuviéramos medio alguno 
de defensa, nuestro comercio seria arrojado del Océano, 
nuestros puertos serian bloqueados, nuestras costas infes- 
tadas de piratas, y nuestros más caros intereses abando- 
nados al acaso. 

Otro poder dado al Congreso "es el de formar orde- 
" nanzas para el gobierno de las fuerzas navales y terres- 
"tres." Este nuevo poder es un accesorio natural y nece- 
sario de los poderes de declarar la guerra, de levantar tro- 
pas, de crear y mantener una fuer^ marítima. Su conve- 
niencia no puede ser contestada ^ y en efecto, nada indica 
que se haya hecho objeción alguna, asi es que no tene- 
mos que emprender su justificación. 

En Inglaterra el rey, como comandante de todas las 
fuerzas del reino, tiene solo el poder de hacer los regla- 
mentos concernientes á las armadas y á los ejércitos. Mu- 
chas veces el parlamento ha intervenido, y actualmente 
estos reglamentos se hacen frecuentemente por actos del 
pariamento. El poder general está mucho más seguro en 
manos del Congreso que en las del departamento del eje- 
cutivo; si fuera de otra' manera, los castigos más prontos 
y los más severos, podrían aplicarse según el capricho solo 
de la autoridad ejecutiva. 

CONST.— 4t. 
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El poder soberano acordado al Congreso sobre la ma- 
rina de los Estados-Unidos, debe necesariamente ser 
exclusivoi Siempre que se cometen crímenes á bordo de 
un buque de guerra de la Union, en el puerto ó en alta 
mar, el Gobierno de los Estados- Unidos es el único lla- 
mado á conocer de ellos y á castigarlos. Los buques de 
las potencias extranjeras son considerados en cualquier 
parte que se encuentren como una parte del territorio de 
su nación, y gozan del privilegio de regirse por las leyes 
de su país. 



CAPITULO XXIV 

POI>KR PARA DISPOlfER I>K I^ M^ICIA 



Utilidad de la n\iUcia ei\ ti«xx\po de paz coix\o et\ tlenvpo de guerra. 
-Poder de reglamentar y de organizar las n\ilicias.— La con- 
vocación de las milicias puede ser hecl\a ei\ vista de ui\ peligro* 
— Quiéi\ es Juez de la necesidad de la coi^-rocaoioii,— I^ Corte Su- 
prema federal se l\a pronunciado ei\ favor del Presidente de la 
Union.— Cl poder de dar órdenes á las n\ilicias pertenece exclu- 
sivamente al Presidente. — Organi^tacion de xniHcias. 

El G>ngreso tiene derecho •* para disponer el llama- 
" miento de la milicia para hacer cumplir las |eyes de la 
" Union^jdominar las insurrecciones y rechazar las inva- 
'•siones." 

Esta cláusula parece haber pasado en la asamblea sin 
oposición. Ella remedia un vicio que se habia sentido pro- 
fundamente durante la Confederación, que no contenia 
á este respecto disposición alguna. 

El poder de reglamentar la milicia y de emplearla para 
la ejecución de las leyes, para reprimir las insurrecciones 
ó rechazar las invasiones, está naturalmente en las atri- 
buciones de aquellos que deben velar por la defensa co- 
í^un y el mantenimiento de la paz. En una palabra, to- 
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doá los argumentos que se pueden hacer valer para la 
permanencia del ejército en tiempo de paz, se aplican á 
la conveniencia de confiar al Gobierno nacional el poder 
sobre la milicia. En caso de insurrección, de invasión ó 
de resistencia á la ley, no hay sino dos partidos que to- 
mar: emplear para combatirlos á las tropas de linea ó á 
las milicias. En los casos ordinarios, la resistencia abierta 
á la ley podrá ser vencida por el posse, comitatus ó por la 
intervención de los funcionarios ordinarios. Pero pueden 
llegar casos en que tales recursos sean completamente 
inútiles y aun peligrosos, porque esos recursos ineficaces 
podrian alentar á los facciosos para oponerse por jnedios 
más violentos, é impedirían el empleo de la fuerza públi- 
ca, que de otra manera habria podido destruir las espe- 
ranzas de los rebeldes y reprimir sus esfuerzos. H po- 
der general del Gobierno para hacer las leyes necesarias 
al ejercicio de los derechos que le son conferidos, da, sin 
duda alguna, el derecho de proclamar el posse cmnitaius, ^ 
y de emplear los magistrados ordinarios en los casos en 
que semejantes medidas sean necesarias. Pero si no hu- 
biese el derecho de convocar la milicia, seria absolutamen- 
te necesario para mantener la seguridad pública, conser- 
var en tiempo de paz un ejército de línea más considera- 
ble. Este último medio no seria de desear, ni seria econó- 
mico para el país, y por esto el poder sobre la milicia es 
de una grande utilidad para la conservación de la tran- 
quilidad general, y además una nueva garantía de las 
libertades públicas. En épocas de invasión ó de insurrec- 
ción, es natural y conveniente que la milicia de un E^- 
do vecino pueda ser enviada á otro para resistir al 6Be- 
migo común ó para defender á la sociedacl contra las vio 
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lencias de los facciosos; pero no se puede contar sobre el 
envío de las milicias á grandes distancias, porque segura- 
mente en ese caso seria el medio más dispendioso y el 
raénos conveniente que el Gobierno pudiese emplear. ' 
Por lo demás, esta materia debe siempre estar sometida 
á los reglamentos del Congreso, que puede modificarlos 
de tiempo en tiempo para evitar los abusos. 

El Congreso debe, además, •* proveer á la organización, 
*' artnamento y disciplina de la milicia, y para gobernar 
*' la parte de ella que estuviese empleada en el servicio de 
"los Estados-Unidos, reservando á los Estados respecti- 
" vos el nombramiento de los oficiales y la autoridad de 
" instruir y ejercitar la milicia, según la disciplina estable- 
" cida por el Congreso." 

Este poder se relaciona naturalmente con el precedente, 
y si no puede decirse que ^s indispensable para su ejerci- 
cio, se debe reconocer, á lo menos, que contribuye á ha- 
cer su acción más eficaz. Todo el mundo comprende que 
la uniformidad en la organización y disciplina .de la mili- 
cia será desuna inmensa ventaja en caso de ejercicio acti- 



1 Para obviar este inconveniente, el presidente Jefferson propaso un 
plan de reorganización que no fué adoptado por el Congreso. ' ' Este 
"plan, dice él en una carta al general Kociusko, de 26 de Febrero de 
"' i8to, consistía en clasificar la milicia según la edad de los ciudada- 
nos; someter todos los hombres de 20 á 35 años á ejercicios regula* 
res^ con la. obligación de marchar á la primera señal. Este plan nos 
"habría asegurado una fuerza de 300,000 jóvenes preparados por una 
"instrucción conveniente, para servir sobre todos los puntos del terri- 
" torio de los Estados-Unidos; mientras que aquellos que hubieran 
"pasado esta edad permanecerían en sus hogares y no serian emplea- 
"do8 sino en su Estado 6 en un Estado vecino." 
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vo; ella pondrá este cuerpo en estado de adquirir en corto 
tiempo el hábito de las funciones militares. Pero se com- 
prende también que tal uniformidad no puede ser impues- 
ta sino por la autoridad superior del Gobierno nacional 

Esta concesión del poder dado al Congreso sobre la 
miliciaí ha hecho nacer muchas cuestiones que encuen- 
tran naturalmente su lugar aquí. Se debe observar prime- 
ro, que se ha dado al Congreso el poder de proveer á la 
convocación de la milicia para hacer ejecutar las leyes de 
la Union, reprimir las insurreciones y rechazar las invasio- 
nes. En consecuencia, el Congreso en i/gS, en virtud de 
esta cláusula, ordenó por una ley que ** todas las veces que 
" una invasión tuviera lugar en los Estados-Unidos ó que 
" hubiese inminente peligro de invasión de parte de tina 
" nación extranjera ó de una tribu india, el Presidente po- 
** dria legalmente convocar sobre el punto atacado el nú- 
" mero de milicias del Estado ó de los Estados que juzgase 
'* necesario para rechazar la agresión, y que daria sus órdc- 
** nes con este objeto á los oficiales de milicia que juzgase 
** conveniente." Nunca se ha dudado que fuese constitu- 
cional este acto á pesar de que dispuso la convocación de 
la milicia no solamente en el caso de invasión, sino en el 
caso de peligro de invasión. 

En efecto, el poder de rechazar las invasiones drf>e 
contener el de prevenir las tentativas, porque el mejor y 
más seguro medio para ello es requerir la fuerza ájates 
que la invasión se haya internada en el territorio. Tam- 
poco se puede dudar que el Presidente, que seguü fa 
Constitución manda las fuerzas de mar y tierra, y afa 
la milicia cuando está llamada al servicio ^ activo» np.se^ 
el funcionario más digno de esta alta y delicada íuoetoa. 



/ 



/ 



COKSnXüOION FBBERAL 2b3 

Ua pueblo libre es naturalmente celoso del ejercicio del 
poder militar^ y el poder de convocaf la milicia es de una 
importancia incontestable. No obstante, está por su na- 
turaleza sometido á ciertas necesidades y compromete la 
responsabilidad de aquel que le ejerce. Pero, ¿qué otro 
funcionario no siendo el Presidente seria más conveniente 
para ejercerlo y para empeñar su responsabilidad? 

Se ha preguntado también por quién debería decidirse 
la necesidad de la convocación. ¿El Presidente es juez 
único y exclusivo en estos casos? El oficial á quien el 
Presidente haya enviado sus órdenes, podrá decidir por 
sí mismo? O en fin, el miliciano podrá contestar la nece- 
sidad y rehusar obedecer las órdenes del Presidente? 

En una época muy reciente la cuestión fué llevada an- 
te la Corte Suprema de los Estados-Unidos para ser re- 
suelta por una decisión judicial; se decidió unánimemente 
que el derecho de pronunciar sobre la necesidad de la 
convocación, pertenecia exclusivamente al Presidente, y 
que la convocación era definitiva y obligatoria para to- 
dos. El tribunal declaró que esta interpretación resultaba 
necesaríamente de la naturaleza misma del poder y del 
fia evidente del acto del Congreso. 

Este poder, en efecto, frecuentemente deberá ser ejer- 
cido en casos urgentes, en circunstancias en que la exis- 
tencia misma de la Union se encuentra en peligro, y en- 
tonces una obediencia pronta y absoluta será indispensa- 
ble. Además, el servicio de la milicia es un servicio mili- 
tar, las órdenes son igualmente militare^ y todo retardo y 
toda resistencia comprometería los interesa públicos. Si 
fuera necesarío esperar que los oficiales hubiesen exami- 
nado si deben obedecer, el enemigo ejecutaría sus pro- 
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yectos sin obstáculo; y pues que está reconocido que el 
poder de convocar la milicia es una consecuencia de la 
obligación de velar por la defensa común y la conserva- 
ción de la paz pública, es preciso interpretarla de modo 
que alcance estos fines importantes. A estas considera* 
Clones generales se debe agregar que muy á menudfa 
las circunstancias, según las que el Presidente juzgue in- 
minente el peligro, no podrán someterse á pruebas mate- 
riales y que á menudo también la revelación de esas cir- 
cunstancias divulgarla algunos secretos del Estado, com- 
prometerla también los intereses generales y aun la se- 
guridad pública. 

La Corte Suprema de Pensylvania estableció en 1818 
los verdaderos principios de la materia. Ella juzgó, que 
en caso de repulsa del Gobernador, el Presidente tenia el 
derecho de dar órdenes directas para la movilización de 
la milicia; que la repulsa del Gobernador en este caso» no 
seria justificada^ de ninguna manera porque pretendiese 
diferir de opinión con el Presidente sobre la necesidad de 
la medida; que el Gobernador no tenia el derecho de di- 
rigir los tribunales militares en el juicio de los que fueren 
perseguidos por desobediencia á las órdenes. del Presi- 
dente; que un individuo inscrito en las listas de revista, 
está en servicio ordinario, y desde luego en estado de 
servicio activo, y por consiguiente bajo la jurisdicción de 
los tribunales militares en caso de desobediencia. 

Nunca se ha negado que el poder de mandar la mili- 
cia cuando está en servicio activo de los Estados-Unidos 
es exclusivo. Esta interpretación resulta de la naturaleza 
misma del poder ; porque admitir la obediencia de autori- 
dades distintas é independientes la una de la otra, sera 
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completamente incompatible con la unidad de acción y 
de mando, de que depende el éxito de las operaciones 
militares. 

Pero por otra parte, no hay ninguna cláusula en la 
Constitución que impida á un Estado convocar su propia 
milicia, cuando no se encuentra al servicio de la Union pa- 
ra los casos previstos. Esta concurrencia en el ejercicio del 
poder sobre la milicia no impide los derechos del Congre- 
so. El Congreso puede, por leyes, proveer á la convoca - 
cien* de la milicia é imponer penas especiales átoda des- 
obediencia á sus órdenes, del mismo níK>do que puede tam- 
bién prescribir las formalidades de la tramitación. Sin 
embargo, el poder de convocar es enteramente distinto 
del poder exclusivo de mandar ; para decidir cuándo se 
hace exclusiva la autoridad del Congreso sobre las mili- 
cias, es preciso saber cuándo la milicia puede ser conside- 
rada como estando en servicio activo de la Union, por- 
que la convocación y el servicio activo son dos cosas dis- 
tintas en su alcance constitucional. £1 Presidente es co- 
mandante en jefe de la milicia cuando está en servicio 
activo, y no cuando está solamente convocada; en el pri- 
mer caso está sujeta á la ley militar y no en el segundo, 
antes de haber obedecido á la orden de convocación. 
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CAPITULO XXV 

FODSR PARA IiEGISI.AR SOBRE EI^ liUGAR BN QUE RESIDA EI« GO- 
BIERNO DE I^S ESTADOS-UNIDOS, T SOBRE I.OS PUNTOS DBI. X^B* 
BITOBIO QUE PERTENEZCAN A i:.A UNION. 



Necesidad de este poder.— Peligro de dejar el aslex\to del Goblen\o 
bajo la depeAdei\cia de ni\ Kstado.— Acoi\tecizx\ientos que \\aty 
n^tivado la cláusula de la Gor\stitucioi\. — Reserva ez\ bei\eficla 
del Sstado del derecl\o de x\otlficar en los lugares cedidos los slo-^ 
tos judiciales.— Las leyes l\ecl\as por el Congreso para los luga-* 
res cedidos soi\ locales, á nxénos de una declaración cox\jtrarift. 

El .Qmgreso tieneíacultad para " ejercer exclusivamente 
'' el poder legi^atívo en todos los casos, sobre un distrito 
'' que no exceda de diez milIaA cuadradas, que por cesión de 
<' Estados particulares y aceptación del Congrego, venga 
** á ser el asiento del Gobierno de los Estados r Unidos, y 
" para ejercer igual autoridad sobre todos los otros luga- 
*• res comprados con el consentimiento de la Legislatura 
" del Estado á que pertenecieren para la construcción de 
" fuertes, almacenes, arsenales, astilleros y demás obras 
*' que fueren necesarias." 

La necesidad indispensable para el Congreso de que 
su poder sea único y exclusivo sobre la residencia del Go- 
bierno, es de una evidencia incontestable : es el poder ejer- 
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cido por cada legislatura en la Union, y podría decirse en 
todo país, como una consecuencia de su supremacía. Sin 
esta autoridad, no solamente los funcionarios públicos po- 
nan ser insultados y su marcha interrumpida impune- 
mente, sino que los archivos estarían en peligro de ser 
violados ó destruidos, y los miembros del Gobierno na- 
cional se verían obligados á recurrir á las autoridades de 
Estados» para hacerse proteger en el ejercicio de sus fun- 
dones. Esta dependencia haria dudar muy pronto de la 
imparcialidad de los consejos de la nación* y aun podría 
exponer la vida de los funcionarios en tiempo de dis- 
turbios. 

La cesión de una parte del territorio no puede debilitar 
en nada al Estado que la hace, ni convertirse en motivo 
de celos para los demás. El territorío cedido es de muy 
pequeña extensión y el Estado es dueño absoluto de de- 
cidir st le conviene hacerlo. Es sin embargo» fuera de du- 
da que; los habitantes de ese territorío recibirán con en- 
tusbsmo ese honor, porque su importancia será aumenta- 
da, sus intereses mejor defendidos y sus derechos coloca- 
dos bajo la protección inmediata de toda la Union. 

Es probable que los acontecimientos que tuvieron lugar 
al fin de la guerra de la revolución, contríbtiyeron mucho 
á hacer admitir la cláusula actual. En aquel tiempo el 
Congreso reunido en Filadelfia estaba rodeado y era el 
blanco de las insolencias de una pequeña tropa de revol- 
tosos. Para defenderse, el Congreso se dirigió á la autori- 
dad Ejecutiva de Pensilvania ; pero en aquella época, según 
la mala Constitución del Estado, la autoridad Ejecutiva 
estaba conñada á un consejo compuesto de trece miem- 
bros, que tenian tan poco poder 6 mostraron tac poca ener- 



2S8 COMENTARIO ABRBVIADO 

gía, que el Congreso indignado fué.á establecerse á New— 
Jersey, donde le recibieron los habitantes con entusiasmo 
y promesa de defenderle. El Congreso permaneció algún 
tiempo en Prirtceton, sin recibir ningún insulto, hasta que 
fué trasportado á Annapolis. El descontento general cau- 
sado por la conducta del Estado de Pensilvania, y el es* 
pectáculo humillante de un Congreso errante de una parte 
á otra, hicieron admitir la disposición actual como un re- 
medio á tal estado de cosas. ' 

La segunda parte de la cláusula que confiere un derecho 
de legislación exclusiva sobre los lugares cedidos, para, la 
construcción de fuertes, almacenes, etc., nos parece también 
necesaria para la seguridad general. Las rentas pábUcas 
gastadas en estos trabajos, la propiedad pública que resulta» 
la naturaleza de los deberes militares que han de llenarse 
en éstas localidades, exigen que sean libres de la autori- 
dad de los Estados. Seria, en efecto, poco conveniente que 
los lugares en que se afirma la seguridad de la Union, 
estuviesen sometidos á uno de sus miembros. Este poder 
dado al Congreso no puede ser reprobado, porque no es 
ejercido sino por el consentimiento del Estado. 

I £1 distrito de Columbia es hoy el asiento del Gobierno, á coii$er 
cuencia de la cesión que se hizo en virtud del artículo de la ConstíUi- 
cion. Hay á este respecto una anomalía digna de observarse, y es que 
la población del distrito de Columbia, rodeada de Estados que gozan 
de los beneficios del Gobierno representativo, no tiene ella ninguna 
participación en ese Gobierno, que reside en su seno, y que ella no 
envía ni diputados á la Cámara de represen;tantes, ni delegados al Se- 
nado. El poder judicial establecido para juzgar las diferencias éntrelos 
ciudadanos de los diversos Estados, no tiene jurisdicción sobre los ha- 
bitantes de este distrito: tiene su tribunal de justicia particular como 
los habitantes de los territorios. ^ 
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Muclias cesiones de este género han sido hechas por 
los Estados en virtud de dicha cláusula, pero generalmen- 
te reservándose el derecho de notiñcar en los lugares ce- 
didos todos los actos de la justicia civil y criminal. Esta 
reserva nunca ha sido considerada como contraría á las 
disposiciones de la Constitución, porque entonces las no- 
tificaciones hechas en nombre del Estado son considera- 
das como hechas en nombre de la Union, sin perjuicio de 
la legislación exclusiva del Congreso. Asi es que, estos 
lugares no pueden servir, para los deudores ó para los cri- 
minales, de refugio y asilo que los ponga á cubierto de 
la persecución judicial, y al mismo tiempo el Congreso 
puede alcanzar el imiK>rtante ñn de este poder. 

El poder de ejercer una jurisdicción exclusiva sobre los 
lugares cedidos, se atribuye al Congreso, en su calidad de 
legislatura federal. Una ley decretada para estos objetos 
se hace ley suprema del pais, liga á todos los Estados, y 
oo puede ser rechazada por ellos. El poder de hacer estas 
leyes, comprende incidentalmente los poderes necesarios 
para darles una ejecución completa y eficaz, y tales leyes 
extienden su acción sobre toda la Union^ si el Congreso 
lo juzga necesario. Sin embargo, para extender su efecto 
más allá del distrito cedido, la ley debe mencionarlo ex- 
presamente ; de otro modo, seria considerada como pura- 
mente local. 



CAPITULO XXVI 

PODERES implícitos DEL, CONGRESO 



La cláusula qué da al Congreso los poderes implícitos en todo tieiz^- 
po ha suscitado dificultades.— Ksta cláu&ula era una consecuon- 
cia del establecimiento de un Gobierr\o nacional. -—Utilidad de 
insertarla expresan:\ente en la Constitución. — Ella r\o coi\fiere al 
Congreso ningún poder nuevo.— Interpretación d^ las palabras 
de la cláusula: <* Leyes necesarias y convenientes. "—Incon- 
venientes de la interpretación rigurosa de la palabra "nece- 
sarias."— Poderes derivados, es decir, poderes del Coblemo so- 
bre los países conquistados ó cedidos.— Otros poderes derivados, 
es decir, poderes de perseguir en Justicia, de contratar.— Exen-* 
clones iznpllcitas de la autoridad de los Estados. 

El congreso tiene en fía facultad '' para hacer todas las 
" leyes necesarias y convenientes, para llevar á efecto las 
" facultades precedentes, y todas las demás concedidas por 
" esta Constitución al Gobierno de los Estados- Unidos ó 
" á cualquiera de sus departamentos ó empleados. " 

Ninguna otra de las cláusulas de la Constitución ha sido 
atacada con más violencia en la época de la adopción y aun 
después; sin embargo, es difícil comprender las razones en 
que se basan las objeciones. En efecto, ¿ qué es un poder, 
si no es la facultad de hacer alguna cosa? ¿ Qué es la ca- 
pacidad para hacer una cosa, si no es la capacidad de era- 
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plear los medios necesarios para su ejecución ? ¿ Cuáles son 
los medios de ejercer un poder legislativo, si no las leyes 
mismas ? ¿ Cuál es, por ejemplo, el poder de imponer con- 
tribuciones si no el de hacer las leyes para reglamentar su 
asiento? ¿Cuáles son los medios de ejecución propios al 
ejercicio de estos poderes, no siendo el de las leyes ** ne- 
cesarias y convenientes? " Las operaciones constituciona- 
les del Gobierno serian las mismas, con ó sin la cláusula 
de la Constitución, porque de otra manera, sucedería que 
el poder nunca seria ejercido, y porque seria una cosa ab- 
surda crear poderes para retenerlos comprimidos, en un 
estado de entorpecimiento y de inercia. No se puede ne- 
gar, pues, que los poderes acordados por la Constitución, 
encierran implícitamente los medios ordinarios de ejecu- 
ción : sin ellos la Constitución seria letra muerta. 

Si la cláusula no dice nada más que lo que resultaria de 
la más estricta interpretación, puede preguntarse enton- 
ces: ¿ por qué se ha insertado en la Constitución ? La ver- 
dadera respuesta es que, esa dáusula era particularmente 
útil para«prevenir las dudas que la ignorancia ó los celos 
habrían podido despertar. Los hombres que se han mos- 
trado hostiles al Gobierno de la Union y partidarios de 
los gobiernos de Estados, habrían podido hacer valer ra- 
zones especiosas para prevenir al pueblo é impedir las más 
sabias operaciones del Gobierno. Por otra parte, la Con- 
federacion-contenia una cláusula expresa, restringiendo la 
autoridad del Congreso á los poderes explícitamente acor- 
dados: era, pues, útil declarar que esta regla de interpre- 
tación no prevalecería ya. La violencia de los ataques que 
en todo tiempo se dirigieron contra esta cláusula, es la me- 
jor pnieba de su importancia. 
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El Único objeto de la cláusula es declarar que el Con- 
greso debe tener todos los poderes accesorios, que son 
necesarios y convenientes para el ejercicio de sus poderes 
expresos. Esta cláusula no ensancha el círculo de un po- 
der especialmente acordado, ni aun es otro poder. Todas 
las veces que se trata de decidir si un poder es constito- 
nal, la primera cosa que debe examinarse, es saber si d 
poder es expreso. En caso de afirmativa, la cuestión está 
resuelta ; pero si el poder no está expresamente acordado 
por la Constitución, se debe investigar si es la consecuen- 
cia de un poder expreso, si es "necesario y conveniente" 
á su ejecución.; en casó de afirmativa, el Congreso puede 
ejercerlo ; en el caso contrario, seria inconstitucional. 

Otra objeción queda todavía sobre el verdadero alean- 
pe de la cláusula. ¿ Cuál es, pues, el sentido constitucional 
de las palabras " necesario y conveniente ? " Los partida- 
rios de una interpretación rigurosa, han sostenido que la 
palabra "necesario" significaba lo que era insolutamente 
necesario é indispensable. Se decia que la Constitución au- 
torizaba solamente los medios necesarios para q} ejercido 
de los poderes enumerados en ella, y no los medios so- 
lamente convenientes; y que si se daba á esta fi^ase una k- 
titud tal que pudiese contener los poderes no enumerados» 
el resultado seria entrar en esa cláusula todos los poderesi 
cualesquiera que ellos fuesen ; porque no habria uno sok) 
que no pudiese ser considerado como útil ó-convenien- 
te, á alguno de los numerosos poderes acordados al Con- 
greso. Para evitar este resultado, la Constitución limitaba 
al Congreso al empleo de los medios necesarios, es decir, 
de los medios sin los cuales los poderes expresos kabrian sí4b 
tíusorios. Una ligera diferencia en el grado de conve- 
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aieacia, no podría constituir la necesidad exigida por la 
Constitución. 

Semejante interpretación tiene por objeto excluir toda 
elección en los medios. Si la Constitución no hubiese te- 
i»do en vista entre los poderes secundarios, sino aquellos 
que eran absolutamente necesarios al ejercicio xie los po- 
der^ expresos, numerosas dificultades se presentarían, 
sin que nunca pudiesen ser allanadas. 

Los poderes serian frecuentemente en la práctica com- 
pletamente inútiles; las operaciones del Gobierno, en el 
ejercicio de sus poderes explícitos, darian difícilmente la 
prueba de la necesidad absoluta de un medio de ejecu' 
don dado. En la mayor parte de los casos pueden em- 
plearse indistintamente para llegar al mismo fin, medios 
y sistemas diferentes, y sin embargo, se podria decir de 
cada uno de elíos que no era constitucional, pues que no 
era exclusivamente indispensable, y de ahí la consecuen- 
cia, que no siendo constitucional ninguno de ellos, ningu- 
no de ellos podria ser adoptado. Por ejemplo, el Congre- 
so tiene el poder de hacer la guerra, de levantar ejércitos 
* y accesoriamente de construir fortificaciones, comprar ca- 
ñones y municiones de guerra; pero la guerra podria ha- 
cerse sin cañones y sin fortificaciones, y no hay especie 
alguna de armas determinadas que sean absolutamente 
necesarias para hacer la guerra; ¿qué queda entonces del 
poder? 

El Congreso tiene el poder de hacer empréstitos y de 
proveer al pago de la deuda pública; no obstante, ningún 
sistema puede ser considerado como indispensable y pre- 
ferible á cualquier otro, porque estos objetos pueden ser 
logrados por medios diferentes. 

CON.^I —43- 
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El Congreso tiene el poder de crear una marina; pero 
nada hay indispensable en la forma ni en el armamento de 
los buques. ¿Qué es necesario hacer de estos poderes? ¿de- 
ben quedar sin aplicación ? ¿ No seria absurdo decir que el 
Congreso no tiene en tal circunstancia la elección de los 
medios y que no ha sido investido del poder de emplear 
aquellos que en la práctica han de conducirle al ejercicio 
de los poderes concedidos por la Constitución? Otro ejem- 
plo: el Congreso tiene el poder de reglamentar el comer- 
cio, de construir faros, de autorizar el empleo de pilo- 
tos, etc.; ¿pero puede decirse que el ejercicio de estos po- 
deres sea estrictamente " necesario " ó que el poder de 
reglamentar el comercio seria ilusorio sin establecimien- 
tos de esta clase? 

En realidad no se podrá presentar como absoluta y 
exclusivamente necesario ningún reglamento particular 
de comercio, de modo que, es forzoso reconocer que los 
términos de este poder admiten todos los reglamentos de 
comercio, ó que no admiten ninguno. Si hay un princi- 
pio general que se pueda considerar como una consecuen- 
cia de la definición misma de un gobierno, y como una . 
condición de progreso para los Estados-Unidos, es que . 
todo poder dado al Gobierno es por su naturaleza sobe- 
rano, y contiene implícitamente el derecho de emjdear 
los medios más convenientes para llegar á sus fines. No 
se deben exceptuar sino los medios rechazados por la 
Constitución, condenados por la moral ó contrarios á los 
legítimos fines de una sociedad política. 

Otro mcon veniente de la interpretación rigorosa de los 
términos de la cláusula que examinamos, es el de colocar i 
á la autoridad constitucional en la dependencia de circuns- ¡ 
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tanctas transitorias y accidentales. Solo esto probaria la 
debilidad de las objeciones. La utilidad de emplear tal 
medio especial, puede depender de las circunstancias, pe- 
ro el derecho constitucional para ejercerlo debe ser uni- 
forme é invariable. 

El grado de necesidad de una medida, no puede ser la 
prueba del| derecho de adoptarla; éste puede ser asunto 
de opiniones diferentes y solamente ser la prueba de su 
utilidad. La relación entre la medida y su objeto, entre 
la naturaleza de los medios empleados para el ejercicio de 
un poder y el objeto de ese poder, debe ser el único cri- 
terio de su constitucionalidad y no su necesidad 6 su uti- 
lidad más ó menos grande. — Si la legislatura tiene la elec- 
ción de los medios ¿ quién puede limitarla? ¿cuáles el 
juez de las circunstancias dejadas á la discreción del Go- 
bierno? La idea sola de una revisión en el ejercicio de 
los poderes del Gobierno, encierra virtualmente la nega- 
ción de su supremacía con respecto á sus poderes, supre- 
macía proclamada, sin embargo, por la Constitución. 

Esta interpretación rigorosa no puede seguirse con res- 
pecto á ciertos poderes del Gobierno nacional. Se admite 
generalmente que el poder de castigar pertenece á la so- 
beranía y puede ser ejercido como accesorio de los pode- 
res constitucionales, todas las veces que el soberano tiene 
derecho de obrar. Es un medio de poner en práctica to- 
dos los poderes soberanos, y puede ser empleado aun 
cuando no sea absolutamente necesario. Si pues es pre- 
ciso abandonar la interpretación restrictiva para justificar 
el ejercicio constitucional del derecho de castigar, ¿por 
qué volver á la interpretación rigorosa, cuando el Gobier- 
no quiere ejercer poderes que no son de naturaleza re- 
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presiva? S¡ la palabra "necesario" quiere decir útil, con- 
veniente, cuando se trata del poder de castigar, ¿por qué 
no tendria la misma significación cuando se trata de faci- 
litar el ejercicio dé los demás poderes? 

La interpretación restrictiva es contraria á la regla ad- 
mitida generalmente de que los poderes contenidos en 
una misma Constitución, y en particular los concernien- 
tes á la administración de los asuntos del país, como sus 
finanzas, su comercio y su defensa, deben ser interpreta- 
dos con amplitud para el adelanto y el bien público. Esta 
regla no depende de la forma particular de un gobierno, 
ó de la diferente demarcación de sus poderes, sino de la 
naturaleza y del objeto del Gobierno mismo. Los medios 
de satisfacer las necesidades del país, de evitar los peli- 
gros, de aumentar la prosperidad nacional, son tan sania- 
mente variados y complexos, que debe dejarse una gran- 
de latitud para la elección y el empleo de esos medios. 
De aquí resultan la necesidad y la conveniencia* de inter- 
pretar ampliamente los poderes constitucionales. 

En vano se ensaya la refutación de esta doctrina, di- 
ciendo que tiene por resultado extender los ponderes del 
Gobierno nacional sobre toda la esfera de la legislación 
de los Estados. La misma cosa puede decirse de todo 
poder que sea ejercido por inducción é interpretación. 
Los errores ó los abusos son siempre tepiibles de parte 
de cualquier poder; pero esto no es un argumento con- 
tra él, y no justificaria una interpretación tan severa que 
paralizara todos los movimientos del Gobierno- El reme- 
dio contra los abusos y las falsas interpretaciones en este 
caso, es el mismo que con re3pecto á los abusos y las fel* 
sas interpretaciones de los gobiernos de Estados. Este 
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remedio se encuentra en la apelación á otra división del 
Gobierno 6 al pueblo mismo, en el libre ejercicio del de- 
recho de elección. 

Los términos mismos de la cláusula rechazan una in- 
terpretación rigurosa. Ella dice que el Congreso tendrá el 
derecho de hacer todas las leyes fucesariasy convenientes. 

S¡ la palabra "necesarias" debe ser tomada en el sen- 
tido estricto que se le da, ¿ qué puede significar la pala- 
bra "conveniente?" La agregación de esta última pala- 
bra parece tener por objeto explicar la anterior ( necesa- 
rias), y presenta la idea de una elección entre las medi- 
das que deben emplearse, porque si no se pueden em- 
plear mas que las medidas absolutas y estrictamente ne- 
cesarias, esta necesidad, excluyendo todo examen sobre 
la utilidad 6 conveniencia de los medios, hace supérflua 
la segunda calificación de coftvenienie. Si al contrario, tie- 
ne un sentido más amplio, la palabra conveniente tendria 
entonces un objeto particular ; indicaria que los medios 
deben ser sinceros y apropiados al objeto que se propo- 
ne la Constitución. 

En resumen, el análisis escrupuloso de esta cláusula 
prueba que si ella no sirve para dar más extensión á los 
poderes del Congreso, tampoco los limita; no debilita el 
derecho de la legislatura para tomar las medidas que le 
parezcan más convenientes á la ejecución de los poderes 
constitucionales del Gobierno. El motivo de su inserción 
ha sido ciertamente prevenir toda duda sobre el derecho 
de la legislatura, en la variedad infinita de poderes secun- 
darios que deben estar comprendidos implícitamente en 
la Constitución, si se quiere tener un Gobierno real y no 
un fantasma. 
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Aquí es el lugar de hablar de otra especie de poderes 
implícitos, que han sido llamados con- grande precisión 
poderes derivados, puesto que derivan del conjunto de los 
poderes del Gobierno nacional. Nadie duda, por ejem- 
plo, que si los Estados-Unidos adquieren por conquista 
un territorio vecino, el Gobierno nacional puede exten- 
der su jurisdicción sobre este nuevo país. Podría consi- 
derarse tal vez este poder como ^1 resultado del conjun- 
to de los poderes del Gobierno nacional y de la natura- 
leza de una sociedad política, más bien que como una 
consecuencia de los poderes expresamente acordados. Se 
podría también considerarle como una consecuencia del 
poder de hacer la guerra. 

Hay todavía otros ejemplos de poderes derivados; la 
Constitución no presenta en ninguna parte á los Estados- 
Unidos como un ser soberano, teniendo capacidad legal 
para perseguir en justicia, aun cuando se haya dado á los 
tribunales nacionales jurisdicción en las controversias ^ 
que los Estados-Unidos estaban interesados. Los Esta- 
dos-Unidos, en su capacidad política, tienen el derecho 
de contratar, aun cuando la Constitución no contenga á 
este respecto ninguna disposición expresa. Es también 
una consecuencia de su soberanía. De la misma manera 
también el Congreso tiene el derecho de castigar los de- 
litos cometidos sobre buques de guerra por individuos 
extranjeros al servicio militar y naval de los Estados-Uni- 
dos, sea que los buques se encuentren en puerto ó en la 
mar, porque á bordo de un buque del Estado, la jurisdic- 
ción] pertenece al soberano. 

En el silencio de la ley se encuentran, por inducción, 
no solo poderes de acción, sino también negaciones de 
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poder; por ejemplo, las exenciones de la jurisdicción de 
los Estados, lo mismo que los colectores de impuestos, 
los correos y todas las instituciones generales por su na- 
turaleza y que son otros tantos ejemplos de esas exencio- 
nes. Nadie duda que estos empleados están libres de to- 
da dependencia de los Estados, en la esfera de sus debe- 
res, aun cuando la exención no repose esencialmente so- 
bre ningún texto; resulta implícitamente de la mayor par- 
te de los actos del Congreso que han fundado estos esta- 
blecimientos y está garantida por el poder judicial. 

El que debe proveer á la conservación de un puesto 
militar,, no puede estar impedido para hacer sus compras 
en un Estado ó atravesar otro, trasportando provisiones 
á los lugares donde las tropas están acuarteladas. Estos 
poderes incidentales emanan necesariamente de la su- 
premacía de los poderes de la Union. 

Seria imposible determinar las numerosas circunstan- 
das en que el Congreso puede en su marcha guberna- 
mental, emplear medios implícitos para llegarla la ejecu- 
ción de sus obligaciones; no obstante, insistiremos sobre 
ciertas medidas importantes, que han sido frecuentemente 
atacadas porque traspasan los límites de los poderes del 
Congreso, especialmente el derecho de establecer bancos, 
proveer á las mejoras interiores, crear caminos, etc., etc. 



CAPITULO XXVII 

PODEBES I3IPI.ICITOS.— BANCO NACIONAI* 



Establecin\ieAto del Banco en 1791.— exposición de las doctrinas 
contrarias al establecimiento de un Banco Nacional.— Exx)csi- 
eion de las razones favorables. 

Una de las más importantes medidas que han suscita- 
do cuestiones de derecho constitucional, es la acta consti- 
tutiva del Banco de los Estados-Unidos |en 1791. Esta 
cuestión ha sido frecuentemente debatida después, y aun 
cuando la medida haya sido aprobada en diferentes oca- 
siones por el Congreso, por el poder Ejecutivo, por el 
poder judicial y aun por la mayor parte de los Estados; 
sin embargo, todavía ahora se podria considerarla bajo el 
punto de vista constitucional, (íoma si fuese enteramen- 
te nueva y no hubiese sido controvertida antes. 

Es imposible hoy considerar esta cuestión como una 
cuestión pendiente; de otra manera, la Constitución per- 
manecería siempre como un texto mal definido, sin atribu- 
tos permanentes, sometido á los cambios de opinión y d€ 
doctrina y entregado á las pasiones de los partidos. Si la 
Constitución fuese solamente lo que el Gobierno del dia 
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deseara que fuese, si debiera revestir todaa las formas que 
convinieran á las teorías y á las opiniones de los hombres 
políticos, á medida que se suceden en el manejo de los 
negocios, su verdadero valor seria difícil de determinar. 
No habría certeza, ni uniformidad, ni seguridad; soporta- 
ría variaciones infinitas, la experiencia del pasado no po- 
dria servir de guía, ni el porvenir tendria garantía alguna 
de estabilidad. Semejante estado de cosas seria el derro- 
camiento de las leyes y atraeria sobre el país las desgra- 
cias que son siempre la consecuencia inevitable de la 
incertidumbre en las leyes fundamentales de un Go- 
bierno. 

Las razones contra la legalidad de un^banco nacional, 
han sido suficientemente desenvueltas en las observacio- 
nes precedentes. Ellas giran en parte sobre la interpreta- 
ción demasiado estrecha del artículo que arregla los pode- 
res implícitos necesarios y convenientes para la ejecución de 
los poderes determinados del Congreso. El poder de esta- 
blecer un banco, se decia, no está escrito en la Constítu- 
don; además, todos los poderes determinados en ella pue- 
den llevarse á ejecución sin el concurso de un banco ; de 
donde resulta que, no siendo necesario un banco, no está 
autorizado por la Constitución. Está, sin embargo, de- 
mostrado que un banco daría gran facilidad para la per- 
cepción de los impuestos. Si esto es exacto, preciso es 
confesar que la Constitución no acuerda sin'ó los medios 
necesarios y no los medios solamente conveniottes para la 
ejecución de los poderes determinados. Si en la aprecia- 
ción de los medios se acordase una mayor latitud, conti- 
núan los adversarios, ella daria á los poderes determina- 

• 

dos una extensión demasiado considerable; pero entón- 

CONST. — 44. 
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ees se hace]evulente que la Constitución acuerda al Con- 
greso, solamente aquellos medios sin los cuales el poder 
seria ilusorio. 

La utilidad de la medida no puede ser completamente 
desmentida. Se reconoce que los billetes de banco son va- 
lores de circulación más fácil que los mandatos sobre d 
tesoro. Pero se agrega que, una ligera diferencia en el gra- 
do de facilidad no puede constituir la necesidad á que se 
refiere la Constitución. Por otra parte, los bancos locales 
actualmente existentes, son aptos y perfectamente dispues- 
tos para encargarse de los negocios del Gobierno; es cla- 
ro entonces que no hay necesidad de tener un banco na- 
cional. 

« 

Y aun cuando el establecimiento de un banco nacicHUÜ 
ofreciese mayores facilidades en las relaciones, no se de- 
duciría de esto que hubiese el derecho de establecerlo, 6 
que faltando ésta se trabase la marcha de los negocios pú- 
blicos, ¿ Se puede suponer que la Constitución haya en- 
tendido en favor de una utilidad tan pueril, acordar al Con- 
greso el poder de infringir las más antiguas leyes de los 
Estados, como las leyes sobre manos muerías, enajenacmt 
etc. ? Una necesidad inevitable solamente podría justificar 
semejante menosprecio de las leyes, que son, por decirlo 
así, las bases de todo nuestro sistema judicial. 

Si el Congreso tuviese el derecho de crear una corpo- 
ración, podrfa crearla de todo género ; no encontraría Ifmi- 
te en parte alguna ; aun podría establecer monopolios, por- 
que la carta de que se trata es verdaderamente^ un mo- 
nopolio. 

Las razones con que se ha sostenido la legalidad del es- 
tablecimiento de un banco nacional, pueden reasumtee 
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de la manera siguiente : los poderes conñados al Gobierno 
nacional son sin contradicción soberanos. No se puede 
contestar que el poder de crear una corporación pertenece 
á la soberanía. Tales son también los otros poderes legis- 
lativos, porque él poder de hacer las leyes sobre todos los 
objetos, es un poder soberano. Si el Gobierno nacional no 
tiene la facultad de crear una corporación, porque esto es* 
ejercer un poder soberano, preciso seria decir también por 
los mismos motivos, que no podriá ejercer ningún poder 
legislativo. Estas solas consideraciones deberían poner 
término á todas esas investigaciones abstractas, para saber 
si el Gobierno nacional tiene el poder de crear una corpo- 
ración, es decir, de dar á una ó varias personas una capa- 
cidad legal, perfectamente distinta de su capacidad natu- 
ral ; porque, si es un poder inherente á la soberanía, como 
ha sido ya reconocido, debe necesariamente pertenecer 
al Gobierno nacional en sus relaciones con los objetos que 
que le son conñados. Una sola distinción nos parece ad- 
misible : siempre que la autoridad de un gobierno es ab- 
soluta, puede crear corporaciones para cualquier objeto ; 
pero cuando esta misma autoridad es moderada y restrin- 
gida á ciertos objetos, ésts^ no puede crear corporaciones 
sino para los casos previstos. No puede negarse que del 
mismo modo que se han acordado poderes expresos, han 
podido acordarse poderes implícitos. Se deduce que el po- 
der de crear corporaciones puede ser implícito, como cual- 
quier otro medio de ejecutar un poder determinado. La 
única cuestión es, saber si es en verdad un medio de ejecu- 
ción y si tiene algunas relaciones naturales con las atribu- 
ciones del Gobierno nacional. Así, el Congreso no podria 
crear una corporación para vigilar la policía de la ciudad de 
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Filadelfia, por la sencilla razón de que no tiene el poder de 
reglamentar la policía de aquella ciudad. Pero si tuvie- 
se el poder de reglamentar la policía de aquella ciudad, 
podría sin duda alguna crear una corporación con ese ob- 
jetow 

Un error hay en los razcmamientos sobre este asunto. 
Se ha querido representar una corporación f orno un ser 
aparte é independiente, mientras que una corporación no 
es en realidad sino una capacidad legal, una calificación, en 
una palabra, uñ medio para llegar á ciertos fines ; y el poder 
de crearlo no es sino un poder implícito é incidental. Se 
establece una corporación para administrar la caridad, pero 
no se dirigen á la caridad pública para fundar una corpora- 
ción. Nunca se ha construido una ciudad con el pensamien- 
to único de tener una corporación, sino que se han ins- 
tituido corporaciones para facilitar los medios de gobierno. 
Así, una compañía mercantil se forma en el interés de un 
cierto ramo de comercio : la explotación de un comercio 
es el verdadero objeto ; la asociación para reunir capitales 
no es más que el primer medio. Si esta asociación se or- 
ganiza en corporación, es únicamente para facilitar y ase- 
gurar su influencia en la ejecución de sus proyetos. No 
se usa jamás del poder de crear una corporación, sino para 
llegar á un objeto determinado. No hay, pues, ni la som- 
bra de una razón, en pretender que este poder no sea con- 
siderado como un poder accesorio de los poderes expresos 
y como un modo de asegurar su ejecución. 

Verdad es que, no encontramos entre los poderes enu- 
merados, el de establecer un banco ni el de crear un^ 
corporación ; pero encontramos los poderes para cr«ir y 
percibir los impuestos ; hacer empréstitos, reglamentar é 
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comercio, declarar y hacer la guerra, y levantar y mante- 
ner fuerzas de tierra y de mar. Luego, si un banco es un 
medio conveniente para ejercer uno de estos poderjes, fuerr 
za es convenir en que está implícitamente acordado como 
los otros. Si este medio es necesario y convenientey para 
asegurar la ejecución de uno de ellos ¿ se podría contestar 
á la autoridad el derecho de usarlo ? Si se hubiera tenido 
la intención de liacer un poder distinto é independiente 
que no tuviese relación con los otros, entonces habría ha- 
bido conveniencia en darlo en términos expresos, porque 
sin eso no existiría. Había sido propuesto en la Conven- 
don dar el poder de abordar en general carias de corpora- 
ción en los casos eti que el bien público exigiera su creación ; 
y en fin, de acordar pedentes de corporación para los canales, 
etc. Si una de estas proposiciones hubiera sido adoptada, 
habría habidp conveniencia en acordar el poder en térmi- 
nos expresos. En cuanto á las dos primeras proposiciones, 
siendo ese poder general é ilimitado, habría sido mucho 
más amplio que ningún otro de los poderes dísterminados ; 
y en cuanto á la última, el poder que hubiera resultado 
habría sido mucho más considerable que ningún otro po- 
der implícito. Pero, el rechazar estas proposiciones no 
prueba que el Congreso no puede crear una corporación, 
como poder subordinado á los otros poderes expresos ; 
prueba solamente que no tiene el poder independiente de 
crear las corporaciones fuera de los poderes expresos. 

Es claro que la Convención no podía haber tenido la 
intención de quitar al. Gobierno, para todos los casos, la 
facultad de crear corporaciones. De otra manera, ¿cómo 
podría instituir los gobiernos locales, que no son otra cosa 
que corporaciones creadas por el Congreso? No se en- 
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cuentra en ninguna parte que el Congreso tenga un po- 
der expreso para instituirlos; pero durante la Confedera- 
ción el Congreso consagró su establecimiento por la famosa 
ordenanza de 1 787 ; y después bajo la Constitución, el Con- 
deso, sin oposición y con la aprobación universal de la 
nación, ha creado de tiempo en tiempo los gobiernos lo- 
cales. El Congreso goza implícitamente de este poder, 
como necesario y conveniente para el ejercicio de un po- 
der expreso, por el cual, el Gobierno general tiene ^1 de- 
ber de reglamentar los gobiernos locales de los territo- 
rios de la Union. En la Convención, dos proposiciones 
se hicieron y pasaron á comisión, al mismo tiempo que 
dos proposiciones hechas anteriormente, y que tenian por 
objeto, la una acordar cartas para disponer de todas las 
tierras baldías dé la Union, y la otra para establecer go- 
biernos provisorios en los nuevos territorios. Estas dos 
proposiciones tuvieron la misma suerte que las dos pro- 
posiciones relativas á las corporaciones, ¿ Qué se pensaría 
de una argumentación que tendiera á probar que el Con- 
greso no tiene el poder de establecer gobiernos locales, 
por la razón de que estas dos proposiciones fueron aban- 
donadas ó rechazadas* en el seno de la Convención? 

No es por otra parte el único caso en que el Gobierna 
tenga el derecho de crear corporaciones. En el poder de 
aceptar una cesión de territorio para estableter el asiento 
del Gobierno y ejercer una legislación exclusiva, está in- 
contestablemente comprendida la facultad de erigir corpo- 
raciones, no solamente públicas sino particulares. Este po- 
der ha sido constantemente ejercido, y no se ha preteft- 
dido jamás que fuese inconstitucional ; ha podido ser ejer- 
cido como incidente en el poder legislativo general 
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Es fácil de probar, hasta la evidencia, que el esta- 
blecimiento de un banco nacional es una medida pro- 
pia para asegurar el ejercicio de algunos de los poderes 
expresos y que una corporación es el mejor medio para 
lograrlo. El establecimiento de un banco tiene ciertamen- 
te relación, más ó menos directa, con el podef de crear 
impuestos, contraer empréstitos, reglamentar el comercio 
entre los Estados, levantar y mantener tropas de tierra y 
de mar. Se podría agregar que un banco tiene muy gran- 
de influencia sobre la circulación monetaria entre los Es- 
tados, que es uno de los medios de que los gobiernos se 
sirven ordinariamente en sus operaciones financieras, y 
actualmente no es posible desconocer que no existe nin- 
guno más apropiado, más útil y más indispensable para 
las operaciones de hacienda de los Estados-Unidos. Es- 
tas rabones son tan conocidas por todos los estadistas ca- 
paces é ilustrados, que seria perder el tiempo quererlo 
probar por una exposición minuciosa é indicar todos los 
puntos en que esta medida toca á los diversos ramos de 
gobierno. 

Si se admite que el Congreso pueda legalmente esta- 
blecer un banco, debe poder conferirle las atribuciones 
que lo habiliten para las operaciones financieras. Sin du- 
da hay el derecho de apropiarla á este fin, de la manera 
más conveniente. Nadie puede pretender que crear un 
capital, tener una caja, prestar dinero, emitir billetes de 
banco, recibir depósitos y tener empleados para el niane- 
jo de estos negocios, no sean atribuciones útiles y apro- 
piadas al fin que se propone el banco. Estas facultades 
son generalmente acordadas á los bancos de los Estados, 
porque facilitan sus operaciones: pretender que un banco 
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existiese sin ellas, seria un contrasentido. ¿Qué autoridad 
si no es el Congreso podria determinar las atribuciones 
de un banco, desde el momento que todas son necesarias 
para hacerlo -un instrumento útil? Nadie puede decir que 
tal ó cual disposición en una carta publica, es inútil ó po- 
co conveniente, desde el momento que todas tienden á 
un fin determinado. Quitado un banco, su comercio, sus 
negocios y su principio vital quedan destruidos. La for- 
ma subsistirá, pero el fondo no existirá ya más. Todas 
las atribuciones del banco están dispuestas de modo que 
puedan dar á sus operaciones financieras y á sus nego- 
cios la mayor eficacia. 

En cuanto á la otra objeción de que el mismo fin po- 
dria alcanzarse por los bancos locales, basta observar que 
en ninguna parte de la Constituoion se encuentra el ves- 
tigio de que haya habido la intención de colocar ninguno 
de los grandes poderes federales bajo la dependencia de 
los Estados y de sus instituciones. Los grandes poderjes 
deben tener medios propios de asegurar su ejjercicio, y 
seria singularmente extraño hacerlos depender de insti- 
tuciones particulares. Si el Congreso tiene el derecho de 
emplear los bancos locales, de ahí se deduce que estando 
en libertad de elegir sus medios, pueda, de preferencia á 
los bancos locales, servirse de un banco nacional para el 
manejo de sus operaciones financieras. Probar que pue- 
de servirse de un medio, no es probar que le sea prohi- 
bido servirse legalmente de otro. 

Los diferentes poderes del Gobierno, legislativo, eje- 
cutivo y judicial, han sido llamados varias veces á fallar 
sobre esta materia. Los Estados han dado su asenti- 
miento, y la mayoría ha sostenido siempre al Gobierno. 
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F 

I Si la cuestión no está considerada como resuelta, no pue 
\ de decirse que no lo será nunca. ' 



I La cuestíon está, en efecto, decidida hoy, pero desgraciadamente 
en contra de la opinión tan sabia de M. de Story: el banco de los Es- 
tados-Unidos ha acabado por sucumbir bajo las violencias del espíri- 
tu de partido. Antes hemos recordado sumariamente la hz principal 
de esta lucha, y cómo el Presidente Jackson habia cortado brusca- 
mente la discusión. 



CoNtr»-^5. 



CAPITULO XXVIII 

PODERES IM:PJLICIT0S.— MEJORAS INTERIORES 



Aplicacioiv del producto de los in\puestos á las mejoras ii\teriores. 
—El Coi\greso puede mandar ejecutar ix\ejoras.— Distir\cion.- 
Objeciones.— Los Kstados conservan jurisdicción sobre los esta- 
blecimientos de utilidad pública, ejecutados ei\ su territorio por 
el Congreso. 

Otra cuestión que durante mucho tiempo se agitó por 
los estadistas del país, fué la de saber si el Congreso te- 
nia, derecho de mandar hacer caminos, canales y otras 
mejoras interiores. 

Esta materia, en cuanto se relaciona al derecho de afec- 
tar capitales á las mejoras interiores, ha sido ya exami- 
nada en el análisis que hemos hecho del derecho de es- 
tabl(!cer y percibir los impuestos. La cuestión fué enton- 
ces resuelta en el sentido de que el Gobierno tiene el 
derecho de destinar capitales, no solamente á la mejora de 
las corrientes de los rios, de los puertos, á la construcción 
de muelles, al fomento de la navegación, á la construc- 
ción de los fuertes, faros, etc., sino aun á la construcción 
de canales, de caminos y otros establecimient;os del mis- 
mo género. Los únicos límites de ese poder ¡se encuen- 
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tran en los términos de la Constitución ; es preciso que 
todos estos objetos tengan por fin la defensa común ó el 
bienestar general. No hay distinción que hacer entre los 
objetos de un carácter ó de un uso local y los objetos que 
sirven al bienestar dq todos los Estados. Si se trata de 
objetos puramente locales, el Congreso no puede consti- 
tucionalmente afectar capitales; pero desde el momento en 
que se trata de objetos de un interés general, no hay que 
investigar si el establecimiento, bajo el punto de vista de 
la localidad, se encuentra en uno ó varios Estados, si es 
de grande ó de pequeña extensión; todo depende de su 
carácter y del grado de utilidad que tenga. 

Se ha sostenido también que la Constitución daba al 
Congreso no solamente el derecho de afectar capitales, 
sino que ella le autorizaba, además, á emprender un sis- 
tema de mejoras interiores, siempre que^tales mejoras en- 
trasen en la clase de los poderes expresos. 

No basta, en efecto, que las empresas tengan un ca- 
rácter de utilidad pública; es necesario que se encuentren 
también en el dominio de los poderes expresos. La dife- 
rencia entre este poder y la facultad de una simple apli- 
cación de ^ fondos, consiste en que el Congreso tiene sin 
contradicción el derecho de afectar las cantidades de que 
se disponga á todas las empresas de utilidad pública; pe- 
ro que para la creación de nuevos establecimientos, está 
obligado á examinar si pueden ser considerados como 
emanados de un poder expreso. El Congreso puede, en 
consecuencia, autorizar la construcción de canales, pues 
que sus atribuciones le permiten reglamentar y facilitar 
las relaciones comerciales. Puede construir faros y mue- 
lles en el interés de la navegación. Puede comprar y con^- 
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truir oficinas para las aduanas, almacenes, etc., pues que 
tiene el poder de crear y percibir los derechos. Puede, 
además, construir fuertes, arsenales, etc., desde que tiene 
también el derecho de hacer la guerra. 

Por la misma razón, el Congreso puede construir cami- 
nos estratégicos, y por consecuencia, adquirir derechos so- 
bre el suelo mismo. Tendrá también el derecho de hacer 
reparaciones en estos caminos, y de separar todo género 
de obstáculos. Sin embargo, este poder del Congreso no 
excluye la jurisdicción del Estado sobre cuyo territorio 
existan esos establecimientos. Tomemos el ejemplo de un 
camino estratégico. Seguramente un Estado no podría ni 
ordenar reparaciones ni impedir la circulación de manera 
alguna, pero su jurisdicción subsistirá intacta. Podrá cas- 
tigar los crímenes cometidos sobre aquel camino, y bajo 
otros aspectos todavía, conservará su soberanía. El dere- 
cho sobre el suelo será del Estado ó de los particulares, 
y solo el derecho de uso pertenecerá al Gobierno nacio- 
nal. Hay una muy grande diferencia entre el ejercicio de 
un poder, que excluye enteramente la jurisdicción de los 
Estados y el de un poder que, reservando al Gobierno 
nacional el derecho de mantener lo que existe, conserva, 
sin embargo, los derechos de los Estados. 

Resulta de todo esto que el Congreso puede solamen- 
te autorizar las construcciones que entran en la esfera de 
los poderes que le han sido acordados por la Constitución. 

La resistencia á esta ampliación del poder del Congre- 
so se basa, sobre todo, en la argumentación que no admi- 
te sino una interpretación estrecha y limitada de la Cons- 
titución. Se dice que tal poder no está comprendido en- 
tre los establecidos por la Constitución y que no podría 
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hacerse derivar como medio secundario. ¿El poder de re- 
glamentar el comercio, no podría, pues, extenderse á la 
facultad de establecer camindfe y de facilitar la ciiculacion 
por diferentes medios? Se pretende que esto seria ir de- 
masiado lejos y que seria incompatible con la naturaleza 
de la Constitución. En el hecho, el Congreso ha adopta- 
do siempre la interpretación amplia; la interpretación li- 
mitada no ha sido seguida sino en ciertas ocasiones por 
el departamento ejecutivo. En el estado actual de la cues- 
tión, el comentador debe abstenerse y dejar al lector el 
cuidado de decidir según sus propias opiniones. 

Se ha preguntado todavía si el Congreso podria hacer 
una ley que acordase la preferencia y prioridad de pago 
en los casos de muerte, de insolvencia ó de quiebra de 
sus deudores fuera del territorio de la Union. Ha sido 
resuelto después de madura deliberación que el Congre- • 
so poseia ese poder. Es un poder " necesario y conve- 
niente" para el ejercicio de las otras facultades del Gobier- 
no. El Gobierno debe pagar las deudas de la Union, 
y debe tener á su disposición los medios necesarios pa- 
ra alcanzar ese fin. Puede comprar y emitii* billetes, to- 
mar todas las precauciones y hacer todos los reglamen- 
tos que puedan garantir su trasmisión. De la misma ma- 
nera puede hacerlas leyes ''necesarias" para el cobro 
de sus deudas. No' se objetará contra este derecho de 
prioridad' los derechos de soberanía de los Estados, rela- 
tivamente á las medidas que pueden adoptar para garan- 
tirse contra toda especie de concusión de parte de sus 
empleados. Esta objeción, si se le diere alguna impor- 
tancia, podria ser dirigida contra todos los poderes acor- 
dados por la Constitución. Este mal, si mal fuese, es la 
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consecuencia necesaria de la influencia de las leyes de la 
Union sobre todos los objetos á que se extiende el poder 
legislati^o^del Congreso. 

Es por consecuencia de esta misma autoridad que el 
Congreso tiene el derecho de citar en justicia ante sus 
propios tribunales; este derecho no se encuentra positiva- 
mente enunciado en parte alguna de Ik Constitución; pe- 
ro resulta evidentemente por inducción, de las cláusulas 
relativas al poder judicial. El Congreso no solamente tie- 
ne el derecho de autorizar las gestiones en nombre de 
los Estados-Unidos,* sino aun en el nombre del director 
general de postas ó en el de una persona real. Todos los 
poderes incidentes pertenecientes á la persona del sobe- 
rano y relativos á la facultad de hacer tratados ó de ejer- 
cer acciones y apremios en tanto que no salgan de la ór- 
bita de los poderes djel Gobierno, pertenecen á los Esta- 
dos-Unidos como pertenecen á los demás soberanos. El 
derecho de hacer tratados y de gestionar en justicia, son 
poderes accesorios de la soberanía, y los Estados-Unidos 
siendo un cuerpo político, pueden en la esfera de los po- 
deres constitucionales que les están confiados, ó por me- 
dio del departamento á ^ue se relacionan esos poderes» 
concluir los contratos que no sean prohibidos por la ley, 
y proveer al ejercicio de estos poderes por medio de pro- 
cesos y apremios judiciales. 

Los poderes auxiliares y secundarios pertenecientes al 
Congreso, han sido ejercidos en un grandísimo número de 
casos. Pero el objeto de estas explicaciones es más bien 
señalar aquellos que han sido objeto de una discusión, que 
no los que hasta ahora no han sido atacados. 



CAPITULO XXIX 



PODERRS implícitos DEL CONGRESO.— COMPRA DE TERRITORIO 

EXTRANJERO.— EMBARGO 



Adquisiciorx de la Luisiar\a.- Cuestiorves suscitadas con xr\otivode 
esta adquisición. --¿El Coi\greso tierve ei poder de aceptar y de 
pagar sen^ejante adquisición?— ¿Tierve el poder de estipular la 
incorporación de los l\abitantes á la Union?— Peligro de estos 
poderes para el znanteniíniento de la Union.— Opinión de JeíTer- 
son á este respecto.— Einbargo.— ¿No es preciso distinguir el en^- 
bargoltemporal del exnbargopern\anente?— ¿El segundo no os la 
interrupción de todo oon^ercio y no está, por consecuencia, fue- 
ra del poder de reglamentar al comercio?— Leyes contra los tu- 
multos y contra los extranjeros. 

Los actos más importantes que hayan sido practicados 
por el Gobierno en virtud de los ponderes implícitos y que 
pueden considerarse como la expresión más atrevida del 
sistema de interpretación liberal, son: el embargo de 1 807, 
la adquisición de la Luisiana en 1 803 y su admisión en la 
Union como Estado. Es de observarse que estas medi- 
das han sido propuestas, sostenidas y dirigidas por hom- 
bres conocidos como partidarios de una interpretación 
limitada de la Constitución. 

Adquisición de la Luisiana. — El tratado de 1803, con- 
tiene la cesión de este vasto territorio hecha por la Fran- 
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cia á los Estados-Unidos por la suma de once millones 
de dollars. En ese tratado se estipuló de parte de los Es- 
tados- Ijnidos, que los habitantes del territorio cedido se- 
rian incorporados en la Union, y que serian, según los 
principios del derecho federal, admitidos al goce de todos 
los derechos, ventajas é inmunidades de los ciudadanos 
de los Estados-Unidos. 

Es evidente que el tratado presentaba muchas cuestio- 
nes importantísimas, y cada una de ellas erizada de dificul- 
tades si se las hubiese examinado bajo el punto de vista de 
una interpretación estricta. Primero, ¿los Estados-Uni- 
dos tenían el derecho de aceptar y de pagar la cesión? 
Segundo, en el caso en que lo hubieran tenido por la 
Constitución, ¿podian estipular y^efectuar la admisión del 
nuevo territorio como Estado de la Union .^ 

Compra de territorios extranjeros, — No se puede pre- 
tender que la adquisición ó la cesión de un territorio ex- 
tranjero entre en los poderes expresamente acordados 
por la Constitución. Los autores de ella no han tenido en 
vista en parte alguna un poder semejante. Este poder 
seria por su naturaleza misma peligroso para la libertad, 
y en muchas ocasiones, susceptible de grandes abusos; 
hasta podría traer en su aplicación la disolución completa 
de la Union. Con este poder, el Congreso tendría el de- 
recho de reunir al territorio de la Union otro territorio, 
cualquiera que fuesen su extensión y su poder. Bajo d 
pretexto de una cesión, podriamos ser unidos nos(rtios 
mismos á un vecino ó á un rival más poderoso ; podiil- 
mos ser envueltos en los intereses europeos y extrai^ew 
y en contestaciones sin fin. Si el Congreso pudiese «tí* 
pular la admisión de otros Estados en la Union, la bdtai- 
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za de la Constitución podría ser destruida y los antiguos 
Estados perderían su importancia. Sería ciertamente una 
cosa increible que poder tan desmedido haya podido ser 
confiado al Gobierno nacional con el consentimiento del 
pueblo de los antiguos Estados. 

Si tal estado de cosas existe, es ciertamente impre- 
visto y resulta de un derecho de soberanía que debia 
ser limitado, contra el cual no se ha precavido suficien- 
temente. El ejemplo de la cesión de la Luisiana es una 
demostración concluyente de la exactitud de esta opi- 
nión. Se ha admitido en la Union un territorio inmenso, 
igual si no superíor á todos los Estados juntos en la épo- 
ca de la paz de 1783. Esta unión deberá forzosamente y 
por el progreso natural de las cosas, cambiar del todo la 
balanza del poder en la Union y trasportar al Oeste los 
importantes atríbutos de la soberanía. Si es verdad, como 
generalmente se dice, que una de las graves objeciones 
contra la Constitución consistía en que el terrítorío de los 
Estados-Unidos era demasiado extenso para admitir un 
poder central ó nacional, se comprende menos todavía 
que haya podido entrar en las miras de la nación que 
pudiesen anexarse terrítorios extranjeros, pues que esta 
anexión misma aumentaría el peligro que se temia. 

El poder de hacer tratado» debe, pues, ser considerado 
como restríngido á los objetos determinados por la Cons- 
titución. Y aun cuando el Congreso tenga el derecho de 
admitir nuevos Estados ^n la Union, esto no puede en- 
tenderse sino con respecto á los territoríos que pertene- 
cían á los Estados-Unidos, y no se relaciona sino á los 
Estados que cuando esa disposición de 17871 eran consi- 
derados como formados dentro de los antiguos límit^. 
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La aplicación de capitales á esta adquisición de la Lui- 
síana, es una cosa más grave todavía. Si se le quiere 
justificar diciendo que la defensa común ó un interés 
general lo exigua, semejante justificación no podría conci- 
liarse con una interpretación estricta de la Constitución. ' 
Seria necesario convenir en que el Congreso puede afectar 
capitales á todos los objetos de la misma categoría. Ade- 
más, si se puede comprar un territorio, es preciso que, 
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I En una carta del 7 de Setiembre de i8o¿, Jefferson expresa así su 
opinión sobre este asunto: "Siento toda la fuerza de sus observado- 
' nes sobre el poder dado al Congreso por la Constitución, para ad- 
' mitir en la Union nuevos Estados, sin que este poder se circunscri- 
' ba al territorio que constituia entonces los Estados-Unidos. Pero 
* cuando considero que los límites de los Estados-Unidos estaban 
'fijados de una manera precisa por el tratado de 1783, y que la 
' Constitución ha sido, como ella misma lo declara, hecha para los 
' Estados-Unidos, no creo que haya tenido en aquella época la in- 
' tención de permitir al Congreso admitiese en la Union nuevos 
' Estados, formados fuera del territorio para quien y bajo cuyia auto- 
' rídad única se procedia entonces; yo no creo que haya entrado en 
'ese pensamiento autorizar la admisión en el número de los Estados 
'de la Irlanda ó de la Holanda, y esa sería, sin embargo, la conse- 
' secuencia de su interpretación. Cuando una proposición es susoq>- 
' tibie de dos interpretaciones, la una segura y la otra peligrosa, la 
' una precisa y la otra indefinida, vp prefiero la primera á la segunda." 
En otra carta, fecha 12 de Agosto de 1803, completaba su pensa- 
miento, indicando la marcha que le parecia más legal. ''Es preciso, 
'Miee, que el tratado sea presentado á las dos Cámaras, porque am- 
abas tienen importantes funciones que llenar en esta ocasión. Pre- 
"sumo que considerarán como un deber hacia el país ratificarkj 
"pagar las sumas convenidas, á fin de asegurarse una ventaja qoc 
" seria probablemente fuera de su poder obtener de otra manera. Pe- 
" ro creo, también, que deben apelar á lá nación para que ella ajane- 
" be y confirme por un articulo adicional á la Constitución un acto q« 
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para gobernarlo, el Congreso pueda establecer un gobier- 
no territorial; y ¿cómo tendria este derecho si se le con- 
testa aun el derecho de crear corporaciones? 

Tales son las objeciones que se han suscitado contra 
la cesión de la Luisiana y contra todas las medidas que 
tengan por objeto la ejecución del tratado. Los partida- 
rios de ese tratado se veian obligados á admitir la doc- 
trina de que el derecho de adquisición estaba implícita- 
mente comprendido en la soberanía nacional, y que era 
una consecuencia de los poderes conferidos por la Cons- 
titución al Congreso; que la aplicación que habia sido 
hecha podia justificarse por la obligación impuesta al Con- 



* la nación, no habia autorizado previamente. La Constitución no nos 
'ha dado el poder de ocupar territorios extranjeros, y todavía menos 
' de incorporar á nuestra Union naciones extranjeras. El poder Eje- 
'cutivo, aprovechando la ocasión fugitiva de concluir un convenio 
'ventajoso al país, ha obrado fuera de los límites de la Constitución. 

"La legislatura debe, pues, rechazar las sutilezas metafísicas, y to- 
' mando sobre sí como un fiel servidor ratificar esta Convención, pa- 
*gar su precio y venir en seguida á someterse al juicio del país, por 
'haber hecho sin su autorización, en su interés, lo que él misnio 
' habría hecho si hubiese estado en situación de obrar. Es el caso de 
' Qn tutor que hubiese empleado el dinero de su pupilo en la adqui- 
' sicion de un terreno importante, lindero con la propiedad de éste, y 
'que llegado á su mayor edad aquel le dijera: 

*' Hé aquí lo que he hecho por vuestro bien; no pretendo haber te- 
' nido el derecho de ligaros, podéis desaprobarme y dejarme en él 
'compromiso; pero he pensado que era de mí deber correr el nesgo 
'por vos." No seremos desaprobados por la nación, y el acto de in- 
' demnidad que pasará á nuestro favor, lejos de debilitar la Constitu- 
' cion, la fortificará marcando más distintamente sus rasgos. *' 

{Exiraiis des Mhnoires ti de la Correspondance de Jefferson^ pttbliés par 
L. P, Cometí, /. //, /. 6o, 62). 
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greso de proveer al bienestar general y á la defensa co- 
mún. En una palabra, se ve que, esta medida no se jus- 
tifica sino por una amplia interpretación del pacto federal 

Embargo. — Otro ejemplo de una aplicación extraorcü- 
naria de los poderes accesorios del Gobierno y de que 
hemos hablado ya antes, es el embargo ordenado por el 
Presidente Jefíerson en 1 807, Esa medida ha sido pre- 
sentada como un medio de salud para nuestros buques, 
nuestra marina y nuestras mercaderías, en momentos en 
que las guerras de Europa se hacian amenazadoras para 
su seguridad. 

Se ha agregado que era " una medida de precaución 
*' exigida por las circunstancias, sin carácter alguno de 
'* hostilidad hacia ninguna de las naciones beligerantes." 
No se le podía considerar, por consiguiente, como un pre- 
liminar de guerra. Cuando más podía colocársele en la 
categoría de las medidas que tienen por objeto reglamen- 
tar el comercio. El acto del embargo se extendía sobre 
todos los buques en los puertos de los Estados-Unidos, 
ó las plazas y puertos extranjeros. La duración era ¡limi- 
tada, y no podía ser revocada sino por un nuevo acto del 
Congreso, y por el consentimiento de ambas ramas del 
poder legislativo. 

Sin embargo, nadie puede razonablemente poner en 
duda que, un embargo que suspende las relaciones mer- 
cantiles por un tiempo limitado, no sea perfectamente lí- 
cito según la Constitución. Pero la dificultad era saber si 
el Congreso, aun teniendo el poder de reglamentar d 
comercio, podía válidamente suspender y prohibir tocfo 
comercio con las naciones extranjeras, por un acto per- 
manente de ilimitada duración. Este punto fué séríaoieitte 



coKsnruaoN fbdsbal 321 

contestado, principalmente por los Estados del Este. Se 
apeló al poder judicial, y cuando éste hubo declarado que, 
un embargo permanente era constitucional, fuerza fué ce- 
sar en las reclamaciones, aun cuando los Estados del Es- 
te tuviesen que sufrir de esta medida mucho más que los 
otros. El argumento de que se sirvieron consistia en de- 
cir que, el poder de reglamentar el comercio, no podia 
comprender el de prohibirlo y anularlo. Se respondia á 
esto que el poder del Congreso, siendo soberano, podia 
en las relaciones comerciales ordenar restricciones, aun 
ilimitadas, desde que la Constitución se lo acuerda. 

Por otra parte, nunca se ha negado que este acto toca- 
ba á los últimos límites del poder constitucional, y que 
no se podia justificar sino por la más amplia interpreta- 
ción de la Constitución. 

A pesar de esto, el embargo fué una medida elogiada 
y sostenida por los partidarios de la interpretación estric- 
ta, y el pueblo la sostuvo porque la creyó útil á sus inte- 
reses y necesaria á la salud de la Union. 

Tenemos todavía que examinar una ó dos medidas po- 
líticas cuya constitucionalidad ha sido contestada, pero 
que por su carácter transitorio no han dejado rastros en 
la jurisprudencia del país. Queremos hablar de las leyes 
contra la sedición y contra los extranjeros, promulgadas 
ambas en 1788, y abrogadas muy poco después por la 
espiración del término con que habían sido sanciona- 
das. 

En aquella época, esas dos leyes fueron atacadas y de- 
fendidas con igual vigor, bajo el aspecto de su legalidad. 
Se -decia para justificarlas que emanaban del derecho que 
tenia el Gobierno á su propia conservación y del deber 
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que le estaba impuesto de proteger á los funcionarios en 
el ejercicio de sus funciones. 

Sus adversarios las atacaban como contrarias á la le- 
tra y al espíritu de [la Constitución, y como incompa- 
tibles en sus principios con los derechos de los ciudada- 
nos y la libertad de la prensa. La ley contra los extran- 
jeros fué denunciada como conteniendo un poder no com- 
prendido en la Constitución, y como dando al poder Eje- 
cutivo funciones legislativas y judiciales : se presentaba 
esta unión como subversiva de los verdaderos principios 
de un gobierno libre, y contraria al espíritu y á los tér- 
minos formales de la Constitución. Se agregaba que la 
ley contra la sedición (tumulto, motín, disturbio), se pres- 
taba á las mismas objeciones y se encontraba formalmen- 
te prevista y contradicha por una enmienda de la Cons- 
titución, sobre la cual tendremos ocasión de volver des- 
pués. Este rápido bosquejo nos parece suficiente con 
respecto á medidas que probablemente no serán renova- 
das, y que han sido atacadas y defendidas por argumen 
tos que ya hemos tenido ocasión de examinar. 



CAPITULiO XXX 



rODEK DKL CONGItESO PAKA CASTIGAR I.A TKAICION 



Este poder debe perter\ecer in\pllcitaiT\er\te á todo Gobieri\o. —Ra- 
zones que lo l\icieroiv acordar de ürv^ tnax\era expresa.— I^^igores 
de la perva de alta traicior\, segui\ el derecl\o coxT\ur\.— lixutilidad 
é irjusticki de esos rigores. 

Aquí se termina la sección que trata de los poderes del 
Congreso. Hay todavía algunas cláusulas desprendidas y 
que conciernen á otros poderes delegados al Congreso, sin 
que se perciba ninguna razón aparenté de esta separación. 
Como nos ha parecido conveniente presentar el conjunto 
de los poderes del Congreso, vamos á analizar inmediata- 
mente esos otros poderes aun cuando no sea conforme al 
plan de este libro. 

La sección 3 del artículo III, da la definición constitu- 
t:ional del crimen de alta traición, que reservamos para un 
examen ulterior. Dice en seguida: 

*' El Congreso tendrá facultad para desig7iar el castigo de 
la traüiojiy pero las consecuencias de la pena no serán tras- 
cendentales á la familia ó desccndieyttes. " 

La ^conveniencia de dar al Gobierno nacional el derecho 
de castigar el crimen de alta traición hacia los Estados- 
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Unidos, nunca fué negado por los que querían constituir 
un Gobierno nacional y negar su existencia. Si este po- 
der no habia sido expresamente estipulado, era necesa- 
rio considerarlo como comprendido en los otros ; sin esto, 
todos los poderes del Gobierno nacional habrían podido 
ser impunenlente violados. Pero dos motivos han contri- 
buido probablemente á hacer de él un poder expreso. El 
primero fué no dejar interpretar por inducción si la trai- 
ción debia ser castigada de muerte, según la regla general 
del derecho común y con todos los accesorios bárbaros 
que él habia establecido, más bien que remitirse á la pru- 
dencia del Congreso. El segundo, fué limitar la naturaleza 
y el efecto de la pena, para que ella no pueda nunca pro- 
ducir infamia, ni confiscación, después de la muerte del 
criminal. 

Hé aquf, según el juez Blackstone, el castigo del crimen 
de alta traición, tal cual está fijado por el derecho común 
de Inglaterra: 

" I ? El criminal será arrastado á la horca, sin ser tras- 
" portado ni conducido, aunque ordinariamente por una in- 
'* dulgencia que casi se ha hecho ley, se acuerda al crimi- 
" nal algún tejido para evitarle el tormento de ser arras- 
*' trado sobre la tierra ó el empedrado. 

" 2? Será ahorcado por el cuello, y en seguida lo saca- 
rán vivo todavía de la horca. 

"3 ? Le arrancarán las entrañas del cuerpo, y serán que- 
" madas, estando vivo todavía, 

" 4 ? Se le cortará la cabeza, y su cuerpo se .dividirá en 
*• cuatro partes, 

" 5 • La cabeza, así como las otras partes del cuerpo, st- 
•* rán puestas á disposición del Rey." 
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Estos refinamientos de crueldad que serían contrarios 
al carácter de nuestra época, eran en otros tiempos ejecu- 
tados con escrupulosa exactitud. Acusan un espíritu sal- 
vaje y feroz, pronto á servir la venganza verdadera ó su- 
puesta del poder real. — La pena que se aplica actualmente 
es la muerte por extrangulacion, pena seguramente más 
conforme á una sociedad civilizada. 

Sabido es^ que, según la ley común, el crimen de alta 
traición lleva consigo la infamia y la pérdida de los*bienes 
del culpable. Por la infamia queda destruida la facultad de 
legar ó recibir por testamento, de suerte que, la persona 
convencida de alta traición, no puede, ni heredar los bienes 
desús padres, ni conservar los que posee, ni trasmitirlos por 
testamento á sus descendientes; y la facultad de poseer se 
extingue tan completamente, que, los títulos de posesión 
que de un modo cualquier se refijriesen á los derechos de la 
persona convencida, no tendrían valor alguno para su pos- 
teridad. Así, si el padre convencido de alta traición es ejecu- 
tado, y el abuelo muere después, el nieto no puede heredar 
los bienes de este último, atendido que su padre no ha po- 
dido trasmitirle derecho alguno, y que sin esa trasmisión 
sus pretensiones son evidentemente mal fundadas. De 
esta manera el inocente es castigado por un crimen en que 
no ha tenido parte alguna, y la pena se extiende hasta so- 
bre la generación siguiente. 

Para justificar esta severidad se ha dicho frecuentemente 
que el que comete un acto de alta traición, rompe los vín- 
culos de los deberes sociales, é incurre en la pérdida de 
todos sus derechos. El derecho de trasmitir su propiedad 
á otros, es uno de los más esenciales. Las penas que haya 
de sufrir la posteridad misma del criminal á la par de él, 
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contribuirán á contener á los hombres, no porque despier 
ten en ellos el sentimiento de su deber, sino porque 'inte- 
resarán á todos los miembros de la familia en oponerse 
á la consumación de semejantes crímenes. 

Sin embargo, estas razones son poco satisfactorias, por- 
que se hiere no solamente al criminal sino también á sus 
descendientes inocentes ; no solamente se les condena á 
la vergüenza inherente á estos crímenes odiosos, sino que 
además se les despoja de todos los derechos y privilegios 
que gozan los demás ciudadanos. Son también de mala 
política, porque estas víctimas desgraciadas perderán todo 
afecto por su país, se comprometerán fácilmente en em- 
presas que tengan por objeto el derrocamiento del Gobicr 
no, porque esperarán así vengar injurias hereditarias. Ta 
les fueron, es de presumirse, los motivos que hicieron ad 
mitir esta cláusula en la Constitución, sin ninguna oposición 
seria. 



\ i 



CAPITULO XXXI 



PODER DEL. CONGRESO PARA DETERBCTNARCOIIO IA>H ACTOS PüBU- 
eos Y DOC17BCEXT08 DE|UN ESTADO. HACEN FE Y DEBEN CÜMFUB- 
SE EN LOS DEMÁS ESTADOS. 



Prueba de los juicios dados por los tribunales extranjeros.— De la 
diecmcion de estos juicios. -~ Variedad de sisten^ss á este respec- 
to.— Principios adutitidos en Inglaterra 7 Anvérica.— Distii\cioiv 
entre los Kstados extrax\jero8 eiy la Union 7 ios Estados de la 
Union.— Sistema admitido antes de la;revoluclox\ de An\érica.— • 
Objeto de la cláusula de la Constitución. —Legislación sobre la 
n\ateria. 

La» primera sección del cuarto artículo dice: ** Entera íé 

* y crédito será acordado en cada Estado á los actos pú- 

* blicos, registros y procedimientos judiciales de todos los 

* otros Estados. Y el Congreso puede por leyes genera- 
*• les determinar el modo en que tales actos, registros y 
" procedimientos se probarán, y los efectos de ellos." 

Sabido es que los juicios ó los actos públicos pasados 
en un pais, no pueden ser invocados ante los tribunales 
de otro país, y que debe producirse la prueba, como de 
todo otro hecho, desde que se quiera presentarlos en un 
itigio. Sin embargo, la naturaleza de esta prueba y el 
modo de hacerla, dependen de las leyes positivas de los 
países donde se gestionan, y sabido es también la gran di- 
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versidad de prácticas que existen á este respecto en las 
diferentes naciones. En Inglaterra y en América, á pesar 
de las numerosas decisiones judiciales dadas sobre esta 
materia, subsisten todavía gran número de dificultades y 
mucha oscuridad. 

A la cuestión de prueba se agrega también la de ejecu- 
ción de los juicios extranjeros, debidamente comproba- 
dos, llevados ante los tribunales de las demás naciones en 
acción ó en defensa. ' A este respecto, las diferentes na- 
ciones no están de. acuerdo en la teoría ni en la práctica; 
muchas de entre ellas, si no todas, pretenden que es preci- 
so hacer efectivos tales juicios, pero admiten al mismo 
tiempo excepciones que destruyen toda la eficacia de es- 
tos juicios, y que sometiéndolos á la necesidad de prue- 
bas secundarias, debilitan en gran parte su valor. No tra- 
taremos estas cuestiones de derecho público general, por- 
que nos llevarian demasiado lejos. 

Se ha admitido en Inglaterra y en América, como re- 
gla general del derecho común, que los juicios extianje- 
ros constituyen prima f ocie, la prueba de los derechos ^ 
de los hechos sobre los cuales se pronuncian. Esta máxi- 
ma, á lo menos en Inglaterra, ha sido generalmente adop- 
tada y muy frecuentemente sostenida en América, aun 



I Lo mejor nos parece para conocer bien este punto, remitirnos ai 
sabio trabajo de M. Foelix: Traite du ároite inUrnationn*l prwe fíu du 
conffit des lois des différenies naiions en maiiéres de droit privé. Se encon- 
trarán en el libro II, títuK) VII, los principios admitidos en los Esta- 
dos-Unidos en cuanto á la prueba de los actos legales en países ex- 
tranjeros. — Los principios concernientes á la ejecución de los actos de 
la jurisdicción contenciosa; los efectos de los actos de la jurisdicción 
voluntaria. fiíKjín, la vía y modo de ejecución en los Estados-Ui¿¿<^ 
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cuando recientemente todavía se haya contestado su exac- 
titud con razones muy plausibles. 

Pero es preciso distinguir las sentencias ú otros actos 
judiciales emanados de los tribunales de los Estados de 
la Union, de aquellos pronunciados en los Estados ex- 
tranjeros. Antes de la revolución, las colonias eran con- 
sideradas como extranjeras entre sí, del mismo modo que 
las colonias inglesas con respecto á la metrópoli, y por 
consecuencia, sus sentencias eran consideradas como sen- 
tencias extranjeras. Resultaba que las sentencias de un 
tribunal de las colonias estaban sometidas á nuevo exa- 
men, no solamente con respecto á la jurisdicción del tri- 
bunal que las habia pronunciado, sino también en cuan- 
to al fondo de la controversia, en los casos en que la causa 
hubiese sido considerada en Inglaterra como que debia 
someterse á una nueva revisión. En muchas colonias, sin 
embargo, se hicieron leyes que colocaban las sentencias 
extranjeras sobre el mismo pié que las de sus propios tri- 
bunales, en cuanto al fondo de la contestación, desde que 
la competencia del tribunal habia sido «reconocida. El ar- 
tículo de la Confederación que se refiere á esta materia, 
sabiamente interpretado, significaba que las sentencias 
dadas en vmo de los Estados, tendrían pleno y cumplido 
efecto en todos los otros, en el ínteres de la uniformidad 
y de la certeza de las leyes. Es probable que esta injer- 
pretacion no haya sido admitida por todos los Estados, 
durante la Confederación, y que la modificación introdu- 
cida en la Constitución, debia remediar este inconve- 
niente. 

La cláusula de la Constitución se propone tres objetos 
diferentes: i? — Dar fé y crédito á los actos judiciales de 
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los demás Estados; 2? — Determiiivir el modo en que 
deba probarse su autenticidad; 3? — Ordenar su ejecu 
don, previa verificación. El primer punto está fijado por 
la Constitución misma; el segundo y el tercero deben ser 
reglamentados por el poder legislativo. ' 



I Estos dos últimos puntos han sido reglamentados por las Jejes de 
26 de Mayo de 1790 y 27 de Marzo de 1804. Según estas leyes, los 
actos de las Legislaturas de Estados se hacen auténticos por el sello de 
su Estado respectivo. Los registros y los actos judiciales de los tribu- 
nales de Estado son auténticos ante todos los otros tribunales de los 
Estados-Unidos con un certificado del escribano y el sello del tribu- 
nal. — ^Véase Kent Común. II, 118 y 120, y Stori', ''Traite du cbm- 
flit des lois, § 609.*' 



CAPITULO XXXII 

ADIUSION DE Nuevos KSTADOS Y ADQUISICIÓN DK TERRITORIO 



Vacio déla Coivfederacioivá este respecto.— ¿A. quién debiar^perte- 
Aecer las tierras de la Corox\a, á los Estados ó á la Unioz\7— Cues- 
tloi\ resuelta i>or el desÍ8tlix\iei\to de los Estados.— Maxin\uix\ y 
sr^i^ixx^uxn de extensior\ para la forzr\acion de lyuevos^Estados.- 
Nota sobre las fonrvalidades ei\ uso para la vei\ta de tierras pú- 
blica^.— Situación de las tierras públicas. 

La sección III del artículo IV contiene dos • cláusulas 
distintas : •' i? Nuevos Estados podrán ser admitidos por 
*el Congreso en esta Union, pero ningún Estado nue- 
*vo será formado ó erigido dentro de la jurisdicción de 
' otro Estado ; 2 ? Ni se formará ningún Estado por la 

* reunión de dos ó de más Estados, ó fracciones de Esta- 

* dos, sin el consentimiento de las legislaturas de los Es- 
'tados interesados y del Congreso." 

En los artículos de la Confederación no se encuentra nin- 
guna disposición relativa á este importante asunto. El Ca- 
^dá debia ser admitido de derecho, en el :^rto de su 
^hesion, y ninguna otra colonia (lo que evidentemente 
^gnificaba ninguna otra colonia Inglesa), podría ser admi- 
ada sin el consentimiento de nueve Estados. Parece que 



332 COMENTARIO ABREVIADO 

los autores de esta Constitución desconocieron completa- 
mente la eventualidad de la formación de nuevos Estados 
en el seno mismo de la Union, ni aun habian pensado que 
la extensión del territorio de varios Estados y su posición 
geográfica, podría hacer necesaria su división. Una cues- 
tión diferente pero igualmente importante se suscitó; á sa- 
ber, á quién debian pertenecer los territorios vacantes po- 
seidos por la Corona de Inglaterra, en la época de la revo- 
lución. ¿ Debian pertenecer á los Estados dentro de cuyos 
límites estaban? ¿Debian pertenecer á la Union, en vir- 
tud de su capacidad federativa? Este asunto dio lugar á 
largas y ardientes controversias que amenazaron turbar la 
paz y casi disolver el Gobierno federal. 

Al fin, algunos Estados, entre]_los más interesados, ven- 
cidos por las vivas solicitaciones del Congreso, renuncia- 
ron á sus pretensiones. 

Para comprometer á todos los Estados á que hicieran 
concesiones idénticas, el Congreso declaró que dispondría 
de estos territorios en beneficio de la Union,y que estable- 
cería Estados que gozaran de los derechos soberanos de la 
libertad y de la independencia que teniao los demás Esta- 
dos ; que su extensión no debería ser menos de lOO millas 
cuadradas, ni mayor de 1 5o, y en fin, que los gastos hechos 
por el Estado desde el principio de la guerra para adqui- 
rir y mantener ese terrítorío, le serían reembolsados. 

Sin duda teniendo en vista esos territoríos, la cláusula 
actual de la Constitución fué adoptada. La disposición ge- 
neral, según la que, ningún Estado nuevo puede formarse 
sin el consentimiento del Gobierno nacional, y el de los 
Estados que se encontraran interesados en este nuevo es- 
tablecimiento, es conforme á los principios que deben prc- 
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sídir transacciones semejantes, y la disposición particular 
que prohibe formar un Estado nuevo por la división de uno 
antiguo, sin el consentimiento de éste, tranquilizará los 
recelos de los grandes Estados, del mismo modo que la 
prohibición de reunir dos Estados en uno solo, sin su con- 
sentimiento, tranquilizará á los pequeños Estados. Bajo el 
imperio de estas reglas, doce Estados nuevos fueron crea- 
dos en el espacio de menos de cuarenta afiosy admitidosen 
!a Union bajo un pié de perfecta igualdad con los Estados 
originarios. Estando á la marcha de las cosas, se puede 
prever que en un corfo número de años, los nuevos Es- 
tados sobrepujarán á los antiguos en población y en poder. 



CONST.' 



CAPITULO XXXIII 

OOBIKBNO D£ I.OS TERRITORIOS 



£1 derecl\o del Gobierno xvacional á adquirir los territorios debe dar- 
le tambieix el de gobernarlos.— Distii\ciorv ej\ cuar\to al origen de 
las adquisiciones: cesiones ó conquistas. ->Otra distizxcioi\ ei\tre 
las leyes políticas y civiles. — La objecioiv de que el Gobierno ao 
puede crear las corporaciones, i\o es aceptable. — El derecI\o acor- 
dado al Gozvgreso sobre las tierras públicas, es exclusivo; es ab- 
soluto sino l\a sido lin\itado por las cesiones. — £1 derecI\o del 
Cox\greso sobre las otras propiedades nacioxvales, fuertes, arse- 
nales, etc., T\p es exclusivo. 

*' El Congrego podrá disponer y hacer los reglamentos 
" y tomar las medidas necesai-ias respecto á los territorios 
" ú otras propiedades pertenecientes á los Estados-Uni- 
** dos, y nada en esta Constitución será interpretado de 
" modo que perjudique los derechos de los Estados-Un¡- 
'* dos ó de cualquier Estado particular. " Esta última dis- 
posición fué aumentada al poder dado al Congreso, pro- 
bablemente con el objeto de calmar las susceptibilidades 
y celos de los nuevos Estados, respecto á la propiedad ex- 
clusiva de los territorios del Oeste. Esta disposición tal 
vez ha sido también sugerida por la cláusula del artículo 
4? de la Confederación, en la que se decia que: "ningún 
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" Estado seria privado de parte alguna de su territorio en 
•• beneficio de los Estados- Unidos. " 

Como el Gobierno nacional tiene el derecho de adqui- 
rir los territorios, ya por la conquista, ya por los tratados, 
debe tener como una consecuencia natural el poder de go- 
bernar sus adquisiciones. El territorio adquirido no tiene 
título alguno para reclamar un gobierno individual, y no 
debe tampoco quedar sometido á la jurisdicción particular 
de un Estado. Debe por consecuencia colocarse bajo la 
autoridad y la jurisdicción de la Union, porque de otra ma- 
nera no estaria sometido á ningún gobierno. Según el uso 
generalmente establecido, en caso de conquista, si el país 
no ha sido enteramente sometido, se le considera solo co- 
mo ocupado militarmente hasta que su estado sea definiti-* 
vamente arreglado por un tratado de paz; pero durante todo 
el tiempo intermediario, permanece sometido al conquis- 
tador. En caso de confirmación ó de cesión por un trata- 
do se consolida la adquisición, y el territorio cedido se hace 
parte de la nación á que es anexado, ó según los térmi- 
nos del tratado, ó según la voluntad de su nuevo sobe- 
rano. Las relaciones con el antiguo, se rompen entera- 
mente, para formar otras con el nuevo. El acto que tras- 
fiere la propiedad del país trasfiere también la sumisión 
dte los habitantes; pero las leyes generales que no son 
esencialmente políticas, continúan subsistiendo mientras 
que no son modificadas por el soberano. Si el tratado es- 
tipula que los habitantes de ese territorio gozarán de los 
privilegios, derechos é inmunidades de los ciudadanos de 
los Estados-Unidos, el tratado es obligatorio á este res- 
pecto como ley del país. Puede dudarse que estos mis- 
mos efectos resulten del hecho solo de la incorporación de 
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los habitantes á la Union por el tratado, y sin que hubiese 
habido á este respecto ninguna estipulación expresa. 

En todos los casos, no pueden gozar ni participar de los 
poderes políticos, ni de los poderes del gobierno general< 
en tanto que no sean Estados, y no hayan sido incorporal 
dos á la Union en esa calidad. Hasta ese moijiento el ter-t 
ritorio permanece sumiso á la forma de gobierno que ej 
Congreso quiera imponerle, en virtud de esta cláusula d 
la Constitución. 

En presencia de los términos generales de la Constitu 
cion ** adoptar los reglamentos y las medidas convenientes,' 
nadie ha disputado al Congreso el derecho de crear los go- 
biernos de territorios en toda la extensión del de los Es- 
tados-Unidos, y si se considera la ordenanza de 1787 y: 
colocándose en el punto de vista de los redactores y del. 
pueblo de los Estados en aquella época, es imposible du-i 
dar de que ese poder ha sido juzgado como indispensable 
para alcanzar el fín de las cesiones hechas por los £stados> 
al Gobierno central. También á pesar del carácter gene- 
ral y absoluto de la objeción recordada más arriba sobre 
el sentido de esos términos, y que consiste en decir que 
el Congreso no tiene poder alguno para constituir una 
corporación, hemos visto que este poder mismo es una 
consecuencia del de reglamentar los territorios de los Es- 
tados-Unidos, y que aun es un medio propio para facili- 
tar su ejercicio. 

La forma de Gobierno en los territorios, depende en- 
teramente de la voluntad del Congreso. ' Como tiene 



I Una ley del Congreso de 3 de Marzo de 181 7, dice que cadater- 
. ritorio de los Estados-Unidos, donde se halla establecido un gobierno 
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« 

el derecho de constituir un gobierno territorial, puede 
darle los poderes legislativos, judiciales ó ejecutivos que 
crea convenientes: puede dar un poder legislativo ge- 
neral, sometido solamente á las leyes y á la Constitución 
de los Estados-Unidos. Si la legislatura territorial ha 
recibido el poder de crear los tribunales, estos tribuna- 
les son estrictamente territoriales; no son tribunales cons- 
iüzuionales, investidos de la autoridad judicial definida 
por la Constitución, sino tribunales locales, creados en 
virtud del derecho de soberanía que pertenece al Go- 
bierno nacional ó en virtud de la cláusula de la Constitu-» 
cion. que le da derecho para hacer todos los reglamen- 
tos necesarios á la administración de los territorios. El 
poder dado al Congreso no está circunscrito al territorio 
de los Estados-Unidos, sino que se extiende también á 
las otras propiedades que puedan pertenecer á los Esta 
dos-Unidos; á lo menos así es como la Constitución ha 
sido interpretada y aplicada. 

El poder del Congreso sobre las tierras públicas, es 
evidentemente exclusivo y universal y su legislación no 

temporal, según la ordenanza de 30 de Julio de 1787, <5 de otra ley 
del Congreso, tendrá derecho para enviar un delegado á la Cámara de 
representantes. Estos delegados, elegidos por dos años como los re- 
presentantes, tendrán en la sesión voz consultiva, pero no tendrán vo- 
to. El Congreso ha adoptado una marcha casi uniforme para la ad- 
ministración de los territorios. Mientras que el número de los habi- 
tantes varones no llega á cinco mil, el Presidente de los Estados-Uni- 
dos gobierna el territorio; excediendo este número, la población obtie- 
ne la facultad de hacer ella misma sus leyes, bajo la aprobación del 
Gobierno y del Congreso, y en fin, cuando ha alcanzado el número 
de 40*000, el territorio tiene el derecho de pedir su elevación al rango 
de Estado, y á ser, en esta calidad, parte de la Union. 
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está sometida á ningún examen; es absoluta y general, á 
menos que no haya sido limitada por las estipulaciones 
contenidas en las cesiones ó en la ordenanza de 1787. 
Pero el poder del Congreso para reglamentar las otras 
propiedades nacionales, como los fuertes, arsenales, al- 
macenes etc., no es necesariamente exclusivo en todos 
estos casos, á menos que no naya adquirido una ju- 
risdicción exclusiva, por una cesión expresa de los Es- 
tados. Si el Gobierno Nacional posee un fuerte, un arse- 
nal ó un hospital, etc., etc., y si respecto á estos estable- 
cimientos no ha habido cesión, el Estado en donde se ha- 
llen situados, no ha perdido su jurisdicción sobre ellos; al 
contrario, la conserva, siempre que no inlpida el ejercido 
legal de los poderes del Gobierno nacional. 



\ 



CAPITULO XXXIV 

PROHIBICIONES Y I.IHITACrONBS DE LOS PODEBES DET. CONQB 



Trata de esclavos. --Libertad Individual garantida por el HABRÁS 
CORPUS. 'La 8uspex\sÍon de ella está limitada á varios casos.— 

BILLS OF ATTAINDER Layes KX FOST FACTO.— Titules, 

nobleza y seftales distir^tivas.— Prohibición á los funcionarios de 
la Union de recibir reconvpensas ó regalos.— Publicación dalos 
estados de gastos. 

Después de haber pasado en revista los poderes del 
Congreso, nuestro asunto nos conduce directamente á las 
prohibiciones y restricciones que le son impuestas en la 
sección IX del art. I de la Constitución.. Varias de estas 
disposiciones han sido ya discutidas antes, y no nos ocu- 
paremos de ellas aquí. 

La primera cláusula está concebida así: 

'*La inmigración ó importación de las personas que 
" algunos de los Estados existentes ahora creyese con ve- 
" niente admitir, no será prohibida por el Congreso antes 
" del año mil ochocientos ocho; pero un impuesto ó dere- 
•cho puede imponerse sobre esa importación, no exce- 
- diendo de diez pesos por persona. " 

* El primer establecimiento permanente, dice JefTerson, ' 

— ^-^ ^ ■ ■ ■ ■ ■ I ■ 11 I ■■ ^M ■ ■ III— ■ ■■■■!■■ I ■ — .^ — ■ i».. » II !■■■ ■ 11 

I Mélanges politiques, estraii des memoires et correspondances de Jtff^- 
ion, publifs par P. Conseil. 
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data de 1607. No he encontrado mención de negros en 
la colonia hasta el año i65o; un buque holandés trajo 
los primeros esclavos; después de esto los ingleses conti- 
nuaron haciendo ese comercio, y lo continuaron hasta la 
guerra de la revolución. Este acontecimiento suspendió 
la importación mientras duraba, y habiendo ocupado 
constantemente los cuidados de la guerra á la Legislatu- 
ra, solo fué en el año de 1778 cuando se tomó sobre es- 
te asunto una medida definitiva. Yo presenté en aquella 
época un proyecto de ley para prohibir toda importación 
ulterior: fué adoptado sin oposición, y detuvo así el au- 
mento del mal por la importación, dejando á los esfuer- 
zos futuros el cuidado de abolirlo enteramente. " 

Es necesario decir en honor de la América, que ha si- 
do la primera en los tiempos modernos que ha dado el 
ejemplo de la prohibición y de la abolición de la trata de 
esclavos. Se sabe que antes de la revolución algunas de 
las colonias se quejaban de que la introducción de los 
esclavos hubiera sido fomentada por la Corona, y que se 
hubieran negado siempre las leyes prohibitivas á este 
respecto. Cuando la Convención, se emitieron votos para 
obtener la ejecución inmediata de la ley, llevando la abo- 
lición á la importación de esclavos, y el aplazamiento de 
esa ley fué recibido con repugnancia. Es fácil de expli- 
car la restricción de la cláusula y la manera como está 
expresada. Se debia considerar como un gran punto ga- 
nado en favor de la humanidad, abolir en el término de 
veinte años en toda la extensión de los Estados-Unidos 
un tráfico que durante tan largo tiempo habia sido ifl» 
mancha en la civilización moderna. ** Seria una cosa fdkr 
*' decía el FederalistUy para los infortunados africanoS'^ 
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" tuviesen á lo menos la perspectiva de ser pronto liber- 
' tados de la opresión de sus hermanos europeos." Re- 
cordemos aquí que en aquella época este horrible tranco 
de los esclavos era fomentado por casi todos los Estados 
civilizados de la Europa, y sobre todo por la metrópoli. 
La América estaba sola entonces al herir de ignominia 
ese comercio, á pesar de todo el interés que podia tener 
en no cumplir este deber de humanidad. 

La cláusula siguiente dice: "El privilegio del habeas 
" Corpus no será suspendido, excepto en los casos de re- 
" belion ó invasión en que la seguridad pública lo re- 
" quiera. " 

Para comprender los términos de esta última cláusula 
es necesario referirse al derecho común; solamente de 
esta manera llegaremos á la verdadera definición del acto 
de habeas corpus. Hay en el derecho común muchos ac- 
tos llamados de Jiabeas corpus; ' pero el de que aquí se 
trata, es el famoso acto invocado ordinariamente en los ca- 



I Los diferentes actos de habeas corpus de que habla aquí M. Story 
y que han sido introducidos en los Estados-Unidos, á lo menos en 
los Estados en que rige la ley común de Inglaterra, son los siguientes: 

1" Habeos corpus ad respondendum : es el acto por el que la- parte de- 
mandante pide que el demandado encarcelado legalmente por oausa 
juzgada, sea momentáneamente puesto en libertad para comparecer en 

otro asunto. 

2^ Habeas corpus ad saíis/acündum : es el acto por el cual un acree- 
dor, queriendo ejecutar la sentencia, pide que su deudor, encarcelado 
ya por otra causa, comparezca ante un tribunal para interpelarlo en 
plena corte y no en su prisión. 

3^ Habeas corpus ad inierrogandum, testificandum ei deliberandum : es 
el acto por el cual un preso es puesto momentáneamente en libertad 
para comparecer en justicia á efecto de interrogar <5 de ser interrogado 

CONST. — 49. 
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SOS de prisión ilegal y conocido bajo el nombre de acta de 
habeas corpus ad subjicicfidum; acto dirigido á la persona 
que detiene á otro, y por el cual se le ordena presente la 
persona de su detenido, indique el dia y[el motivo del en- 
carcelamiento 6 de la detención adfaciendum, svbjicien- 
dum et recipiendunty es decir, para hacer y para recibir 
todo lo que el juez ó el tribunal quiera resolver en la cau- 
sa. Este acto es considerado con razón como el baluarte 
de la libertad individual, pues que sirve para declarar si 
una persona ha sido legalmente detenida y la causa de 
esta detención. Si el motivo no parece suficiente, la per- 
sona citada está obligada á poner al preso en libettad in- 
mediatamente. Este acto se interpreta de una manera la- 
ta y se aplica á toda especie de detención; á los ojos de 
la ley toda especie de traba puesta á la libertad de un 
hombre, se considera como una prisión, cualquiera que 
sea por otra parte el modo y el lugar. 

Es incontestable que en ciertos casos la suspensión 
momentánea de estp acto puede justificarse; pero ha su- 
cedido en otros países, especialmente en Inglaterra, sus- 
penderlo bajo diferentes pretextos, y personas detenidas 
por simples sospechas, han sido voluntariamente, ó por 
olvido, largo tiempo detenidas. Conviene, por consiguien- 
te, limitar la suspensión á ciertos casos, como la rebelión 



en un asunto; ó bien para trasferir este preso ante el tribunal corop^ 
tente, si se trata de juzgarle en nuevo proceso. 

4- Habeas corpus ad faciendum et recipiendum: es el acto|por el cual 
los tribunales superiores ordenan á los jueces inferiores presentar al 
preso legalmente encarcelado, con la fecha, la causa de la prisioo y 
el nombre del encarcelador, para someter la causa á la jurisdicción 
superior. Ksle acto se llama frecuentemente haheas corpus ctm tíotsa. 



X 
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Ó la invasión, en las que la salud pública puede exigirlo. 
Semejante restricción corta todos los abusos y todos los 
medios de opresión. Hasta ahora, ninguna suspensión de 
este acto ha sido consentido ni autorizado por el Congre- 
so. El Congreso, teniendo el poder de suspenderlo, debe, 
en consecuencia, ser juez de la oportunidad de la medida. * 

El Congreso ha investido á los jueces de la Union con 
el derecho de expedir wrtis de habeas corpus en todos los 
casos de prisión ordenados en virtud de las leyes de los 
Estados-Unidos. En todos los otros casos la magistratu- 
ra de cada Estado solo es competente para pronunciar 
sobre la legalidad de una prisión ordenada bajo la auto- 
ridad de las leyes particulares de ese Estado. 

La misma cláusula dice: " Ningún proyecto de ley pa- 
** ra condenar sin forma de juicio será aprobado, ni acep- 
*' tada ninguna ley retroactiva. '* 

Los bilts of atlaindet, como se les llama en lenguaje 
técnico, son actos especiales emanados de la Legislatura 



I Para garantir más la libertad individual, Jeíferson habia querido 
^cer admitir el principio siguiente; ** Nadie será detenido en prisión 

^ís de dias, después de haber pedido un wrü de habeas corpus 

^ue le haya sido rehusado por el juez designado por la ley; ni más 

^e. dias, después que un wrü de este género haya sido prcsen- 

^do á la persona que tenga la guardia de la prisión, sin que se ha^-a 
dado una orden previo examen en forma para dejarle en estado de de- 
tención ó ponerla en libertad; ni más de horas en un lugar 

cualquiera distante más de millas de la residencia habitual de 

Qn juez, teniendo poder para expedir un writ de habeas corpus, y este 
'^rü no podrá ser suspendido por más de un año ni en paraje alguno 

íiistante más de millas del Estado c5 del lugar ocupado por los 

enemigos 6 por los insurrectos. *' [Cor respóndame de Jefferson pubUée 
pQT Conseil tom. /. pág. tSj. ) 
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y que condenan á la pena capital á todo individuo su- 
puesto culpable de alta traición ó felonía» sin que la con- 
vicción de tales crímenes resulte de la tramitadon judi- 
cial ordinaria. Si un biü pronuncia otra pena que la de 
muerte, se llama generalmente bilí of pahis afid penalites. 
Pero parece, se|^n el septido de la Constitución, que los 
bilis of aítaifider comprenden también los bilis of pcUns 
and pjfUtliteSi porqué la Corte Suprema ha resuelto á es- 
te respecto que un bilis of aüainder podia herir á una 
persona en su vida solamente ó solo en sus bienes, ó pro- 
ducir sobre ella este doble efecto. En semejantes casos, 
la Legislatura se coloca sobre el poder judicial, pronun- 
ciando sobre la culpabilidad de un hombre sin observar 
las formas acostumbradas, y contentándose con las pnie- 
bas que puede encontrar, sin limitarse á la evidencia re- 
querida en los procesos ordinarios. En todos estos casos 
la Legislatura ejerce el poder más elevado de la sobera- 
nía; poder, por decirlo así, irresponsable, guiada solamen- 
te por la necesidad ó la utiadad, y demasiado frecuente- 
mente arrastrada por temores y sospechas sin fundamen- 
to. Semejantes actos han sido considerados frecuente- 
mente por los Estados extranjeros como medios de po- 
lítica, y aun en Inglaterra han sido empleados de la «la- 
nera más extravagante, condenando á los vivos cofljo 
á los muertos y á los ausentes. Estos biüs á menudo han 
sido pronunciados sin oir á la parte acusada, sin ninguna 
forma de prueba, y las más veces porque la ley ordinaria 
habría pronunciado la absolución del acusado. La íi^- 
ticia y la iniquidad de semejantes actos, son argumentos 
sin réplica contra la existencia de tal poder. En un Go- 
bierno libre ese poder seria insoportable; entre las maíjos 
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de una £accion dominante serviría de instrumento para la 
ruina y la muerte de los mejores ciudadanos. 

Los fnlls de esta naturaleza datan en Inglaterra de las 
épocas de guerra civil, de servidumbre ó de grande exal- 
tación política; épocas durante las cuales todas las nacio- 
nesi libres ó esclavas, se sienten inclinadas á olvidar 
sjis deberes y á pisotear los derechos y tes libertades pú- 
blicas. 

Las leyes llamadas ex post /acto, 6 leyes retroactivas 
son de la misma categoría. Los términos expostfactOy en 
la acepción más amplia, comprenden hasta cierto punto 
todas las leyes retrospectivas, las leyes que arreglan ó re- 
visan los asuntos pasados en materia civil y criminal Al- 
gunos jurisconsultos han sostenido con argumentos dig- 
nos de atención, que los términos de la Constitución ad- 
mitían una interpretación semejante. Sin embargo, la opi- 
nión general se ha pronunciado por una interpretación 
más restringida. Hoy dia se piensa que la prohibición 
de hacer leyes ex post f acto, no se extiende sino á las le- 
yes penales, y que alcanza á toda ley por la cual un he- 
cho es declarado crimen y castigado como tal, cuando es- 
te acto no estaba calificado de crimen en el momento de 
consumarlo; ó toda ley que agravase la pena ó exigiese 
pruebas de convicción menos fuertes que en la época de 
la perpetración del crimen. 

La cláusula 6? de esta sección dice: •* Ningún dinero 
** se extraerá del tesoro sino en consecuencia de disposi- 
** dones hechas por ley, y de tiempo en tiempo se publi- 
** carán estados y cuentas regularizadas de las entradas y 
•* salidas de todos los dineros públicos." 

Esta disposición es clara á primera vista. Está hecha 
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para asegurar la regularidad eñ el empleo de los fondos 
públicos. Como todas las contribuciones impuestas] sobre 
el pueblo, así como las rentas procedentes de otras fuen- 
tes, deben ser aplicadas á los gastos públicos, á la amor- 
tización de la deuda y á los otros compromisos del Ge- 
bierno, es de uim grande utilidad que el Congreso pueda 
decidir cuándo y cómo deban ser aplicados los fondos. Si 
fuese de otra manera, el poder Ejecutivo tendría un po- 
der ilimitado sobre los recursos públicos y podria em- 
plearlos á su arbitrio. El poder de revisar y de dirigir las 
operaciones financieras, es un obstáculo á las prodigali- 
dades y á la dilapidación de los fondos públicos. Es una 
cosa útil en una República vigilar el que los fondos pú- 
blicos sean solamente afectados á objetos de una utilidad 
general, como la defensa común ó el bienestar de todos. 

El Congreso es el guardián del tesoro, y para hacer la 
responsabilidad completa, es preciso que se publiquen con 
regularidad cuadros de gastos y de rentas, á fin de que el 
pueblo sepa cuáles han sido los gastos, que conozca el ob- 
jeto de ellos y quién los ha autorizado. La cláusula si- 
guiente dice: "Ningún título de nobleza será concedido 
" por los Estados- Unidos, y ninguna persona que se ha- 
** He ocupando un puesto productivo ó de confianza en su 
** administración, podrá aceptar, sin el consentimiento del 
" Congreso, ningún presente, emolumento, empleo, ó tita- 
** lo de ninguna especie que sea, de ningún rey, príncipe 
*' ni potencia extranjera/' 

Esta cláusula merece alguna atención. Siendo la igual- 
dad perfecta la base de nuestras instituciones, la prohibi- 
ción de toda creación de títulos de nobleza parece ser útil, 
si no indispensable, al mantenimiento de este principio 
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importante. Establecer entre los ciudadanos distinciones 
de rango, sería crear una fuente de privilegios inicuos, y 
destruiría muy pronto ese espíritu de independencia y 
dignidad personal, que es la mejor garantía de un Gobier- 
no republicano. 

En cuanto á la cláusula concerniente á la aceptación 
por los nacionales de títulos ó beneficios extranjeros, ella 
está redactada con un espíritu de justa desconfianza contra 
toda influencia extraña. Se ha contestado la utilidad prác- 
tica de esta medida; se ha creido que un patriota sincero 
no seria fácilmente seducido por un título y que por otra 
parte, un agente intrigante ó corrompido no seria deteni- 
do por restricciones legales. No obstante, esta medidti es 
de grande importancia por cuanto impide á los funciona- 
rios públicos llevar títulos ajenos que contribuirían á dar- 
les una importancia ficticia en el país. 



1 






CAPITULO XXXV 

PROHIBICIONES Y RESTBICCIONSS A I.OS PODERES DE 

I.OS ESTADOS 



Los Estados rvo puedezv hacer i^lxvguxv tratado de paz, de ailiaivzaf etc. 
~-£sta n\edida tiene por ol]jeto znaz\.teAer la anr^onia de la confe- 
deración. —No pueden acordar ninguna patente de corso porque 
el Grobierno nacional es el único responsable de la paz ó de la 
guerra. — No pueden acuñar moneda, á fin de tener en la Union 
una moneda unifonne. — No pueden einitir billetes de crédito.— 
Sentido delas¡palabras emitir billetes de crédito.— Peligro de los 
billetes de crédito probado por la historia financiera de los Bs- 
tados-Unidos.-— No pueden l\acer BILLS OF ATTAINDER, ni 
leyes KX POST FAGTO. 

La sección X del artículo i? contiene ciertos límites á 
la autoridad de los Estados. Algunas, y sobre todo, las 
que se refieren al poder de imponer contribuciones y de 
reglamentar el comercio, hkn sido ya examinadas antes. 
En cuanto á las otras, las analizaremos en el orden dd 
texto de la Constitución. 

La Constitución dice: ** Ningún Estado podrá hacer 
*' tratado, alianza ni confederación, dar patente de corso 
** y represalia, acuñar moneda, emitir billetes de crédito, 
*' ofrecer sino oro ó plata en pago de sus deudas, aprobar 
" ningún proyecto de ley para condenar sin forma de juí- 
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"cío, ni ninguna ley retroactívaj ni leyes anulando las 
** obligaciones contraidas por contrato, ni acordar ningún 
'* título de nobleza." 

La prohibición hecha á los Estados para hacer tratados 
y alianzas era una de las cláusulas de la Confederación ; 
ha sido solamente reproducida en la G^nstitucion. Pero 
la necesidad de esta disposición es evidente. Si cada Es- 
tado tuviese libertad para hacer tratados ó alianzas con un 
Estado extranjero, tal facuhad sería naturalmente sub- 
versiva de los derechos confiados al Gobierno nacional. 
Podría suceder que un Estado contrajese compromisos 
extraños á los intereses de otro Estado; la armonía y la 
paz de la Union sufrirían, y en los tiempos de guerra ó 
de agitación política, la existencia misma de la Union po- 
dría ser comprometida. 

La prohibición de acordar patentes de corso y de re- 
presalia, se funda sobre las mismas consideraciones gene- 
rales. Sin esta prohibición, un solo Estado podría arras- 
trar á toda la Union á una guerra general. Verdad es, 
sin embargo, que las patentes de corso y represalia no 
pueden, ni provocan general y necesaríamente la "guerra, 
pero son siempre medidas hostiles, que tienen por objeto' 
obtener la reparación de ciertas ofensas reales ó supues- 
taSt y frecuentemente son precursoras de las hostilidades 
generales. Como se ha hecho observar con justicia, la 
tranquilidad publica no puede depender de la petulancia 
ó de la precipitación de uno de los Estados. La Consti- 
tiKdon ha obrado con sabiduría confiando la guerra y la 
paz al Gobierno general. Así es como en todo lo que con- 
cierne al extranjero está garantida la unidad en las ope- 
raciones y puesta á cubierto la responsabilidad de aque- 

CONST.^SO. 
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Uos á quieh la nación ha confiado el manejo de Ips ne- 
gocios. 

Otra prohibición es relativa á las monedas. Hemos di- 
cho ya que el poder de acuñar moneda y reglamentar su 
valor, debia pertenecer exclusivamente al Gobierno ge- 
neraL Durante la Confederacioui los Estados gozaban de 
tm poder análogo, á condición de que el Congreso fijaría 
e?cclusivamente el título y valor de las monedas acuñadas 
por los Estados. En este punto, como en otros muchos, b 
Constitución ha introducido modificaciones útiles. El dere 
cho de los diferentes Estados sobre las monedas, al lado 
del poder acordado á la Legislatura nacional para deter- 
minar su valor, no podia conducir sino á multiplicar los 
gastos y á introducir una grande confusión en la forma y 
en el peso de las monedas circulantes. 

Este último inconveniente destruia el objeto esencial 
en vista del cual se dio el poder al Gobierno central para 
mantener la uniformidad en las monedas. El Gobierno 
nacional podrá, por otra parte, formar los establecimien- 
tos locales si se encontrase incómodo enviar á un esta- 
blecimiento central los lingotes para ser acuñados 6 la 
moneda vieja para ser renovada. La prohibición tiene, 
además de eso, un objeto más elevado. Se ha querido 
evidentemente prevenir los peligros de una circulación 
de monedas falsificadas, circulación que seria alentada 
en vista de ciertos intereses locales, y puesta en acdon 
por el fraude, tanto más fácilmente, cuanto que la varie- 
dad de cuños y la independencia de los diferentes esta- 
blecimientos, haría toda represión difícil, si no imposiUe. 

La prohibición de emitir billetes de crédito, no puede 
justificarse mejor que por las palabras mismas del /Jw5^- 



s 
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raltsia, palabras cuya verdad está fundada sobre hechos 
que no pueden recordarse sin amargura. 

*• Esta prohibición, dice El Federalista, debe ser apro- 
" bada y elogiada por todo buen dudadano, en propor- 
'* cien á su amor por la justicia, y su conocimiento de las 
'' verdaderas fuentes de la prosperidad pública. Las pérdi- 
'' áac^ que ha sufrido la América después de la paz, á con- 
'' secuencia de las emisiones de papel moneda y de su fíi- 
'^ nesta influencia sobre la confianza pública y privada, so- 
'' bre la industria y la moralidad del pueblo, en fin, sobre 
" el carácter del Grobierno republicano, forma para los Es- 
*< tados á los cuales se puede imputar esta medida irre- 
'' flexiva, una deuda que quedará largo tiempo sin satis- 
**. facción completa. Aun es permitido decir que la falta de 
** que se han hecho culpables estos Estados, no podría ser 
" expiada sino por el sacrificio del poder que les sirvió de 
" instrumento. Se podría agriar todavía que las mismas 
'' razones que prueban la necesidad de rehusar á los £s- 
" tados el derecho de acuñar moneda, se aplica igual- 
" mente á la emisión de billetes; de otra manera, sería 
*' simplemente sustituir el papel á la plata acufSada. To- 
" dos los argumentos que hemos citado á propósito del 
" derecho de acuñar moneda en nombre de los Estados, 
tienen la misma fuerza para la prohibición de la emisión 
de billetes." 

Es claro que la prohibición de emitir billetes no puede 
extenderse á la de simples títulos de deuda que un Esta- 
do suscríbíera, necesitando hacerlo, y que no contuvieran 
sino el importe de la suma y el término fijado para el 
pago. 

¿ Cuál es entonces el verdadero sentido de los términos 
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de la Constitución, billetes de crédito? En la acepción más 
amplia, estas palabras comprenden evidentemente todo 
acto por el cual un Estado se compromete á pagar á 
dia fíjo una suma de dinero, por la cual naturalmente ob- 
tiene un crédito.^ Así, esto puede referirse á un certifica- 
do dado en cambio de dinero al contado. Pero los térmi- 
nos mismos de la Constitución y los peligros que la his- 
toria financiera de nuestro pais nos ha enseñado á evitar, 
modifican esta amplia interpretación. 

La palabra "emitir" no se emplea sino en una cierta 
acepción; ella no significa el acto por el cual se reconoce 
deber pagar á término fijo una suma prestada para llenar * 
las necesidades del momento; los actos de esta naturaleza 
no son llamados billetes de crédito. Emitir billetes de cré- 
dito, presenta siempre al espíritu la idea de un papel pues- 
to en circulación para ser recibido por todos como dínaro 
al contado, salvo ser reembolsado un dia. Así es como 
se han interpretado hasta hoy los términos de la Consti- 
tución; siempre se han servido de estas palabras para in* 
dicar el papel moneda que las colonias, en la época de su 
dependencia de la metrópoli, tenían derecho á emitir. Du- 
rante las guerras de la revolución, el papel moneda emi- 
tido por el Congreso se llamó siempre billetes de crédito. 
Estas palabras, pues, tienen un sentido preciso. No está 
en el espíritu de la Constitución que se pueda eludir la 
ley por medio de un cambio de nombre, y que lo que 
fuese ilegal bajo el nombre de ** billetes de crédito," se hi- 
ciera legal y conforme á la Constituccion bajo el nombre 
de "certificado." 

La prohibición siguiente establece que los Estados no 
podrán pagar sus deudas sino en especies de oro 6 de 
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{data. Esta cláusula está basada en las mismas razones 
que la precedente. Los efectos desastrosos producidos 
por las diferentes leyes que durante su dependencia colo- 
nial han dado los Estados sobre esta materia, espantan 
nuestra razón y repugnan á todos los sentimientos de jus- 
ticia y de moralidad. No solamente se ha emitido papel 
moneda y declarado que era un medio de rescate de la 
deuda pública, sino que se han hecho leyes de otro carác- 
ter todavía, tales como las leyes conocidas bajo la deno- 
minación de tender laws, que han destruido el crédito y la 
moralidad pública^ 

Por algunas de estas leyes, el pago de la deuda se de- 
claró suspendido; por otras se acordaron, según los tér- 
minos del contrato, plazos para pagar las deudas por par- 
tes; toda especie de propiedad, aun cuando fuera sin va- 
lor, pudo ser ofrecida por el deudor en pago de sus deu- 
das, y el acreedor era forzado á aceptar los bienes del 
deudor, por una estimación enteramente desproporciona- 
da con su verdadero valor. Estos errores y otros muchos 
de la misma naturaleza fueron los resultados de la legis- 
lación vigente durante la guerra de la revolución, hasta el 
establecimiento de la Constitución. Resultaban grandes 
males para el país y un sistema de fraude, de chicana y 
de prodigalidad, que acabó por destníir la industria, las 
empresas y la confianza pública. 

Por otra prohibición, ningún Estado puede promulgar 
un bilí of aítaincUr, una ley ex post factOy ó una ley alte- 
rando el compromiso de un contrato. Los dos primeros 
puntos no necesitan de ningún comentario, porque las ra- 
zones dadas, hablando de las prohibiciones hechas á este 
respecto al Gobierno nacional, se aplican iguahnente á 
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los Gobiernos dei Estado. Antes de adoptarse la G)nsti- 
tucion, cada Estado podia promulgar un bilí of attainder 
ó una ley ex post fació en virtud de su poder legislativo 
soberano, á menos de prohibición expresa hecha por su 
Constitución. 

Porque una prohibición tal no resultaria bastantemente 
de las disposiciones de la Constitución de los Estados- 
Unidos que establece el principio, que los poderes legis- 
lativo, ejecutivo y judicial, no deben confundirse nunca ; 
que los crímenes deben ser juzgados en los condados 
donde han sido cometidos, y que el juicio por jurado de- 
bia ser mantenido intacto: las leyes prohibidas por la 
Constitución, podrian siempre aplicarse en los casos en 
que el delito hubiera sido cometido fuera del Estado. 
Durante las guerras de la revolución, los bilis of attain- 
der y los actos de confiscación ex post factOy recibieron 
una grande extensión; pero los males que resultaron fue- 
ron mayores que el bien que se habia tenido en vista. 



\ 



' CAPITULO XXXVI 

RESTRICCIONES A LOS PODSB£S IOS IiOB £8TAI>08.<-ATAQV1S A IsAB 

OBLIGACIONRR CONTRAÍDAS 



Ii\terpretacioi\ cor\stitucior\al de la palabra *»coi\trato. "— Divisioi\ 
de los corvtratos ex\ corvtratos ejecutivos y coi\trato8 ejecutados, 
. eiv contratos expresos y contratos tácitos.— De la obligaoloiv del 
contrato segui\ la Constitución.— De la obligaciorv izxoral y de la 
obligaclorx civil.— Qué leyes son consideradas como alterando el 
•contrato.— X«os Estados pueden dar leyes que x^odifiquen las 
vías de ejecución de los contratos. — Pueden proxnulgar leyes 
que ox)eren el descargo de las obligaciones futuras.— ¿1.a prohi- 
bición se aplica á las convenciones entre los Estados y los Indi- 
viduos?— ¿Se aplica á las cargas?- ¿Se aplica alas convenciones 
-entre Estados? 

La cláusula que tenemos todavía que examinar, relati- 
vamente á lo que puede alterar las obligaciones de los con- 
tratos, exige algún, desenvolvimiento. 

Primero: ¿ qué es un contrato en el sentido constitucio- 
nal de la palabra? Un contrato es un convenio para hacer 
ó no hacer una cosa determinada, es un pacto entre dos 
ó varias personas. Un contrato es ejecutivo 6 e/ecuíado. 
Un contrato e/ecuíivo es un pacto por el cual una parte 
se obliga á hacer ó á no liacer una cosa determinada; 
un contrato está ejecutado cuando el objeto del conve- 
nio está consumado. Un contrato ejecutado no difiere, 
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pues, en nada de una concesión, porque un contrato eje- 
cutado da la posesión de la cosa ; y un contrato á eje- 
cutar da solamente un derecho á la cosa. En el hecho, 
una concesión, es un contrato ejecutado cuyo vínculo 
subsiste siempre ; y pues que la Constitución se sirve de 
la palabra "contrato" sin distinguir entre el contrato por 
ejecutar y el contrato ejecutado, debe aplicarse á las dos 
especies. Una ley de Estado que anulase el efecto de una 
concesión entre dos individuos, y declarase que á pesar de 
este acto los bienes cedidos debian volver á manos de los 
cedentes, seria tan contraria á la Constitución como una 
ley de Estado que exonerase á un vendedor de la obliga- 
ción de ejecutar su contrato de venta. Seria extraño, en 
efecto, que una promesa de venta fuese protegida, y que 
una venta hecha no lo fuese ; que un contrato no ejecuta- 
do fuese obligatorio, y que un contrato ejecutado pudiese 
ser eludido. 

Además, los contratos son expresos ó implicitos. Los 
contratos expresos son aquellos en que las condiciones del 
convenio están claramente enunciadas y definidas en el 
momento mismo de celebrarlo. 

Los contratos implícitos resultan de la naturaleía de las 
cosas'; fundados sobre el consentimiento tácito de las par- 
tes, son obligatorios á los ojos de la razón como á los de la 
justicia. La Constitución no establece ninguna diferencia 
entre cstaá dos clases de contratos. En realidad, la mayor 
parte de las transacciones civiles consisten en contratos 
implícitos, y seria garantir muy mal la inviolabilidad de los 
contratos expresos, permitir á las Legislaturas de Estados 
la violación de los contratos implícitos. La Constitución 
no podia cometer sctnejante inconsecuencia. 
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Ahora, ¿qué es lá obligación de un contrato ? Estas ex- 
presiones tan claras han dado lugar á distinciones muy 
sutiles sobre su verdadero significado en la Constitución. 
Se ha dicho que derecho y obligación eran términos corre- 
lativos : acordando por un contrato un derecho á otro, se 
lia contraído al mismo tiempo la obligación de dar ó de ha- 
cer. La obligación, pues, de todo contrato consiste en el 
derecho ó en el poder que por consecuencia de este mis- 
mo contrato he conferido á otro, sea sobre mi voluntad, 
sea sobre mis acciones. Este derecho ó este poder no es 
regido exclusivamente por la ley moral, ó por la ley uni- 
versal, ó por las leyes sociales, sino por una combinación 
de esta triple legislación. En esta combinación la ley mo- 
ral y la ley universal ó natural, son modificadas y aplica- 
das á las necesidades de la sociedad por las leyes socia- 
les ó positivas. 

En un estado de civilización muy avanzada, los contra- 
tos de los hombres reciben una interpretación relativa y 
no absoluta ; la sociedad es quien los interpreta, los aplica, 
los revisa y decide hasta qué punto pueden ser equitati- 
vamente sancionados los derechos que mutuamente se han 
concedido. Además, se ha dicho que la Constitución es- 
tablecía una distinción entre el contrato, y el vínculo de 
un contrato. El vínculo del contrato es ej que obliga á las 
partes contratantes á llenar sus compromisos. La ley que 
lia al contrato esta fuerza obligatoria, debe, pues, regir el 
contrato en todas sus formas y en todas sus consecuencias. 
Se ha agregado que el vínculo del contrato consistía en el 
poder y eficacia de la ley que lo aplica y provee á su eje- 
cución, ó al remedio en caso de no ejecución ; que tam- 
bién el vínculo del contrato no era inherente al contrato 

C'ONST.— 51. 
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mismo, sino que tomaba su fuerza en la ley aplicable al 
contrato. 

Siempre que en la Constitución se trate del vínculo de 
los contratos, estos términos deben ser entendidos no so 
lamente en una acepción moral, sino en una acepción le 
gal. El vínculo moral de un contrato, en tanto cuanto con- 
cierne á la sociedad Ijumana-, es de una naturaleza imper- 
fecta. La ejecución depende de la conciencia de las partes, 
solo á Dios es al que han de dar cuenta ; el poder del legis- 
lador no puede alcanzarla. La Constitución no tiene en vis 
ta tales obligaciones, sino solamente aquellas que pueden 
ser reglamentadas ó modificadas por el estado social. U 
obligación civil es la que se quiere proteger, es decir, la obli- 
gación reconocida y sancionada por el Estado. Si pues 
un contrato es ilegal, nulo, ó solamente un pacto desnudo 
ante la ley, este contrato no tiene vínculo alguno, ninguna 
obligación civil, porque la ley ha destruido sus efectos) 
su fuerza. Un contrato semejante no confiere ningún de- 
recho legal á ninguna de las partes, ni impone á la otra 
ningún deber legal. Esta es una aplicación del principio 
ex nudo pacto ?ton oritiir adió. Pero, cuando por su natu- 
raleza el contrato no es ilegal, nulo, ni pacto desnudo, el 
vínculo civil existe y todas las estipulaciones tienen fiíena 
obligatoria. 

Esta fuerza obligatoria no es esencialniente resulta^^- 
de las declaraciones expresas de la ley positiva', sino de 
los principios generales del derecho natural ó universal, 
porque hay evidentemente un vínculo que obliga aun foe 
ra délas leyes positivaá. Las naciones independientes ha- 
cen entre sí tratados que son universalmente considera- 
dos como obligatorios, y sin embargo, su ejecución *no de 
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pende de las leyes positivas. Del mismo modo en todos los 
paises un contrato hecho por el Gobierno con un particular, 
tendrá fuerza obligatoria aun cuando las leyes no garan- 
ticen su ejecución. Por ejemplo, los Estados-Unidos no 
pueden ser ejecutados en virtud de contratos hechos con 
los ciudadanos * y sin embargo, nadie duda que estos con- 
tratos son obligatorios para el Gobierno, aun cuando esta 
obligación no esté protegida por la ley positiva. La obli- 
gación resulta, pues, de los principios de la ley universal. 
Pero en general, hablando del vínculo de un contrato, en- 
tendemos hablar de los casos en que la ley positiva asegu- 
ra los medios de ejecución. 

Cuando estos medios faltan, el vínculo no está destrui- 
do sino debilitado ; el derecho existe, pero no hay medio 
para su no ejecución. Así, la legislación de un Estado, 
puede prohibir la prisión por deudas, y el deudor puede 
no poseer bien alguno ; en este caso, el derecho del acree- 
dor permanece perfecto, pero suspendido, y puede reser- 
var el ejercerlo más tarde contra la propiedad futura del 
deudor. El deudor puede morir sin dejar bienes ni repre- 
sentante. En este caso, no s.e puede decir que el derecho 
del acreedor Be extingue, sino solamente que no pueda 
ejercerlo ; porque suponiendo que un administrador sea 
nombrado, y que la sucesión adquiera bienes, los derechos 
del acreedor podrán ser ejercidos sobre los bienes '\ super- 
vinientes." 

El vínculo civil de un contrato, aun cuando no pue- 
da existir contrariamente á las leyes establecidas, puede 
no obstante formarse y existir fuera de esas mismas le- 

I Si el Gobierno rehusa pagar una deuda, ék acreedor no tiene más 
reraedio qnc ocurrir al Congreso. Véase G<wdon*s digest — pág. 66. 



